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Capítulo primero

ORGANIZACIÓN DEL PERÍODO DE SESIONES

1. La Comisión de Derecho Internacional, creada en
cumplimiento de la resolución 174 (II) de la Asamblea
General, de 21 de noviembre de 1947, y de conformi-
dad con lo dispuesto en su Estatuto (anexo a dicha
resolución y reformado posteriormente), celebró su
35.° período de sesiones en su sede permanente, la
Oficina de las Naciones Unidas en Ginebra, del 3 de
mayo al 22 de julio de 1983. El período de sesiones
fue inaugurado por el Sr. Paul Reuter, Presidente
del 34.° período de sesiones.

2. En el presente informe se expone la labor realiza-
da por la Comisión durante el actual período de se-
siones. El capítulo II del informe, relativo al proyecto
de código de delitos contra la paz y la seguridad de
la humanidad, contiene una descripción de los traba-
jos de la Comisión sobre el tema. El capítulo III, re-
lativo a las inmunidades jurisdiccionales de los Estados
y de sus bienes, contiene una descripción de los tra-
bajos realizados por la Comisión sobre el tema, junto
con tres artículos y dos párrafos de otros dos artículos
y los comentarios a ellos, aprobados provisionalmente
por la Comisión en el actual período de sesiones. El
capítulo IV, relativo a la responsabilidad de los Esta-
dos, contiene una exposición de los trabajos de la Co-
misión sobre el tema, junto con el texto de cuatro
artículos y comentarios a ellos, aprobados provisional-
mente por la Comisión en el actual período de sesio-
nes. El capítulo V, relativo al estatuto del correo di-
plomático y de la valija diplomática no acompañada
por un correo diplomático, contiene una descripción
de la labor de la Comisión sobre el tema, junto con
ocho artículos y comentarios a los mismos, aprobados
provisionalmente por la Comisión en el actual período
de sesiones. El capítulo VI, relativo al derecho de los
usos de los cursos de agua internacionales para fines
distintos de la navegación; el capítulo VII, que trata
de las relaciones entre Estados y organizaciones inter-
nacionales (segunda parte del tema), y el capítulo VIII,
relativo a la responsabilidad internacional por las con-
secuencias perjudiciales de actos no prohibidos por el
derecho internacional, contienen una descripción de los
trabajos de la Comisión sobre los temas respectivos.
Por último, el capítulo IX trata del programa y los
métodos de trabajo de la Comisión, así como de diver-
sas cuestiones administrativas y de otra índole.

A.—Composición de la Comisión

3. La Comisión está integrada por los siguientes
miembros :

Jefe Richard Osuolale A. AKINJIDE (Nigeria);
Sr. Riyadh Mahmoud Sami AL-QAYSI (Iraq);

Sr. Mikuin Leliel BALANDA (Zaire);
Sr. Julio BARBOZA (Argentina);
Sr. Boutros BOUTROS GHALI (Egipto);
Sr. Carlos CALERO RODRIGUES (Brasil);
Sr. Jorge CASTAÑEDA (México);
Sr. Leonardo DÍAZ GONZÁLEZ (Venezuela);
Sr. Khalafalla EL RASHEED MOHAMED AHMED

(Sudán);
Sr. Jens EVENSEN (Noruega);
Sr. Constantin FLITAN (Rumania);
Sr. Laurel B. FRANCIS (Jamaica);
Sr. Jorge E. ILLUECA (Panamá);
Sr. Andreas J. JACOVIDES (Chipre);
Sr. S. P. JAGOTA (India);
Sr. Abdul G. KOROMA (Sierra Leona);
Sr. José Manuel LACLETA MUÑOZ (España);
Sr. Ahmed MAHIOU (Argelia);
Sr. Chafic MALEK (Líbano);
Sr. Stephen C. MCCAFFREY (Estados Unidos de

América);
Sr. Zhengyu Ni (China);
Sr. Frank X. NJENGA (Kenya);
Sr. Motoo OGISO (Japón);
Sr. Syed Sharifuddin PIRZADA (Pakistán);
Sr. Robert Q. QUENTIN-BAXTER (Nueva Zelandia);
Sr. Edilbert RAZAFINDRALAMBO (Madagascar);
Sr. Paul REUTER (Francia);
Sr. Willem RIPHAGEN (Países Bajos);
Sir Ian SINCLAIR (Reino Unido de Gran Bretaña

e Irlanda del Norte);
Sr. Constantin A. STAVROPOULOS (Grecia);
Sr. Sompong SUCHARITKUL (Tailandia);
Sr. Doudou THIAM (Senegal);
Sr. Nikolai A. USHAKOV (Unión de Repúblicas So-

cialistas Soviéticas);
Sr. Alexander YANKOV (Bulgaria).

B.—Mesa

4. En su 1754.a sesión, celebrada el 4 de mayo de
1983, la Comisión eligió la siguiente Mesa :

Presidente : Sr. Laurel B. Francis;

Primer Vicepresidente : Sr. Alexander Yankov;

Segundo Vicepresidente : Sr. Edilbert Razafindra-
lambo;

Presidente del Comité de Redacción : Sr. José Ma-
nuel Lacleta Muñoz;

Relator : Sr. S. P. Jagota.
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5. En el actual período de sesiones de la Comisión,
su Mesa Ampliada estuvo integrada por la Mesa del
período de sesiones, los anteriores Presidentes de la
Comisión y los Relatores Especiales. Presidió la Mesa
Ampliada el Presidente de la Comisión en su actual
período de sesiones. Por recomendación de la Mesa
Ampliada, la Comisión, en su 1760.a sesión, celebrada
el 13 de mayo de 1983, constituyó para el período de
sesiones un Grupo de Planificación encargado de exa-
minar las cuestiones relativas a la organización de los
trabajos de la Comisión, así como de su programa y
sus métodos de trabajo, y de informar al respecto a la
Mesa Ampliada. El Grupo de Planificación estuvo in-
tegrado de la siguiente manera : Sr. Alexander Yankov
(Presidente), Sr. Mikuin Leliel Balanda, Sr. Julio Bar-
boza, Sr. Leonardo Díaz González, Sr. Andreas J. Ja-
covides, Sr. Chafic Malek, Sr. Stephen C. McCaffrey,
Sr. Paul Reuter, Sr. Constantin A. Stavropoulos,
Sr. Doudou Thiam y Sr. Nikolai A. Ushakov. El Gru-
po no era de composición limitada y pudieron asistir
a sus sesiones otros miembros de la Comisión.

C—Comité de Redacción

6. En su 1757.a sesión, celebrada el 9 de mayo de
1983, la Comisión constituyó un Comité de Redacción
integrado por los siguientes miembros : Sr. José Manuel
Lacleta Muñoz (Presidente), Sr. Riyadh Mahmoud Sami
Al-Qaysi, Sr. Mikuin Leliel Balanda, Sr. Julio Barboza,
Sr. Carlos Calero Rodrigues, Sr. Constantin Futan,
Sr. Abdul G. Koroma, Sr. Ahmed Mahiou, Sr. Stephen
C. McCaffrey, Sr. Zhengyu Ni, Sr. Motoo Ogiso, Sr. Paul
Reuter, Sir Ian Sinclair y Sr. Nikolai A. Ushakov. El
Sr. S. P. Jagota, en su calidad de Relator de la Comi-
sión, participó también en los trabajos del Comité. Fue-
ron invitados a asistir a sus sesiones los miembros de
la Comisión que no eran miembros del Comité.

D.—Secretaría

7. El Sr. Carl-August Fleischhauer, Secretario General
Adjunto, Asesor Jurídico, representó al Secretario Ge-
neral en el período de sesiones e hizo una declaración
en la 1768.a sesión de la Comisión, celebrada el 26 de
mayo de 1983. El Sr. Valentin A. Romanov, Director
de la División de Codificación de la Oficina de Asuntos
Jurídicos, actuó como Secretario de la Comisión y, en
ausencia del Asesor Jurídico, representó al Secretario
General. El Sr. Eduardo Valencia Ospina, Oficial Ju-
rídico Superior, actuó como Secretario Adjunto de la
Comisión; el Sr. Andronico O. Adede, Oficial Jurídico
Superior, el Sr. Larry D. Johnson, el Sr. Manuel Rama-
Montaldo y la Sra. Mahnoush Arsanjani, Oficiales Ju-
rídicos, actuaron como Secretarios Ayudantes de la Co-
misión.

E.—Programa

8. La Comisión aprobó en su 1754.a sesión, celebrada
el 4 de mayo de 1983, el programa para su 35.° perío-
do de sesiones, con los temas siguientes :

1. Responsabilidad de los Estados.

2. Inmunidades jurisdiccionales de los Estados y de sus
bienes.

3. Estatuto del correo diplomático y de la valija diplomá-
tica no acompañada por un correo diplomático.

4. Proyecto de código de delitos contra la paz y la segu-
ridad de la humanidad.

5. Derecho de los usos de los cursos de agua internacio-
nales para fines distintos de la navegación.

6. Responsabilidad internacional por las consecuencias per-
judiciales de actos no prohibidos por el derecho inter-
nacional.

7. Relaciones entre Estados y organizaciones internaciona-
les (segunda parte del tema).

8. Programa y métodos de trabajo.

9. Cooperación con otros organismos.

10. Fecha y lugar del 36." período de sesiones.

11. Otros asuntos.

9. La Comisión examinó todos los temas de su pro-
grama. Durante el período de sesiones, la Comisión
celebró 61 sesiones públicas (1753.a a 1813.a) y dos
sesiones privadas. Además, el Comité de Redacción ce-
lebró 30 sesiones, la Mesa Ampliada de la Comisión
dos sesiones, y el Grupo de Planificación cuatro se-
siones.

F.—Visita del Secretario General

10. El Excmo. Sr. Javier Pérez de Cuéllar, Secretario
General de las Naciones Unidas, hizo una visita a la
Comisión y tomó la palabra en su 1795.a sesión, cele-
brada el 4 de julio de 1983 '.

11. El Presidente dio al Secretario General la más
efusiva y cordial bienvenida en nombre de todos los
miembros de la Comisión y dijo que, como jurista, in-
telectual, profesor y autor de publicaciones sobre cues-
tiones de derecho internacional, el Secretario General
debía sentirse verdaderamente en su casa en la Comi-
sión. Todos los presentes respetaban y admiraban las
contribuciones que el Secretario General había hecho
a la causa de la paz en el marco de las Naciones Unidas,
a cuyas actividades había estado asociado por distintos
conceptos. A lo largo de una brillante carrera había
dado constantes pruebas de una resuelta dedicación per-
sonal a los propósitos y principios consagrados en la
Carta de las Naciones Unidas y de su convicción de
que el derecho internacional tenía que desempeñar una
función importante para alcanzar los objetivos de la
Carta. La visita del Secretario General a la Comisión
cuando todavía no había transcurrido mucho tiempo
desde que asumiera su mandato representaba una prue-
ba más de su honda dedicación a la promoción y el
mantenimiento del orden jurídico internacional.

12. El Secretario General dio las gracias al Presiden-
te por las palabras de bienvenida que le había dirigido
en nombre de los miembros de la Comisión de Derecho
Internacional y dijo que, como también él era jurista,

1 De conformidad con una decisión de la Comisión, el tex-
to de la declaración hecha por el Secretario General con oca-
sión de su visita fue distribuido con la signatura A/CN.4/L.368.
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le resultaba especialmente grato encontrarse en com-
pañía de los miembros de la Comisión. Como se reunía
con la Comisión por primera vez, deseaba mencionar
alguna de sus preocupaciones en relación con la impor-
tancia capital de la codificación y el desarrollo progre-
sivo del derecho internacional.

13. Señaló que en el corazón mismo de la Carta se
hallaba el concepto de un cuerpo de derecho interna-
cional coherente y generalmente aceptado. Tal ordena-
miento era esencial no sólo para dirimir sin violencia
las controversias, sino también para que pudieran co-
existir y cooperar día a día los muchos Estados que
constituían actualmente la comunidad internacional.
Cabía preguntarse si acaso no resultaba paradójico des-
tacar la importancia de la función del derecho interna-
cional en el estado actual de las relaciones internacio-
nales, cuando constantemente se estaba denunciando
la violación de los principios básicos que constituían
ese corpus de normas de derecho. No obstante, en opi-
nión del Secretario General, nunca había habido un
momento más oportuno que el actual, cuando reinaba
una confusión considerable acerca de las normas de
conducta internacionales, para reafirmar y formular las
bases de las relaciones internacionales y del orden ju-
rídico internacional. La historia de la humanidad había
demostrado que, sin una formulación clara de unos
principios jurídicos que sirvieran de directrices para el
comportamiento de los Estados en interés común, el
mundo se enfrentaría con dificultades aún más graves
al intentar dar una dirección ordenada a los asuntos
internacionales. Independientemente de sus ideologías
y de sus sistemas económicos y sociales, de su exten-
sión y de su potencia militar y económica, los Estados
debían reconocer que, a la larga, no existía otra posi-
bilidad viable de aplicar una política de desarrollo y
coexistencia pacífica que la de hacerlo en el marco del
derecho internacional.

14. El Secretario General se refirió a la función per-
manente que las Naciones Unidas habían de cumplir
en el desarrollo de un conjunto de normas de derecho
internacional coherente y generalmente aceptado que
había hallado expresión en el inciso a del párrafo 1
del Artículo 13 de la Carta, en virtud del cual la Asam-
blea General había de promover estudios y hacer re-
comendaciones con el fin de « fomentar la cooperación
internacional en el campo político e impulsar el des-
arrollo progresivo del derecho internacional y su codifi-
cación ». La aprobación de esta disposición por la Con-
ferencia de San Francisco había representado el comien-
zo de una nueva era, sin precedentes, en el proceso
de desarrollo progresivo y codificación del derecho in-
ternacional. Los autores de la Carta habían concebido
la labor de desarrollo progresivo y codificación del de-
recho internacional como un objetivo político de las
Naciones Unidas y los Estados Miembros habían con-
traído el compromiso político y jurídico de cooperar
en su consecución.

15. Señaló que en la actualidad el proceso de des-
arrollo y codificación del derecho internacional se reali-
zaba primordialmente en los foros de la organización
internacional universal, en los que los participantes pro-
curaban actualizar, moldear e incluso transformar los

criterios referentes a sus relaciones, a fin de dar mayor
flexibilidad y eficacia a esas normas en el contexto de
las situaciones nuevas. En ese proceso se recurría a la
diplomacia multilateral, que produciría tratados y codi-
ficaría convenciones, más que al desarrollo del derecho
internacional consuetudinario por medio de la práctica,
la aceptación o la aquiescencia. Su objeto era satisfa-
cer las aspiraciones políticas, los intereses y las nece-
sidades de los Estados y de la comunidad internacional
organizada, con miras a facilitar la cooperación inter-
nacional y contribuir al mantenimiento de la paz y la
seguridad internacionales mediante la certidumbre ju-
rídica.

16. Además, dijo, era un hecho generalmente admiti-
do que en los últimos cuarenta años la sociedad inter-
nacional había conocido una transformación considera-
ble que exigía el desarrollo constante y progresivo del
derecho internacional y su codificación a fin de satis-
facer las necesidades contemporáneas. Como se había
puesto de relieve en numerosas ocasiones, no cabía es-
perar que lo que era suficiente y adecuado a principios
del siglo, cuando las colonias, los dominios y los pro-
tectorados representaban el 60 % de la superficie del
mundo y el 70 % de su población total, e incluso en
1945, cuando 51 Estados firmaron la Carta de las Na-
ciones Unidas, pudiera satisfacer las necesidades de una
comunidad internacional de 157 Estados que se enfren-
taban con toda una serie de cuestiones y problemas
nuevos. Esas cuestiones y esos problemas eran conse-
cuencia también de la evolución científica y tecnológica,
que había afectado materialmente a la estructura y a
la economía mundiales, haciendo surgir la necesidad
de una reglamentación jurídica de actividades que a
mediados del presente siglo se encontraban aún fuera
de los límites de las capacidades humanas. El hecho
era que esa interacción mundial constante había hecho
depender la vida y la estabilidad de los Estados de nu-
merosos factores que trascendían sus fronteras nacio-
nales : de la capacidad de los Estados para determinar
esos factores y hallar medios viables para afrontarlos
dependía cada vez más la realización de sus objetivos
de desarrollo y coexistencia.

17. Al mismo tiempo, según el Secretario General, los
Estados seguían preservando celosamente su indepen-
dencia y su soberanía territorial. Actualmente se daba
mayor relieve a lo que separaba a los Estados que a
lo que les unía. Además, no cabía duda de que, en un
mundo con recursos limitados y una grave depresión
económica, un Estado no podía acrecentar su propia
parte más que a costa de la de algún otro Estado. Así
pues, existía el riesgo de perder de vista los intereses
comunes y de no poder llegar a un consenso acerca del
rumbo que se debería tomar. La codificación de los
principios jurídicos en ese marco de interdependencia
había resultado ser una tarea ingente, pero precisamen-
te por eso era aún más importante.

18. Recordó que en noviembre de 1983 habrían trans-
currido treinta y seis años desde que la Asamblea Ge-
neral, en su resolución 174 (II), estableciera la Comi-
sión de Derecho Internacional como medio de ejercer
una de las principales funciones a ella confiadas en
virtud del Artículo 13 de la Carta. Con la creación de
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la Comisión, la Asamblea General había adquirido un
órgano auxiliar permanente, de la más alta competen-
cia técnica y científica, al que pudo confiar la labor
preparatoria esencial de toda codificación : la elabora-
ción de los proyectos básicos sobre diversos temas com-
plejos. La composición de la Comisión hacía también
que ésta tuviera una característica singular : sus miem-
bros eran expertos que, procedentes del mundo aca-
démico, la carrera diplomática y el foro, actuaban a
título individual y aportaban una valiosa combinación
de talentos y experiencia para proceder al análisis teó-
rico y práctico de la práctica de los Estados, las deci-
siones judiciales y la doctrina, con objeto de definir el
contenido de las normas jurídicas que se habían de
formular. Como una codificación diplomática no se po-
día realizar en un vacío político, la Asamblea General
había hecho que la Comisión formase parte del sistema
político de las Naciones Unidas y había asociado a los
Estados Miembros, individual y colectivamente, a todas
las principales fases del proceso de codificación. Esta
amalgama de objetividad jurídica y subjetividad política
era sin duda una de las características más notables de
la Comisión y del método de codificación adoptado por
las Naciones Unidas.
19. Declaró el Secretario General que, en los treinta
y cinco años de su existencia, la Comisión se había
convertido en la institución internacional más respetada
en la esfera de la codificación y el desarrollo progre-
sivo del derecho internacional. La Comisión había sa-
bido responder al llamamiento que le había hecho la
comunidad internacional entera por conducto de la
Asamblea General y había preparado a lo largo de los
años una serie de convenciones, algunas de las cuales
constituían los principales jalones en la historia del
derecho internacional contemporáneo. Las realizaciones
de la Comisión habían sido el resultado no sólo del
perfeccionamiento del proceso de coordinación de sus
estudios sobre temas particulares con las opiniones ex-
presadas por los gobiernos, sino también del criterio
flexible que la Comisión había adoptado. La práctica
seguida por la Comisión en ese aspecto había demos-
trado que contaba con una serie de posibilidades para
avanzar hacia sus objetivos y que lo que podía respon-
der a las exigencias de un determinado tema y de la
comunidad internacional en un contexto dado quizás
no fuera indicado en otro contexto. A medida que la
Comisión fuera realizando su labor en el futuro, sin
duda ampliaría el repertorio de técnicas disponibles
dentro del marco de su Estatuto, a fin de realizar efi-
cazmente la codificación y el desarrollo progresivo del
derecho internacional en diversas esferas. Esto cobraría
una importancia especial a medida que la Comisión
fuera entrando, como sin duda lo haría, en nuevas es-
feras del derecho internacional en las que los adelantos
científicos y tecnológicos exigirían el desarrollo de nor-
mas jurídicas destinadas a regular los instrumentos, in-
mensamente valiosos pero a veces potencialmente peli-
grosos, que la ciencia y la tecnología ofrecían.

20. En su primer informe sobre la labor de la Orga-
nización 2, el Secretario General había puesto de relieve

2 Documentos Oficiales de la Asamblea General, trigésimo
séptimo periodo de sesiones, Suplemento N.° 1 (A/37/1).

que un importante primer paso para la plena realiza-
ción de la función y la capacidad de las Naciones Uni-
das sería una consciente confirmación por los gobiernos
de su adhesión a la Carta. El Secretario General con-
sideraba que esta confirmación sería en la actualidad
especialmente indicada con respecto a los objetivos con-
sagrados en el Artículo de la Carta a que había aludido
antes. Evidentemente, el desarrollo progresivo y la co-
dificación de normas jurídicas que fueran umversalmen-
te aceptables no era tarea sencilla. Más que nunca, se
necesitaban mentes jurídicas que buscasen la manera
de conciliar relaciones y exigencias contrapuestas y re-
dactasen normas jurídicas coherentes que ofreciesen di-
rectrices para responder a los problemas de la coexis-
tencia pacífica y el desarrollo. El Secretario General
estaba convencido de que la Comisión demostraría nue-
vamente que sabía ser sensible a las nuevas corrientes
y que seguiría respondiendo a las esperanzas crecien-
tes de la humanidad.
21. El Presidente dijo que hablaba en nombre de to-
dos los miembros de la Comisión al expresar al Secre-
tario General su agradecimiento por la importante de-
claración que había formulado con ocasión de su pri-
mera visita a la Comisión. Durante los tres decenios
y medio transcurridos desde su creación, la Comisión
se había dedicado a los aspectos fundamentales del de-
recho internacional público en su sentido amplio y, de
conformidad con las instrucciones de la Asamblea Ge-
neral, había emprendido ahora el estudio de otros temas
complejos y de amplio alcance que eran de gran valor
práctico para la comunidad internacional. Así pues, la
Comisión tenía un programa muy nutrido para el fu-
turo inmediato, lo cual no quería decir que no fuese
capaz de emprender algún trabajo adicional de carácter
urgente si la Asamblea General lo consideraba necesa-
rio. En realidad, podía decirse que, con su composición
actual, la Comisión podía responder con la misma dili-
gencia de siempre, si no más, a las necesidades apre-
miantes de reglamentaciones jurídicas internacionales
destinadas a satisfacer las exigencias de la comunidad
internacional contemporánea.
22. Recordó al Secretario General que, en 1981, la
Asamblea General había decidido aumentar en nueve
miembros la composición de la Comisión, de confor-
midad con el procedimiento acordado para la distribu-
ción regional de puestos, a fin de que el tamaño y la
composición de la Comisión estuvieran más en armo-
nía con el considerable aumento del número de Miem-
bros que se ha registrado en las Naciones Unidas desde
1961. Ese aumento del número de Miembros demos-
traba el interés constante y cada vez mayor que los
Estados ponían en el proceso del desarrollo progresivo
del derecho internacional y de su codificación dentro
del marco del sistema de las Naciones Unidas. La Co-
misión tenía conciencia de ese interés y de todas las
responsabilidades que suponía y había procurado en
todo momento desempeñar estas responsabilidades con
la mayor eficacia. A este respecto, era importante seña-
lar que, desde el trigésimo séptimo período de sesiones
de la Asamblea General, los Estados habían tomado
medidas en un caso y, según se esperaba, las tomarían
en otros dos, con respecto a tres de los proyectos defi-
nitivos preparados recientemente por la Comisión.
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23. El aumento del número de miembros de la Comi-
sión, decidido por la Asamblea General en 1981, había
sido, según el Presidente, una consecuencia inevitable
del aumento en el número de miembros de la propia
Asamblea General a raíz del proceso de descoloniza-
ción. Esa transformación en la composición de la Or-
ganización había ido acompañada, entre otras cosas, de
los insistentes llamamientos formulados por los países
en desarrollo para que se introdujeran reformas en las
relaciones económicas, financieras y comerciales inter-
nacionales entre los países desarrollados y los países
en desarrollo. La Comisión, que era un microcosmos
de la Asamblea General, tendría que tratar, de vez en
cuando, los aspectos jurídicos de esos importantes pro-
blemas, y prueba de ello eran los artículos 23, 24 y 30
del proyecto de artículos sobre las cláusulas de la na-
ción más favorecida. La Comisión estaba bien equipada
para hacer frente a estas eventualidades, no sólo por
su competencia, sino también por las excelentes rela-
ciones que existían entre los miembros de países des-
arrollados y los de países en desarrollo.

24. Dijo el Presidente que, en el desempeño de sus
funciones, la Comisión tenía la suerte de contar con
los servicios y la asistencia de un pequeño número de
funcionarios muy calificados, competentes y dedicados
de la División de Codificación de la Oficina de Asun-
tos Jurídicos. El Presidente aprovechó esta oportunidad
para agradecer al Secretario General esa asistencia, que
a lo largo de los años se ha convertido en parte inte-
grante de la labor de la Comisión, y para expresar la
esperanza de que en el futuro esa asistencia no sólo
se mantendría, sino que incluso se acrecentaría para
responder a las necesidades que la Comisión pudiera
tener en un momento dado.

25. El Presidente señaló, por último, que la visita del
Secretario General a la Comisión era de gran impor-
tancia, porque ésta tenía una tarea difícil que realizar.
La presencia del Secretario General aportaría a la Co-
misión el aliento que necesitaba para proseguir la obra
de codificación y desarrollo progresivo del derecho in-
ternacional.



CAPÍTULO II

PROYECTO DE CÓDIGO D E DELITOS CONTRA LA PAZ Y LA SEGURIDAD
DE LA HUMANIDAD

A.—INTRODUCCIÓN

26. EL 21 DE NOVIEMBRE DE 1947, LA ASAMBLEA GENE-
RAL, POR SU RESOLUCIÓN 174 (II), CREÓ LA COMISIÓN DE
DERECHO INTERNACIONAL. EL MISMO DÍA, EN SU RESOLU-
ción 177 (II) , ENCARGÓ A LA COMISIÓN :

a) QUE FORMULE LOS PRINCIPIOS DE DERECHO INTERNACIONAL RE-
conocidos POR EL ESTATUTO Y POR LAS SENTENCIAS DEL TRIBUNAL
de NUREMBERG; Y

b) QUE PREPARE UN PROYECTO DE CÓDIGO EN MATERIA DE DELI-
tos CONTRA LA PAZ Y LA SEGURIDAD DE LA HUMANIDAD, EN EL CUAL
se INDIQUE CLARAMENTE LA FUNCIÓN QUE CORRESPONDE A LOS PRIN-
cipios MENCIONADOS EN EL PRECEDENTE INCISO a3.

27. EN SU PRIMER PERÍODO DE SESIONES EN 1949, LA
COMISIÓN EXAMINÓ LAS CUESTIONES QUE SE LE HABÍAN RE-
mitido EN LA RESOLUCIÓN 177 (II) Y NOMBRÓ RELATOR ES-
pecial AL SR. JEAN SPIROPOULOS PARA QUE CONTINUARA LOS
trabajos SOBRE : a) LA FORMULACIÓN DE LOS PRINCIPIOS DE
derecho INTERNACIONAL RECONOCIDOS POR EL ESTATUTO Y POR
las SENTENCIAS DEL TRIBUNAL DE NUREMBERG, Y b) LA PRE-
paración DE UN PROYECTO DE CÓDIGO DE DELITOS CONTRA
la PAZ Y LA SEGURIDAD DE LA HUMANIDAD, EN EL CUAL SE
indicara CLARAMENTE LA FUNCIÓN QUE CORRESPONDÍA A LOS
principios MENCIONADOS EN EL PRECEDENTE APARTADO a. LA
COMISIÓN DECIDIÓ ASIMISMO DISTRIBUIR A LOS GOBIERNOS
un CUESTIONARIO PARA PREGUNTAR QUÉ DELITOS, ADEMÁS DE
los DEFINIDOS EN EL ESTATUTO Y LAS SENTENCIAS DEL TRI-
bunal DE NUREMBERG, DEBERÍAN A SU JUICIO SER INCOR-
porados AL PROYECTO DE CÓDIGO PREVISTO EN LA RESOLU-
ción 177 ( I I ) 4 .

28 . BASÁNDOSE EN UN INFORME PRESENTADO POR EL RELA-
tor ESPECIAL SOBRE LA FORMULACIÓN DE LOS PRINCIPIOS DE

3 NO CARECE DE INTERÉS SEÑALAR QUE, INCLUSO ANTES DE LA CREA-
ción DE LA COMISIÓN, LA ASAMBLEA GENERAL, EN SU PRIMER PE-
ríodo DE SESIONES, CONFIRMÓ EN SU RESOLUCIÓN 95 (I), DE 11 DE
diciembre DE 1946, LOS PRINCIPIOS DE DERECHO INTERNACIONAL RE-
conocidos POR EL ESTATUTO Y POR LAS SENTENCIAS DEL TRIBUNAL
de NUREMBERG Y ENCARGÓ AL COMITÉ DE CODIFICACIÓN DE DERE-
cho INTERNACIONAL CREADO POR LA RESOLUCIÓN 94 (I) DE LA MISMA
fecha QUE TRATARA, « COMO UN ASUNTO DE IMPORTANCIA PRIMORDIAL,
los PLANES PARA LA FORMULACIÓN, EN UNA CODIFICACIÓN GENERAL DE
delitos CONTRA LA PAZ Y LA SEGURIDAD DE LA HUMANIDAD, O [EN]
un CÓDIGO CRIMINAL INTERNACIONAL, [DE] LOS PRINCIPIOS RE-
conocidos EN [ESOS] ESTATUTO [...] Y SENTENCIAS [...] ». FUE
ese COMITÉ (DENOMINADO A VECES « COMITÉ DE LOS DIECISIETE »)
el QUE RECOMENDÓ A LA ASAMBLEA GENERAL LA CREACIÓN DE UNA
comisión DE DERECHO INTERNACIONAL Y ELABORÓ LAS DISPOSICIONES
destinadas A SERVIR DE BASE A SU ESTATUTO. VÉASE Documentos
Oficiales de la Asamblea General, segundo periodo de sesiones,
Sexta Comisión, ANEXO 1, DOCUMENTO A/331.

4 Ibid., cuarto periodo de sesiones, Suplemento N.° 10 (A/925),
PÁG. 5, PÁRRS. 30 Y 31.

NUREMBERG5, LA COMISIÓN ULTIMÓ EN SU SEGUNDO PERÍO-
do DE SESIONES, DE CONFORMIDAD CON EL APARTADO a DE
la RESOLUCIÓN 177 (II) , LA FORMULACIÓN DE LOS PRINCIPIOS
de DERECHO INTERNACIONAL RECONOCIDOS POR EL ESTATUTO
y POR LAS SENTENCIAS DEL TRIBUNAL DE NUREMBERG Y LOS
PRESENTÓ, CON SUS COMENTARIOS, A LA ASAMBLEA GENERAL6.
EN CUANTO A LA CUESTIÓN QUE SE LE HABÍA REMITIDO EN
virtud DEL APARTADO b DE LA RESOLUCIÓN 177 (II), LA
COMISIÓN EXAMINÓ EL TEMA TOMANDO COMO BASE UN IN-
forme DEL RELATOR ESPECIAL SOBRE EL PROYECTO DE CÓDIGO
de DELITOS CONTRA LA PAZ Y LA SEGURIDAD DE LA HUMANI-
dad 7 Y LAS RESPUESTAS A SU CUESTIONARIO RECIBIDAS DE
los GOBIERNOS8. TENIENDO EN CUENTA LAS DELIBERACIONES
de LA COMISIÓN SOBRE ESTA MATERIA, UN SUBCOMITÉ DE
REDACCIÓN PREPARÓ UN ANTEPROYECTO DE CÓDIGO QUE FUE
remitido AL RELATOR ESPECIAL, A QUIEN SE PIDIÓ QUE PRE-
sentara UN NUEVO INFORME9.

29. EN SU QUINTO PERÍODO DE SESIONES, LA ASAMBLEA
GENERAL, POR LA RESOLUCIÓN 488 (V), DE 12 DE DICIEMBRE
de 1950, INVITÓ A LOS GOBIERNOS DE LOS ESTADOS MIEM-
bros A QUE PRESENTARAN SUS OBSERVACIONES ACERCA DE LA
formulación DE LOS PRINCIPIOS DE DERECHO INTERNACIONAL
reconocidos POR EL ESTATUTO Y POR LAS SENTENCIAS DEL
TRIBUNAL DE NUREMBERG Y PIDIÓ A LA COMISIÓN QUE, AL
preparar EL PROYECTO DE CÓDIGO DE DELITOS CONTRA LA PAZ
y LA SEGURIDAD DE LA HUMANIDAD, TUVIERA EN CUENTA LAS
observaciones QUE HABÍAN HECHO LAS DELEGACIONES ACER-
ca DE ESA FORMULACIÓN EN EL QUINTO PERÍODO DE SESIONES
de LA ASAMBLEA Y CUALESQUIERA OBSERVACIONES QUE PUDIE-
ran HACER LOS GOBIERNOS.

30. EL RELATOR ESPECIAL PRESENTÓ SU SEGUNDO INFORME 10

a LA COMISIÓN EN SU TERCER PERÍODO DE SESIONES, EN 1951.
DICHO INFORME CONTENÍA UN PROYECTO REVISADO DE CÓDIGO
y UN RESUMEN DE LAS OBSERVACIONES HECHAS EN LA SEXTA
COMISIÓN DURANTE EL QUINTO PERÍODO DE SESIONES DE LA
ASAMBLEA ACERCA DE LA FORMULACIÓN DE LOS PRINCIPIOS
de NUREMBERG PREPARADA POR LA COMISIÓN. LA COMISIÓN
también TUVO A LA VISTA LAS OBSERVACIONES RECIBIDAS DE

5 A/CN.4/22.
6 Documentos Oficiales de la Asamblea General, quinto pe-

ríodo de sesiones, Suplemento N° 12 (A/1316), PÁGS. 11 A 15,
PÁRRS. 95 A 127.

7 A/CN.4/25.
8 A/CN.4/19, SEGUNDA PARTE, Y A/CN.4/19/ADD.L Y 2.
9 Documentos Oficiales de la Asamblea General, quinto pe-

riodo de sesiones, Suplemento N.° 12 (A/1316), PÁG. 18, PÁ-
rrafo 157. EL COMITÉ DE REDACCIÓN ESTUVO INTEGRADO POR EL
RELATOR ESPECIAL, EL SR. RICARDO J. ALFARO Y EL SR. MANLEY
O. HUDSON.

10 A/CN.4/44.
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los gobiernos acerca de esta formulación11 y un me-
morando relativo al proyecto de código preparado por
el profesor Vespasiano V. Pella 12. En ese período de
sesiones, la Comisión aprobó un proyecto de código de
delitos contra la paz y la seguridad de la humanidad,
compuesto de cinco artículos con sus comentarios, y
lo presentó a la Asamblea GeneralD.
31. En 1951, en su sexto período de sesiones, la
Asamblea General aplazó el examen de la cuestión del
proyecto de código hasta su séptimo período de sesio-
nes. De resultas de ese aplazamiento, se señaló a la
atención de los gobiernos de los Estados Miembros el
proyecto de código preparado en 1951 por la Comisión
y se les invitó a que presentaran sus comentarios y
observaciones al respecto. Los comentarios y observa-
ciones recibidos se distribuyeron en el séptimo período
de sesiones, en 1952, de la Asamblea General M, pero
la cuestión del proyecto de código no se incluyó en el
programa de ese período de sesiones en la inteligencia
de que la Comisión seguiría estudiándola. La Comisión,
en su quinto período de sesiones, en 1953, pidió al
Relator Especial que emprendiera un nuevo estudio de
la cuestión15.
32. En su tercer informeI6, el Relator Especial exa-
minó las observaciones recibidas por los gobiernos y,
teniendo en cuenta las observaciones, propuso algunos
cambios en el proyecto de código aprobado por la Co-
misión en 1951. La Comisión estudió ese informe en
su sexto período de sesiones, en 1954, introdujo algu-
nas modificaciones en el texto anteriormente aprobado
y transmitió a la Asamblea General una versión revi-
sada del proyecto de código, compuesto por cuatro ar-
tículos con sus comentarios correspondientes n .
33. El texto íntegro del proyecto de código aprobado
por la Comisión en su sexto período de sesiones, en
1954 18, es el siguiente :

Artículo 1

Los delitos contra la paz y la seguridad de la humanidad,
definidos en el presente código, son delitos de derecho inter-
nacional, por los cuales serán castigados los individuos res-
ponsables.

Artículo 2

Son delitos contra la paz y la seguridad de la humanidad
los siguientes actos :

1) Todo acto de agresión, inclusive el empleo por las auto-
ridades de un Estado de la fuerza armada contra otro Estado

11 A/CN.4/45 y Add.l y 2.
12 A/CN.4/39, reproducido en francés en Yearbook of the

International Law Commission, 1950, vol. II, pág. 278.
13 Documentos Oficiales de la Asamblea General, sexto pe-

ríodo de sesiones, Suplemento N.° 9 (A/1858), págs. 13 y ss.,
párrs. 57 a 59.

M Ibid., séptimo período de sesiones, Anexos, vol. II, te-
ma 54 del programa, documento A/2162 y Add.l.

15 Ibid., octavo período de sesiones, Suplemento N.° 9 (A/
2456), pág. 31, párrs. 167 a 169.

« A/CN.4/85.
17 Documentos Oficiales de la Asamblea General, noveno pe-

ríodo de sesiones, Suplemento N.° 9 (A/2693 y Corr.l), págs. 10
y 11, párrs. 49 a 53.

18 Ibid., págs. 11 y 12, párr. 54.

para cualquier propósito que no sea la legítima defensa nacio-
nal o colectiva o la aplicación de una decisión o recomenda-
ción de un órgano competente de las Naciones Unidas.

2) Toda amenaza hecha por las autoridades de un Estado
de recurrir a un acto de agresión contra otro Estado.

3) La preparación por las autoridades de un Estado del
empleo de la fuerza armada contra otro Estado para cualquier
propósito que no sea la legítima defensa nacional o colectiva,
o la aplicación de una decisión o recomendación de un órgano
competente de las Naciones Unidas.

4) El hecho de que las autoridades de un Estado organicen
dentro de su territorio o en cualquier otro territorio bandas
armadas para hacer incursiones en el territorio de otro Estado
o estimulen la organización de tales bandas; o el hecho de que
toleren la organización de dichas bandas en su propio terri-
torio o de que toleren que dichas bandas armadas se sirvan
de su territorio como base de operaciones o punto de partida
para hacer incursiones en el territorio de otro Estado, así como
el hecho de participar directamente en tales incursiones o de
prestarles su apoyo.

5) El hecho de que las autoridades de un Estado emprendan
o estimulen actividades encaminadas a fomentar luchas civiles
en el territorio de otro Estado, o la tolerancia por las auto-
ridades de un Estado de actividades organizadas encaminadas
a fomentar luchas civiles en el territorio de otro Estado.

6) El hecho de que las autoridades de un Estado empren-
dan o estimulen actividades terroristas en otro Estado, o la
tolerancia por las autoridades de un Estado de actividades
organizadas, encaminadas a realizar actos terroristas en otro
Estado.

7) Los actos de las autoridades de un Estado que violen
las obligaciones establecidas por un tratado destinado a garan-
tizar la paz y la seguridad internacionales mediante restric-
ciones o limitaciones respecto a armamentos, adiestramiento
militar o fortificaciones, u otras restricciones del mismo carácter.

8) La anexión por las autoridades de un Estado de un
territorio perteneciente a otro Estado o de un territorio colo-
cado bajo un régimen internacional mediante actos contrarios
al derecho internacional.

9) El hecho de que las autoridades de un Estado inter-
vengan en los asuntos internos o externos de otro Estado
mediante medidas coercitivas de índole económica o política,
con el fin de influir sobre sus decisiones y obtener así ven-
tajas de cualquier índole.

10) Los actos de las autoridades de un Estado o de par-
ticulares, perpetrados con intención de destruir, total o par-
cialmente, a un grupo nacional, étnico, racial o religioso como
tal, inclusive :

i) La matanza de miembros del grupo;

11) La lesión grave a la integridad física o mental de los
miembros del grupo;

iii) El sometimiento intencional del grupo a condiciones de
existencia que hayan de acarrear su destrucción física,
total o parcial;

iv) Las medidas destinadas a impedir los nacimientos en el
seno del grupo;

v) El traslado por fuerza de niños del grupo a otro grupo.

11) Los actos inhumanos, tales como el asesinato, el ex-
terminio, la esclavitud, la deportación o las persecuciones,
contra cualquier población civil por motivos sociales, políticos,
raciales, religiosos o culturales, perpetrados por las autoridades
de un Estado o por particulares que actúen por instigación de
dichas autoridades o con su tolerancia.
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12) Los actos cometidos violando las leyes o usos de la
guerra.

13) Los actos que constituyan :

i) Conspiración para cometer cualquiera de los delitos de-
finidos en los párrafos anteriores del presente artículo;

ii) Instigación directa a cometer cualquiera de los delitos
definidos en los párrafos anteriores del presente artículo;

iii) Tentativas de cometer cualquiera de los delitos definidos
en los párrafos anteriores del presente artículo;

iv) Complicidad en la perpetración de cualquiera de los
delitos definidos en los párrafos anteriores del presente
artículo.

Artículo 3

El hecho de que una persona haya actuado como Jefe de
un Estado o como autoridad del Estado no la eximirá de
responsabilidad por la perpetración de cualquiera de los de-
litos definidos en el presente código.

Artículo 4

El hecho de que una persona acusada de un delito definido
en este código haya actuado en cumplimiento de órdenes de
su gobierno o de un superior jerárquico no la eximirá de
responsabilidad conforme al derecho internacional si, dadas
las circunstancias del caso, ha tenido la posibilidad de no
acatar dicha orden.

34. En su resolución 897 (IX), de 4 de diciembre
de 1954, la Asamblea General, considerando que el
proyecto de código formulado por la Comisión en su
sexto período de sesiones suscitaba problemas íntima-
mente relacionados con la definición de la agresión y
que había encomendado a una comisión especial la
tarea de preparar un informe sobre un proyecto de
definición de la agresión, decidió aplazar el examen del
proyecto de código hasta que la Comisión Especial para
la Cuestión de la Definición de la Agresión hubiera
presentado su informe19. La Asamblea General expresó
la misma opinión en 1957, aunque transmitió el texto
del proyecto de código a los Estados Miembros para
que formularan observaciones; las respuestas se habrían
de someter a la Asamblea General a tiempo para que
el tema pudiese ser incluido en su programa provisio-
nal 2°. En 1968 la Asamblea General decidió de nuevo no

19 Además, en su resolución 898 (IX), de 14 de diciembre
de 1954, la Asamblea General, considerando, entre otras cosas,
la conexión existente entre la cuestión de la definición de
la agresión, el proyecto de código de delitos contra la paz y la
seguridad de la humanidad y el problema de la jurisdicción
penal internacional, decidió aplazar el examen del informe de
la Comisión de Jurisdicción Penal Internacional de 1953 [Ibid.,
Suplemento N.° 12 (A/2645)] hasta que hubiera examinado el
informe de la Comisión Especial para la Cuestión de la Defi-
nición de la Agresión y el proyecto de código de delitos contra
la paz y la seguridad de la humanidad. Cabe señalar que la
Comisión de Jurisdicción Penal Internacional de 1953 fue pre-
cedida por la Comisión de Jurisdicción Penal Internacional de
1951 (denominada en adelante « Comisión de 1951 »), creada
por la Asamblea General mediante su resolución 489 (V), de
12 de diciembre de 1950. La Comisión de 1951 presentó su
informe a la Asamblea General en su séptimo período de se-
siones, en 1952 [ibid., séptimo período de sesiones, Suplemen-
to N.° 11 (A/2136)].

20 Resolución 1186 (XII) de la Asamblea General, de 11 de
diciembre de 1957. Además, por su resolución 1187 (XII), de
la misma fecha, la Asamblea General decidió también aplazar

incluir en su programa el tema relativo al proyecto de
código y el tema relativo a la « jurisdicción penal inter-
nacional » hasta un período de sesiones ulterior, cuando
se hubiera avanzado más en la elaboración de una de-
finición generalmente aceptada de la agresión.

35. El 14 de diciembre de 1974 la Asamblea General
aprobó por consenso la Definición de la agresión21. Al
asignar a la Sexta Comisión el tema relativo a la defi-
nición de la agresión, la Asamblea General señaló que
había decidido, entre otras cosas, estudiar si debía abor-
dar el examen de la cuestión del proyecto de código
de delitos contra la paz y la seguridad de la humanidad
y de la cuestión de una jurisdicción penal internacio-
nal, como se preveía en las resoluciones y en una de-
cisión adoptadas anteriormente 22.

36. En su informe sobre su 29.° período de sesiones,
en 1977, la Comisión se refirió a la posibilidad de que
la Asamblea General examinara el proyecto de código,
incluida su revisión por la Comisión si la Asamblea
General así lo deseaba, teniendo en cuenta el hecho
de que la Asamblea General había aprobado la Defi-
nición de la agresión23.
37. Aunque el tema se incluyó en el programa del
trigésimo segundo período de sesiones de la Asamblea
General, en 1977, su examen fue aplazado hasta el
trigésimo tercer período de sesiones, en 1978. En la
resolución 33/97, de 16 de diciembre de 1978, la
Asamblea General invitó a los Estados Miembros y a
las organizaciones internacionales intergubernamentales
pertinentes a presentar sus comentarios y observaciones
sobre el proyecto de código, incluidos sus comentarios
sobre el procedimiento que debería seguirse. Esos co-
mentarios fueron distribuidos en el siguiente período
de sesiones de la Asamblea General24. En su trigésimo
quinto período de sesiones, en 1980, la Asamblea Ge-
neral, en su resolución 35/49, de 4 de diciembre de
1980, reiteró la invitación relativa a la presentación
de comentarios y observaciones que había hecho en la
resolución 33/97, precisando además que en esas res-
puestas se expresaran opiniones sobre el procedimiento
que habría que seguir en el examen futuro del tema,
incluida la sugerencia de remitirlo a la CDI 25.

38. El 10 de diciembre de 1981 la Asamblea General
aprobó la resolución 36/106, titulada « Proyecto de

una vez más el examen de la cuestión de la definición de la
agresión y la cuestión del proyecto de código de delitos contra
la paz y la seguridad de la humanidad.

21 Resolución 3314 (XXIX) de la Asamblea General, anexo.
22 véase Documentos Oficiales de la Asamblea General, vigé-

simo noveno período de sesiones, Anexos, tema 86 del progra-
ma, documento A/9890, párr. 2. En julio de 1983, la Asamblea
General no había abordado el examen de la cuestión de la
jurisdicción penal internacional.

23 Anuario... 1977, vol. II (segunda parte), pág. 131, pá-
rrafo 111.

24 A/35/210 y Add.l y 2 y Add.2/Corr.l.
25 Esas observaciones se distribuyeron posteriormente con la

signatura A/36/416. Además, el Secretario General, en cum-
plimiento de la resolución 35/49 de la Asamblea General, pre-
paró un documento analítico (A/36/535) sobre la base de las
respuestas recibidas y de las declaraciones hechas durante los
debates sobre el tema en los períodos de sesiones trigésimo ter-
cero y trigésimo quinto de la Asamblea General.
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código de delitos contra la paz y la seguridad de la
humanidad », cuyo texto es el siguiente :

La Asamblea General,

Teniendo presente el inciso a del párrafo 1 del Artículo 13
de la Carta de las Naciones Unidas, que prescribe que la
Asamblea General promoverá estudios y hará recomendaciones
para impulsar el desarrollo progresivo del derecho interna-
cional y su codificación,

Recordando su resolución 177 (II), de 21 de noviembre
de 1947, por la que encargó a la Comisión de Derecho Inter-
nacional que preparara un proyecto de código de delitos con-
tra la paz y la segundad de la humanidad,

Habiendo examinado el proyecto de código de delitos con-
tra la paz y la seguridad de la humanidad preparado por la
Comisión de Derecho Internacional y presentado a la Asam-
blea General en 1954,

Recordando la convicción de que la elaboración de un có-
digo de delitos contra la paz y la seguridad de la humanidad
podría contribuir a fortalecer la paz y la seguridad interna-
cionales y, por consiguiente, a promover y llevar a la práctica
los propósitos y principios enunciados en la Carta de las
Naciones Unidas,

Teniendo presente su resolución 33/97, de 16 de diciembre
de 1978, por la que decidió asignar prioridad al tema titulado
« Proyecto de código de delitos contra la paz y la seguridad
de la humanidad » y considerarlo con la mayor amplitud
posible,

Habiendo examinado el informe del Secretario General
presentado de conformidad con la resolución 35/49, de 4 de
diciembre de 1980, de la Asamblea General,

Considerando que la Comisión de Derecho Internacional
acaba de terminar una parte importante de su labor consagra-
da a la sucesión de Estados en materia de bienes, archivos
y deudas de Estado y que, en consecuencia, su programa de
trabajo está actualmente más aligerado,

Teniendo en cuenta que el número de miembros de la Co-
misión de Derecho Internacional fue aumentado durante el
trigésimo sexto período de sesiones de la Asamblea General
y que la Comisión dispone de un nuevo mandato de cinco
años para organizar su labor futura,

Teniendo presentes las opiniones expresadas durante el de-
bate sobre este tema en el actual período de sesiones,

Tomando nota del párrafo 4 de la resolución 36/114, de
10 de diciembre de 1981, de la Asamblea General y relativa
al informe de la Comisión de Derecho Internacional,

1. Invita a la Comisión de Derecho Internacional a que
reanude su labor con miras a elaborar el proyecto de código
de delitos contra la paz y la seguridad de la humanidad, y
a que lo examine con la prioridad requerida con objeto de
revisarlo, teniendo debidamente en cuenta los resultados lo-
grados por el proceso de desarrollo progresivo del derecho
internacional;

2. Pide a la Comisión de Derecho Internacional que exa-
mine en su trigésimo cuarto período de sesiones la cuestión del
proyecto de código de delitos contra la paz y la seguridad de la
humanidad en el marco de su programa quinquenal y que
informe a la Asamblea General en su trigésimo séptimo perío-
do de sesiones acerca de la prioridad que considera oportuno
asignar al proyecto de código y la posibilidad de presentar
un informe preliminar a la Asamblea en su trigésimo octavo
período de sesiones con respecto, entre otras cosas, al alcance
y a la estructura del proyecto de código;

3. Pide al Secretario General que reitere su invitación a
los Estados Miembros y a las organizaciones internacionales
intergubernamentales pertinentes a que presenten o actualicen
sus comentarios y observaciones sobre el proyecto de código
de delitos contra la paz y la seguridad de la humanidad, y
que presente un informe a la Asamblea General en su trigé-
simo séptimo período de sesiones;

4. Pide al Secretario General que proporcione a la Comi-
sión de Derecho Internacional toda la documentación nece-
saria y los comentarios y observaciones presentados por Estados
Miembros y organizaciones internacionales intergubernamen-
tales pertinentes sobre el tema titulado « Proyecto de código
de delitos contra la paz y la seguridad de la humanidad »;

5. Decide incluir en el programa provisional de su trigé-
simo séptimo período de sesiones el tema titulado « Proyecto
de código de delitos contra la paz y la seguridad de la hu-
manidad » y asignarle prioridad y considerarlo con la mayor
amplitud posible.

39. En consecuencia, en su 34.° período de sesiones,
en 1982, la Comisión designó al Sr. Doudou Thiam
Relator Especial para el tema « Proyecto de código de
delitos contra la paz y la seguridad de la humanidad »
y creó un Grupo de Trabajo sobre este tema presidido
por el Relator Especial26. Por recomendación del Grupo
de Trabajo, la Comisión decidió atribuir la prioridad
necesaria al tema en su programa quinquenal e indicó
su propósito de celebrar en su presente período de se-
siones un debate general en sesión plenaria sobre la
base del primer informe que había de presentar el Re-
lator Especial. Además, la Comisión indicó que presen-
taría a la Asamblea General en su trigésimo octavo
período de sesiones las conclusiones de ese debate27.

40. También por recomendación del Grupo de Traba-
jo, la Comisión pidió a la Secretaría que prestara al
Relator Especial la asistencia que precisara y que pre-
sentara a la Comisión todos los elementos de informa-
ción necesarios, con inclusión, en particular, de un
compendio de los instrumentos internacionales pertinen-
tes y una versión actualizada del documento analítico
preparado en cumplimiento de la resolución 35/49 de
la Asamblea General28. La Comisión tuvo ante sí los
comentarios y observaciones que se habían recibido de
los gobiernos29 en cumplimiento de la petición conte-
nida en el párrafo 4 de la resolución 36/106 de la
Asamblea General.

41. El 16 de diciembre de 1982 la Asamblea Gene-
ral aprobó la resolución 37/102, en la cual invitó a
la Comisión a que continuara su labor con miras a ela-
borar el proyecto de código de delitos contra la paz
y la seguridad de la humanidad, de conformidad con

26 Anuario... 1982, vol. II (segunda parte), pág. 131, párra-
fo 252. El Grupo de Trabajo estaba integrado por los siguien-
tes miembros : Sr. Mikuin Leliel Balanda, Sr. Boutros Bou-
tros Ghali, Sr. Jens Evensen, Sr. Laurel B. Francis, Sr. Jorge
E. Illueca, Sr. Ahmed Mahiou, Sr. Chañe Malek, Sr. Frank X.
Njenga, Sr. Motoo Ogiso, Sr. Syed Sharifuddin Pirzada, Sr. Wil-
lem Riphagen y Sr. Alexander Yankov {ibid., pág. 8, párr. 8).

27 Ibid., pág. 131, pár r . 255.
28 Véase supra, no ta 25.
29 A / C N . 4 / 3 5 8 y A d d . l a 4, reproduc ido en Anuario... 1982,

vol. II (primera parte), pág. 331. Esos comentarios y observa-
ciones fueron distribuidos en el trigésimo séptimo período de
sesiones de la Asamblea General con la signatura A/37/325.
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el párrafo 1 de su resolución 36/106 y teniendo en
cuenta la decisión contenida en el informe de la Comi-
sión sobre su 34.° período de sesiones (véase supra,
párr. 39). Pidió también a la Comisión que, de con-
formidad con la resolución 36/106, le presentara un
informe preliminar en su trigésimo octavo período de
sesiones con respecto, entre otras cosas, al alcance y a
la estructura del proyecto de código y reiteró la invita-
ción formulada a los Estados Miembros y a las organi-
zaciones internacionales intergubernamentales pertinen-
tes para que presentaran o actualizaran sus comentarios
y observaciones sobre el proyecto de código.

B.—Examen del tema en el actual periodo de sesiones

42. En el actual período de sesiones la Comisión tuvo
ante sí el primer informe sobre el tema presentado por
el Relator Especial (A/CN.4/364) v>, así como un com-
pendio de instrumentos internacionales pertinentes
(A/CN.4/368 y Add.l) y un documento analítico (A/
CN.4/365), preparados ambos por la Secretaría en
cumplimiento de las peticiones formuladas por la Co-
misión en su 34.° período de sesiones (véase supra,
párr. 40). También tuvo ante sí las respuestas envia-
das por los gobiernos (A/CN.4/369 y Add.l y 2)31

en cumplimiento de la resolución 37/102.

43. En sus sesiones 1755.a a 1761.a, del 5 al 16 de
mayo de 1983, y 1802.a, el 13 de julio de 1983, la
Comisión, como había indicado en su informe sobre
su 34.° período de sesiones (véase supra, párr. 39), ce-
lebró un debate general sobre el tema en sesión plena-
ria sobre la base del primer informe presentado por
el Relator Especial.

44. En el informe presentado por el Relator Especial
se trataban tres cuestiones importantes : a) ámbito de
aplicación del proyecto de codificación; b) metodología
de la codificación; c) aplicación del código.

1. ÁMBITO DE APLICACIÓN DEL PROYECTO
DE CODIFICACIÓN

45. Se trata de determinar los contenidos ratione tna-
teriae y ratione personae del proyecto.

a) Contenido ratione materiae del proyecto

46. ¿A qué infracciones se aplica la codificación? La
Comisión consideró que la codificación no se aplicaba
a la totalidad de la vasta serie de crímenes internacio-
nales, sino solamente a los crímenes que pueden afectar
a la paz y la seguridad de la humanidad. En efecto,
los crímenes internacionales, aunque son muy variados,
presentan una unidad profunda por lo que se refiere
a su naturaleza, que se define e ilustra en el artícu-
lo 19 de la primera parte del proyecto de artículos
sobre la responsabilidad de los Estados (véase infra,
párr. 53).

47. No obstante, si se conciben los crímenes interna-
cionales, no ya desde el punto de vista de su natura-
leza, sino de sus efectos, se advierte una cierta gra-
duación de éstos. Naturalmente, los crímenes interna-
cionales son las infracciones internacionales a las que
se atribuye en general mayor gravedad. Ello no quita
para que entre esos crímenes internacionales haya una
cierta jerarquía desde el punto de vista de su gravedad.
En este aspecto, los crímenes contra la paz y la segu-
ridad de la humanidad se encuentran en la cumbre de
esta jerarquía. Son en cierto modo los más graves
entre los más graves.
48. Sobre este punto hubo unanimidad en el seno de
la Comisión. La codificación abarcará, pues, el ámbito
de los crímenes internacionales más graves. Así pues,
el presente proyecto no abarcará, evidentemente, el con-
junto de los crímenes internacionales definidos en el
artículo 19, en cuyo caso sería un código penal inter-
nacional, sino sólo aquellos que se sitúan en la cúspide
de la pirámide por razón de su especial gravedad. Esta
gravedad se podrá apreciar en función de la amplitud
de los desastres o en función de su carácter de horror
o de ambos aspectos. Así sucede, por ejemplo, con cier-
tos crímenes cometidos durante la última guerra mun-
dial. El contenido ratione materiae se referirá, pues,
a esta clase de crímenes, cada uno de los cuales será
definido en el proyecto de código.
49. Será indiferente, por lo demás, que estos críme-
nes sean o no de inspiración política. La noción de deli-
to político es difícil de precisar. Por otra parte, los
atentados graves contra los intereses fundamentales de
la humanidad pueden tener móviles complejos; los aten-
tados contra el medio ambiente, por ejemplo. También
sobre este punto hubo acuerdo en el seno de la Co-
misión.

b) Contenido ratione personae del proyecto

50. El problema consiste en saber a qué sujetos de
derecho puede atribuirse una responsabilidad criminal
internacional : ¿al individuo solamente o también al
Estado o a otros grupos?
51. Después de Nuremberg y Tokio, la responsabili-
dad criminal internacional del individuo no ofrece du-
das, y esta tesis se aceptó por unanimidad en el seno
de la Comisión.
52. En lo que se refiere al Estado, la insistencia de
una parte de la doctrina ^ y, en cierta medida, la evo-

30 Reproducido en Anuario... 1983, vol. II (primera parte).
31 ídem.

32 Q. Saldaña, « La justice pénale internationale », Recueil
des cours de ¡Académie de droit international de La Haye,
1925-V, Paris, Hachette, 1927, t. 10; V. V. Pella, La crimina-
lité collective des Etats et le droit pénal de l'avenir, 2." éd.,
Bucarest, Imprimerie de l'Etat, 1926, y La guerre-crime et les
criminels de guerre, Neuchâtel, Editions de la Baconnière, 1964;
H. Donnedieu de Vabres, Les principes modernes du droit pénal
international, Paris, Sirey, 1928, págs. 418 y ss. Son de men-
cionar algunos autores que, sin llegar a aceptar la responsa-
bilidad criminal del Estado, consideran que hay varios grados
en la gravedad de los hechos ilícitos internacionales y que el
atentado contra la paz y la seguridad internacional, en par-
ticular por medio de la agresión, es el acto ilícito más grave;
véase en particular G. I. Tunkin, Droit international public —
Problèmes théoriques, París, Pedone, 1965, y los autores cita-
dos en los párrafos 47 a 49 del comentario al artículo 19
[Anuario... 1976, vol. II (segunda parte), págs. 114 y 115].
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lución de las ideas en el seno de la Comisión, así
como la propia obra de ésta, llevan a plantearse la
cuestión de si no han aparecido nuevos sujetos de dere-
cho internacional penal en la persona del Estado o
de algunas otras agrupaciones.

53. El artículo 19 de la primera parte del proyecto
de artículos sobre la responsabilidad de los Estados
elaborado por la Comisión indica cuáles son los hechos
internacionalmente ilícitos de un Estado que constitu-
yen crímenes y delitos internacionales. Ese artículo dice
lo siguiente :

Artículo 19.—Crímenes y delitos internacionales

1. El hecho de un Estado que constituye una violación de
una obligación internacional es un hecho internacionalmente
ilícito sea cual fuere el objeto de la obligación internacional
violada.

2. El hecho internacionalmente ilícito resultante de una
violación por un Estado de una obligación internacional tan
esencial para la salvaguardia de intereses fundamentales de
la comunidad internacional que su violación está reconocida
como crimen por esa comunidad en su conjunto constituye
un crimen internacional.

3. Sin perjuicio de las disposiciones del párrafo 2 y de
conformidad con las normas de derecho internacional en vi-
gor, un crimen internacional puede resultar, en particular :

a) de una violación grave de una obligación internacional
de importancia esencial para el mantenimiento de la paz y
la seguridad internacionales, como la que prohibe la agresión;

b) de una violación grave de una obligación internacional
de importancia esencial para la salvaguardia del derecho a
la libre determinación de los pueblos, como la que prohibe
el establecimiento o el mantenimiento por la fuerza de una
dominación colonial;

c) de una violación grave y en gran escala de una obli-
gación internacional de importancia esencial para la salva-
guardia del ser humano, como las que prohiben la esclavitud,
el genocidio, el apartheid;

d) de una violación grave de una obligación internacional
de importancia esencial para la salvaguardia y la protección
del medio humano, como las que prohiben la contaminación
masiva de la atmósfera o de los mares.

4. Todo hecho internacionalmente ilícito que no sea un
crimen internacional conforme al párrafo 2 constituye un de-
lito internacional.

54. De este modo quedó nuevamente planteado el de-
bate en el seno de la Comisión. Predominó la opinión
de que en el proyecto se debía reconocer y dejar sen-
tada la responsabilidad criminal del Estado. En favor
de esta tesis se adujo el argumento de que los críme-
nes contra la paz y la seguridad de la humanidad solían
ser obra de los Estados y en muchos casos sólo podían
ser cometidos por Estados. Así sucedía, por ejemplo,
con la agresión o el apartheid o con la anexión. No
reconocer al Estado como sujeto de derecho penal equi-
valdría simplemente a establecer la impunidad de esos
crímenes. Se subrayó también que sería lamentable no
sacar todas las consecuencias jurídicas que implicaba
el principio del artículo 19, siendo así que parecía per-
fectamente concebible un sistema de sanciones adap-
tado a la naturaleza de los Estados : sanciones de ca-
rácter moral o pecuniario y otras muchas. Se puso de
manifiesto asimismo que admitir la imposibilidad de

la jurisdicción criminal en esta esfera sería en cierto
modo reconocer el carácter no solamente inevitable
sino necesario de la guerra como único remedio contra
los actos criminales de los Estados y como único medio
de imponer sanciones por esos actos. Ahora bien, ello
no parecía estar en consonancia con las tendencias del
derecho contemporáneo, que elevaba al rango de nor-
ma jurídica obligatoria el empleo de medios pacíficos
de arreglo de controversias. Se insistió también en la
función de prevención y de disuasión del código. Era
preferible prevenir los crímenes contra la paz y la se-
guridad de la humanidad que tener que reprimirlos. Si
el ámbito de aplicación del futuro código se limitaba
a los particulares no se alcanzarían los objetivos fijados
por la Asamblea General; se haría caso omiso del va-
lor preventivo y disuasivo que debería tener el código
y se desconocería la evolución de la comunidad inter-
nacional en el curso de los últimos treinta años. Se
expresó la opinión de que, si bien algunos Estados te-
nían la posibilidad de utilizar la fuerza para defender
sus intereses, no podía decirse lo mismo de la gran
mayoría de los Estados. La mayor parte de los Estados
desearía que se estableciese un código de conducta en
la vida internacional y que se aplicase una cierta jus-
ticia. En interés de los Estados medianos y pequeños,
en el ámbito de aplicación del proyecto de código de-
bían quedar comprendidos los Estados y las demás per-
sonas jurídicas33.

55. En cambio, algunos miembros de la Comisión se
manifestaron en contra de la idea de que se pudiera
atribuir responsabilidad criminal internacional a un Es-
tado en el marco del presente proyecto de código. Des-
tacaron la imposibilidad práctica de promover un pro-
cedimiento criminal contra un Estado y estimaron que
la inmunidad de los Estados impediría que los tribu-
nales de otro Estado ejercieran jurisdicción en tales
circunstancias. Según estos miembros, no era realista
esperar que los Estados acusados de haber cometido
crímenes internacionales aceptaran que un tribunal in-
ternacional de lo criminal pudiera ejercer jurisdicción
sobre ellos. Finalmente, afirmaron que la responsabili-
dad de los Estados por hechos calificados de crímenes
internacionales debía regularse exclusivamente en el
marco del proyecto sobre la responsabilidad de los
Estados.

56. Por otra parte, se señaló que era fácil imaginar
que el Estado en rebeldía, por negarse a presentarse
ante la jurisdicción competente, vería pesar sobre él
no sólo la sospecha, sino la desaprobación general de
la comunidad internacional, además de la condena de
que fuera objeto. En cuanto al argumento de que la
responsabilidad de los Estados por crímenes interna-
cionales sólo guarda relación con el proyecto sobre la
responsabilidad de los Estados, plantea implícitamente
el problema de la delimitación de los ámbitos de apli-
cación respectivos del proyecto relativo a la responsa-
bilidad de los Estados por hechos internacionalmente

33 Un miembro de la Comisión estimó que la elaboración
del proyecto de código de delitos contra la paz y la seguridad
de la humanidad era de interés para todos los Estados exis-
tentes y que era totalmente inadmisible hablar sólo de algu-
nas categorías de Estados.
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ilícitos y del presente proyecto. No obstante, parece
evidente que no es posible confundir en ningún sentido
los ámbitos de aplicación de los dos proyectos, puesto
que el presente proyecto sólo se refiere a los crímenes
contra la paz y la seguridad de la humanidad, mientras
que el otro tiene por objeto la esfera mucho más am-
plia de los crímenes internacionales en su conjunto,
tal como se definen en el artículo 19. Sería un error
afirmar que el estudio de todo hecho calificado de cri-
men internacional por el artículo 19 se relaciona ex-
clusivamente con el proyecto relativo a la responsabi-
lidad de los Estados.

57. Algunos miembros de la Comisión se mostraron
contrarios a la idea de una responsabilidad criminal
del Estado porque, a su juicio, esa responsabilidad no
existe en el derecho internacional actual.

58. De todos modos, en el actual proyecto de artícu-
los no se puede desconocer el artículo 19.

59. Lo que es cierto, en cambio, es que la unidad
aparente del artículo 19, que da una definición sintética
y global del crimen internacional cometido por un Es-
tado, no debe hacer concebir ilusiones. Esa unidad ocul-
ta una diversidad de los crímenes internacionales, entre
los cuales los crímenes contra la paz y la seguridad de
la humanidad constituyen una categoría sui generis ca-
racterizada por el especial horror que suscitan en la
conciencia universal. Dada esta naturaleza específica,
¿tienen estos crímenes un régimen especial tanto en lo
que concierne a las reglas de fondo como al procedi-
miento?

60. Si se trata de individuos, ese régimen especial no
parece discutible. Es sintomático a este respecto que
la imprescriptibilidad sólo afecte a los crímenes contra
la paz y la seguridad de la humanidad. Es igualmente
sintomático que incluso países territorialmente compe-
tentes para conocer de estas infracciones admitan que
éstas tienen sus reglas propias que no dependen nece-
sariamente de sus ordenamientos jurídicos nacionales.
Así, en el asunto Klaus Barbie, la chambre d'accusation
del Tribunal de Apelación de Lyon, en un fallo del
8 de julio de 1983, ha declarado lo siguiente: « por
razón de su naturaleza, los crímenes contra la huma-
nidad [...] no dependen solamente del derecho penal
francés, sino de un orden represivo internacional al que
son fundamentalmente ajenas la noción de fronteras y
las reglas excepcionales que se derivan de ellas ». El
régimen de la responsabilidad criminal de los individuos
por crímenes contra la paz y la seguridad de la huma-
nidad no podría, pues, fundirse en el régimen general
de la responsabilidad por hechos internacionalmente
ilícitos. Por otra parte, si así fuera, la Asamblea Ge-
neral no habría pedido que esos crímenes fuesen objeto
de una codificación separada. Por lo demás, los miem-
bros de la Comisión coinciden en general en que existe
tal régimen, pero algunos de ellos consideran que debe
limitarse a los individuos.

61. Respecto de los Estados, los partidarios de la res-
ponsabilidad criminal de esas personas jurídicas consi-
deran que esa responsabilidad debería quedar sometida,
a fortiori, a un régimen particular, habida cuenta de
la naturaleza específica de las entidades jurídicas.

2. METODOLOGÍA DE LA CODIFICACIÓN

62. El debate sobre el método de la codificación se
planteó en los términos siguientes : ¿Hay que seguir
un método deductivo o un método inductivo? ¿Hay
que combinar los dos métodos? El método deductivo
consiste en enunciar desde el principio un criterio ge-
neral que permite identificar, en cada caso, remitiéndo-
se a ese criterio, el acto criminal que puede ser con-
siderado como crimen contra la paz y la seguridad de
la humanidad. El método inductivo consiste, por el
contrario, en examinar los hechos, pasar revista, por
ejemplo, a las convenciones relativas a la materia y
deducir a posteriori, del estudio de estas convenciones,
si es posible, el criterio para la identificación del crimen
contra la paz y la seguridad de la humanidad.

63. El método seguido por la Comisión en 1954 era
un método puramente enumerativo. La Comisión había
enumerado una serie de actos que, a su juicio, consti-
tuían crímenes contra la paz y la seguridad de la hu-
manidad sin tratar de deducir, entre esos actos, un
elemento común, fuera de la afirmación de que esos
crímenes eran crímenes de derecho internacional, y sin
establecer un vínculo entre ellos. En realidad, los acon-
tecimientos anteriores en lo tocante al ámbito de apli-
cación ratione materiae del proyecto parecen haber res-
pondido, en parte, a la cuestión que en la actualidad
se plantea a la Comisión.

64. Es de señalar que los crímenes a que se refiere
la expresión « crímenes contra la paz y la seguridad
de la humanidad » son los crímenes internacionales
más graves.

65. En consecuencia, eso ofrece un criterio general
que permite, en caso de un crimen internacional, decir
si pertenece o no a la categoría de los crímenes contra
la paz y la seguridad de la humanidad. Estos no son
la totalidad de los crímenes a que se refiere el artícu-
lo 19, sino sólo los crímenes que se consideran más
graves. No hay que perder de vista, naturalmente, lo
que ese criterio puede tener de subjetivo. La opinión
de la comunidad internacional en su conjunto será de-
terminante.

66. La Comisión considera, además, que el método
deductivo deberá combinarse en gran parte con el mé-
todo inductivo, y que habrá que explorar el vasto
campo de las convenciones relativas a la materia. La
Comisión completará así su obra de 1954, consideran-
do, para su inclusión en el presente proyecto, las in-
fracciones que responden al criterio definido y que han
aparecido en particular a consecuencia del proceso de
descolonización, de la necesidad de promover los dere-
chos humanos y de la evolución del jus cogens. Un
criterio general y global ofrecería además la ventaja
de definir en cierto modo la posición adoptada y de
advertir, desde el principio, que la enumeración de los
crímenes contenidos en el proyecto no es limitativa y
puede evolucionar en función de la evolución de la
propia sociedad internacional.

67. Por último, en general se consideró útil hacer una
introducción que recordase los principios generales del
derecho penal, como, por ejemplo, el principio de la
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irretroactividad de la ley penal, la teoría de las circuns-
tancias agravantes o atenuantes, la complicidad, la ten-
tativa, la teoría de los hechos justificativos, etc.

3. APLICACIÓN DEL CÓDIGO

68. Una vez determinadas las infracciones que, con
arreglo al código, constituyen delitos contra la paz y
la seguridad de la humanidad, para que se pueda apli-
car el código, es decir, ponerlo en práctica, será nece-
sario determinar las sanciones aplicables a los autores
y atribuir competencia a una jurisdicción existente o
de nueva creación para imponer estas sanciones. Un
sistema penal implica generalmente tres instituciones,
representadas por tres operaciones sucesivas :

a) Las infracciones, determinadas mediante una
operación delicada llamada « calificación ». Se analizan
los hechos, se someten a un minucioso examen y des-
pués, en su caso, se determina la naturaleza delictiva,
es decir, en el presente caso se incluyen en la catego-
ría de crímenes contra la paz y la seguridad de la
humanidad;

b) Una escala de penas, es decir, las sanciones má-
ximas y mínimas previstas para las infracciones con-
sideradas;

c) Una organización judicial (tribunales, normas de
competencia, de procedimiento, sentencias, ejecución
de las sentencias, etc.).

El proyecto de 1954 se limitaba a la primera opera-
ción : la de la determinación de las infracciones dejan-
do aparte las otras dos operaciones descritas en los
apartados b y c. La cuestión que se plantea a la Co-
misión es si debe atenerse a su posición de 1954 o
debe ir más lejos. En lo que respecta al punto b, parece
indudable que el proyecto debería abordar el problema
de las sanciones. No obstante, se expresó la opinión
de que, en lo que respecta a los Estados, el método
que se siga debería tener en cuenta la naturaleza pro-
pia de éstos y de que debería buscarse un sistema apro-
piado y realista. No obstante, algunos miembros se
oponen a todo sistema de sanciones penales que abar-
que a los Estados y quieren que este sistema se limite
a los individuos. Por lo que respecta al punto c, la
opinión preponderante de la Comisión fue que sería
necesaria una jurisdicción criminal internacional. Pero

algunos miembros, aun siendo partidarios de esta ju-
risdicción, desean que su competencia se limite igual-
mente a los crímenes cometidos por los particulares.
Finalmente, un miembro estima que la cuestión de una
jurisdicción penal internacional debe quedar al margen
del proyecto, puesto que se ha confiado sucesivamente
a dos comités, como se recuerda en la parte histórica
del presente tema34. Pero se hizo notar que los pro-
yectos elaborados nunca se han examinado, pese a que
la definición de la agresión quedó formulada en 1974.
El problema sigue, pues, en pie y la Comisión se inte-
rroga legítimamente en cuanto al alcance de su man-
dato.

4. CONCLUSIÓN

69. Para resumir :

a) La Comisión de Derecho Internacional considera
que el proyecto de código sólo deberá referirse a los
crímenes internacionales más graves. Estos crímenes se
determinarán por referencia a un criterio general y
también a las convenciones y declaraciones pertinentes
sobre la materia.

b) En lo que se refiere a los sujetos de derecho a
los que puede atribuirse una responsabilidad criminal
internacional, la Comisión desea, dado el carácter po-
lítico del problema, conocer la opinión de la Asamblea
General sobre este punto.

c) Por lo que respecta a la aplicación del código :

i) Como algunos miembros de la Comisión estiman
que un código que no vaya acompañado de san-
ciones y de una jurisdicción criminal competente
sería inoperante, la Comisión pide a la Asamblea
General que precise si su mandato consiste tam-
bién en elaborar el estatuto de una jurisdicción
criminal internacional competente para los indi-
viduos;

ii) Además, según la opinión preponderante en el
seno de la Comisión, favorable a la responsabi-
lidad criminal de los Estados, es conveniente que
la Asamblea General precise si esta jurisdicción
debe ser igualmente competente en lo que se re-
fiere a los Estados.

M Véase supra, nota 19.



CAPÍTULO III

INMUNIDADES JURISDICCIONALES DE LOS ESTADOS Y DE SUS BIENES

A.—INTRODUCCIÓN

1. RESEÑA HISTÓRICA DE LOS TRABAJOS
DE LA COMISIÓN

7 0 . EL TEMA TITULADO « INMUNIDADES JURISDICCIONALES
DE LOS ESTADOS Y DE SUS BIENES » SE INCLUYÓ EN EL PRO-
grama DE TRABAJO EN CURSO DE LA COMISIÓN DE DERECHO
INTERNACIONAL EN VIRTUD DE UNA DECISIÓN ADOPTADA POR
la COMISIÓN EN SU 30.° PERÍODO DE SESIONES, EN 197835,
por RECOMENDACIÓN DEL GRUPO DE TRABAJO QUE HABÍA
creado PARA INICIAR LA LABOR SOBRE ESTE TEMA Y ATEN-
diendo A LA RESOLUCIÓN 32/151 DE LA ASAMBLEA GENE-
RAL, DE 19 DE DICIEMBRE DE 1977.

71 . EN SU 31.° PERÍODO DE SESIONES, EN 1979, LA CO-
misión TUVO A LA VISTA UN INFORME PRELIMINAR36 SOBRE
el TEMA PRESENTADO POR EL RELATOR ESPECIAL, SR. SOMPONG
SUCHARITKUL. EL INFORME PRELIMINAR CONTENÍA UNA RESEÑA
histórica DE LAS ACTIVIDADES INTERNACIONALES DE CODIFICA-
ción DE LA MATERIA Y EXAMINABA LAS FUENTES DE DERECHO
internacional Y EL POSIBLE CONTENIDO DEL DERECHO DE LAS
inmunidades DE LOS ESTADOS, INCLUIDAS LA PRÁCTICA DE LOS
ESTADOS, LAS CONVENCIONES INTERNACIONALES, LA JURISPRU-
dencia INTERNACIONAL Y LA DOCTRINA COMO FUENTES DEL DE-
RECHO. EL INFORME ANALIZABA TAMBIÉN LAS CUESTIONES INI-
CIALES, LAS DEFINICIONES, LA POSIBILIDAD DE ADOPTAR UN
método INDUCTIVO PARA EL ESTUDIO DEL TEMA, LA REGLA
general DE LA INMUNIDAD DE LOS ESTADOS Y LAS POSIBLES
excepciones A LA REGLA GENERAL.

72. DURANTE EL EXAMEN DEL INFORME PRELIMINAR SE
señaló QUE SE DEBERÍA CONSULTAR LO MÁS EXTENSAMENTE
posible LA DOCUMENTACIÓN PERTINENTE SOBRE LA PRÁCTICA
de LOS ESTADOS, INCLUIDA LA PRÁCTICA DE LOS PAÍSES SOCIA-
listas Y DE LOS PAÍSES EN DESARROLLO. SE DESTACÓ ASIMIS-
MO, COMO OTRA POSIBLE FUENTE DE DOCUMENTACIÓN, LA
práctica SEGUIDA POR LOS ESTADOS EN MATERIA DE TRATA-
DOS, QUE REVELABA LA ACEPTACIÓN DE CIERTAS LIMITACIONES
de LA INMUNIDAD JURISDICCIONAL EN DETERMINADAS CIRCUNS-
TANCIAS. EN RELACIÓN CON ESTA CUESTIÓN, LA COMISIÓN DE-
cidió EN SU 31.° PERÍODO DE SESIONES SOLICITAR MÁS INFOR-
mación DE LOS GOBIERNOS DE LOS ESTADOS MIEMBROS DE
las NACIONES UNIDAS MEDIANTE EL ENVÍO DE UN CUESTIO-
nario AL EFECTO. SE HIZO OBSERVAR QUE LOS ESTADOS ERAN
los QUE MEJOR CONOCÍAN SUS PROPIAS PRÁCTICAS Y SUS
propias NECESIDADES EN MATERIA DE INMUNIDADES RESPEC-

to DE SUS ACTIVIDADES Y QUE LAS OPINIONES Y COMENTARIOS
de LOS GOBIERNOS PODRÍAN PROPORCIONAR INDICACIONES ÚTI-
les EN CUANTO A LA ORIENTACIÓN QUE DEBERÍA SEGUIR LA
codificación Y EL DESARROLLO PROGRESIVO DEL DERECHO IN-
ternacional SOBRE INMUNIDADES DE LOS ESTADOS37.

73 . DESPUÉS DEL INFORME PRELIMINAR, EL RELATOR ESPE-
cial presentó el segundo informe88 para que la Comi-
sión LO EXAMINARA EN SU 32.° PERÍODO DE SESIONES, EN
198039 , EL TERCER INFORME40 DURANTE EL 33.° PERÍODO DE
sesiones DE LA COMISIÓN, EN 19814 1 , EL CUARTO INFORME u

durante EL 34.° PERÍODO DE SESIONES DE LA COMISIÓN,
en 1982 43, Y EL QUINTO INFORME (A/CN.4/363 Y ADD.L) 44
en EL ACTUAL PERÍODO DE SESIONES DE LA COMISIÓN.

74. En LOS INFORMES SEGUNDO Y TERCERO, EL RELATOR ES-
pecial PROPUSO EL TEXTO DE ONCE PROYECTOS DE ARTÍCULOS
divididos EN DOS PARTES. LA PARTE I, TITULADA « INTRO-
ducción », COMPRENDÍA CINCO PROYECTOS DE ARTÍCULOS 45 :

35 Anuario... 1978, vol. I I (segunda parte) , págs. 149 y 150,
párrs . 179 a 190.

36 Anuario... 1979, vol. II (primera parte) , pág. 233, docu-
mento A / C N . 4 / 3 2 3 .

37 La Secretaría clasificó primero en orden sistemático la do-
cumentación recibida y procedió a su publicación en español,
francés, inglés y ruso. La parte I contenía las respuestas de
los gobiernos al cuestionario (A/CN.4/343 y Add.3 y 4). La
parte II contenía la documentación que los gobiernos habían
presentado junto con sus respuestas al cuestionario (A/CN.4/
343/Add. l ) . La parte I I I contenía la documentación presenta-
da por los gobiernos que no habían respondido al cuestiona-
rio (A/CN.4/343/Add.2) . Toda esta documentación se repro-
duce (en francés o en inglés) en un volumen de la serie le-
gislativa de las Naciones Unidas titulado Documentation con-
cernant les immunités juridictionnelles des Etats et de leurs
biens (publicación de las Naciones Unidas, N.° de venta :
E/F.81.V.10), denominado en adelante Documentation concer-
nant les immunités juridictionnelles...

38 Anuario... 1980, vol. II (primera parte), pág. 209, docu-
mento A/CN.4/331 y Add . l .

39 Véase Anuario... 1980, vol. I, págs. 194 a 204 y 215 a 220,
sesiones 1622.a a 1626.a, y Anuario... 1980, vol. II (segunda
parte), págs. 135 a 138, párrs. 112 a 122.

40 Anuario... 1981, vol. II (primera parte), pág. 137, docu-
mento A/CN.4/340 y Add . l .

41 Véase Anuario... 1981, vol. I, págs. 56 y ss., sesiones
1653.a a 1657.a, y págs. 111 y ss., sesiones 1663.a a 1665.a, y
Anuario... 1981, vol. II (segunda parte), págs. 162 a 165,
párrs. 208 a 225.

42 Anuario... 1982, vol. II (primera parte), pág. 245, docu-
mento A/CN.4/357.

43 Véase Anuario... 1982, vol. I, págs. 62 y ss., sesiones
1708.a a 1718.a, y págs. 191 y ss., sesiones 1728.a a 1730.a, y
Anuario... 1982, vol. II (segunda parte), págs. 102 y ss., pá-
rrafos 171 a 198.

44 Reproducido en Anuario... 1983, vol. II (primera parte).
45 D e los seis artículos presentados en el segundo informe,

a saber, los artículos 1 a 5 de la parte I y el artículo 6 de la
parte II del proyecto, sólo los artículos 1 y 6 se remitieron al

(Continúa en la página siguiente.)
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« Alcance de los presentes artículos » (art. 1), « Térmi-
nos utilizados » (art. 2), « Disposiciones interpretati-
vas » (art. 3), « Inmunidades jurisdiccionales no inclui-
das en el ámbito de los presentes artículos » (art. 4)
e « Irretroactividad de los presentes artículos » (art. 5).
La parte II revisada, que llevaba el título de « Prin-
cipios generales », también comprendía cinco proyec-
tos de artículos "* : « Principio de la inmunidad del
Estado » (art. 6)47, « Obligación de hacer efectiva la
inmunidad del Estado » (art. 7), « Consentimiento del
Estado » (art. 8), « Manifestación del consentimiento »
(art. 9) y « Reconvenciones » (art. 10)48.

75. En los informes cuarto y quinto, el Relator Es-
pecial propuso el texto de otra serie de cinco artículos
del proyecto que constituían la parte III, titulada « Ex-
cepciones a las inmunidades de los Estados ». Los dos
primeros artículos de la parte III del proyecto se pre-
sentaron en el cuarto informe y eran los siguientes :
« Ámbito de aplicación de la presente parte » (art. 11)
y « Actividad mercantil o comercial » (art. 12). Los tres
proyectos de artículos restantes (arts. 13 a 15) se pre-
sentaron en el quinto informe (véase infra, párr. 76).

(Continuación de la nota 45.)

Comité de Redacción en el 32° período de sesiones de la Co-
misión y fueron aprobados provisionalmente por ésta en dicho
período de sesiones (véase infra, secc. B, subsecc. 1, y notas
60 y 63). A petición del Relator Especial, los artículos 2 a 5
del proyecto no se remitieron al Comité de Redacción.

No obstante, al concluir el examen de los otros artículos de
la par te II del proyecto, incluidos en el tercer informe y re-
mitidos al Comité de Redacción en el 34.° período de sesiones,
la Comisión decidió que el Comité de Redacción examinara
también las disposiciones de los artículos 2 y 3 relacionadas
con el problema de la definición de « jurisdicción » y de « ac-
tividades mercantiles o comercia les». Véase Anuario... 1982,
vol. I I (segunda parte) , pág. 107, párr . 198.

46 El resto de los artículos de la parte I I del proyecto fue-
ron propuestos en el tercer informe del Relator Especial. Los
proyectos de artículos eran los siguientes: « Reglas de compe-
tencia e inmunidad jurisdiccional » (art. 7), « Consentimiento
del Estado » (art. 8), « Sumisión voluntaria » (art. 9), « Recon-
venciones » (art. 10) y « R e n u n c i a » (art. 11). Basándose en los
debates celebrados en la Comisión sobre el tercer informe (véa-
se supra, nota 41), el Relator Especial preparó una versión re-
visada de los artículos 7 a 11 en la que se refundían los ar-
tículos 9 y 10 en una sola disposición relativa a los diversos
modos de manifestar el consentimiento. Los artículos, en su
forma revisada, también se presentaron con títulos diferentes
de los que figuraban en el tercer informe. (Cf. los títulos ori-
ginales de los artículos al comienzo de esta nota y los títulos
revisados en el párrafo 74 supra.)

47 Véase infra, secc. B, subsección 1, y no ta 63 . El artícu-
lo 6 (Inmunidad del Estado) fue aprobado provisionalmente
por la Comisión en su 32° período de sesiones. No obstante,
al término del debate sobre el resto de los artículos de la
parte II del proyecto, propuestos por el Relator Especial en su
tercer informe y remitidos al Comité de Redacción en el 33.°
período de sesiones de la Comisión, ésta decidió que el Comité
de Redacción volviera a examinar también el proyecto de ar-
tículo 6 a la luz del debate sobre el resto de los artículos
que constituían la parte II del proyecto [Anuario... 1982, vo-
lumen II (segunda parte), pág. 107, párr. 198].

48 Por falta de tiempo, el Comité de Redacción no examinó
los artículos 7 a 10 que le habían sido remitidos en el 33.°
período de sesiones (ibid., pág. 102, párr. 169). Los artículos 7
a 9 fueron aprobados provisionalmente por la Comisión en su
34.° período de sesiones. En el actual período de sesiones, la
Comisión aprobó provisionalmente el proyecto de artículo 10
(véase infra, secc. B).

Al concluir el examen de los artículos 11 y 12, en su
34.° período de sesiones49, la Comisión decidió remi-
tirlos al Comité de Redacción50.

2. EXAMEN DEL TEMA EN EL ACTUAL
PERÍODO DE SESIONES

76. En el actual período de sesiones, la Comisión tuvo
a la vista el quinto informe del Relator Especial sobre
el tema (A/CN.4/363 y Add.l)51. El informe versaba
sobre la parte III del proyecto de artículos concernien-
te a las excepciones a las inmunidades de los Estados
y contenía tres proyectos de artículos : « Contratos de
empleo » (art. 13), « Daños personales y daños a los
bienes » (art. 14) y « Propiedad, posesión y uso de
bienes » (art. 15) œ. También tuvo a la vista un me-
morando sobre el tema presentado por un miembro
de la Comisión (A/CN.4/371)53.

77. El quinto informe del Relator Especial fue exa-
minado durante el actual período de sesiones de la
Comisión, en las sesiones 1762.a a 1770.a, del 17 al 30
de mayo de 1983.

78. Al presentar su quinto informe, el Relator Espe-
cial se refirió a la sugerencia hecha anteriormente de
modificar el título de la parte II del proyecto de ar-
tículos, que a la sazón era « Principios generales », y
titularla « Disposiciones generales ». El Relator Especial
opinó que, si se introducía esa modificación, la parte III
del proyecto de artículos, titulada « Excepciones a las
inmunidades de los Estados », quizá pudiera reempla-
zarse también por una referencia a ciertas esferas con-
cretas de actividad que exigían una mayor especifica-
ción de las normas de la inmunidad de los Estados.

79. El proyecto de artículo 13 propuesto por el Re-
lator Especial, concerniente al problema de los contra-
tos de trabajo como excepción a la inmunidad de los
Estados M, planteaba una serie de cuestiones de forma

49 Véase supra, nota 43.
50 El Comité de Redacción decidió examinar el proyecto de

artículo 11 después de haber estudiado el resto de los artículos
de la parte III del proyecto. El proyecto de artículo 12 fue
aprobado provisionalmente por la Comisión en el actual período
de sesiones (véase infra, secc. B).

51 Véase supra, nota 44.
52 Para el texto de los proyectos de artículos 13, 14 y 15 pre-

sentados en el quinto informe, véase infra, notas 54, 55 y 57.
Como se indica en el quinto informe (A/CN.4/363 y Add.l,

párr. 26), la parte III en su conjunto comprenderá los artícu-
los 11 a 20, cinco de los cuales ya han sido propuestos (véase
supra, párrs. 75 y 76). Los restantes artículos de esta parte son :
« Patentes, marcas comerciales y otros objetos de propiedad in-
telectual » (art. 16), « Obligaciones fiscales y derechos de adua-
na » (art. 17), « Participación en personas jurídicas en calidad de
accionista, de socio o de miembro » (art. 18), « Buques utilizados
para un servicio comercial » (art. 19) y « Arbitraje » (art. 20).

53 Reproducido en Anuario... 1983, vol. II (primera parte).
54 El texto propuesto en el quinto informe decía lo siguiente:

« Artículo 13.—Contratos de empleo
»1. A menos que se acuerde de otra manera, un Estado

no es inmune a la jurisdicción de los tribunales de otro Estado
respecto a procedimientos relacionados con un " contrato de

(Continúa en la página siguiente.)
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y de fondo. Todas las observaciones que se hicieron
estaban dirigidas a mejorar el texto del proyecto de
artículo mediante la ampliación o la limitación del al-
cance de esta posible excepción.

80. Una formulación equilibrada del proyecto de ar-
tículo debería velar por el reconocimiento de la liber-
tad de acción del Estado en lo concerniente al nombra-
miento o la contratación de sus empleados en el ex-
tranjero y tener al mismo tiempo en cuenta los nuevos
problemas de las relaciones laborales, el desempleo,
el bienestar social y los beneficios que hubieran de
concederse a la población activa en los mercados na-
cional e internacional del trabajo.

81. Algunos miembros de la Comisión estimaron que
el sentido de la fórmula inicial del párrafo 1 del pro-
yecto de artículo, « A menos que se acuerde de otra
manera », no estaba claro y, por lo tanto, pidieron que
se suprimiese. A juicio de otros miembros, esta fórmula
cumplía una finalidad útil, ya que convertía esta excep-
ción en una norma supletoria y no en la regla general;
por ello propugnaban que se conservara.

82. Se expresó asimismo la opinión de que las pala-
bras « el no empleo de un individuo o el despido de
un empleado », que figuraban en el apartado a del pá-
rrafo 2 del proyecto de artículo 13, debían suprimirse
o formularse de otro modo a fin de que dicho apartado
expresara la idea fundamental de que un Estado no
estaba obligado a contratar a una persona determinada
ni a mantenerla en su empleo. Otra opinión, conse-
cuente con la consideración del derecho al trabajo como
derecho humano, fue la de que la excepción del pro-
yecto de artículo 13 debía abarcar también los proce-
dimientos relativos al « nombramiento » o « despido »
de empleados del Estado.

83. Reconociéndose que el proyecto de artículo ver-
saba sobre una materia completamente nueva, se sugi-
rió que se definiera, a los efectos del artículo, el con-
cepto mismo de « contrato de trabajo ». Se hicieron
otras observaciones sobre cuestiones de forma que ten-
dían a conseguir que el texto del proyecto de artículo
se ciñera más en varios puntos al texto de ciertos ins-
trumentos jurídicos existentes que le servían de base.

84. El aspecto fundamental era que los contratos de
trabajo, como excepción al principio de la inmunidad
de los Estados, estaban estrechamente relacionados con
la posibilidad de que un empleado de un Estado ex-
tranjero promoviera un procedimiento ante los tribuna-

(Continuación de la nota 54.)

empleo " de un nacional o residente de ese otro Estado para
trabajo que se haya de ejecutar allí.

»2. El párrafo 1 no se aplica si :
»a) los procedimientos se relacionan con el no empleo de

un individuo o el despido de un empleado;
»b) el empleado es nacional del país empleador en el mo-

mento en que se presentan los procedimientos;
»c) el empleado no es ni nacional ni residente del Estado

del foro en el momento del empleo; o
»d) el empleado ha convenido de otra manera por escrito,

a menos que, de acuerdo con las leyes del Estado del foro,
los tribunales de ese Estado tengan jurisdicción exclusiva por
razón del tema de que se trata. »

les locales. Ese problema no se presentaría en absoluto
donde no existiera jurisdicción de los tribunales loca-
les, ya que no podía invocarse la inmunidad del Estado
si, en el curso normal de los acontecimientos, los tri-
bunales no tenían jurisdicción respecto del litigio, es-
pecialmente en los casos en que el contrato se rigiese
exclusivamente por el derecho administrativo o laboral
del Estado que envía.

85. Un posible indicio era la elección que podía ha-
cer el Estado empleador al incorporar a un determinado
empleado local al sistema de seguridad social del Es-
tado donde se prestaran los servicios. Se hizo observar
que en una situación de esta índole podría decirse que
el Estado empleador había consentido en que el tri-
bunal del Estado del foro ejerciera jurisdicción respec-
to de ese empleado.

86. El proyecto de artículo 14 propuesto por el Rela-
tor Especial, relativo al problema de la culpa extracon-
tractual55, suscitó un largo debate sobre cuestiones de
fondo. Tal como estaba redactado, el ámbito de apli-
cación de ese artículo se limitaba a las lesiones a las
personas y el daño a los bienes y no abarcaba los per-
juicios financieros y económicos ni los delitos penales.

87. Se manifestó la opinión de que las excepciones
enunciadas en este artículo eran relativamente nuevas
y que su base jurídica estaba estrechamente relacionada
con el carácter corporal o físico de la lesión o el daño
a los bienes sufrido y con el lugar en que se había
cometido el acto lesivo o ilícito. Se señaló que esos
actos ilícitos se referían en gran parte a riesgos asegu-
rables que daban lugar al ejercicio por las víctimas de
accidentes de tráfico de acciones de indemnización de
daños y perjuicios por lesiones a las personas o daños
a los bienes causados por negligencia o sin el propó-
sito de causarlos. Por consiguiente, al menos en algu-
nas jurisdicciones, las vías de recurso estaban abiertas
mediante el ejercicio de la acción contra una compañía
de seguros en vez de contra el Estado directamente.
De ese modo, los procedimientos promovidos ante los
tribunales del foro podían sustanciarse sin menoscabar
en absoluto la soberanía del Estado de que se tratase.

88. Varios miembros de la Comisión pusieron en tela
de juicio la justificación de una disposición como el
proyecto de artículo 14, ya que los supuestos en que
se aplicaría eran muy pocos. También se expresó una
opinión contraria a la inclusión del artículo 14 en el
proyecto basándose en que era prematuro ocuparse de
las excepciones previstas en dicha disposición al no
haber cristalizado todavía la opinión en la doctrina so-
bre esta materia. A este respecto, sin embargo, se señaló
que ya en 1981 se había adoptado posición con res-

55 El texto propuesto en el quinto informe decía lo siguiente :
« Articulo 14.—Daños personales y daños a los bienes

»Salvo pacto en contrario, un EstadibunalesdeotroEstadoeno no tiene inmunidad
de jurisdicción respecto de los tribunales de otro Estado en
relación con procedimientos concernientes a daños a la per-
sona, o muerte, o daño o pérdida de bienes tangibles, si el
acto o la omisión que ocasionaron las lesiones o los daños
en el Estado del foro ocurrió en ese territorio, y el autor de
la lesión o el daño estuvo presente allí en el momento del
acaecimiento. »
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pecto al hecho de que entre las acciones que era admi-
sible ejercitar contra un Estado extranjero figuraban,
por ejemplo, las acciones de daños y perjuicios nacidas
de un acto ilícito o lesivo cometido en el Estado del
foro56. Así pues, el proyecto de artículo 14 no propo-
nía nada nuevo. Trataba de plasmar los criterios sobre
las inmunidades jurisdiccionales de los Estados no com-
prendidos enteramente en algunos de los instrumentos
internacionales existentes, los cuales indiscutiblemente
no trataban de todos los campos de actividad en que
podían surgir cuestiones relativas a las inmunidades ju-
risdiccionales de los Estados y de sus bienes. En rea-
lidad, esos instrumentos tampoco se aplicaban a todos
los Estados.

89. De este modo se abría camino a la posibilidad
de una excepción restringida y limitada en virtud del
artículo, circunscrita a las lesiones de las personas o
los daños a los bienes resultantes de accidentes asegu-
rables de transporte interior por carretera, por ferroca-
rril o por vía marítima o aérea.

90. Se expresó la opinión de que convenía ampliar
las excepciones enunciadas en el artículo para incluir
también los casos de actos lesivos transfronterizos, en
particular las bombas de relojería o las cartas bomba.
Para lograrlo había que suprimir del proyecto de ar-
tículo el requisito de la presencia del autor del acto
ilícito en el territorio en que se produjera la lesión o
el daño. Según esta opinión, sin embargo, era prefe-
rible excluir del ámbito de aplicación del artículo la
responsabilidad relacionada con infracciones penales o
políticas.

91. También se manifestó la opinión de que, tal como
estaba formulado, el proyecto de artículo 14 podría
provocar una avalancha de litigios en casos en que
el otro método de solución pacífica de controversias
mediante negociaciones por vía diplomática fuera más
idóneo. Sin embargo, se señaló asimismo que el Estado
territorial no siempre acudía en ayuda de los particu-
lares lesionados, especialmente cuando existían otros
recursos jurídicos válidos además de las negociaciones
por vía diplomática. Con arreglo a esta opinión, la fina-
lidad del proyecto de artículo 14 no era desalentar las
negociaciones por vía diplomática, sino, al contrario,
acelerar tales negociaciones.

92. El proyecto de artículo 15 propuesto por el Rela-
tor Especial, relativo a la propiedad, posesión y uso

56 En su reunión de Hamburgo, el 11 de septiembre de 1891,
el Instituto de Derecho Internacional aprobó un « Proyecto de
reglamento internacional sobre la competencia de los tribunales
en los procesos incoados contra Estados, soberanos o jefes de
Estado extranjeros », que contenía, en el párrafo 6 del artículo 4,
una disposición sobre acciones de daños y perjuicios por culpa
extracontractual. Decía lo siguiente :

« Las únicas acciones admisibles contra un Estado extran-
jero son :

» 6) Las acciones de daños y perjuicios nacidas de un de-
lito o de un cuasidelito cometido en el territorio. » [Instituto
de Derecho Internacional, Tableau général des résolutions
(1873-1956), Basilea, Editions juridiques et sociologiques, 1957,
págs. 15 y 16.]

de bienes57 como excepción a la inmunidad de los Es-
tados, obtuvo un apoyo general. La excepción se basaba
en la potestad exclusiva de los tribunales del Estado
del foro para resolver cuestiones legales relativas a bie-
nes inmuebles situados en el Estado del foro. Se ba-
saba también en la necesidad de que los tribunales del
Estado del foro pudieran pronunciarse en caso de pre-
tensiones contradictorias sobre bienes administrados por
esos tribunales. En los casos en que el Estado extran-
jero aparecía como uno entre varios demandantes que
intentaba hacer valer su derecho de propiedad o su
pretensión a sucesión, era natural considerar que el
Estado interesado había consentido en que ejerciera
jurisdicción el tribunal del Estado territorial compe-
tente para resolver el asunto. Una vez reconocido el
derecho, el tribunal del Estado territorial podía muy
bien declinar el ejercicio ulterior de la jurisdicción en
ese asunto, de no haber otras razones para admitir el
procedimiento más allá de la determinación del derecho
de propiedad.

93. Se hicieron varias sugerencias de redacción para
mejorar el proyecto de artículo. Generalmente se hizo
observar que debía simplificarse el apartado d del pá-
rrafo 1 de la disposición. Se indicó asimismo que la
expresión « la distribución de haberes », que figuraba
en el apartado c del párrafo 1, era demasiado restrin-
gida y de que podía sustituirse por « la administración
del patrimonio ». También se puso en tela de juicio
la idoneidad, en el contexto del artículo, de la expre-
sión del párrafo 2 « inviolabilidad de los locales ». Se
señaló a este respecto que el término mismo de « invio-
labilidad » era más amplio que la expresión « inmuni-
dad jurisdiccional » y que, en circunstancias normales,
el primer término abarcaría esta última situación. Por
consiguiente, se consideró que el término « inviolabili-
dad » era exactamente el que debía utilizarse en el
artículo.

57 El texto propuesto en el quinto informe decía lo siguiente :

« Artículo 15.—Propiedad, posesión y uso de bienes
» 1. Salvo pacto en contrario, un Estado no tendrá inmu-

nidad de jurisdicción respecto de los tribunales de otro Estado
cuando se trate de procedimientos relacionados con :

» a) los derechos o intereses del Estado en cualquier bien
inmueble situado en el Estado del foro, o en la posesión o uso
de ese bien o cualquier obligación del Estado dimanada de su
interés en el bien o de su posesión o uso;

» fe) los derechos o intereses del Estado en cualquier bien
mueble o inmueble que esté en el Estado del foro, resultante
de sucesión, donación o bona vacantia;

» c) la distribución de haberes relacionados con el patri-
monio de personas fallecidas, dementes o insolventes, la liqui-
dación de compañías o la administración de fideicomisos en
los que el Estado tenga o reivindique derechos o intereses
sobre cualquier bien; o

» d) los bienes en posesión o bajo el control de un Estado
respecto de los cuales un Estado reivindique derechos o in-
tereses, si la reivindicación no es admitida ni está corrobo-
rada por pruebas prima facie y el procedimiento haya sido
interpuesto contra una persona que no sea un Estado en el
caso de que el propio Estado no hubiese tenido inmunidad
si el procedimiento se hubiera interpuesto en contra de él.

» 2. Lo dispuesto en el párrafo 1 se entenderá sin perjui-
cio de la inmunidad del Estado respecto del embargo o eje-
cución de sus bienes, y de la inviolabilidad de los locales de
misiones diplomáticas o especiales o locales consulares. »
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94. Al concluir su debate sobre el tema, la Comisión
decidió remitir los artículos 13, 14 y 15 del proyecto
al Comité de Redacción.
95. El Comité de Redacción recomendó un texto para
los artículos 10, 12 y 15 del proyecto, que fue aprobado
provisionalmente por la Comisión en su 1806.a sesión,
el 18 de julio de 1983, junto con las disposiciones per-
tinentes del apartado g del párrafo 1 del artículo 2 y
del párrafo 2 del artículo 3.
96. Teniendo en cuenta los debates de la Comisión,
el Relator Especial preparó y presentó al Comité de
Redacción versiones revisadas (A/CN.4/L.367) del pro-
yecto de artículo 13 (Contratos de trabajo) M y del pro-
yecto de artículo 14 (Lesiones a personas y daños a los
bienes)S9.

58 El texto revisado del artículo 13 propuesto por el Relator
Especial decía lo siguiente :

« Artículo 13.—Contratos de trabajo
» 1. Salvo pacto en contrario entre los Estados interesados,

cuando un Estado emplee a un individuo para servicios que
hayan de realizarse, total o parcialmente, en el territorio de
otro Estado, y haya incorporado efectivamente al empleado
al régimen de seguridad social de ese otro Estado, se enten-
derá que ha dado su consentimiento para el ejercicio de la
jurisdicción por un tribunal de ese otro Estado en un proce-
dimiento relativo al contrato de trabajo.

» 2. Lo dispuesto en el párrafo 1 no será aplicable :
» a) si el individuo ha sido nombrado conforme al derecho

administrativo del Estado empleador y realiza funciones en
el ejercicio de prerrogativas del poder público;

» b) si el procedimiento se refiere a la no contratación o
al despido de un individuo que solicita empleo o reempleo;

» c) si el individuo es nacional del Estado empleador en
el momento de promoverse el procedimiento;

» d) si el individuo no era nacional ni residente habitual
del Estado del foro en el momento de concertarse el contrato
de trabajo, salvo que se haya pactado otra cosa por escrito
entre las partes en el contrato de trabajo;

» e) si el individuo ha convenido otra cosa por escrito, y
el tribunal del Estado del foro no retiene la jurisdicción ex-
clusiva por razón de la materia objeto del procedimiento o
del rango subordinado del empleado, que ejecuta servicios
que son meramente domésticos o que no tienen carácter de
funciones públicas. »
59 El texto revisado del art ículo 14 propues to por el Relator

Especial decía lo siguiente :

« Artículo 14.—Lesiones a personas y daños a los bienes
» 1. Salvo pacto en contrar io entre los Estados interesados,

cuando un Estado, por medio de uno de sus órganos, orga-
nismos o entidades que actúen en el ejercicio de prerrogativas
del poder público, mantenga una oficina, un organismo o un
establecimiento en otro Estado u ocupe un local en él, o se
dedique en él a transporte de pasajeros y cargamentos por
vía aérea, por ferrocarril, por carretera o por vía acuática,
se entenderá que ha dado su consentimiento para el ejercicio
de la jurisdicción por un tribunal de ese otro Estado en un
procedimiento concerniente a una indemnización en caso de
muerte o lesiones de una persona, o de pérdida o daños
de bienes corporales, si el acto o la omisión que ha causado
las lesiones o el daño en el Estado del foro se ha producido
en el territorio de ese Estado, y la persona que sea respon-
sable de esas lesiones o ese daño, o que haya contribuido a
ellos, se encontraba entonces en ese territorio.

» 2. El párrafo 1 se entiende sin perjuicio de los derechos
y obligaciones de los individuos de un Estado con respecto
a otro Estado que estén expresamente regulados por tratados
u otros convenios bilaterales, o por acuerdos regionales o
convenciones internacionales que señalen o limiten el alcance
de las responsabilidades o de la indemnización. »

B.—Proyecto de artículos sobre las inmunidades
jurisdiccionales de los Estados y de sus bienes

1. TEXTO DE LOS PROYECTOS DE ARTÍCULOS
APROBADOS PROVISIONALMENTE POR LA COMISIÓN

HASTA AHORA

PARTE I

INTRODUCCIÓN

Artículo 1.—Alcance de los presentes artículos *>

Los presentes artículos se aplican a la inmunidad de un Es-
tado y de sus bienes respecto de la jurisdicción de los tribunales
de otro Estado.

Artículo 2.—Términos empleados 61

1. Para los efectos de los presentes artículos :

a) se entiende por « tribunal » cualquier órgano de un Estado,
sea cual fuere su denominación, con potestad para ejercer fun-
ciones judiciales;

I-.]

g) se entiende por « contrato mercantil » :

i) todo contrato o acuerdo mercantil de compraventa de mer-
caderías o de prestación de servicios;

ii) todo contrato de préstamo u otro acuerdo de carácter fi-
nanciero, incluida cualquier obligación de garantía con-
cerniente a ese préstamo o de indemnización concerniente
a ese acuerdo;

iii) cualquier otro contrato o acuerdo, sea cual fuere su natu-
raleza, mercantil, industrial o de arrendamiento de obra
o de servicios, pero con exclusión de los contratos indivi-
duales de trabajo.

I...]

Artículo 3.—Disposiciones interpretativas 62

I...]
2. Para determinar si un contrato de compraventa de merca-

derías o de prestación de servicios es mercantil se atenderá prin-
cipalmente a la naturaleza del contrato, pero se tendrá en cuen-
ta también su finalidad si en la práctica de ese Estado tal fina-
lidad es pertinente para la determinación del carácter no mer-
cantil del contrato.

60 A p r o b a d o provis ionalmente por la Comisión en su 34.° pe-
r íodo de sesiones, en el curso del cual fue reexaminado el ar-
tículo. Para el comentar io a este ar t ículo, véase Anuario... 1982,
volumen I I (segunda par te , pág. 107). U n a versión anter ior del
artículo fue ap robada provis ionalmente por la Comisión en su
32.° per íodo de sesiones (ibid., pág. 101, no ta 209).

61 La Comisión ap robó el texto del apar tado a en su 34° pe-
r íodo de sesiones du ran te su examen del art ículo 7 relativo a
las modal idades pa ra hacer efectiva la inmunidad de los Es-
tados . Pa ra el comentar io a este texto, ibid., págs . 107 y 108.
La Comisión ap robó el texto del apar tado g en el actual pe-
r íodo de sesiones duran te su examen del art ículo 12, relativo
a los contratos mercant i les . Para el comentar io a este texto,
véase infra, subsecc. 2 .

62 La Comisión aprobó el texto del párrafo 2 del artículo 3
en el actual per íodo de sesiones du ran te su examen del artícu-
lo 12, relativo a los contra tos mercant i les . Para el comentar io
a ese texto, véase infra, subsecc. 2 .
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PARTE II

PRINCIPIOS GENERALES

Artículo 6.—Inmunidad del Estado a

Artículo 7.—Modalidades para hacer efectiva
la inmunidad de los Estados M

1. Un Estado hará efectiva la inmunidad del Estado [a que
se refiere el articulo 6] absteniéndose de ejercer jurisdicción en
un procedimiento ante sus tribunales contra otro Estado.

2. Un procedimiento ante un tribunal de un Estado se enten-
derá promovido contra otro Estado, se designe o no a éste como
parte en ese procedimiento, siempre que el procedimiento tenga
efectivamente por objeto obligar a dicho Estado a someterse a
la jurisdicción del tribunal o a soportar las consecuencias de una
resolución dictada por el tribunal que puedan afectar a los de-
rechos, intereses, bienes o actividades de dicho Estado.

3. En particular, un procedimiento ante un tribunal de un
Estado se entenderá promovido contra otro Estado cuando se
promueva contra uno de sus órganos, o contra uno de sus orga-
nismos o entidades en relación con un acto realizado en ejerci-
cio de prerrogativas del poder público, o contra uno de sus re-
presentantes en relación con un acto realizado en su calidad de
representante, o cuando el procedimiento tenga por objeto privar
a dicho Estado de sus bienes o del uso de bienes que estén en su
posesión o bajo su control.

Artículo 8.—Consentimiento expreso para el ejercicio
de jurisdicción tó

Un Estado no podrá invocar la inmunidad de jurisdicción en
un procedimiento ante un tribunal de otro Estado en relación
con cualquier cuestión si ha consentido expresamente en que
ese tribunal ejerza jurisdicción en relación con esa cuestión :

a) por acuerdo internacional;
6) en un contrato escrito; o

c) por una declaración ante el tribunal en un caso deter-
minado.

63 El texto del artículo 6 aprobado provisionalmente en el
32." período de sesiones dice lo siguiente :

« Artículo 6.—Inmunidad del Estado
» 1. Todo Estado goza de inmunidad de la jurisdicción de

otro Estado conforme a lo dispuesto en los presentes artículos.
» 2. La inmunidad de un Estado se hará efectiva conforme

a lo dispuesto en los presentes artículos. »
Para el comentario al artículo, véase Anuario... 1980, vol. II
(segunda par te) , págs. 139 y ss.

El artículo 6 fue examinado nuevamente por la Comisión
en el 34.° período de sesiones y todavía suscitó diversidad de
pareceres. El Comité de Redacción también reexaminó el pro-
yecto de artículo 6 aprobado provisionalmente. Aunque el Co-
mité de Redacción no propuso ninguna nueva formulación en
el 34.° período de sesiones, la Comisión acordó volver a exa-
minar el proyecto de artículo 6 en el período de sesiones si-
guiente. N o obstante, por falta de t iempo, el Comité de Redac-
ción no pudo examinar la cuestión durante el actual período
de sesiones.

64 La Comisión aprobó provisionalmente el artículo 7 en
su 34." período de sesiones. Para el comentario a ese artículo,
véase Anuario... 1982, vol. II (segunda parte) , págs. 108 y ss.

65 La Comisión ap robó provis ionalmente el art ículo 8 en su
34." pe r íodo de sesiones. Para el comentar io al mismo, ibid.,

115 a 118.

Artículo 9.—Efecto de la participación en un procedimiento
ante un tribunal a

1. Un Estado no podrá invocar la inmunidad de jurisdicción
en un procedimiento ante un tribunal de otro Estado :

a) si él mismo ha promovido ese procedimiento; o
b) si ha intervenido en ese procedimiento o ha realizado cual-

quier otro acto en relación con el fondo.
2. El apartado b del párrafo 1 no se aplicará a ninguna inter-

vención ni a ningún acto realizados con el solo objeto de :
a) invocar la inmunidad; o
b) hacer valer un derecho o interés sobre bienes objeto de liti-

gio en el procedimiento.
3. La falta de comparecencia de un Estado en un procedi-

miento ante un tribunal de otro Estado no se considerará como
consentimiento de ese Estado en que ese tribunal ejerza juris-
dicción.

Artículo 10.—Reconvenciones 67

1. Un Estado no podrá invocar la inmunidad respecto de la
jurisdicción en un procedimiento que él mismo haya promovido
ante un tribunal de otro Estado en lo concerniente a una re-
convención formulada contra él y basada en la misma relación
jurídica o en los mismos hechos que la demanda principal.

2. Un Estado que intervenga en un procedimiento ante un
tribunal de otro Estado para presentar una demanda no podrá
invocar la inmunidad respecto de la jurisdicción de ese tribunal
en lo concerniente a una reconvención formulada contra él y
basada en la misma relación jurídica o en los mismos hechos
que la demanda presentada por él.

3. Un Estado que formule reconvención en un procedimiento
promovido contra él ante un tribunal de otro Estado no podrá
invocar la inmunidad respecto de la jurisdicción de ese tribunal
en lo concerniente a la demanda principal.

PARTE III

EXCEPCIONES A LAS INMUNIDADES
DE LOS ESTADOS68

Artículo 12.—Contratos mercantiles m

1. Si un Estado celebra con una persona física o jurídica ex-
tranjera un contrato mercantil, y si en virtud de las normas apli-
cables de derecho internacional privado los litigios relativos a
ese contrato mercantil corresponden a la jurisdicción de un tri-
bunal de otro Estado, se considerará que el Estado ha consenti-
do en que se ejerza tal jurisdicción en un procedimiento basado
en ese contrato mercantil y, por consiguiente, no podrá invocar
la inmunidad de jurisdicción en este procedimiento.

2. Lo dispuesto en el párrafo 1 no se aplicará :
a) en el caso de un contrato mercantil concertado entre Esta-

dos o entre gobiernos;
b) si las partes en el contrato mercantil han pactado expresa-

mente otra cosa.

66 La Comisión ap robó provis ionalmente el ar t ículo 9 en su
34." per íodo de sesiones. Para el comentar io al mismo, ibid.,
págs . 118 a 120.

67 La Comisión aprobó provisionalmente el artículo 10 en su
actual período de sesiones. Para el comentario al mismo, véase
infra, subsecc. 2.

68 El título de esta parte será reexaminado cuando la Comi-
sión haya estudiado todas las posibles excepciones.

69 La Comisión ap robó provis ionalmente el art ículo 12 en su
actual per íodo de sesiones. Pa ra el comentar io al mismo, véase
infra, subsecc. 2.
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Artículo 15.—Propiedad, posesión y uso de bienes 70

1. No podrá invocarse la inmunidad de un Estado para im-
pedir que el tribunal de otro Estado por lo demás competente
ejerza su jurisdicción en un procedimiento concerniente a la
determinación :

a) de un derecho o interés del Estado respecto de bienes in-
muebles situados en el Estado del foro, la posesión o el uso por
el Estado de esos bienes inmuebles o una obligación del Estado
nacida de su interés respecto de tales bienes inmuebles o de su
posesión o uso de esos bienes;

b) de un derecho o interés del Estado respecto de bienes mue-
bles o inmuebles, nacido en virtud de sucesión, de donación o de
ocupación de bien vacante;

c) de un derecho o interés del Estado respecto de la adminis-
tración de bienes que formen parte del patrimonio de una perso-
na fallecida, de un demente o de un quebrado;

d) de un derecho o interés del Estado respecto de la adminis-
tración de bienes de una sociedad en el caso de su disolución o
liquidación; o

e) de un derecho o interés del Estado respecto de la adminis-
tración de bienes en fideicomiso o de bienes: poseídos de otro
modo a título fiduciario.

2. Nada impedirá que un tribunal de otro Estado ejerzca ju-
risdicción en un procedimiento promovido ante él contra una
persona que no sea un Estado, no obstante el hecho de que el
procedimiento concierna a bienes o esté dirigido a privar al Es-
tado de bienes :

a) que se encuentran en posesión del Estado o bajo su con-
trol; o

6) respecto de los cuales el Estado reivindica un derecho o
interés,

si el Estado mismo no hubiera podido invocar la inmunidad de
haberse promovido el procedimiento contra él o si el derecho
o interés reivindicado por el Estado no está reconocido ni fun-
dado en un principio de prueba.

3. Lo dispuesto en los párrafos precedentes se entenderá sin
perjuicio de la inmunidad de los Estados en lo que concierne al
embargo y la ejecución de sus bienes, de la inviolabilidad de los
locales de una misión diplomática o especial u otra misión ofi-
cial o de los locales consulares o de la inmunidad jurisdiccional
de que goza un agente diplomático en lo que concierne a los
bienes inmuebles privados que posee por cuenta del Estado acre-
ditante para los fines de la misión.

2. TEXTO DE LOS ARTÍCULOS 10, 12, 2 (APARTADO g
DEL PÁRRAFO 1), 3 (PÁRRAFO 2) Y 15, CON LOS CO-
MENTARIOS CORRESPONDIENTES, APROBADOS POR
LA COMISIÓN EN SU 35.° PERÍODO DE SESIONES

PARTE II

PRINCIPIOS GENERALES (continuación)

Artículo 10.—Reconvenciones

1. Un Estado no podrá invocar la inmunidad respec-
to de la jurisdicción en un procedimiento que él mismo
haya promovido ante un tribunal de otro Estado en lo

70 La Comisión aprobó provisionalmente el artículo 15 en su
actual período de sesiones. Para el comentario al mismo, ibid.

concerniente a una reconvención formulada contra él y
basada en la misma relación jurídica o en los mismos
hechos que la demanda principal.

2. Un Estado que intervenga en un procedimiento
ante un tribunal de otro Estado para presentar una de-
manda no podrá invocar la inmunidad respecto de la
jurisdicción de ese tribunal en lo concerniente a una re-
convención formulada contra él y basada en la misma
relación jurídica o en los mismos hechos que la demanda
presentada por él.

3. Un Estado que formule reconvención en un proce-
dimiento promovido contra él ante un tribunal de otro
Estado no podrá invocar la inmunidad respecto de la ju-
risdicción de ese tribunal en lo concerniente a la deman-
da principal.

Comentario

1) El artículo 10 es una consecuencia lógica de los
artículos 8 y 9. Mientras que el artículo 8 trata del
efecto del consentimiento manifestado expresamente por
un Estado para el ejercicio de la jurisdicción por el
tribunal de otro Estado, el artículo 9 define la medida
en que el consentimiento puede deducirse del compor-
tamiento de un Estado por el hecho de participar en
un procedimiento sustanciado ante el tribunal de otro
Estado. El artículo 10 tiene por objeto completar la
trilogía de disposiciones sobre el alcance del consenti-
miento, para lo cual trata de los efectos de las recon-
venciones presentadas contra un Estado y de las recon-
venciones presentadas por un Estado.

2) Un Estado puede promover un procedimiento ante
el tribunal de otro Estado según lo previsto en el apar-
tado a del párrafo 1 del artículo 9 y, en virtud de ese
hecho, consentir en el ejercicio de la jurisdicción por
ese tribunal en ese procedimiento o someterse al ejer-
cicio de esa jurisdicción, incluidos los trámites que
precedan al juicio, el juicio y las decisiones, así como
las apelaciones. Ese consentimiento dado al ejercicio
de la jurisdicción no es un consentimiento a la ejecu-
ción, que constituye una cuestión separada que se exa-
minará en la parte IV en relación con la inmunidad
de los bienes de los Estados en materia de embargo y
ejecución. Cabe preguntar hasta qué punto la iniciativa
adoptada por un Estado al promover ese procedimiento
puede llevar consigo su sumisión o sujeción a la juris-
dicción de ese tribunal en lo que respecta a las recon-
venciones formuladas contra el Estado demandante. Y,
a la inversa, un Estado contra el cual se haya promo-
vido un procedimiento ante el tribunal de otro Estado
puede optar por presentar una reconvención contra la
parte actora en el procedimiento. En los dos casos, un
Estado queda hasta cierto punto sujeto a la jurisdic-
ción competente del foro, puesto que en uno y en otro
caso hay claras indicaciones, en virtud del comporta-
miento o de la manifestación de voluntad, del consen-
timiento en someterse a la jurisdicción de ese tribunal.
La consecuencia de la expresión del consentimiento en
virtud del comportamiento, como ocurre en el caso de
promover un procedimiento, o en el caso de intervenir
en un procedimiento para presentar una demanda, o
también en el caso de formular una reconvención en
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un procedimiento promovido contra él, puede variar
ciertamente según la eficacia de su consentimiento para
el ejercicio de la jurisdicción por la autoridad judicial
competente de que se trate. En cada uno de los tres
casos se plantea la importante cuestión de la medida
y alcance de los efectos del consentimiento para el
ejercicio de la jurisdicción en el caso de una reconven-
ción de esa índole presentada contra un Estado o for-
mulada por un Estado.

a) Reconvenciones contra un Estado

3) La noción de « counter-claims » en el uso inglés
corriente, tal como se entiende en el sistema británico
y otros sistemas de common law, presupone la existen-
cia anterior de un procedimiento o el previo ejercicio
de una acción para promoverlo. Una « counter-claim »
(reconvención) es una « cross claim » o « cross-action »
(contrademanda o acción contraria) que formula el de-
mandante al contestar u oponerse a la demanda inicial
o principal. En los ordenamientos jurídicos fundados
en el derecho romano, una « reconvención » o « de-
mande reconventionnelle » puede formularse igualmente
al contestar a la demanda. Por esta razón, parece haber
dos posibles situaciones en las que puede formularse
una reconvención contra un Estado. La primera posi-
bilidad se presenta cuando un Estado ha ejercido él
mismo una acción ante un tribunal de otro Estado,
como en el caso del apartado a del párrafo 1 del ar-
tículo 9 y del párrafo 1 del artículo 10. El segundo
caso se produce cuando un Estado no ha promovido
él mismo un procedimiento, pero ha intervenido en él
para ejercitar una acción. Con respecto al objeto de la
intervención, hay que hacer una importante reserva.
Según el apartado b del párrafo 1 del artículo 9, pue-
de ser que un Estado intervenga en un procedimiento
o realice cualquier otro acto en relación con el fondo
del procedimiento, en cuyo caso, en virtud de esa in-
tervención, se somete a la jurisdicción del tribunal en
ese procedimiento. El párrafo 2 del artículo 10 trata
de los casos en que un Estado interviene para presen-
tar una demanda; de ahí nace la posibilidad de que
se formule una reconvención contra el Estado con res-
pecto a la demanda que es objeto de su intervención.
No habrá tal posibilidad de reconvención contra un
Estado que intervenga pero que no haya interpuesto
además una demanda relacionada con el procedimien-
to. Por ejemplo, un Estado puede intervenir en calidad
de amicus curiae, o en interés de la justicia, para ha-
cer una sugerencia, o para ofrecer un testimonio sobre
una cuestión de derecho o de hecho sin consentir por
su parte en el ejercicio de la jurisdicción contra él en
todo el procedimiento. Por ejemplo, de conformidad
con el apartado a del párrafo 2 del artículo 9, un Es-
tado podría intervenir para invocar la inmunidad o,
según el apartado b del párrafo 2 de ese mismo ar-
tículo, para hacer valer un derecho o interés sobre
bienes objeto de litigio en ese procedimiento. En el
caso del apartado b del párrafo 2 de dicho artículo, en
la medida en que pueda considerarse que el Estado
que interviene ha presentado una demanda relacionada
con el procedimiento, podría entenderse también que
ha consentido en que se formule una reconvención con-

tra él respecto de la demanda que él ha interpuesto,
y ello sin perjuicio, además, de estar sujeto a la obli-
gación de responder a una investigación judicial o de
aportar un comienzo de prueba para hacer valer su
título o pretensión respecto de derechos o intereses so-
bre bienes en el caso previsto en el apartado b del
párrafo 2 del artículo 9. Incluso para invocar la inmu-
nidad conforme a lo previsto en el apartado a del pá-
rrafo 2 del artículo, un Estado puede también verse
obligado a presentar la prueba o el fundamento jurí-
dico de la inmunidad que invoca. Pero una vez acre-
ditado el derecho a la inmunidad invocada con arreglo
al apartado a del párrafo 2 del artículo 9 o compro-
bado el derecho o el título que se hace valer según
lo previsto en el apartado b del párrafo 2, cesa el con-
sentimiento al ejercicio de la jurisdicción. Así pues, el
tribunal debe abstenerse en tal caso de todo ulterior
ejercicio de la jurisdicción con respecto al Estado cuya
inmunidad se ha admitido o respecto de los bienes en
relación con los cuales se compruebe que el Estado
posee un título, puesto que, normalmente, el Estado
y los bienes respectivamente estarían exentos de la ju-
risdicción del tribunal. No obstante, el tribunal podría
seguir ejerciendo su jurisdicción si fuese aplicable al
procedimiento de una de las excepciones previstas en
la parte III o si, de otro modo, el Estado hubiese con-
sentido en el ejercicio de la jurisdicción o renunciado
a su inmunidad.

4) Como se ha visto en el apartado a del párrafo 1
del artículo 9, se entiende que el Estado que ha pro-
movido un procedimiento da su consentimiento a la
jurisdicción del tribunal para todas las fases del pro-
cedimiento, incluidos el juicio y la sentencia en prime-
ra instancia, la apelación y la decisión definitiva, así
como la determinación de las costas cuando sea facul-
tad discrecional de la autoridad juzgadora, pero exclui-
da la ejecución de la sentencia. El párrafo 1 del ar-
tículo 10 trata la cuestión de la medida en que puede
considerarse que un Estado que ha promovido un pro-
cedimiento ante el tribunal de otro Estado ha consen-
tido en la jurisdicción del tribunal respecto de las re-
convenciones que se presentan contra él. Evidentemen-
te, el solo hecho de que un Estado haya promovido un
procedimiento no implica su consentimiento para todas
las demás acciones civiles dirigidas contra él que pue-
dan ser de la competencia o quedar sujetas a la juris-
dicción del mismo tribunal o de otro tribunal del Es-
tado del foro. El alcance del consentimiento en tal caso
no es ilimitado, y el objeto del párrafo 1 del artículo 10
es formular un límite más preciso y más equilibrado
del alcance de las reconvenciones que pueden dirigirse
contra el Estado demandante. El Estado que promueve
un procedimiento ante un tribunal de otro Estado no
queda expuesto a todo tipo de reconvenciones ante ese
tribunal, ni a contrademandas de partes que no sean
los demandados. Por el hecho de promover el proce-
dimiento, el Estado demandante no ha dado su consen-
timiento para acciones reconvencionales separadas o
independientes. No hay una sumisión general a todos
los demás procedimientos o todas las acciones que en
todo tiempo se dirijan contra el Estado. El Estado que
promueve un procedimiento puede quedar sujeto a la
jurisdicción del tribunal con respecto a las reconven-
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ciones basadas en la misma relación jurídica o en los
mismos hechos que la demanda principal71, o en el
mismo negocio jurídico o hecho que constituya el ob-
jeto de la demanda principal72. En algunas jurisdiccio-
nes, el efecto de una reconvención contra un Estado
demandante está también circunscrito por lo que se
refiere a la cuantía, que no puede exceder de la que
corresponde a la demanda principal, o, en caso de que
exceda de la demanda principal, la reconvención con-
tra el Estado sólo puede surtir el efecto de compensa-
ción judicial73. En la terminología jurídica norteameri-
cana, esto se conoce con la expresión de « recoupment
against the sovereign claimant » (excepción de compen-
sación opuesta a la autoridad soberana demandante),
que normalmente no puede ir más allá « del punto a
partir del cual constituiría una pretensión de reparación
positiva »74 [es decir, no puede tener más efecto que
el de contrarrestar la demanda]. En las jurisdicciones
de common law sólo se admiten, al parecer, las recon-
venciones contra Estados extranjeros como medio de
defensa75. En cambio, en algunos ordenamientos jurí-
dicos basados en el derecho romano, se han admitido

71 Por ejemplo, la Ley del Reino Unido de 1978 sobre inmu-
nidad de los Estados (The Public General Acts, 1978, primera
parte, cap. 33, pág. 715; texto reproducido en Naciones Unidas,
Documentation concernant les immunités juridictionnelles...,
págs. 41 y ss.) dispone, en el párrafo 6 del artículo 2, que :

« La sumisión con respecto a un procedimiento comprende
las apelaciones, pero no las reconvenciones, a menos que éstas
se basen en la misma relación jurídica o los mismos hechos
que la demanda. »

Véase también Strousberg c. Republic of Costa Rica (1881)
(Law Times Reports, Londres, vol. 44, pág. 199), asunto en el
cual se permitió que el demandado hiciera valer cualquier pre-
tensión que le asistiera por medio de una contramedida o
reconvención contra la acción inicial a fin de que pudiera ha-
cerse justicia. Pero esas reconvenciones o contrademandas sólo
pueden interponerse respecto de los mismos negocios jurídicos
y sólo surten efecto de compensación judicial.

72 Por ejemplo, la Ley de los Estados Unidos de 1976 sobre
la i n m u n i d a d de los Estados extranjeros (United States Code,
1976 Edition, vol . 8, t í tulo 28, cap . 97; reproduc ido en Nacio-
nes Unidas , Documentation concernant les immunités juridic-
tionnelles..., págs. 55 y ss.) prevé, en el apar tado b del artícu-
lo 1607 (Reconvenciones) , que n o se concederá i n m u n i d a d res-
pec to de u n a reconvención « basada en el negocio jur ídico o
hecho que constituya el objeto de la demanda del Estado ex-
tranjero ».

73 El apar tado c del art ículo 1607 de la Ley de los Estados
Unidos de 1976 sobre la inmunidad de los Estados extranjeros
est ipula: « en la med ida en que la pretensión objeto de la re-
convención no sea de cuantía superior o de índole preferente
a la invocada por el Estado extranjero ». Véase también Strous-
berg c. Republic of Costa Rica (1881) (v. supra, no ta 71) y
Union of Soviet Socialist Republics c. Belaiew (1925) [The All
England Law Reports 1925 (reimp.) , pág. 3 6 9 ] .

74 Véase , po r ejemplo, South African Republic c. La Com-
pagnie franco-belge du chemin de fer du Nord (1897) (Reino
U n i d o , The Law Reports, Chancery Division, 1898, pág . 190),
y los asuntos citados supra, no tas 71 y 73 .

75 Como ejemplos que sugieren la posibi l idad de obtener u n a
reparac ión posit iva en circunstancias justificadas, véase Republic
of Haiti c. Plesch et al. (1947) (New York Supplement, 2nd Se-
ries, 1947, vol . 73 , pág. 645); United States of Mexico c. Rask
(1931) (Pacific Reporter, 2nd Series, 1931, vol . 4, pág. 981);
The International and Comparative Law Quarterly, Londres ,
vol . 2 , 1953, pág. 480; The Law Quarterly Review, Londres ,
vol . 7 1 , N.° 283, 1955, pág . 305; The Modern Law Review, Lon-
dres , vol . 18, 1955, pág . 417; Minnesota Law Review, Minnea-
polis (Minn. ) , vol. 40, 1956, pág . 124.

reconvenciones independientes como medios de ataque
y se tiene noticia de algunos casos en que se ha con-
cedido reparación positiva76.
5) Cuando las normas del Estado del foro lo permi-
ten, el párrafo 1 del artículo 10 es también aplicable
en el caso en que se formula una reconvención contra
el Estado y el Estado no puede invocar, con arreglo a
las disposiciones de los presentes artículos, y en par-
ticular de la parte III, la inmunidad de la jurisdicción
respecto de esa reconvención, si se ha interpuesto una
acción separada contra el Estado en esos tribunales T7.
Así pues, no pueden admitirse reconvenciones indepen-
dientes contra el Estado demandante basadas en nego-
cios jurídicos o hechos diferentes que no formen parte
de la materia objeto de la demanda o que resulten de
una relación jurídica distinta o de hechos independien-
tes respecto de la demanda principal, a menos que estén
comprendidas dentro del ámbito de aplicación de las
excepciones admisibles que se estudiarán en la par-
te III. En otras palabras, las reconvenciones o acciones
contrarias independientes sólo pueden ejercerse contra
el Estado demandante cuando sea posible promover un
procedimiento separado contra ese Estado al amparo
de otras disposiciones de los presentes artículos, inde-
pendientemente de que el Estado haya promovido o
no un procedimiento, como en el caso del párrafo 1,
o de que haya intervenido para presentar una deman-
da, como en el caso del párrafo 2 del artículo 10.
6) El párrafo 2 del artículo 10 trata de los casos en
que un Estado interviene en un procedimiento ante un
tribunal de otro Estado no como amicus cuñete, sino
como parte interesada para presentar una demanda.
Sólo en este sentido cabe concebir que se formule una
reconvención contra un Estado que ha intervenido como
demandante y no como simple testigo, o sencillamente
para hacer una declaración, como en el caso del apar-
tado b del párrafo 1 del artículo 9, sin presentar una
demanda. Una vez que un Estado ha intervenido en
un procedimiento para formular o presentar una de-
manda, está sujeto a cualquier reconvención que se
formule contra él y que se base en la misma relación ju-
rídica o los mismos hechos que los de la demanda
presentada por el Estado. Otras partes del comentario
aplicables al párrafo 1 que conciernen a los límites de
las reconvenciones admisibles contra un Estado deman-
dante son igualmente aplicables a las reconvenciones
dirigidas contra un Estado que interviene para presen-
tar una demanda, según lo previsto en el párrafo 2.
Esas consideraciones se aplican en particular a la iden-
tidad que ha de existir entre la relación jurídica y los

76 Véase, por ejemplo, Etat du Pérou c. Kreglinger (1857)
(Pasicrisie belge, 1857, Bruselas, segunda parte, pág. 348); Letort
c. Gouvernement ottoman (1914) (Revue juridique internatio-
nale de la locomotion aérienne, Paris, vol. V, 1914, pág. 142).

77 Véase, por ejemplo, el apartado a del artículo 1607 de la
Ley de los Estados Unidos de 1976 sobre la inmunidad de los
Estados extranjeros (véase supra, nota 72): «un Estado extran-
jero no tiene derecho a la inmunidad con arreglo al artícu-
lo 1605 de este capítulo si la demanda se ha presentado en
una acción independiente contra el Estado extranjero ». Cf. el
párrafo 2 del artículo 1 de la Convención europea sobre inmu-
nidad de los Estados, de 1972 (Consejo de Europa, Convention
européenne sur l'immunité des Etats et protocole additionnel,
Serie de tratados europeos, N.° 74, Estrasburgo, 1972).
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hechos OBJETO DE LA DEMANDA PRESENTADA POR EL ESTADO
que INTERVIENE EN EL PROCEDIMIENTO Y LA RELACIÓN JURÍDICA
y LOS HECHOS EN QUE SE BASA LA RECONVENCIÓN Y POSIBLE-
mente SE APLICAN TAMBIÉN A LA CUANTÍA DE LA RECONVEN-
CIÓN, ASÍ COMO A LA IMPORTANCIA, O A LA INEXISTENCIA DE
una REPARACIÓN POSITIVA ADMISIBLE, EN SU CASO, O DE
una ACCIÓN DE NATURALEZA DIFERENTE O NO COMPRENDIDA
en LOS LÍMITES DE LA DEMANDA PRESENTADA POR EL ESTADO
que HAYA INTERVENIDO EN EL PROCEDIMIENTO.

B) Reconvenciones presentadas por un Estado

7) CUANDO EL ESTADO MISMO FORMULA UNA RECONVEN-
ción EN UN PROCEDIMIENTO PROMOVIDO CONTRA ÉL ANTE UN
tribunal DE OTRO ESTADO, REALIZA UN ACTO EN RELACIÓN
con EL FONDO EN EL SENTIDO DE LO PREVISTO EN EL PÁRRA-
fo 1 DEL ARTÍCULO 9. EN TAL CASO, SE ENTIENDE QUE EL
ESTADO HA CONSENTIDO EN EL EJERCICIO DE LA JURISDICCIÓN
por ESE TRIBUNAL NO SÓLO CON RESPECTO A LA RECONVENCIÓN
presentada POR ÉL MISMO, SINO TAMBIÉN CON RESPECTO A
la DEMANDA PRINCIPAL DIRIGIDA CONTRA ÉL.

8) AL INTERPONER ÉL MISMO UNA RECONVENCIÓN O CONTRA-
demanda ANTE UNA AUTORIDAD JUDICIAL DE OTRO ESTADO,
el ESTADO CONSIENTE, EN VIRTUD DE SU COMPORTAMIENTO,
en EL EJERCICIO DE LA JURISDICCIÓN POR ESE FORO. AHORA
BIEN, EL EFECTO, LA AMPLITUD Y EL ALCANCE DE LAS RECON-
venciones PRESENTADAS POR UN ESTADO CON ARREGLO AL PÁ-
rrafo 3 DEL ARTÍCULO 10 PUEDEN SER MÁS VASTAS QUE LAS
reconvenciones DIRIGIDAS CONTRA EL ESTADO DEMANDADO
en VIRTUD DE LO PREVISTO EN EL PÁRRAFO 1 O CONTRA EL
ESTADO QUE INTERVIENE PARA PRESENTAR UNA DEMANDA CON-
forme AL PÁRRAFO 2 DEL ARTÍCULO 10. EN PRIMER LUGAR,
las RECONVENCIONES PRESENTADAS POR UN ESTADO EXTRAN-
jero DEMANDADO, AUNQUE GENERALMENTE EN VIRTUD DEL DE-
recho INTERNO ESTÁN CIRCUNSCRITAS A ASUNTOS BASADOS EN
la MISMA RELACIÓN JURÍDICA O EN LOS MISMOS HECHOS QUE
la DEMANDA PRINCIPAL, NO ESTÁN LIMITADAS CON RESPECTO
a LA EXTENSIÓN O LA IMPORTANCIA DE LA REPARACIÓN PEDI-
DA, COMO TAMPOCO CON RESPECTO A LA NATURALEZA DE LA
satisfacción SOLICITADA. ES MÁS, SI SE FUNDAN EN UNA
relación JURÍDICA DIFERENTE O EN OTRA SERIE DE HECHOS
distintos DE LA DEMANDA PRINCIPAL, O SI SE TRATA DE AC-
ciones RECONVENCIONALES REALMENTE NUEVAS, SEPARADAS O
INDEPENDIENTES, CABE TODAVÍA QUE SEAN ADMISIBLES EN CA-
lidad DE ACCIONES CONTRARIAS INDEPENDIENTES Y MÁS TO-
davía COMO PROCEDIMIENTOS INDEPENDIENTES Y TOTALMEN-
te DESLIGADOS DE LA DEMANDA PRINCIPAL O INICIAL DIRIGIDA
contra EL ESTADO. ES EVIDENTE QUE EL ESTADO DEMANDADO
tiene ESTA POSIBILIDAD DE OPTAR ENTRE FORMULAR UNA RE-
convención CONTRA EL DEMANDANTE O BIEN PROMOVER UN
procedimiento NUEVO E INDEPENDIENTE. CUALQUIERA QUE
sea LA FÓRMULA QUE SE ADOPTE, SE CONSIDERA QUE EL ESTA-
do QUE FORMULA UNA RECONVENCIÓN CONFORME A LO PRE-
visto EN EL PÁRRAFO 3 DEL ARTÍCULO 10 O QUE PROMUEVE UN
procedimiento INDEPENDIENTE EN VIRTUD DE LO DISPUESTO
en EL PÁRRAFO 1 DEL ARTÍCULO 9 DA SU CONSENTIMIENTO AL
ejercicio DE LA JURISDICCIÓN POR ESE TRIBUNAL. LA AMPLI-
tud DE ESE CONSENTIMIENTO PUEDE DIFERIR EN CADA CASO.
CON ARREGLO AL ARTÍCULO 9, COMO SE HA VISTO, EL ESTADO
demandante DA SU CONSENTIMIENTO AL PROCEDIMIENTO EN
todas SUS FASES ANTE TODOS LOS TRIBUNALES HASTA LLEGAR A
la SENTENCIA, PERO SIN INCLUIR LA EJECUCIÓN DE ÉSTA. EL
párrafo 3 DEL ARTÍCULO 10, EN CAMBIO, TIENE UN ALCANCE

más LIMITADO, Y SE CONSIDERA QUE EL ESTADO HA DADO SU
consentimiento AL EJERCICIO DE LA JURISDICCIÓN NO SÓLO
con RESPECTO A SUS RECONVENCIONES, SINO TAMBIÉN CON RES-
pecto a la demanda principal ejercitada contra él7 S .

9) UNA LIGERA PERO VISIBLE DISPARIDAD PARECE EXISTIR
entre LA SITUACIÓN DEL ESTADO QUE PRESENTA UNA DEMANDA
y LA DEL ESTADO QUE PRESENTA UNA RECONVENCIÓN, QUE, SE-
gún LA PRÁCTICA DE ALGUNAS JURISDICCIONES, OFRECE POSI-
blemente UNA PEQUEÑA VENTAJA TÉCNICA EN FAVOR DEL ES-
tado extranjero79. El Estado suele tener libertad de op-
tar POR CONSTITUIRSE EN DEMANDANTE PROMOVIENDO UN PRO-
CEDIMIENTO, EN VIRTUD DE LO CUAL SE SOMETE A LA JURIS-
dicción DEL TRIBUNAL ÚNICAMENTE EN LAS RECONVENCIONES
dirigidas CONTRA ÉL EN LA MEDIDA EN QUE SEAN ADMISIBLES
y QUE A VECES PODRÁN TENER SOLAMENTE EFECTOS DE COM-
pensación JUDICIAL, SIN EXPONERSE A LAS ACCIONES O DE-
mandas DIRIGIDAS A OBTENER REPARACIONES POSITIVAS QUE
de OTRO MODO PODRÍAN SER EJERCIDAS POR CONTRADEMAN-
dantes PARTICULARES. EN CAMBIO, SI EL ESTADO HA DEJADO
de TOMAR LA INICIATIVA DE PROMOVER EL PROCEDIMIENTO,
tiene TODAVÍA LA POSIBILIDAD DE FORMULAR UNA RECONVEN-
ción QUE SE RESUELVA CON UNA REPARACIÓN POSITIVA EN FA-
vor DEL ESTADO DEMANDADO O DE ALEGAR UNA PRETENSIÓN
de CARÁCTER DIFERENTE O DE DISTINTA ÍNDOLE DE LA QUE CONS-
tituye EL OBJETO DE LA DEMANDA PRINCIPAL. EN CUALQUIER
CASO, YA SEA COMO DEMANDANTE O COMO CONTRADEMAN-
DANTE, UN ESTADO PARECE ESTAR EN MEJOR SITUACIÓN QUE
un PARTICULAR ANTE EL TRIBUNAL DE OTRO ESTADO, Y PUEDE
considerar VENTAJOSO TOMAR LA INICIATIVA DE ACTUAR COMO
DEMANDANTE, YA QUE LAS RECONVENCIONES CONTRA EL ESTADO
que SON ADMISIBLES SON DE ALCANCE MÁS RESTRINGIDO Y TIE-
nen ESENCIALMENTE EL CARÁCTER DE MEDIO DE DEFENSA O
de OPOSICIÓN.

PARTE III

EXCEPCIONES A LAS INMUNIDADES
DE LOS ESTADOS

Articulo 12.—Contratos mercantiles

1. SI UN ESTADO CELEBRA CON UNA PERSONA FÍSICA O JURÍ-
dica EXTRANJERA UN CONTRATO MERCANTIL, Y SI EN VIRTUD DE
las NORMAS APLICABLES DE DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO
los LITIGIOS RELATIVOS A ESE CONTRATO MERCANTIL CORRESPON-
den A LA JURISDICCIÓN DE UN TRIBUNAL DE OTRO ESTADO, SE
considerará QUE EL ESTADO HA CONSENTIDO EN QUE SE EJERZA
tal JURISDICCIÓN EN UN PROCEDIMIENTO BASADO EN ESE CON-
trato MERCANTIL Y, POR CONSIGUIENTE, NO PODRÁ INVOCAR LA
inmunidad DE JURISDICCIÓN EN ESTE PROCEDIMIENTO.

78 Véase, por ejemplo, el párrafo 3 del artículo 1 de la Con-
vención europea sobre inmunidad de los Estados, de 1972
(v. supra, nota 77), que dispone :

« El Estado contratante que formule reconvención en un
procedimiento incoado ante un tribunal de otro Estado con-
tratante se somete a la jurisdicción de los tribunales de ese
Estado en relación no sólo con la reconvención, sino también
con la demanda principal. »
79 Véase, por ejemplo, supra, notas 74 a 76.
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2. Lo dispuesto en el párrafo 1 no se aplicará :

a) en el caso de un contrato mercantil concertado en-
tre Estados o entre gobiernos;

b) si las partes en el contrato mercantil han pactado
expresamente otra cosa.

Comentario

a) Observaciones generales acerca del proyecto
de artículo

1) El artículo 12, aprobado provisionalmente por la
Comisión, se titula actualmente « Contratos mercanti-
les ». Constituye el primer artículo sustantivo de la
parte III, que trata de las « Excepciones a las inmu-
nidades de los Estados ». El título de esta parte se vol-
verá a examinar una vez que la Comisión haya consi-
derado todas las excepciones posibles.

2) El párrafo 1 representa una fórmula de transac-
ción. Es resultado de los continuos esfuerzos realizados
por armonizar los puntos de vista divergentes de quie-
nes están dispuestos a admitir una excepción a la re-
gla general de la inmunidad del Estado en la esfera
de las actividades comerciales o mercantiles, basada en
la teoría del consentimiento implícito, o en otros ar-
gumentos, y quienes adoptan la posición de que no se
puede invocar la inmunidad del Estado para rechazar
la jurisdicción de los tribunales nacionales cuando un
Estado extranjero se dedica a actividades mercantiles
o comerciales.

3) La Comisión ha sostenido un amplio debate sobre
esta esfera concreta de las actividades de los Estados,
especialmente durante su 34.° período de sesiones m, y
puede ya adoptar provisionalmente una fórmula que,
llegado el momento, pueda revisarse y perfeccionarse
para tener más en cuenta los intereses y opiniones de
todos los países con sistemas y prácticas diferentes.

4) La aplicación de las inmunidades jurisdiccionales
de los Estados presupone la existencia de la jurisdicción
o competencia de un tribunal de conformidad con el
derecho interno pertinente del Estado del foro, que pue-
de estar constituido por las leyes, normas o reglamentos
que rijan la organización de los tribunales o los lími-
tes de la jurisdicción de los tribunales y puede com-
prender asimismo las normas aplicables de derecho in-
ternacional privado.

5) Una base común de los diversos enfoques dados
al estudio de las inmunidades de los Estados es la exis-
tencia previa de una jurisdicción en los tribunales del
Estado extranjero antes de que se plantee la posibili-
dad de ejercerla y que esa jurisdicción no puede existir
y su ejercicio no se puede autorizar más que de confor-
midad con el derecho interno del Estado del foro, in-
cluidas las normas de jurisdicción aplicables, especial-

80 Véase Anuario... 1982, vol. I, págs. 192 y ss., sesiones
1728.a, párrs. 7 a 45, 1729.a y 1730.a; véase un resumen de los
debates en Anuario... 1982, vol. II (segunda parte), págs. 106
y 107, párrs. 194 a 197.

mente cuando en la controversia o litigio que se ha de
dirimir o resolver judicialmente interviene un elemento
extranjero. La expresión « normas aplicables de dere-
cho internacional privado » es una expresión neutra, ele-
gida para remitir la solución de las cuestiones juris-
diccionales a las reglas aplicables a los conflictos de le-
yes o al derecho internacional privado, sea posible o no
aplicar normas de jurisdicción uniformes. Cada Esta-
do es eminentemente soberano en cuestiones de juris-
dicción, incluidas la organización y la determinación
de la competencia de sus tribunales judiciales u otros
tribunales.

6) La norma que figura en el párrafo 1 del artículo 12
se refiere a los contratos mercantiles que celebre un
Estado con una persona física o jurídica extranjera en
el caso de que haya un tribunal de otro Estado que
esté en condiciones de ejercer su jurisdicción en virtud
de sus propias normas aplicables de derecho interna-
cional privado. El comportamiento del Estado al cele-
brar un contrato mercantil con una persona física o ju-
rídica que no sea nacional de dicho Estado implica que
consiente en que la autoridad judicial de otro Estado
ejerza su jurisdicción, siempre que esa autoridad judi-
cial sea competente para ello en virtud de sus normas
aplicables de derecho internacional privado. Un tribu-
nal de otro Estado puede ejercer su jurisdicción por di-
versos motivos, como, por ejemplo, el lugar en que se
celebró el contrato, o el lugar en que se han de cum-
plir las obligaciones objeto del contrato, o la naciona-
lidad o domicilio mercantil de una o más de las partes
contratantes. En general, un vínculo territorial impor-
tante constituye un motivo sólido para el ejercicio de
la jurisdicción, pero pueden existir otros motivos váli-
dos para asumir y ejercer la jurisdicción en virtud de
las normas aplicables de derecho internacional privado.

7) No obstante, con respecto a la fórmula contenida
en el párrafo 1 del artículo 12, algunos miembros ex-
presaron la opinión de que la expresión « las normas
aplicables de derecho internacional privado » es vaga,
susceptible de interpretaciones diferentes que conducen
a resultados diferentes, y de que el concepto de « con-
sentimiento implícito » es artificial y discutible, puesto
que de hecho un Estado que concierte un contrato mer-
cantil con un extranjero no renuncia a su inmunidad ni
consiente en someterse a la jurisdicción territorial, ni
se debe presumir que lo ha hecho.

8) Los apartados a y & del párrafo 2 tienen por ob-
jeto, precisamente, proporcionar la protección y salva-
guardias necesarias, en interés de todos los Estados. Es
bien sabido que los países en desarrollo celebran con
frecuencia contratos mercantiles con otros Estados, y
que los Estados socialistas también se dedican al co-
mercio interestatal directo, entre ellos mismos y con otros
Estados, y no sólo con países en desarrollo, sino con paí-
ses industrializados muy avanzados. En el apartado a
del párrafo 2 se excluyen de la aplicación de la norma
enunciada en el párrafo 1 estos contratos concertados
entre Estados o entre gobiernos. Así pues, la inmunidad
de los Estados sigue siendo en estos supuestos la nor-
ma aplicable, aunque, por ejemplo, en el caso de los
contratos entre gobiernos no siempre son concertados
realmente entre dos gobiernos, ni por los gobiernos
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en CUANTO TALES. ESTE TIPO DE CONTRATOS ABARCA TAMBIÉN
diversas TRANSACCIONES TRIANGULARES, CUYO OBJETO ES UNA
administración MEJOR Y MÁS EFICAZ DE LOS PROGRAMAS DE
ayuda ALIMENTARIA. EN LOS CASOS EN QUE EL SUMINISTRO
de ALIMENTOS SE DESTINE A ALIVIAR EL HAMBRE O A REVITA-
lizar UNA ALDEA EN SITUACIÓN DIFÍCIL O UNA ZONA VULNE-
RABLE, LA ADQUISICIÓN DE ALIMENTOS PUEDE ESTAR FINANCIA-
da POR OTRO ESTADO O GRUPO DE ESTADOS, YA SEA DIRECTA-
mente O POR CONDUCTO DE UNA ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL
O UN ORGANISMO ESPECIALIZADO DE LAS NACIONES UNIDAS,
y REALIZARSE POR MEDIO DE COMPRA A UN PAÍS EN DES-
arrollo EXPORTADOR DE ALIMENTOS, DE GOBIERNO A GOBIER-
NO, A RAÍZ DE UNA NEGOCIACIÓN TRIANGULAR O MULTILATE-
RAL. LAS OPERACIONES DE ESTE TIPO NO SÓLO AYUDAN A UNA
población NECESITADA, SINO QUE ADEMÁS PUEDEN PROMO-
ver LA EXPORTACIÓN DE ALIMENTOS PRODUCIDOS EN UN PAÍS
en DESARROLLO, EN LUGAR DE INUNDAR EL MERCADO O FOMEN-
tar LA COMPETENCIA DESLEAL EN EL COMERCIO INTERNACIONAL.

9) EN VIRTUD DE LO DISPUESTO EN EL APARTADO b DEL PÁ-
rrafo 2, SE DEJA AL ESTADO, EN SU CALIDAD DE PARTE EN EL
contrato MERCANTIL, PLENA LIBERTAD PARA OFRECER UNA SO-
lución DIFERENTE O UN MÉTODO DIFERENTE DE DIRIMIR LOS
litigios RELATIVOS AL CONTRATO. UN ESTADO PUEDE ACORDAR
expresamente EN EL PROPIO CONTRATO MERCANTIL, O POR
medio DE NEGOCIACIONES ULTERIORES, SOMETERSE A ARBITRAJE
O A OTROS MÉTODOS DE ARREGLO AMIGABLE COMO, POR EJEM-
PLO, LA CONCILIACIÓN, LOS BUENOS OFICIOS O LA MEDIACIÓN.
TODO ACUERDO EXPRESO DE ESTE TIPO NORMALMENTE SE HARÁ
constar POR ESCRITO.

10) A FIN DE APRECIAR LA MAGNITUD Y COMPLEJIDAD DE LOS
problemas QUE SUPONE EL EXAMEN Y LA DETERMINACIÓN
de LOS LÍMITES PRECISOS DE LAS INMUNIDADES JURISDICCIONA-
les EN ESTA ESFERA CONCRETA DE LOS « CONTRATOS MERCANTI-
les »8 1 , CONVIENE OFRECER EN EL PRESENTE DOCUMENTO, EN
forma CONDENSADA, UNA RESEÑA DE LA PRÁCTICA DE LOS
ESTADOS SOBRE ESTA CUESTIÓN EN UNA DIMENSIÓN TEMPO-
RAL. PUESTO QUE EL ARTÍCULO 12 ES EL PRIMER ARTÍCULO SUS-
tantivo DE LA PARTE III , QUE TRATA DE ESFERAS CONCRETAS
de ACTIVIDADES CON RESPECTO A LAS CUALES NO SE APLICA LA
inmunidad DE LOS ESTADOS, ES LÓGICO INCLUIR TAMBIÉN
en ESTA ETAPA UN BREVE COMENTARIO SOBRE EL CARÁCTER
limitativo DE ESTAS ESFERAS CONCRETAS, CON ARREGLO A LO
previsto EN TODOS LOS DEMÁS PROYECTOS DE ARTÍCULOS DE LA
parte I I I .

B) Carácter limitativo de las e x
a la inmunidad del E

11) LA INMUNIDAD DEL ESTADO ES UN PRINCIPIO GENERAL
QUE, SEGÚN HA MOSTRADO EL MÉTODO INDUCTIVO, ESTÁ LIMI-
tado EN LA PRÁCTICA DE LOS ESTADOS POR LA APLICACIÓN
de VARIAS EXCEPCIONES. ESTAS EXCEPCIONES O LIMITACIONES
se ESTUDIAN EN ESTA PARTE DEL PROYECTO DE ARTÍCULOS.

12) LAS EXCEPCIONES PARECEN SER DE CARÁCTER LIMITATI-
VO, ES DECIR, RESTRINGEN O LIMITAN LA APLICACIÓN DE LA RE-
gla GENERAL DE LA INMUNIDAD DEL ESTADO, YA SEA LA REGLA
activa PARA EL ESTADO QUE INVOCA LA INMUNIDAD O SU CO-

81 El artículo 12 se ha de leer conjuntamente con el apar-
tado g del párrafo 1 del artículo 2, relativo a la definición de
«contrato mercantil», y el párrafo 2 del artículo 3, relativo
a una interpretación de dicha definición. También se deben
tomar en cuenta los comentarios sobre estas disposiciones.

ROLARIO, A SABER, LA OBLIGACIÓN DE HACER EFECTIVA LA IN-
munidad O DE APLICAR LA PRIMERA REGLA GENERAL O LA
condición DE LA FALTA DE CONSENTIMIENTO O LA NEGATIVA
a SOMETERSE A LA JURISDICCIÓN. LAS EXCEPCIONES A LA IN-
munidad DEL ESTADO, CUANDO SE CONFIRMAN, DESPEJAN EL
camino PARA QUE EL TRIBUNAL EJERZA SU JURISDICCIÓN, IN-
cluso CONTRA LA VOLUNTAD DE UN ESTADO SOBERANO EXTRAN-
jero QUE SE NIEGUE A SOMETERSE A ELLO. ASÍ PUES, EN LAS
CIRCUNSTANCIAS CORRESPONDIENTES A CUALESQUIERA DE LAS
excepciones ACEPTADAS, SE ELIMINA LA PRETENSIÓN DE IN-
munidad DEL ESTADO EN CUANTO OBSTÁCULO PARA EL EJER-
CICIO DE LA JURISDICCIÓN, A PESAR DE QUE EL DEMANDADO SE
niegue A DAR SU CONSENTIMIENTO RESPECTO DE LA INCOACIÓN
O CONTINUACIÓN DEL PROCEDIMIENTO. A ESTE RESPECTO, ES DE
señalar QUE EL CONSENTIMIENTO, UNA VEZ QUE SE HA DADO
de MANERA EXPRESA, O QUE PUEDE PRESUMIRSE POR ESTAR
implícito EN LA CONDUCTA, YA NO PUEDE RETIRARSE EN NIN-
guna PARTE DEL PROCEDIMIENTO.

13) TENIENDO EN CUENTA LA EXISTENCIA DE VARIAS EXCEP-
ciones A LA INMUNIDAD DEL ESTADO, PUEDE DECIRSE QUE
ésta ES LIMITADA O RESTRINGIDA EN EL SENTIDO DE QUE NO ES
« ABSOLUTA », NI HAY QUE RECONOCERLA EN TODO TIPO DE
circunstancias SIN TENER EN CUENTA EN QUÉ CALIDAD HAYA
actuado EL ESTADO O LA CLASE DE ACTIVIDADES ATRIBUIDAS
al MISMO. TAMBIÉN ES IMPORTANTE SEÑALAR QUE EL FUN-
damento JURÍDICO DE LA « NO INMUNIDAD » PUEDE CONSI-
derarse COMO LA CONTRAPARTIDA DEL FUNDAMENTO JURÍDICO
de LA « INMUNIDAD DEL ESTADO ». ES DECIR, SI EL EJERCI-
CIO DEL imperium POR UN ESTADO ES EL FUNDAMENTO DE
la INMUNIDAD, LA FALTA DE RELACIÓN CON EL imperium O EL
hecho DE QUE LA ACTIVIDAD SEA INDEPENDIENTE DE LA SO-
beranía DEL ESTADO OFRECERÍA LA RAZÓN DE SER DE LOS CA-
SOS DE « NO INMUNIDAD ».

14) SEA CUAL FUERE EL FUNDAMENTO JURÍDICO O LA JUSTIFI-
cación DE LA INMUNIDAD DEL ESTADO, O DE LA OBLIGACIÓN
correspondiente DE RECONOCERLA Y HACERLA EFECTIVA, CON-
forme A LO PREVISTO EN LA PARTE II DEL PRESENTE PROYECTO
de ARTÍCULOS, PARECE CLARO QUE EL ÁMBITO Y EL ALCANCE
de LA INMUNIDAD DEL ESTADO SON LIMITADOS. LA INMUNI-
dad FUNCIONA MIENTRAS TENGA UN FUNDAMENTO JURÍDICO.
POR LO TANTO, RESPECTO DE TODOS Y CADA UNO DE LOS TIPOS
de LIMITACIÓN DE LA INMUNIDAD DEL ESTADO, O DE CADA
excepción A LA REGLA GENERAL DE LA INMUNIDAD DEL ESTADO,
parece HABER UN CASO OPUESTO O UNA SERIE DE CIRCUNSTAN-
cias CONTRARIAS EN QUE SE RECONOCE LA INMUNIDAD DEL
ESTADO. A ionesMENUDO, ESTOS CASOS « OPUESTOS » O « CONTRA-
rios » NO SON TAN EVIDENTES COMO SERÍA DE DESEAR PARA
formular LA CONCEPCIÓN « RESTRICTIVA » DE LA INMUNIDAD
del ESTADO.

15) PUEDE SER PROVECHOSO TENER EN CUENTA, POR LO TAN-
TO, QUE LA JUSTIFICACIÓN DE LA DENEGACIÓN DE LA INMUNI-
dad DEL ESTADO EN CADA UNO DE LOS CASOS DE EXCEPCIO-
nes A LA MISMA SE HA DE HALLAR EN LA NATURALEZA Y, CUAN-
do PROCEDA, EN LA FINALIDAD DE LAS ACTIVIDADES DEL ES-
tado DE QUE SE TRATE, EN LA ESFERA DE LAS ACTIVIDADES
realizadas POR EL ESTADO Y EN RELACIÓN CON LAS CUALES
haya SURGIDO UNA CONTROVERSIA O MOTIVO DE ACCIÓN (VÉA-
se infra, PÁRR. 17). NO OBSTANTE, CON ARREGLO A UNA CON-
cepción « ABSOLUTA » DE LA INMUNIDAD DEL ESTADO, ÉSTA
es TOTAL Y TODAS LAS EXCEPCIONES HAN DE ATRIBUIRSE NECE-
sariamente AL CONSENTIMIENTO DEL ESTADO PRESTADO DE
manera EXPRESA, ORALMENTE O POR ESCRITO, O DE MANERA
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tácita, a partir del comportamiento y de presunciones
jurídicas.

16) En general, lo que se ha de tener presente a lo
largo del estudio del tema es que la aplicación de la
regla de la inmunidad del Estado funciona simultánea-
mente en ambos sentidos. Esto quiere decir que cada
Estado es receptor o beneficiario potencial de la inmu-
nidad del Estado y está obligado a hacer efectiva la in-
munidad jurisdiccional de que goza otro Estado.

17) Con el deseo de especificar las esferas de activi-
dades (excepciones) que permiten establecer limitacio-
nes a la inmunidad del Estado, se han hecho varias dis-
tinciones entre actos o actividades a los que es apli-
cable la inmunidad del Estado y aquellos otros a los
que no lo es. Esas distinciones, que se han examinado
con más detalle en un documento ya presentado a la
ComisiónS2, se han hecho atendiendo a los siguientes
factores : doble personalidad del Estado83, dobie condi-
ción del Estado u, acta jure imperii y acta jure gestio-
nisS5, que se refieren también a la naturaleza pública y
privada de los actos del Estado86, y actividades comer-
ciales y no comerciales m. Lo que se desprende del aná-
lisis basado en las distinciones indicadas, como se hará
ver más adelante, es que resulta más ampliamente acep-
table utilizar un término más estricto, « contratos mer-
cantiles », en lugar de la expresión más amplia « acti-
vidades mercantiles o comerciales », para especificar las
excepciones a la inmunidad del Estado previstas en el
artículo 12. Como se ha señalado, siguen siendo nece-
sarias una definición y una interpretación de esa defi-
nición para explicar con más claridad la aplicación real
de la excepción.

c) Fundamento jurídico de la excepción de los
« contratos mercantiles » a la inmunidad del Estado

18) Por medio del método inductivo, se ha tratado
de determinar la evolución, a lo largo del tiempo, de la
práctica de los Estados con respecto a esta excepción.
Es evidente que, en el curso de la evolución de los dis-
tintos cuerpos de jurisprudencia, el mismo tribunal en
épocas diferentes y diversos tribunales de diferentes sis-
temas han llegado a conclusiones distintas acerca de la
inmunidad del Estado en relación con las excepciones
relativas a lo que inicialmente se había denominado
« actividad mercantil o comercial ». El mismo conjun-
to de circunstancias puede ser interpretado de forma di-
ferente por distintos tribunales a distintos niveles, con
resultados sorprendentemente divergentes o incluso
opuestos. Así, la misma actividad puede considerarse
como actividad mercantil o comercial, y por lo tanto
sin derecho a la inmunidad del Estado, o como activi-

dad no comercial, y por consiguiente protegida por la
inmunidad del Estado88.

19) Resulta difícil para los tribunales pasar totalmen-
te por alto la motivación de un acuerdo o contrato de-
terminados, aunque su naturaleza sea claramente co-
mercial o de derecho privado, especialmente cuando se
trata de un contrato de compra o suministro, por ejem-
plo, de materiales para el establecimiento de una em-
bajada89, materiales de construcción para el ejército,
la armada o las fuerzas aéreas90, suministros para el
mantenimiento de un ejército o de una base militar91,
suministros de alimentos para aliviar el hambre en una
zona en que se ha producido un desastre natural o para
ayudar a las víctimas de una inundación o terremoto n.
Los casos difíciles no tienen por qué producir normas
malas, aunque pueden contribuir a oscurecer algunas
de las líneas de demarcación más sutiles entre los ca-
sos en los que la inmunidad es aplicable y los casos
en que el tribunal ha preferido ejercer la jurisdicción
en la esfera de actividades que comprende los contratos
mercantiles. Hay que hacer, pues, una advertencia para
destacar la necesidad de abordar ciertas materias deli-
cadas con la máxima cautela, para evitar que un acto
importante de una autoridad soberana encaminado a
garantizar la seguridad de los nacionales de un Estado
se interprete erróneamente como una simple transac-
ción comercial desprovista de inmunidad jurisdiccional.

82 Véase el cuarto informe del Relator Especial, presentado
a la Comisión en su 34.° período de sesiones (v. supra, nota 42),
párrs. 35 a 45.

83 Idem, part. 36.
84 Idem, párr. 37.
85 Idem, párrs . 38 y 39.
86 ídem, párrs . 40 a 42.
87 ídem, párrs . 43 a 45.

88 Por ejemplo, en el asunto del « Parlement belge » (1879)
(Reino Unido, The Law Reports, Probate Division, 1879, volu-
men IV, pág. 129), Sir Robert Phillimore, tras examinar los
argumentos ingleses y norteamericanos, consideró que el Parle-
ment belge no era un buque de guerra ni de placer, y por lo
tanto no tiene derecho a la inmunidad. Esta decisión fue revoca-
da por el Tr ibunal de Apelación (1880) (ibid., 1880, vol. V,
pág. 197). Véase Lord Justice Brett (ibid., pág. 203).

89 Véase, por ejemplo, la decisión de 30 de abril de 1963
del Tribunal Constitucional Federal (República Federal de Ale-
mania) en el asunto X. c. Empire of... [ I rán] (Entscheidungen
des Bundesverfassungsgericht, Tubinga, 1964, vol. 16 pág. 27;
tr. inglesa en Naciones Unidas, Documentation concernant les
immunités juridictionnelles..., págs. 282 y ss.).

90 Véase, por ejemplo, el asunto Gouvernement espagnol c.
Casaux (1849) (Dalloz, Recueil périodique et critique de juris-
prudence, 1849, Paris, primera parte, pág. 9), relativo a la com-
pra de botas por el Gobierno español para uso del ejército
español. Cf. el asunto Hanukiew c. Ministère de l'Afghanistan
(1933) (Sirey, Recueil^ général des lois et des arrêts, 1933, Pa-
ris, primera parte, pág. 249), relativo a la compra de armas;
y varios asuntos relativos a empréstitos, por ejemplo el emprés-
tito marroquí, Laurans c. Gouvernement impérial chêrifien
(1934) (ibid., 1935, primera parte, pág. 103). Véase también
Vavasseur c. Krupp (1878) (Reino Unido, The Law Reports,
Chancery Division, 1878, vol. IX, pág. 351).

91 Véase, por ejemplo, el asunto Trendtex Trading Corpora-
tion Ltd. c. The Central Bank of Nigeria (1977) (The All Eng-
land Law Reports, 1977, vol. I, pág. 881), relativo a un pe-
dido de cementos para la construcción de cuarteles en Nige-
ria. Cf. Gugenheim c. Etat du Viet-Nam (1961) (Revue générale
de droit international public, Paris, 66.° año, 1962, pág. 654;
reproducido en Naciones Unidas, Documentation concernant
les immunités juridictionnelles..., pág. 257), asunto relativo a la
compra de cigarrillos para el ejército nacional vietnamita.

92 Véase, por ejemplo, el asunto Egyptian Delta Rice Mills
Co. c. Comisaria General de Abastecimientos y Transportes de
Madrid (1943) (Bulletin de législation et de jurisprudence
égyptienne, Alejandría, 55.° año, 1942-1943, pág. 114), citado
por S. Sucharitkul, Recueil des cours de l'Académie de droit
international de La Haye, 1976-1, Leyden, Sijthoff, 1977, t. 149,
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Este criterio objetivo, basado en la naturaleza del acto,
tiende a ser formal y a veces mecánico. Por lo tanto,
es necesario complementarlo para poder obtener resul-
tados razonables. En consecuencia, se propone también
una segunda prueba —la prueba de finalidad— para
ofrecer una orientación interpretativa con miras a la
determinación de la naturaleza mercantil o no mercan-
til de un contrato o una operación determinados.

d) Análisis de la práctica judicial internacional
y nacional

20) Esta breve reseña, de la cual se ha presentado a
la Comisión una versión más detallada93, comienza con
la mención de uno de los primeros casos, The « Char-
kieh » (1873) **, en que fue reconocida y aplicada en la
práctica de los Estados la excepción de la actividad co-
mercial (a los efectos que aquí nos interesan, los « con-
tratos mercantiles »). En ese asunto, el juez declaró lo
siguiente :

No hay ningún principio de derecho internacional, ningún
caso fallado, ni ninguna doctrina de juristas que yo conozca
que haya ido hasta autorizar a un príncipe soberano a asumir
el carácter de comerciante en beneficio propio; y cuando
contrae una obligación con un particular, a quitarse el disfraz,
si se me permite la expresión, y aparecer como soberano, in-
vocando en beneficio propio y en perjuicio del particular,
por primera vez, todos los atributos de su carácter soberano 95.

21) La práctica de los Estados ha seguido manifestán-
dose en favor de esa concepción « restrictiva » de la in-
munidad del Estado desde el advenimiento del comercio
estatal y la continuada expansión de las actividades del
Estado en la esfera del desarrollo del comercio. Así
pues, incluso al principio, la concepción de la inmuni-
dad « absoluta » teóricamente quedó excluida en la es-
fera del comercio y del desarrollo económico, aunque
la aplicación real de la regla en casos concretos siguió
siendo problemática, debido a las diferentes interpre-
taciones dadas a tipos similares de actividades del Es-
tado en diversos tribunales y en diferentes momentos.

22) La incertidumbre en cuanto al ámbito de aplica-
ción de la regla de la inmunidad del Estado en la prác-
tica de los Estados explica en cierta medida el relativo
silencio de las decisiones judiciales en el plano interna-
cional. El único asunto resuelto recientemente por la
CIJ, en 1980 %, que guarda relación directa con la cues-
tión de la inviolabilidad más que con el tipo usual de
inmunidad jurisdiccional de los bienes del Estado, no
hace referencia a la excepción de los « contratos mer-

93 Véase el cuarto informe del Relator Especial (v. supra,
nota 42), párrs. 49 a 92.

94 Reino Unido, The Law Reports, High Court of Admiralty
and Ecclesiastical Courts, 1875, vol. IV, pág. 59.

95 Ibid., págs. 99 y 100. Este fue el primer asunto en que se
sostuvo que el carácter comercial del servicio o empleo de un
buque público le privaba del derecho a la inmunidad del
Estado.

96 Véase el fallo de la CIJ de 24 de mayo de 1980, Personnel
diplomatique et consulaire des Etats-Unis à Téhéran, C.IJ. Re-
cueil 1980, pág. 3, mencionado en el segundo informe del Re-
lator Especial (v. supra, nota 38), párr. 114. Cf. el fallo de la
CPJI de 15 de junio de 1939, Société commerciale de Belgique,
C.P.J.I. serie A/B N.° 78, pág. 160.

cantiles » en relación con los locales de la embajada o
del consulado. Esto puede servir para dar una idea del
carácter flexible de las actitudes y posiciones de los
gobiernos. Al no continuar el asunto en el plano inter-
nacional, un Estado afectado por una decisión adversa
de un tribunal extranjero puede guardar silencio a
riesgo de aceptar el fallo o el trato recibido. Pero, como
se verá en la parte IV del presente proyecto de artícu-
los, los Estados están protegidos, no obstante, por la
inmunidad de segundo grado frente al secuestro, el em-
bargo o la incautación de sus bienes cuando se haya dic-
tado un fallo desfavorable para ellos.

23) De los fallos judiciales de los tribunales internos
se desprende que la tendencia de la práctica de los Es-
tados en su evolución progresiva hacia la concepción
« restrictiva » de la inmunidad del Estado puede com-
pararse a una serpiente que avanzara lateralmente ha-
ciendo oscilar su cuerpo a derecha e izquierda con mo-
vimientos intermitentes hacia arriba y hacia abajo en
zigzag.

24) Así, puede ser que la práctica de Estados como
Italia ", Bélgica98 y Egipto ", de los que puede decirse

97 Los tribunales italianos fueron los primeros, en 1882, en
aplicar la norma de la inmunidad de los Estados en casos en
que el Estado extranjero había actuado en calidad de ente poli-
tico y no como corpo morale: véase Morellet c. Governo Da-
nese (1882) (Giurisprudenza Italiana, Turin, 1883, vol. XXXV,
primera parte, pág. 125), o en calidad de autoridad soberana
o de poder político (potere politico) y no como persona civile;
véase Guttieres c. Elmilik (1886) (// Foro Italiano, Roma,
1886, vol. XI, primera parte, págs. 920 a 922). Véase tam-
bién Hamspohn c. Bey di Tunisi (1887) (ibid., 1887, vol. XII,
primera parte, págs. 485 y 486).

En la jurisdicción italiana, la inmunidad del Estado sólo
se reconocía con respecto a los atti d'impero y no con respecto
a los atti di gestione. No se reconocía la inmunidad para los
actos privados o los actos pertenecientes al derecho privado.
En un asunto reciente, en 1950, relativo a la base militar de
los Estados Unidos establecida en Italia, el Tribunal de Apela-
ción otorgó inmunidad respecto de una attività pubblicistica
relacionada con las funzioni pubbliche o politiche del Gobierno
de los Estados Unidos; véase Department of the Army of the
United States of America c. Gori Savellini (Rivista di diritto
internazionale, Milán, vol. XXXIX, 1956, págs. 91 y 92). Cf.
La Mercantile c. Regno di Grecia (1955) (ibid., vol. XXXVIII,
1955, pág. 376). Para un estudio detallado de la jurisprudencia
italiana, véase el cuarto informe del Relator Especial (v. supra,
nota 42), párrs. 56 y 57.

98 La jurisprudencia belga quedó sentada desde 1857 con
ocasión de una trilogía de asuntos relativos al monopolio del
guano del Perú. Se trataba de los asuntos siguientes: a) Etat
du Pérou c. Kreglinger (1857) (v. supra, nota 76); cf. E. W.
Allen, The Position of Foreign States before Belgian Courts,
Nueva York, Macmillan, 1929, pág. 8; b) Asunto de los em-
préstitos peruanos (1877) (Pasicrisie belge, 1877, Bruselas, se-
gunda parte, pág. 307; en este asunto no se demandaba al
Perú, sino a la empresa Dreyfus frères; c) Peruvian Guano
Company c. Dreyfus et consorts et le Gouvernement du Pérou
(1880) (ibid., 1881, segunda parte, pág. 313). En estos tres
asuntos, se hizo una distinción entre las actividades públicas
y privadas del Estado del Perú, con respecto al cual el Tri-
bunal de Apelación de Bruselas denegó la inmunidad. Así, lo
mismo que los tribunales italianos, los tribunales belgas adop-
taron también, desde 1888, la distinción entre los actos del Es-
tado en su capacidad soberana (pública) y los actos realiza-
dos en su capacidad civil (privada); en el asunto Société pour
la fabrication de cartouches c. Colonel Mutkuroff, ministre de
la guerre de la principauté de Bulgarie (1888) (ibid., 1889, ter-
cera parte, pág. 62), el Tribunal Civil de Bruselas consideró

(Continúa en la página siguiente.)
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que fueron a la cabeza en lo que se refiere a la inmu-
nidad « restrictiva » al denegar la inmunidad respecto
de las actividades comerciales, haya sido sobrepasada
ahora por la práctica reciente de Estados que tradicio-
nalmente se mostraron partidarios de una doctrina de
la inmunidad del Estado más amplia, como la República
Federal de Alemania 10°, los Estados Unidos de Améri-
ca 1M y el Reino Unido 102.

(Continuación de la nota 98.)

que, al celebrar un contrato para la compra de municiones,
Bulgaria había actuado como persona privada y estaba sujeta
a todas las consecuencias civiles del contrato. De modo aná-
logo, en el asunto Société anonyme des chemins de fer liégeois-
luxembourgeois c. Etat néerlandais (Ministère du Waterstaat)
(1903) (ibid., 1903, primera parte, pág. 294), un contrato para
ampliar una estación de ferrocarril en los Países Bajos fue
considerado como sujeto a la jurisdicción belga. Así pues, la
distinción entre acta jure imperii y acta jure gestionis ha sido
aplicada sistemáticamente por los tribunales belgas desde 1907.
Véase Feldman c. Etat de Bahía (1907) (ibid., 1908, segunda
parte, pág. 55); véase también el cuarto informe del Relator
Especial (v. supra, nota 42), párrs. 58 y 59.

99 La actual jurisprudencia egipcia de la posguerra ha con-
firmado la jurisprudencia de los tribunales mixtos de Egipto,
que suscribieron constantemente la práctica italo-belga de una
inmunidad limitada. En Egipto, las inmunidades jurisdicciona-
les de los Estados extranjeros constituyen una cuestión de « or-
den público»; véase la decisión 1173 de 1963 del Tribunal de
Primera Instancia de El Cairo (citada en Naciones Unidas,
Documentation concernant les immunités juridictionnelles...,
pág. 569). La inmunidad sólo se reconoce para los actos de la
autoridad soberana y no se aplica a las « actividades ordina-
rias » (ibid.). Véase también el cuarto informe del Relator Es-
pecial (v. supra, nota 42), párrs. 60 y 61.

100 La jurisprudencia de los tribunales alemanes ha seguido
un curso un tanto zigzagueante. Comenzó, desde 1885, por
adoptar una concepción restrictiva de la inmunidad basada en
la distinción entre las actividades públicas y privadas, al esti-
mar que la inmunidad del Estado « era objeto por lo menos de
ciertas excepciones »; véase Heizer c. Kaiser-Franz-Joseph-Bahn
A.G. (1885) [Gesetz-und Verordnungsblatt für das Kônigreich
Bayern, Munich, 1885, fase. I, págs. 15 y 16; citado en Harvard
Law School, Research in International Law, secc. Ill , « Compe-
tence of Courts in regard to Foreign States » —denominado
en adelante « proyecto de Harvard »—, Cambridge (Mass.),
1932, publicado como Supplement to The American Journal of
International Law, Washington (D.C.), vol. 26, 1932, págs. 533
y 534]. En el asunto de la República de Letonia (1953) (Recht-
sprechung zum Wiedergutmachungsrecht, Munich, 1953, vol. 4,
pág. 368; International Law Reports, 1953, Londres, 1957, vo-
lumen 20, págs. 180 y 181], la Cámara de Restitución del Kam-
mergericht de Berlín Occidental denegó la inmunidad fundán-
dose en que « el principio no se aplica cuando el Estado extran-
jero [...] realiza operaciones comerciales [...] cuando no actúa
en su capacidad soberana, sino exclusivamente en cuanto titu-
lar de derechos y obligaciones privados pertenecientes al dere-
cho privado *, realizando operaciones puramente privadas y
más especialmente en relaciones comerciales ». Esta tendencia
restrictiva ha sido seguida por el Tribunal Constitucional Fe-
deral en asuntos posteriores; véase, por ejemplo, X. c. Empire
of... [Irán] (1963) (v. supra, nota 89), donde el contrato para
la reparación del sistema de calefacción de la Embajada del
Irán fue considerado como una actividad « no soberana » y,
por consiguiente, sin derecho a gozar de inmunidad. Véase
también el cuarto informe del Relator Especial (v. supra,
nota 42), párrs. 67 y 68.

101 Se ha dicho a veces que los tribunales de los Estados
Unidos de América aplicaron inicialmente el principio de la
inmunidad ilimitada de los Estados. Si se examina más de
cerca la opinión del Chief Justice Marshall en el asunto The
Schooner « Exchange » c. McFaddon and Others (1812) (W.
Cranch, Reports of Cases argued and adjudged in the Supreme
Court of the United States, Nueva York, 1911, vol. VII, 3.a éd.,

25) Como se ha visto, el criterio « restrictivo » de la
inmunidad del Estado determinado por los tribunales

pág. 116), puede llegarse a la conclusión contraria. Al principio,
las inmunidades de los Estados sólo se reconocían en ciertos
casos especiales : a) la inmunidad de arresto y detención de los
soberanos; b) la inmunidad concedida a los ministros extranje-
ros; y c) la inmunidad reconocida a las tropas extranjeras que
atraviesan el dominio territorial. La excepción de la jurisdicción
territorial se reconocía con el consentimiento implícito del so-
berano local, y la inmunidad se consideraba entonces como
una excepción a los atributos de toda Potencia soberana. Como
tal, debía interpretarse de modo restrictivo desde el punto de
vista del soberano territorial. En el asunto Bank of the United
States c. Planters' Bank of Georgia (1824) (H. Wheaton, Re-
ports of Cases argued and adjudged in the Supreme Court of
the United States, Nueva York, 1911, vol. IX, 4.a éd., págs. 904
y 907) se afirmó que « cuando un gobierno se asocia a una so-
ciedad mercantil, se despoja, en lo que se refiere a las opera-
ciones de esa sociedad, de su carácter soberano y adquiere
el carácter de ciudadano particular ».

La primera vez que se enunció claramente la inmunidad
restrictiva por un tribunal norteamericano, basada en la dis-
tinción entre acta jure imperii y acta jure gestionis, fue en 1921
en el asunto The « Pesaro » [Estados Unidos de América, The
Federal Reporter, 1922, vol. 277, pág. 473, en especial págs. 479
y 480; véase también The American Journal of International
Law, Washington (D.C.), vol. 21, 1927, pág. 108]. Esta decisión
fue apoyada por el Departamento de Estado, pero rechazada
por el Tribunal Supremo en 1926 en el asunto Berizzi Brothers
Co. c. The S. S. « Pesaro » (United States Reports, 1927, vol.271,
pág. 562). El Tribunal Supremo revocó la decisión y adoptó el
parecer del Departamento de Justicia. A partir de entonces, los
tribunales han preferido seguir la sugerencia del departamento
político del Gobierno; véase, por ejemplo, la opinión del Chief
Justice Stone en el asunto Republic of Mexico et al. c. Hoff-
man (1945) (ibid., 1946, vol. 324, págs. 30 a 42). Pero sólo con
ocasión de la carta de Tate de 1952 [Estados Unidos de Amé-
rica, The Department of State Bulletin, Washington (D.C.),
vol. XXVI, N.° 678, 23 de junio de 1952, págs. 984 y 985]
quedó confirmada en términos generales y expresada en modo
inequívoco la política oficial del Departamento de Estado favo-
rable a la teoría de la inmunidad basada en la distinción entre
acta jure imperii y acta jure gestionis.

Dentro de la larga serie de asuntos seguidos después de la
carta de Tate, se manifestó más recientemente, en 1964, una
tendencia interesante en el asunto Victory Transport Inc. c.
Comisaría General de Abastecimientos y Transportes (Estados
Unidos de América, Federal Reporter, 2nd Series, 1965, vol. 336,
pág. 354; véase también International Law Reports Londres
1967, vol. 35, pág. 110). El Tribunal Federal de Primera Ins-
tancia negó la inmunidad en un litigio promovido con motivo
de un contrato de transporte de trigo, considerando que la in-
munidad debía rechazarse a menos que fuese evidente que la
actividad de que se trataba estuviera comprendida en una de
las siguientes categorías de actos estrictamente políticos y pú-
blicos : a) actos administrativos internos, tales como la expul-
sión de extranjeros; b) actos legislativos, como la nacionaliza-
ción; c) actos concernientes a las fuerzas armadas; d) actos
concernientes a la actividad diplomática; e) empréstitos pú-
blicos.

Después de la aprobación de la Ley de 1976 sobre la inmu-
nidad de los Estados extranjeros (v. supra, nota 72), los tri-
bunales de los Estados Unidos han tenido que decidir por sí
solos la cuestión de la inmunidad, sin ninguna sugerencia
del Departamento de Estado en forma de una « carta de Tate ».
La Ley de 1976 es la que actualmente proporciona a los tribu-
nales una guía legislativa con respecto a la excepción de la
actividad mercantil. Véase también el cuarto informe del Re-
lator Especial (v. supra, nota 42), párrs. 74 a 79.

102 En vista del reciente cambio de actitud, después de una
larga serie de asuntos en los que se había reconocido la inmu-
nidad del Estado incluso para las actividades mercantiles de
gobiernos extranjeros, ya no es acertado afirmar que los tribu-
nales británicos se han atenido sistemáticamente y en todas las

(Continúa en la página siguiente.)
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italianos y belgas en Europa no tardó en ser adoptado

(Continuación de la nota 102.)

circunstancias al principio de las inmunidades jurisdiccionales.
En relación con las actividades mercantiles de un Estado ex-
tranjero, sobre todo en lo que se refiere al transporte marítimo,
la jurisprudencia fluctuó durante todo el siglo xix. La decisión
que fue más lejos en el sentido de la restricción de la inmuni-
dad fue la recaída en el asunto The « Charkieh » (1873) (v. su-
pra, nota 94). La decisión en sentido contrario fue la del
« Porto Alexandre » (1920) (Reino Unido, The Law Reports,
Probate Division, 1920, pág. 30). Así, el principio de la inmu-
nidad ilimitada fue aplicado en casos posteriores relativos al
transporte marítimo, como en Compañía Mercantil Argentina c.
United States Shipping Board (1924) (Annual Digest of Public
International Law Cases, 1923-1924, Londres, 1933, vol. 2, asun-
to N.° 73, pág. 138), y otras actividades mercantiles, tales como
la venta en condiciones comerciales corrientes de cierta cantidad
de centeno en Baccus S.R.L. c. Servicio Nacional del Trigo
(1956) (Reino Unido, The Law Reports, Queen's Bench Divi-
sion, 1957, vol. 1, pág. 438).

Mucho antes del golpe de gracia dado por la Cámara de
los Lores en el asunto « I Congreso del Partido » (1981) (The
All England Law Reports, 1981, vol. 2, pág. 1064), las decisio-
nes de los tribunales británicos iban acompañadas de muchas
opiniones y dictámenes que se orientaban en el sentido de la
inmunidad restrictiva. Incluso en el asunto del « Cristina »
(1938) (Reino Unido, The Law Reports, House of Lords, Judi-
cial Committee of the Privy Council, 1938, pág. 485; Annual
Digest..., 1938-1940, Londres, 1942, vol. 9, asunto N.° 86,
pág. 250), se manifestaron muchas dudas a propósito del fun-
damento de la doctrina de la inmunidad cuando se aplicaba
a navios de comercio, y algunos jueces estaban dispuestos a
revisar la norma de la inmunidad ilimitada establecida en el
asunto del «Porto Alexandre» (1920). Así, en una serie de
asuntos, entre ellos Dollfus Mieg et Cié, S.A. c. Bank of Eng-
land (1950) (Reino Unido, The Law Reports, Chancery Divi-
sion, 1950, pág. 333) y United States of America and Republic
of France c. Dollfus Mieg et Cie. S.A. and Bank of England
(1952) (The All England Law Reports, 1952, vol. 1, pág. 572);
Sultan of Johore c. Abubakar, Tunku Aris Bendahara and
others (1952) (ibid., pág. 1261; véase también The Law Quar-
terly Review, Londres, vol. 68, 1952, pág. 293) y Rahimtoola
c. Nizam of Hyderabad (1957) (Reino Unido, The Law Re-
ports, House of Lords, 1958, pág. 379), se mantuvo una ten-
dencia favorable a la concepción de la inmunidad « restrictiva ».
En el asunto Dollfus Mieg et Cie. S.A. (1950), sir Raymond
Evershed, Master of the Rolls, coincidió con Lord Maugham
en el sentido de que « había que vigilar celosamente la norma
de la inmunidad». En la decisión sobre el asunto Sultan of
Johore (1952), Lord Simon, en una opinión per curiam, negaba
que la inmunidad ilimitada fuese la norma en Inglaterra en
todas las circunstancias.

Una decisión precursora de la inversión definitiva de la re-
gla de la inmunidad ilimitada que se había establecido en el
asunto del « Porto Alexandre » (1920) es la que se adoptó
en 1975 en el asunto del « Philippine Admiral », en la que
se establecía una distinción con respecto a la decisión en el
asunto del «Parlement belge» (1880) (v. supra, nota 88) y se
citaba el asunto del Sultan of Johore (1952), en el sentido de
que había precisado que la cuestión de la inmunidad ilimitada
era discutible cuando se trataba de buques del Estado dedica-
dos a operaciones comerciales ordinarias.

Luego, en 1977, el Tribunal de Apelación en el asunto Trend-
tex Trading Corporation Ltd. c. The Central Bank of Nigeria
(v. supra, nota 91) consideró por unanimidad que la doctrina
de la inmunidad soberana ya no se aplicaba a las operaciones
comerciales ordinarias y que por ello debía aplicarse la doc-
trina restrictiva lo mismo a las acciones personales que a las
acciones reales. Esta naciente tendencia fue fortalecida por la
Ley del Reino Unido de 1978 sobre inmunidad de los Estados
(v. supra, nota 71), que precedió a la decisión de la Cámara de
los Lores tomada en 1981 en el asunto « / Congreso del Par-
tido ». Con la Ley de 1978 y esta serie de asuntos recientes,
hay que considerar ahora que la práctica judicial de los tribu-
nales británicos está bien establecida en lo que se refiere a la
excepción de las actividades mercantiles de los gobiernos ex-
tranjeros.

también por los tribunales franceses1<B, los tribunales
de los Países Bajos m y los tribunales austríacos I05.

103 Un estudio de la práctica de los tribunales franceses re-
vela que pueden encontrarse en las sentencias de tribunales
inferiores a partir de 1890 ciertos indicios de limitaciones de
la inmunidad del Estado basadas en distinciones entre el Es-
tado como « puissance publique » y como « personne privée »
y entre « acte d'autorité » y « acte de gestion » o « acte de
commerce »; véase Faucon et Cie. c. Gouvernement grec (1890)
[Journal du droit international privé (Clunet), Paris, 17." año,
1890, pág. 288]. Pero la teoría restrictiva de la inmunidad del
Estado no fue formulada y adoptada por los tribunales fran-
ceses hasta 1918. En el asunto del « Hungerford », el primero
en que se aplicó esa teoría, el Tribunal de Apelación de Ren-
nes declinó la jurisdicción basándose en que el buque se uti-
lizaba « no para un fin comercial y de interés privado, sino
[...] para las necesidades de la defensa nacional, en forma
ajena a toda idea de lucro y de especulación [...] ». El Tri-
bunal de Apelación no consideró, sin embargo, que el contrato
en sí tuviese carácter mercantil; véase Société maritime auxi-
liaire de transports c. Capitaine du vapeur anglais « Hunger-
ford » (Tribunal de Comercio de Nantes, 1918) [Revue de
droit international privé (Darras), Paris, t. XV, 1919, pág. 510]
y Capitaine Seabrook c. Société maritime auxiliaire de trans-
ports (Tribunal de Apelación de Rennes, 1919) (ibid., t. XVII I ,
1922-1923, pág. 743). En 1924, en el asunto Etat roumain c.
Pascalet et Cie. [Journal du droit international (Clunet), Pa-
ris, 52." año, 1925, pág. 113], el Tribunal de Comercio de Mar-
sella determinó que la realización de actos denominados « ac-
tes de commerce » excluye toda consideración relativa al ejer-
cicio del poder público del Estado, a su independencia y a
su soberanía.

Puede decirse que la actual jurisprudencia francesa ha sus-
crito el principio « restrictivo » de la inmunidad del Estado
fundado en las « actividades mercantiles ». Las decisiones más
recientes, sin embargo, han interpretado la doctrina de los
« actes de commerce » con diversos resultados. Por ejemplo,
por una parte, la compra de cigarrillos para uso de un ejército
extranjero y el contrato para un estudio sobre la distribución
de agua en el Pakistán han sido considerados los dos como
« actes de puissance publique » efectuados para un fin de
« service public »; véase, respectivamente, Gugenheim c. Etat
du Viet-Nam (1961) (v. supra, nota 91) y Société Transshipping
c. Fédération du Pakistan (1966) (Annuaire français de droit
international, 1967, Paris, t. XIII , pág. 847). En cambio, un
contrato de arrendamiento comercial de una oficina para una
organización de turismo de un gobierno extranjero y las mo-
dalidades de emisión de empréstito plantearon dificultades a
los tribunales para la aplicación de la norma de los « actes
de commerce»; véase, respectivamente, Etat espagnol c. Société
anonyme de l'Hôtel George V (1970) (Revue générale de droit
international public, Paris, t. LXXV, 1971, pág. 561; repro-
ducido en Naciones Unidas, Documentation concernant les
immunités juridictionnelles..., págs. 267 y ss.) y Montefiore c.
Congo belge (1955) (Annuaire français de droit international,
1956, Paris, t. I I , pág. 782). Véase también el cuarto informe
del Relator Especial (v. supra, nota 42), párrs. 62 a 66).

104 Un estudio de los tribunales neerlandeses indica que,
después de la aprobación del proyecto de ley de 1917 en virtud
del cual los Estados podían aplicar la inmunidad del Estado
con relación a los acta jure imperil, siguió todavía sin resol-
ver la cuestión de los acta jure gestionis hasta 1923, año en
que se hizo la distinción entre los dos tipos de actos. No obs-
tante, los tribunales neerlandeses siguieron siendo reacios a
considerar todas las actividades realizadas por un gobierno
como distintas del ejercicio de funciones del poder público.
Así, el servicio público de remolcadores, empréstitos del Es-
tado que fueron objeto de suscripción pública, la explotación
de un barco de Estado, eran considerados como acta jure
imperii; véase, respectivamente, F. Advokaat c. / . Schud-
dinck & den Belgischen Staat (1923) (Weekblad van het Recht,
La Haya, 1923, N.° 11088; Annual Digest..., 1923-1924, Lon-
dres, 1933, vol. 2, asunto N.° 69, pág. 133); E.C.E. de Froe c.
U.R.S.S. (1932) (Weekblad van het Recht, La Haya, 1932,
N.° 12453; Annual Digest..., 1931-1932, Londres, 1938, vol. 6,

(Continúa en la página siguiente.)
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26) Puede decirse que la práctica judicial de cierto
número de países en desarrollo ha adoptado también la
inmunidad restrictiva. Egipto, como ya se ha adverti-
do 106, fue a la vanguardia en esta esfera. En los últimos
años la práctica judicial del Pakistán 107 y Argentina m

(Continuación de la nota 104.)

asunto N.° 87, pág. 170) y The « Garbi » (1938) (Weekblad van
het Redit en Nederladse Jurisprudentie, Zwolle, 1939, N.° 96;
Annual Digest..., 1919-1942, Londres, 1947, vol. 11, asunto
N.° 83, pág. 155).

Hasta 1947 no pudieron los tribunales neerlandeses encon-
trar y aplicar un criterio más práctico para restringir la in-
munidad del Estado, al decidir que « los principios de derecho
internacional concernientes a la inmunidad de jurisdicción ex-
tranjera de los Estados no se aplican a las actividades reali-
zadas por el Estado en materia mercantil, industrial o finan-
ciera»; véase Weber c. USSR (1942) [Weekblad van het
Recht en Nederlandse Jurisprudentie, Zwolle, 1942, N.° 757;
Annual Digest..., 1919-1942 (op. cit.), asunto N.° 74, pág. 140]
y The Bank of the Netherlands c. The State Trust Antikugol
(Moscow); The Trade Delegation of the USSR in Germany
(Berlin); The State Bank of the USSR (Moscow) (1943) (Week-
blad van het Recht en Nederlandse Jurisprudence, Zwolle,
1943, N.° 600; Annual Digest..., 1943-1945, Londres, 1949,
vol. 12, asunto N.° 26, pág. 101). No obstante, la excepción
de actividades mercantiles fue enunciada más claramente en
1973, en la decisión del Tribunal Supremo de los Países
Bajos en el asunto Société européenne d'études et d'entrepri-
ses en liquidation volontaire c. Socialist Federal Republic of
Yugoslavia (Netherlands Yearbook of International Law, 1974,
Leyden, vol. V, pág. 290; reproducido en Naciones Unidas,
Documentation concernant les immunités juridictionnelles...,
págs. 355 y ss.). Véase también el cuarto informe del Relator
Especial (v. supra, nota 42), párrs. 69 a 71.

105 La práctica de Austria, como la de Alemania, ha se-
guido un curso marcadamente zigzagueante, que empezó en el
siglo xix con la inmunidad incondicional para pasar luego,
de 1907 a 1926, a la inmunidad restrictiva, cuando se volvió
una vez más a la práctica de la inmunidad ilimitada hasta
1950. En un fallo dictado en 1950 en el asunto Dralle c. Ré-
publique de Tchécoslovaquie (Ôsterreichische Juristen Zei-
tung, Viena, vol. 5, 1950, pág. 341, N.° 356; tr. inglesa en
Naciones Unidas, Documentation concernant les immunités ju-
ridictionnelles..., págs. 183 y ss.), el Tribunal Supremo de
Austria analizó la doctrina autorizada en materia de derecho
internacional antes de llegar a la conclusión de que era
preciso denegar la inmunidad porque no se consideró que se
trataba de acta jure gestionis. Según el Tribunal:

« [...] Esta sujeción de los acta gestionis a la jurisdicción
de los Estados halla su base en el desarrollo de la actividad
comercial de los Estados. La doctrina clásica de la inmunidad
surgió en una época en que todas las actividades comerciales
de los Estados en países extranjeros estaban vinculadas con
sus actividades políticas [...]. Actualmente la posición es to-
talmente diferente: los Estados se dedican a actividades co-
merciales y entran en competencia con sus propios nacionales
y con extranjeros. Así pues, la doctrina clásica de la inmunidad
ha perdido su sentido y, ratione cessante, ya no se puede re-
conocer como regla de derecho internacional». (Osterreichi-
sche Juristen Zeitung..., pág. 347; Naciones Unidas, Documen-
tation..., pág. 195.)

Véase también el cuarto informe del Relator Especial (v. su-
pra, nota 42), párrs. 72 y 73.

106 véase supra, nota 99.
107 El Tribunal Supremo del Pakistán, en una decisión de

1981 en el asunto A. M. Qureshi c Union of Soviet Socialist
Republics through Trade Representative in Pakistan and an-
other (1981) (All Pakistan Legal Decisions, Lahore, vol. XXXIII,
1981, pág. 377), aprovechó la ocasión para reconsiderar y es-
tudiar las leyes y prácticas de las otras jurisdicciones, así como
las convenciones y opiniones pertinentes de los autores y, con-
firmando la aprobación de la distinción entre acta jure imperil
y acta jure gestionis, determinó que los tribunales del Pakis-
tán tenían jurisdicción con respecto a los actos de comercio

ofrece ejemplos de la acepción de la inmunidad restric-
tiva, mientras que en el caso de Chile m y Filipinas 110

se encuentran asuntos de interés, pero no hay una de-
cisión pertinente con respecto a la cuestión de la excep-
ción de la inmunidad del Estado en el caso de contra-
tos mercantiles.

e) Estudio sobre legislaciones nacionales

27) Varios gobiernos han promulgado recientemente
leyes que tratan ampliamente de la cuestión de las in-
munidades jurisdiccionales de los Estados y de sus bie-
nes. Aunque esas leyes tienen un elemento común, es
decir, la tendencia hacia una inmunidad « restrictiva »,
algunas de ellas se diferencian en algunas cuestiones en
detalles importantes que deben seguirse de cerca. Sin
embargo, sin entrar ahora en esos detalles, es significa-
tivo comparar los textos pertinentes relativos a la excep-
ción de los « contratos comerciales » contenidos en la
Ley de los Estados Unidos de 1976 sobre la inmuni-
dad soberana de los Estados extranjeros m, y la Ley del
Reino Unido de 1978 sobre inmunidad de los Esta-

de un gobierno extranjero. Véase también el cuarto informe
del Relator Especial (v. supra, nota 42), párrs. 88 y 89.

ios Un examen de la jurisprudencia argentina revela una
tendencia favorable a la doctrina restrictiva de la inmunidad
de los Estados. Los tribunales han reconocido y aplicado el
principio de la inmunidad soberana en varios asuntos rela-
cionados con actos soberanos de un gobierno extranjero; véa-
se, por ejemplo, Baima y Bessolino c. Gobierno del Paraguay
(1916) (Argentina, Fallos de la Corte Suprema de Justicia de
la Nación, Buenos Aires, vol. 123, pág. 58); United States
Shipping Board c. Dodero Hermanos (1924) (ibid., vol. 141,
pág. 127) y Zibaurre c. Gobierno de Bolivia (1899) (ibid.,
vol. 79, pág. 124), mencionados todos en Naciones Unidas,
Documentation concernant les immunités juridictionnelles...,
págs. 73 y 74. En el asunto relativo al « Águila » se confirmó
la excepción de la actividad comercial en relación con un con-
trato de compraventa que debía ejecutarse y cumplirse dentro
de los límites de la jurisdicción de la República Argentina
[véase Ministro Plenipotenciario de Chile c. Fratelli Lavarello
(Fallos..., vol. 47, pág. 248)]. La Corte Suprema se declaró
competente y ordenó que continuara el juicio advirtiendo
que « es con arreglo a las leyes generales de la Nación que
deben regularse el valor intrínseco y todo lo relativo a aquel
contrato, y que son los tribunales a la vez competentes para
juzgarlo ». (Véase extracto del fallo en Naciones Unidas, Do-
cumentation concernant les immunités juridictionnelles..., pá-
gina 73.) Véase también I. Ruiz Moreno, El Derecho Interna-
cional Público ante la Corte Suprema, Ed. Universitaria de
Buenos Aires, 1941, y el cuarto informe del Relator Especial
(v. supra, nota 42), párr. 90.

109 Véase el cuarto informe del Relator Especial (v. supra,
nota 42), párr. 91.

110 Ibid., párr. 92.
111 Esa Ley incluye, entre otros, los siguientes artículos:

« Artículo 1604.—Inmunidad jurisdiccional
de un Estado extranjero

» Con sujeción a los acuerdos internacionales existentes
en que los Estados Unidos sean parte en la fecha de pro-
mulgación de la presente Ley, los Estados extranjeros goza-
rán en los Estados Unidos de inmunidad respecto de la ju-
risdicción de los tribunales federales y de los tribunales de
Estados, excepto en los casos previstos en los artículos 1605
a 1607 del presente capítulo. »

« Artículo 1605.—Excepciones generales a la norma
de inmunidad jurisdiccional de los Estados extranjeros
» a) Un Estado extranjero no gozará en los Estados Uni-

(Continúa en la página siguiente.)



Inmunidades jurisdiccionales de los Estados y de sus bienes 35

dos 11Z. A ese respecto, esta última ha sido seguida muy
de cerca por el Pakistán m , Singapur m y, en parte, por
el Canadá 115.

f) Estudio de la práctica de los tratados

28) La actitud o las opiniones de un gobierno pueden
deducirse de su práctica establecida en los tratados. Los

(Continuación de la nota 111.)

dos de inmunidad con respecto a la jurisdicción de los tri-
bunales federales o de los tribunales de los Estados :

» [•••]
» 2) Cuando la acción se base en una actividad mercantil

realizada en los Estados Unidos por el Estado extranjero, o
en un acto ejecutado con los Estados Unidos en relación con
una actividad mercantil del Estado extranjero realizada en
otro lugar, o en un acto ejecutado fuera del territorio de los
Estados Unidos en relación con una actividad mercantil del
Estado extranjero realizada en otro lugar, cuando ese acto
tenga efectos directos en los Estados Unidos. »

Véase Naciones Unidas, Documentation concernant les immu-
nités juridictionnelles..., págs. 57 y 58, y nota 72 supra.

112 Esa ley incluye, entre otras, la siguiente disposición:

« Excepciones a la inmunidad
» [...]
» 3. 1) Un Estado no gozará de inmunidad de jurisdic-

ción en los procedimientos relativos a :
» a) una operación comercial efectuada por él; o
» b) una obligación contraída en virtud de un contrato

(se trate o no de un acuerdo comercial) que se haya de
cumplir en todo o parte en el Reino Unido. »

(Ibid., pág. 42, y nota 71 supra).
113 La Ordenanza sobre la inmunidad de los Estados, de

1981, incluye, entre otras cosas, lo siguiente :
« 5. Operaciones comerciales y contratos que se hayan

de cumplir en el Pakistán
» 1) Los Estados no gozarán de inmunidad en los proce-

dimientos relativos a :
» a) una operación comercial efectuada por un Estado; o
» b) una obligación del Estado que en virtud de un con-

trato (se trate o no de una transacción comercial) se haya
de cumplir total o parcialmente en el Pakistán. »

En el párrafo 3 de esa misma disposición se define la « ope-
ración comercial » como :

« a) todo contrato de suministro de bienes o servicios;
» b) cualquier préstamo u otra operación por la cual se

traspasen fondos y cualquier garantía o indemnización res-
pecto de tal operación u otra obligación financiera; y

» c) cualquier otra operación o actividad, sea de índole co-
mercial, industrial, financiera, profesional u otra similar, que
efectúe un Estado o por la cual quede comprometido de un
modo que no sea en el ejercicio de la autoridad soberana. »

(The Gazette of Pakistan, Islamabad, 11 de marzo de 1981;
texto reproducido en Naciones Unidas, Documentation concer-
nant les immunités juridictionnelles..., págs. 21 y 22.)

114 La Ley de Singapur de 1979 sobre inmunidad de los
Estados contiene, en el apartado b del párrafo 1 del artícu-
lo 5, disposiciones análogas a las de la Ordenanza del Pakis-
tán antes mencionada, salvo que excluye los contratos de
trabajo entre un Estado y un particular (Singapur, 1979 Sup-
plement to the Statutes of the Republic of Singapoore, repro-
ducido en Naciones Unidas, Documentation concernant les
immunités juridictionnelles..., pág. 29).

115 El artículo 5 de la Ley del Canadá sobre inmunidad de
los Estados extranjeros ante los tribunales (La Gazette du
Canada, Partie III, Ottawa, vol. 6, N.° 15, 22 de junio de
1982, pág. 2949, cap. 95) establece que :

«Los Estados extranjeros no gozarán de inmunidad de ju-
risdicción en los procedimientos relativos a sus actividades
comerciales. »

tratados bilaterales pueden contener disposiciones según
las cuales las partes convengan de antemano en some-
terse a la jurisdicción de los tribunales locales en cier-
tas esferas concretas de actividad, tales como el comer-
cio. Así, la práctica de los tratados de la Unión Sovié-
tica demuestra ampliamente su deseo de confiar sus
relaciones comerciales a empresas u organizaciones co-
merciales autónomas, sometidas a la jurisdicción de las
autoridades territoriales competentes 116. Aunque es po-
sible que el hecho de que un Estado tenga una práctica
coherente en este aspecto concreto pueda considerarse
como prueba de la inexistencia de normas de derecho in-
ternacional sobre el tema, o de la posibilidad de des-
viarse de dichas reglas, o de derogarlas mediante acuer-
dos bilaterales, la suma de dichas prácticas en los tra-
tados bilaterales puede corroborar la existencia de una
práctica general de los Estados en apoyo de las limi-
taciones acordadas, que podría culminar en excepciones
aceptadas a la práctica internacional. Esta opinión fue
defendida por un miembro de la Comisión en 1981,
sobre la base de la práctica de su propio país w.

29) Un ejemplo típico de las disposiciones contenidas
en una serie de tratados celebrados por la Unión Sovié-
tica con los países socialistas es el Tratado de Comer-
cio y Navegación con la República Popular China, fir-
mado en Pekín el 23 de abril de 1958 118. Respecto a
la situación jurídica de la delegación comercial de la
Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas en China y
de la delegación comercial china en la Unión Soviética,
se establece en el artículo 4 del anexo que :

La delegación comercial disfrutará de todas las inmunidades
a que tiene derecho un Estado soberano, incluidas también
las relativas al comercio exterior, con las únicas excepciones
siguientes en las que convienen las partes :

a) Las controversias relativas a los contratos comerciales *
celebrados o avalados de conformidad con el artículo 8 por
la delegación comercial en el territorio del Estado huésped
deberán someterse, a falta de reserva relativa al arbitraje o
a cualquier otro tipo de jurisdicción, a la competencia de los
tribunales de los Estados mencionados. No podrán adoptarse
medidas cautelares;

b) Podrá imponerse la ejecución forzosa para hacer cum-
plir las decisiones judiciales definitivas con fuerza de cosa
juzgada que hayan sido dictadas contra la delegación comer-

116 Véase infra, nota 118, la lista de tratados entre países
socialistas que contienen disposiciones sobre la inmunidad ju-
risdiccional de los Estados.

117 Véase la declaración del Sr. Tsuruoka, en el 33.° pe-
ríodo de sesiones de la Comisión, referente a los tratados de
comercio celebrados por el Japón con los Estados Unidos
de América en 1953 y la URSS en 1957 (Anuario... 1981,
vol. I, pág. 64, 1654.a sesión, párr. 23).

118 Naciones Unidas, Recueil des Traités, vol. 313, pág. 135.
Cf. los tratados celebrados por la URSS con Rumania (1947)
(ibid., vol. 226, pág. 79), Hungría (1947) (ibid., vol. 216,
pág. 247), Checoslovaquia (1947) (ibid., vol. 217, pág. 35),
Bulgaria (1948) (ibid., pág. 197), la República Democrática Ale-
mana (1957) (ibid., vol. 292, pág. 75), Mongolia (1957) (ibid.,
vol. 687, pág. 237), Albania (1958) (ibid., vol. 313, pág. 261),
Viet-Nam {1958) (ibid., vol. 356, pág. 149), la República Po-
pular Democrática de Corea (1960) (ibid., vol. 399, pág. 3),
Checoslovaquia (1973) (ibid., vol. 904, pág. 17). Las disposi-
ciones pertinentes de esos tratados se reproducen en Nacio-
nes Unidas, Documentation concernant les immunités juridic-
tionnelles..., págs. 134 a 140.
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cial en las controversias mencionadas anteriormente, pero dicha
ejecución forzosa únicamente podrá recaer en mercancías y
créditos de la delegación comercial.

30) Las disposiciones comparables del artículo 10 del
Acuerdo con Francia, característico de los tratados con-
certados entre la Unión Soviética y los países desarro-
llados m, y del párrafo 3 del canje de cartas de 1953
entre la Unión Soviética y la India 12°, por ser ejemplo
de esos acuerdos entre la Unión Soviética y los países
en desarrollo, ilustran aún más la práctica de los Esta-
dos en lo que se refiere a esta excepción.

119 Entre otras cosas, el artículo 10 dispone :
« La delegación comercial de la Unión de Repúblicas So-

cialistas Soviéticas en Francia gozará de las inmunidades y
privilegios establecidos en el artículo 6 supra, con las excep-
ciones siguientes :

» Las controversias relativas a los acuerdos comerciales ce-
lebrados o garantizados en el territorio de Francia por la de-
legación comercial de la Unión de Repúblicas Socialistas So-
viéticas de conformidad con el párrafo primero del artículo 8
de este Acuerdo se someterán, en ausencia de reservas rela-
tivas al arbitraje o a cualquier otra jurisdicción, a la compe-
tencia de los tribunales franceses y se dirimirán de conformi-
dad con el derecho francés, salvo que se disponga lo contra-
rio en los contratos individuales o en las leyes francesas.

» Sin embargo, no podrán imponerse apremios provisiona-
les contra la delegación comercial.

» [...] »
(Naciones Unidas, Recueil des Traites, vol. 221, págs. 87 y 89.)

Véase, por ejemplo, el asunto Société Le Gostorg et Re-
présentation commerciale de l'URSS c. Association France-Ex-
port (1926) (Sirey, Recueil général des lois et des arrêts,
1930, Paris, primera parte, pág. 49). Véanse también las dis-
posiciones similares de los tratados celebrados entre la URSS
y Dinamarca (1946) (Naciones Unidas, Recueil des Traités,
vol. 8, pág. 201), Finlandia (1947) (ibid., vol. 217, pág. 3), Ita-
lia (1948) (ibid., pág. 181), Austria (1955) (ibid., vol. 240,
pág. 289), Japón (1957) (ibid., vol. 325, pág. 35), la República
Federal de Alemania (1958) (ibid., vol. 346, pág. 71), los
Países Bajos (1971) (Tractatenblad van het Koninkrijk der
Nederlanden, La Haya, 1971, N.° 163). Las disposiciones per-
tinentes de esos tratados se reproducen en Naciones Unidas,
Documentation concernant les immunités juridictionnelles...,
págs. 140 a 144.

120 El párrafo 3 dispone lo siguiente :
« Se acordó que los acuerdos comerciales celebrados o ga-

rantizados en la India por los miembros de las representa-
ciones comerciales, incluidas las estacionadas en Nueva Del-
hi, se someterían a la jurisdicción de los tribunales de la
India y a sus leyes, a menos que se estableciera otra cosa
por acuerdo entre las partes contratantes en los acuerdos
mencionados. La ejecución de las decisiones y órdenes judi-
ciales relativas a dichos acuerdos sólo podrá recaer en las
mercancías, créditos y otros haberes de la representación co-
mercial relacionados directamente con los acuerdos comercia-
les celebrados o avalados por la representación comercial.
Queda entendido que la representación comercial no será res-
ponsable de ningún acuerdo celebrado directamente por otras
organizaciones soviéticas, sin el aval de la representación co-
mercial. »

(Naciones Unidas, Recueil des Traités, vol. 240, págs. 169 y 170.)
Véanse las disposiciones similares que figuran en los tra-

tados celebrados por la URSS con otros países en desarro-
llo, como Egipto (1956) (ibid., vol. 687, pág. 221), el Iraq
(1958) (ibid., vol. 328, pág. 118), Togo (1961) (ibid., vol. 730,
pág. 187), Ghana (1961) (ibid., vol. 655, pág. 171), el Yemen
(1963) (ibid., vol. 672, pág. 315), el Brasil (1963) (ibid., vol.
646, pág. 277), Singapur (1966) (ibid., vol. 631, pág. 125),
Costa Rica (1970) (ibid., vol. 957, pág. 347), Bolivia (1970)
(ibid., pág. 373). Las disposiciones pertinentes de esos trata-
dos se reproducen en Naciones Unidas, Documentation con-
cernant les immunités juridictionnelles..., págs. 145 a 150.

g) Estudio de las convenciones internacionales y de
los trabajos de codificación realizados por órganos

intergubernamentales

31) En una convención regional, la Convención eu-
ropea sobre inmunidad de los Estados, de 1972m, y
en una convención universal, la Convención de Bruse-
las de 1926 m, se regula la cuestión de los contratos
comerciales como excepción a la norma de inmunidad
de los Estados. El artículo 7 de la Convención europea
es claro en esa materia m, pero en relación con el ar-
tículo 1 de la Convención de Bruselas m hay que se-
ñalar que su objeto principal era evidentemente asimi-
lar, en lo que se refiere a las inmunidades, la posición
de los buques mercantes explotados por un Estado a
la de los buques mercantes privados.

32) Los esfuerzos realizados por el Consejo de Europa
culminaron con la entrada en vigor de la Convención
europea sobre inmunidad de los Estados, de 1972, y
también se han hecho o se están haciendo esfuerzos
similares en otras regiones. Los Estados de América
Central, el Consejo Interamericano y los Estados del
Caribe han estado examinando proyectos similares125.
Es importante señalar la contribución realizada en esta
materia por el Comité Jurídico Consultivo Asiático-Afri-
cano, que estableció una Comisión sobre la inmunidad
de los Estados respecto de transacciones comerciales y
otras de carácter privado. En 1960, el Comité Jurídico
Consultivo Asiático-Africano aprobó el informe final de
la Comisión, en el que se expresa que todas las dele-
gaciones, salvo la de Indonesia, « eran de opinión que
debía hacerse una distinción entre los distintos tipos

121 Véase supra, nota 77.
122 Convención internacional para la unificación de ciertas

normas relativas a la inmunidad de los buques pertenecien-
tes a Estados (Bruselas, 1926) (Sociedad de las Naciones,
Recueil des Traités, vol. CLXXVI, pág. 199) y Protocolo adi-
cional (Bruselas, 1934) (ibid., pág. 214).

123 El artículo 7 dispone lo siguiente :
« 1. Un Estado contratante no podrá alegar la inmunidad

de jurisdicción ante un tribunal de otro Estado contratante
si tiene, en el territorio del Estado a que pertenece el tri-
bunal, una oficina, agencia u otro establecimiento por cuyo
intermedio se dedica a actividades industriales, comerciales
o financieras en la misma forma que un particular, y el
procedimiento se refiere a las actividades de esa oficina, agen-
cia o establecimiento.

» 2. El párrafo 1 no se aplicará si todas las partes en la
controversia son Estados, o si las partes han acordado otra
cosa por escrito. »
124 El artículo 1 dispone lo siguiente :

« Los buques pertenecientes a un Estado o explotados por
él, la carga de propiedad de un Estado y la carga y los
pasajeros transportados en buques del Estado, así como los
Estados que sean dueños de tales buques o que los exploten,
o que sean dueños de dicha carga, estarán sujetos, respecto
de las demandas relativas a la explotación de dichos buques
o al transporte de dicha carga, a las mismas normas sobre
responsabilidad y a las mismas obligaciones aplicables a los
buques, carga y equipo privados. »
125 Véase, por ejemplo, la información suministrada por el

Gobierno de Barbados : « El Gobierno de Barbados en la
actualidad estudia medidas legislativas similares [a la Ley
del Reino Unido de 1978 sobre inmunidad de los Estados]
y participa activamente en los esfuerzos por celebrar una
convención del Caribe sobre inmunidad de los Estados. »
(Naciones Unidas, Documentation concernant les immunités ju-
ridictionnelles..., págs. 74 y 75.)
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de actividad de los Estados y que no debía otorgarse
inmunidad a los Estados extranjeros respecto de sus
actividades que pudieran llamarse comerciales o de na-
turaleza privada ». Si bien la decisión final fue apla-
zada, se hicieron las siguientes recomendaciones :

i) Las organizaciones comerciales estatales que tengan una
personalidad jurídica independiente con arreglo al derecho in-
terno del país en que hayan sido legalmente constituidas no
deberían tener derecho a la inmunidad del Estado respecto de
ninguna de las actividades que desarrollen en un Estado ex-
tranjero. Esas organizaciones y sus representantes deberían
poder ser demandados ante los tribunales locales de un Estado
extranjero en relación con los acuerdos o actividades en los
que hayan participado en su Estado.

ii) Un Estado que celebre acuerdos de índole comercial o
privada no debería poder alegar inmunidad soberana si se
ejerce una acción contra él ante los tribunales de un Estado
extranjero respecto de tales acuerdos. Si se alega la inmunidad
para impregnar la competencia de los tribunales locales, de-
bería realizarse la excepción alegada126.

33) En el último (1983) proyecto de Convención inter-
americana sobre inmunidad de jurisdicción de los Es-
tados m figura una disposición similar que limita la
inmunidad « con respecto a las demandas que se refie-
ren a la actividad mercantil o comercial que hayan
realizado en el territorio del Estado del foro » m.

h) Contribuciones de órganos no gubernamentales

i) Resoluciones del Instituto de Derecho
Internacional

34) En el proyecto de resolución de Hamburgo de 1981
figura una disposición que limita la aplicabilidad de
las inmunidades en ciertos casos, particularmente a « las
actividades que se refieren a un establecimiento comer-
cial o industrial o a un ferrocarril explotado por el
Estado extranjero en el territorio »129. Una disposición
similar figura en el artículo 3 del proyecto definitivo
de resoluciones de 1951 de la Primera Comisión del
Instituto :

Los tribunales de un Estado pueden conocer de los litigios
de un Estado extranjero cuando el acto que es causa del litigio
es un acte de commerce * similar al de un simple particular

126 Comité Jurídico Consultivo Asiático-Africano, Report on
the Third Session (Colombo, 20 January to 4 February 1960),
Nueva Delhi [s. f.], pág. 68. Véase también M. M. Whiteman,
Digest of International Law. Washington (D.C.), U.S. Go-
vernment Printing Office, 1968, vol. 6, págs. 572 a 574.

127 proyecto de convención interamericana sobre la inmu-
nidad de jurisdicción de los Estados, aprobado por el Co-
mité Jurídico Interamericano el 21 de enero de 1983 (OEA/
Ser.G-CP/doc.1352/83, de 30 de marzo de 1983). El texto
fue distribuido en el actual período de sesiones de la Comi-
sión con la signatura ILC(XXXV)/Conf.Room Doc.4. Véase
también International Legal Materials, Washington (D.C.), vol.
XXII, N.° 2, 1983, pág. 292.

128 El segundo párrafo del artículo 5 establece que por
« actividad mercantil o comercial » del Estado se entiende
la realización de una determinada transacción o acto comer-
cial o mercantil como parte del desarrollo ordinario de su
comercio.

129 Art. 4, párr. 3, del proyecto de reglamento internacional
sobre la competencia de los tribunales en los procesos con-
tra los Estados, soberanos o jefes de Estado extranjeros [Ins-
tituto de Derecho Internacional, Tableau général des résolu-
tions (1873-1956) (op. cit.) (v. supra, nota 56), págs. 14 y 15].

y en el sentido de la definición aceptada en el país del li-
tigio 13°.

El 30 de abril de 1954 el Instituto aprobó nuevas re-
soluciones relativas a la inmunidad de jurisdicción y
de ejecución de los Estados extranjeros, en las que se
confirmaba la inmunidad con respecto a los actos de
soberanía, pero se mantenía la jurisdicción con respecto
a los actos que, con arreglo a la lex fori, no constituyen
actos de poder público m .

ii) Proyecto de código de la Asociación de Derecho
Internacional

35) En el artículo III del proyecto de código prepa-
rado por Strupp en 1926 para la Asociación de Dere-
cho Internacional, se enumeran también ciertas excep-
ciones a la doctrina de la inmunidad de los Estados,
entre ellas « especialmente para todos los casos en que
el Estado [o el soberano] actúa no como poseedor del
poder público, sino como una persona de derecho pri-
vado, en particular si se dedica al comercio * » 132. Más
recientemente, la Asociación de Derecho Internacional
volvió a examinar el problema en la conferencia que
celebró en Montreal en 1982.

iii) Proyecto de convención de Harvard sobre la com-
petencia de los tribunales en relación con los Estados
extranjeros, de 1932

36) El Instituto de Investigaciones de Harvard ha
preparado varios proyectos de convención, con comen-
tarios del « Research in International Law » de la Fa-
cultad de Derecho de Harvard. El artículo 11 del pro-
yecto de convención de Harvard sobre la competencia
de los tribunales en relación con los Estados extranje-
ros, de 1932, establece que un Estado extranjero queda
sujeto a la jurisdicción local

[...] si participa, dentro del territorio de dichos Estados,
en alguna empresa industrial, comercial, financiera o de otra
índole en que puedan tomar parte particulares, o si realiza
allí algún acto relacionado con una empresa dondequiera que
ésta se desenvuelva, y la causa se basa en la gestión de dicha
empresa o en tal acto133.

iv) Resolución de la Asociación Internacional
de Abogados

37) En la Séptima Conferencia de la Asociación In-
ternacional de Abogados, celebrada en Colonia en 1958,

130 Annuaire de l'Institut de droit international, 1952, Ba-
silea, vol. 44, t. I, pág. 37. La expresión « gestion patrimo-
niale » que figuraba en el texto anterior del proyecto fue
sustituida por la expresión « actes de commerce » que, según
Niboyet, « es más adecuada a la actividad moderna del Es-
tado » (ibid., pág. 131) y que « con ella se está más en un
terreno relativamente sólido y bien conocido » (Traité de
droit international privé français, París, Sirey, 1949, t. VI,
primera parte, pág. 346).

131 Véase Instituto de Derecho Internacional, Tableau général
des résolutions (1873-1956) (op. cit.), págs. 17 y 18.

132 K. Strupp, « Réforme et codification du droit interna-
tional. Projet d'une convention sur l'immunité en droit in-
ternational », International Law Association, Report of the
Thirty-fourth Conference, Vienna, 1926, Londres, 1927, pági-
nas 426 y ss.

m proyecto de Harvard, op. cit., pág. 597 (v. supra, no-
ta 100).
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la AMERICAN BAR ASSOCIATION PROPUSO UN PROYECTO DE
resolución EN QUE SE INCORPORABA UNA DOCTRINA RESTRIC-
tiva DE LA INMUNIDAD DE LOS ESTADOS. EN LA OCTAVA
CONFERENCIA, CELEBRADA EN SALZBURGO EN JULIO DE 1960,
la ASOCIACIÓN APROBÓ UNA RESOLUCIÓN EN QUE SE ESTABLE-
cían LAS CIRCUNSTANCIAS EN QUE PODRÍA LIMITARSE LA IN-
munidad m. Esa resolución tiene una estrecha similitud
con LAS DISPOSICIONES PERTINENTES DEL PROYECTO DE CON-
vención DE HARVARD, MIENTRAS QUE EL PÁRRAFO 1 SUSCRIBE
claramente EL PRINCIPIO RESTRICTIVO DE LA CONVENCIÓN DE
BRUSELAS DE 1926 135.

V) Proyecto de artículos para una conv e la
inmunidad de los Estados aprobad o la p
ción de Derecho Intern

38) EN EL ÚLTIMO PROYECTO DE ARTÍCULOS PARA UNA CON-
vención SOBRE LA INMUNIDAD DE LOS ESTADOS PREPARADO
por EL COMITÉ SOBRE INMUNIDAD DE LOS ESTADOS DE LA
ASOCIACIÓN DE DERECHO INTERNACIONAL, APROBADO, CON
MODIFICACIONES, POR LA ASOCIACIÓN EN MONTREAL EN
1 9 8 2 m , figura una disposición interesante sobre esa
EXCEPCIÓN. EL ARTÍCULO I I I (EXCEPCIONES A LA INMUNIDAD
de JURISDICCIÓN) DISPONE :

Un Estado extranjero no gozará de inmunidad de jurisdicción
del Estado del foro en los casos siguientes :

[...]
B. Cuando la acción ejercida resulte :

1. De una actividad comercial realizada por un Estado
extranjero; o

2. De una obligación del Estado extranjero a que dé
lugar un contrato (tanto si es un acuerdo comercial
como si no lo es, pero con la exclusión de un con-
trato de trabajo), salvo que las partes hayan conve-
nido otra cosa por escrito.

39) ALGUNOS MIEMBROS DE LA COMISIÓN SEÑALARON QUE
este ESTUDIO NO DEBERÍA NECESARIAMENTE HACER LLEGAR A
la CONCLUSIÓN DE QUE EN LA ACTUALIDAD LA MAYORÍA DE
los ESTADOS APOYAN LA PRÁCTICA RESTRICTIVA DE LA INMU-
NIDAD.

P A R T E I

I N T R O D U C C I Ó N (continuació

Artículo 2.—Términos emplead

1. PARA LOS EFECTOS DE LOS PRESENTES ARTÍCULOS :

g) se entiende por « contrato mercantil » :
i) todo contrato o acuerdo mercantil de compraventa

de mercaderías o de prestación de servicios;

134 véase International Bar Association, Eighth Conference
Report, Salzburg, July 1960, La Haya, Martinus Nijhoff, 1960,
págs. 8 a 10.

135 Véase W. H. Reeves, « Good fences and good neighbors :
restraints on immunity of sovereigns », American Bar Asso-
ciation Journal, Chicago (111.), vol. 44, N.° 6, 1958, pág. 521.

136 ILA, Report of the Sixtieth Conference, Montreal, 1982,
Londres, 1983, págs. 7 y 8.

II) TODO CONTRATO DE PRÉSTAMO U OTRO ACUERDO DE CA-
rácter FINANCIERO, INCLUIDA CUALQUIER OBLIGACIÓN DE
garantía CONCERNIENTE A ESE PRÉSTAMO O DE INDEM-
nización CONCERNIENTE A ESE ACUERDO;

¡ii) cualquier otro contrato o acuerdo, sea cual fuere
su NATURALEZA, MERCANTIL, INDUSTRIAL O DE ARRENDA-
miento DE OBRA O DE SERVICIOS, PERO CON EXCLUSIÓN
de LOS CONTRATOS INDIVIDUALES DE TRABAJO.

Comentar

1) El artículo 12, relativo a los « contratos mercan-
tiles », requiere que se defina esa expresión para enu-
merar LOS TIPOS DE CONTRATO O DE ACUERDO COMPRENDIDOS
en EL ÁMBITO DE APLICACIÓN DE ESA DISPOSICIÓN. A ESTOS
efectos SE INCLUYE EN EL PÁRRAFO 1 DEL ARTÍCULO 2 UNA
DEFINICIÓN, AUNQUE SE DEJA PARA MÁS ADELANTE LA DETER-
minación DEL LUGAR QUE DE HECHO OCUPARÁ FINALMENTE
y LA DESIGNACIÓN EXACTA DEL APARTADO QUE LE CORRESPONDA.

2) A LOS EFECTOS DEL PROYECTO DE ARTÍCULOS, LA EXPRESIÓN
« CONTRATO MERCANTIL » DESIGNA TRES TIPOS DE CONTRATO.
EN PRIMER LUGAR, ABARCA TODA CLASE DE CONTRATOS O ACUER-
dos MERCANTILES DE COMPRAVENTA DE MERCADERÍAS O DE
prestación DE SERVICIOS. EL TÉRMINO INGLÉS « TRANSACTION »
plantea ALGUNAS DIFICULTADES DE TRADUCCIÓN A LOS DEMÁS
idiomas OFICIALES A CAUSA DE LA EXISTENCIA DE DIFERENCIAS
en LA TERMINOLOGÍA UTILIZADA EN LOS DISTINTOS SISTEMAS
JURÍDICOS. EN LA MAYORÍA DE LOS SISTEMAS SE DISTINGUE
entre UN PACTO (« AGREEMENT ») DE COMPRAR O VENDER Y
un CONTRATO QUE CONSTITUYE UN ACUERDO PURO Y SIMPLE DE
compraventa AL CONTADO (« OUTRIGHT TRANSACTION »). SIN
entrar EN LOS DETALLES DE LOS DISTINTOS DERECHOS INTERNOS,
cabe CONSIDERAR QUE EL EQUIVALENTE MÁS CERCANO DE LA
expresión INGLESA « COMMERCIAL TRANSACTION » (ACUERDO
MERCANTIL) ES EL DE « ACTO DE COMERCIO », QUE ES UNA
expresión TÉCNICO-JURÍDICA QUE TIENE DIFERENTES SIGNIFI-
cados EN LOS DISTINTOS SISTEMAS DE DERECHO PRIVADO. HAY
que SEÑALAR QUE LOS « CONTRATOS MERCANTILES » DE LA ÍN-
dole MENCIONADA EN EL APARTADO a DEL PÁRRAFO 2 DEL
artículo 12, ES DECIR, LOS CONTRATOS CONCERTADOS ENTRE
ESTADOS O ENTRE GOBIERNOS, ESTÁN EXCLUIDOS DE LA APLI-
cación DEL PÁRRAFO 1 DEL ARTÍCULO. EN LO QUE CONCIERNE
a ESOS CONTRATOS, SUBSISTE Y SE APLICA LA INMUNIDAD DEL
ESTADO.

3) EN SEGUNDO LUGAR, LA EXPRESIÓN « CONTRATO MERCAN-
til » COMPRENDE TAMBIÉN LOS CONTRATOS DE PRÉSTAMO U
otros ACUERDOS DE CARÁCTER FINANCIERO, TALES COMO EM-
PRÉSTITOS, CRÉDITOS U OBLIGACIONES MERCANTILES EMITIDOS
en EL MERCADO MONETARIO DE OTRO ESTADO. A MENUDO SE
pide A UN ESTADO NO SÓLO QUE OBTENGA UN PRÉSTAMO EN
nombre PROPIO, SINO A VECES TAMBIÉN QUE CONSTITUYA
una GARANTÍA O FIANZA A FAVOR DE UNA DE SUS EMPRESAS
nacionales CON RESPECTO A LA COMPRA, POR EJEMPLO, DE
aeronaves CIVILES O COMERCIALES, COMPRA QUE A SU VEZ
está FINANCIADA POR BANCOS EXTRANJEROS O UN CONSORCIO
de INSTITUCIONES FINANCIERAS. EL ESTADO PUEDE ASUMIR
ese COMPROMISO EN FORMA DE UN CONTRATO DE FIANZA QUE
entrañe UNA OBLIGACIÓN DE GARANTÍA DEL REEMBOLSO O LI-
quidación DEL PRÉSTAMO SUSCRITO POR UNA DE SUS EMPRE-
sas Y DE EFECTUAR EL PAGO EN CASO DE INCUMPLIMIENTO
del CONTRATANTE O EN FORMA DE UNA OBLIGACIÓN DE INDEM-
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nización pagadera por la pérdida en que haya incurrido
una parte en el contrato principal de préstamo u otro
acuerdo de carácter financiero. La diferencia entre una
obligación de garantía y una obligación de indemniza-
ción puede consistir en el carácter más o menos directo
de las acciones que puedan ejercerse en caso de incum-
plimiento o inejecución de las obligaciones contractuales
por una de las partes originarias en el contrato princi-
pal. Una obligación de indemnización también puede
definirse como la voluntad o el propósito de reembolsar
a una de las partes originarias los gastos o pérdida en
que haya incurrido como resultado de la falta de incum-
plimiento por la otra parte de sus compromisos con-
tractuales, con o sin el derecho consiguiente de sub-
rogación.

4) En tercer lugar, la expresión « contrato mercantil »
comprende asimismo otros tipos de contrato o acuerdo
de naturaleza mercantil, industrial o de arrendamiento
de obra o de servicios, abarcando así una amplia varie-
dad de campos de actividad de los Estados, especial-
mente las actividades manufactureras y quizá los acuer-
dos de inversión y otros acuerdos. Los « contratos de
trabajo » quedan excluidos de esta definición, ya que
pueden constituir el objeto de una disposición indepen-
diente, como se verá al examinar el proyecto de ar-
tículo 13.

5) También abundan los ejemplos de los diversos ti-
pos de contratos calificados de contratos mercantiles,
según se indica en el comentario al artículo 12137.

Artículo 3.—Disposiciones interpretativas

2. Para determinar si un contrato de compraventa de
mercaderías o de prestación de servicios es mercantil se
atenderá principalmente a la naturaleza del contrato,
pero se tendrá en cuenta también su finalidad si en la
práctica de ese Estado tal finalidad es pertinente para la
determinación del carácter no mercantil del contrato.

Comentario

1) El párrafo 2 del artículo 3 establece dos criterios
de aplicación sucesiva para que sirvan de guía en la
determinación del carácter mercantil de un contrato
o acuerdo de compraventa de mercaderías o de presta-
ción de servicios. Ante todo, debe atenderse a la natu-
raleza del contrato o acuerdo. Si se demuestra que no
tiene naturaleza mercantil o que es un contrato admi-
nistrativo, no será necesario indagar más allá en lo que
concierne a su fin.

2) Sin embargo, si de la aplicación del criterio de la
« naturaleza » se desprende que el contrato o acuerdo
es aparentemente mercantil, el Estado tiene la posibili-
dad de impugnar esta conclusión atendiendo a la fina-
lidad del contrato o acuerdo. Este doble criterio de la
naturaleza y el fin del contrato o acuerdo tiene por
objeto proporcionar a los países en desarrollo una pro-

tección y garantías suficientes, especialmente en sus
esfuerzos por fomentar el desarrollo económico nacio-
nal. Debe darse a los Estados la posibilidad de aducir
que, con arreglo a su práctica, un determinado contrato
o acuerdo debe reputarse no mercantil a causa de su
fin claramente público y basado en una « razón de Es-
tado », como la compra de armamento para la defensa
del Estado, de materiales para la construcción de una
base naval, de víveres para abastecer a la población,
combatir el hambre o mejorar la situación de las zonas
vulnerables, o de medicamentos para atajar la propa-
gación de un brote epidémico, a condición de que sea
práctica de ese Estado concertar tales contratos o acuer-
dos con esos fines públicos.

3) El análisis de la práctica de los Estados que figura
en el comentario al artículo 12 m pone de manifiesto
que las controversias han sido abundantes en esa prác-
tica. El párrafo 2 del artículo 3 tiene por objeto limitar
las controversias innecesarias o evitar la aplicación uni-
lateral de un criterio único como el de la naturaleza
del contrato, que es un criterio útil como punto de
partida, pero de ningún modo decisivo en todos los
casos. Esta disposición interpretativa tiene como fina-
lidad, por lo tanto, proporcionar una pauta suplemen-
taria para determinar si un contrato o acuerdo concreto
de compraventa de mercaderías o de prestación de
servicios es « mercantil » o « no mercantil ». No debe
descuidarse, pues, el criterio del fin. De este modo se
llegará a un planteamiento equilibrado al dar la posibi-
lidad de atender, según corresponda, a ambos criterios :
la naturaleza del contrato y su finalidad139.

4) Lo que se ha dicho con respecto a un contrato de
compraventa de mercaderías o de prestación de servi-
cios se aplica igualmente a los otros tipos de contratos
mercantiles definidos en el apartado g del párrafo 1 del
artículo 2. Por ejemplo, un contrato de préstamo para
realizar tal compra o un contrato de garantía de ese
préstamo pueden tener carácter no mercantil si al final
se tiene en cuenta también el fin público para el cual
se concertó el contrato de compraventa. Así, un con-
trato de garantía de un préstamo para la compra de
aeronaves militares sería generalmente no mercantil a
causa de su probable finalidad pública.

PARTE III

EXCEPCIONES A LAS INMUNIDADES
DE LOS ESTADOS (continuación)

Artículo 15.—Propiedad, posesión
y uso de bienes

1. No podrá invocarse la inmunidad de un Estado
para impedir que el tribunal de otro Estado por lo demás
competente ejerza su jurisdicción en un procedimiento
concerniente a la determinación :

137 Véase supra, párrs. 28 y 29 del comentario al artícu-
lo 12.

138 Véase supra, párrs. 20 a 26 del comentario al artículo 12.
139 Esto tiene una importancia decisiva en vista de la ten-

dencia que se manifiesta en la práctica judicial de algunos
Estados y en las legislaciones nacionales, como se señala
supra, párrs. 20 a 27 del comentario al artículo 12.
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a) de an derecho o interés del Estado respecto de bie-
nes inmuebles situados en el Estado del foro, la posesión
o el uso por el Estado de esos bienes inmuebles o una
obligación del Estado nacida de su interés respecto de
tales bienes inmuebles o de su posesión o uso de esos
bienes;

6) de un derecho o interés del Estado respecto de bie-
nes muebles o inmuebles, nacido en virtud de sucesión,
de donación o de ocupación de bien vacante;

c) de un derecho o interés del Estado respecto de la
administración de bienes que formen parte del patrimo-
nio de una persona fallecida, de un demente o de un
quebrado;

d) de un derecho o interés del Estado respecto de la
administración de bienes de una sociedad en el caso de
su disolución o liquidación; o

e) de un derecho o interés del Estado respecto de la
administración de bienes en fideicomiso o de bienes po-
seídos de otro modo a titulo fiduciario.

2. Nada impedirá que un tribunal de otro Estado
ejerza jurisdicción en un procedimiento promovido ante
él contra una persona que no sea un Estado, no obstante
el hecho de que el procedimiento concierna a bienes o
esté dirigido a privar al Estado de bienes :

o) que se encuentran en posesión del Estado o bajo
su control; o

b) respecto de los cuales el Estado reivindica un de-
recho o interés,
si el Estado mismo no hubiera podido invocar la inmu-
nidad de haberse promovido el procedimiento contra él
o si el derecho o interés reivindicado por el Estado no
está reconocido ni fundado en un principio de prueba.

3. Lo dispuesto en los párrafos precedentes se enten-
derá sin perjuicio de la inmunidad de los Estados en lo
que concierne al embargo y la ejecución de sus bienes,
de la inviolabilidad de los locales de una misión diplo-
mática o especial u otra misión oficial o de los locales
consulares o de la inmunidad jurisdiccional de que goza
un agente diplomático en lo que concierne a los bienes
inmuebles privados que posee por cuenta del Estado
acreditante para los fines de la misión.

Comentario

1) El artículo 15 trata de una importante excepción
a la norma de la inmunidad del Estado respecto de la
jurisdicción del tribunal de otro Estado, independiente-
mente de la inmunidad del Estado en el caso de un
procedimiento de embargo y ejecución de sus bienes.
Conviene recordar que, con arreglo al párrafo 3 del
artículo 7,

[...] un procedimiento ante un tribunal de un Estado se
entenderá promovido contra otro Estado [...] cuando el pro-
cedimiento tenga por objeto privar a dicho Estado de sus bie-
nes o del uso de bienes que estén en su posesión o bajo su
control lm.

Podría invocarse, pues, la inmunidad del Estado aun-
que la acción no haya sido ejercida directamente contra
un Estado extranjero, pero esté simplemente encaminada
a privar a ese Estado de sus bienes o del uso de bienes
que estuviesen en su posesión o bajo su control. Por
consiguiente, el artículo 15 está destinado a establecer
una excepción a la regla de la inmunidad de los Es-
tados.
2) Esta excepción, que no ha tropezado con ninguna
oposición seria en la práctica judicial y gubernamental
de los EstadosW1, se formula en unos términos que
tienen que responder a los diferentes criterios de los
gobiernos y a las diversas teorías en lo que se refiere
al fundamento del ejercicio de la jurisdicción por los
tribunales de otro Estado donde, en la mayoría de los
casos, están situados los bienes, sobre todo los bienes
inmuebles. Según la mayoría de los autores, el artícu-
lo 15 constituye una excepción clara y bien establecida,
pero algunos otros consideran todavía que no es una
verdadera excepción, puesto que un Estado tiene la po-
sibilidad de optar por participar en el procedimiento
para hacer valer su derecho o interés sobre los bienes
que constituyen el objeto de la decisión o litigio.
3) El párrafo 1 del artículo 15 enumera los diversos
tipos de procedimientos concernientes o relativos a la
determinación de un derecho o interés de un Estado
respecto de bienes muebles o inmuebles, la posesión o
el uso de esos bienes, o una obligación del Estado naci-
da de su interés respecto de tales bienes inmuebles o
de su posesión o uso de esos bienes.
4) El párrafo 1 del artículo no tiene por objeto con-
ferir jurisdicción a un tribunal cuando no existe juris-
dicción. De ahí que se utilice la expresión « a court of
another State which is otherwise competent » (« el tri-
bunal de otro Estado por lo demás competente ») para
precisar que el tribunal debe ser competente con res-
pecto al procedimiento. La expresión « por lo demás
competente » denota simplemente la existencia de ju-
risdicción en circunstancias normales, si no se plantease
la cuestión de la inmunidad del Estado. En los otros
idiomas oficiales se usa una expresión equivalente que
indica que el tribunal tiene competencia para conocer
del asunto concreto que se le somete. Se entiende que
el tribunal es competente para ello en virtud de las
reglas aplicables de derecho internacional privado.

140 Véase el artículo 7 y el comentario al mismo, aproba-
dos provisionalmente por la Comisión en su 34.° período de
sesiones [Anuario... 1982, vol. II (segunda parte), págs. 108
y ss.]. Véase también supra, subsecc. 1.

141 Véase el quinto informe del Relator Especial (v. supra,
nota 44), párrs. 116 a 140. Por lo que respecta a las deci-
siones judiciales, cabe mencionar el fallo de un tribunal de
Tokio en el asunto Limbin Hteik Tin Lat c. Union of Burma
(1954) y la opinión de ese tribunal (ibid., párr. 117), así
como la opinión de Lord Denning, Master of the Rolls, en el
asunto Thai-Europe Tapioca Service Ltd. c. Government of
Pakistan, Ministry of Agriculture, Directorate of Agricultural
Supplies (1975) (ibid., párr. 118). Para la doctrina inglesa de
los depósitos fiduciarios, ibid., párrs. 120 a 122. En otras ju-
risprudencias se ha reconocido también esta excepción, sobre
todo en la jurisprudencia italiana (ibid., párr. 122). Por lo
que se refiere al criterio de los gobiernos, cabe mencionar el
artículo 56 del Decreto-ley de Hungría N.° 13 de 1979 (ibid.,
párr. 125), el artículo 29 de la Ordenanza de Madagascar
N.° 62-041, de 19 de septiembre de 1962 (ibid., párr. 126) y
las respuestas al cuestionario de la Secretaría (ibid., párrs.
127 y 128). Véase también la legislación nacional, las conven-
ciones internacionales y las opiniones internacionales (ibid.,
párrs. 130 a 139).
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5) El apartado a del párrafo 1 trata de la cuestión
de los bienes inmuebles, en los que debe concurrir la
circunstancia de estar, según se indica en la frase « si-
tuados en el Estado del foro ». Este apartado, en gene-
ral, no plantea ninguna controversia debido al predo-
minio generalmente aceptado de la aplicabilidad de la
lex situs y la competencia exclusiva del forum rei sitae.
No obstante, la expresión « right or interest » en este
apartado plantea algunas dificultades de traducción del
texto original inglés a otros idiomas oficiales. El dere-
cho aplicable al régimen de bienes, especialmente de-
rechos reales o bienes inmuebles, contiene muchas pe-
culiaridades y sutilezas dentro de cada ordenamiento
jurídico interno. Incluso en el uso inglés, lo que en un
sistema jurídico constituye un derecho sobre un bien
puede considerarse en otro como un interés. Así, se
utiliza la fórmula « right or interest » para indicar la
totalidad de todos los derechos o intereses que un Es-
tado pueda tener en cualquier sistema jurídico. La Con-
vención europea sobre inmunidad de los Estados, de
1972M2, utiliza, en la versión francesa, el término
« droit », en la acepción más amplia, sin la adición de
la palabra « intérêt ». En este sentido, conviene señalar
también que la « posesión » no siempre se considera
como un « derecho », a menos que se trate de prescrip-
ción adquisitiva o de possesio longi temporis, nec vi
nec clam nec precario, que puede crear un « derecho »
o un « interés », según la terminología jurídica utilizada
en un determinado sistema jurídico. La expresión es-
pañola equivalente « derecho o interés » se adopta, pues,
provisionalmente, a reserva de que pueda encontrarse
más adelante un equivalente más exacto.

6) El apartado b se refiere al derecho o interés del
Estado sobre bienes muebles o inmuebles, nacido en
virtud de sucesión, de donación o de ocupación de bien
vacante. Queda claramente entendido que, si el proce-
dimiento no se refiere exclusivamente a bienes muebles
o inmuebles situados dentro de la jurisdicción territo-
rial del Estado del foro, puede ser que haya que sus-
tanciar además un procedimiento separado con objeto
de determinar tal derecho o interés ante el tribunal del
Estado donde estén situados los bienes inmuebles, esto
es, el forum rei sitae.

7) Los apartados c, d y e no conciernen o se refieren
forzosamente a la determinación de un derecho o in-
terés del Estado sobre unos bienes, pero se incluyen
en el párrafo 1 para prever el caso de muchos países,
sobre todo de los países de sistemas common law, don-
de el tribunal ejerce cierta jurisdicción de control u
otras funciones con respecto a la administración de bie-
nes que forman parte del patrimonio de una persona
fallecida, un demente o un quebrado; la administración
de bienes de una sociedad, en el caso de su disolución
o liquidación; o la administración de bienes en fideico-
miso o de bienes poseídos de otro modo a título fidu-
ciario. Esa jurisdicción de control se ejerce de modo
puramente incidental, pues el procedimiento puede en
ciertos aspectos suponer la determinación o comproba-
ción de derechos o intereses de todas las partes intere-

sadas, entre ellas, en su caso, los de un Estado extran-
jero.

8) El párrafo 2 del artículo no plantea ninguna difi-
cultad de fondo. Si el tribunal es competente y decide
ejercer su jurisdicción en un procedimiento no promo-
vido contra un Estado, no parece que haya razón para
oponerse a ese procedimiento fundándose en la inmuni-
dad del Estado, puesto que el propio Estado no hubiera
podido invocar con éxito la inmunidad de haberse pro-
movido el procedimiento contra él. No es más que una
cláusula de salvaguardia, una cláusula supletoria, para
puntualizar que, cuando el propio Estado no habría go-
zado de inmunidad, por las razones o motivos que sea,
no podrá excluirse el ejercicio de la jurisdicción por el
tribunal en un procedimiento por el solo hecho de que
« concierna a bienes o esté dirigido a privar al Estado
de bienes : a) que se encuentran en posesión del Es-
tado o bajo su control, o b) respecto de los cuales el
Estado reivindica un derecho o interés ».

9) El párrafo 2 es necesario también en vista de la
reciente evolución jurídica en lo que se refiere al efecto
de las reivindicaciones formuladas por Estados extran-
jeros. En la práctica de algunas jurisdicciones por lo
menos, solía aplicarse la regla, mucho más absoluta que
en la actualidad, de que, si un Estado soberano extran-
jero afirmaba que el bien de que se trataba era suyo
o estaba en su posesión o bajo su control, el tribunal
local estaba obligado a declinar su jurisdicción en vista
de esa afirmación M3. Sin embargo, la práctica más re-
ciente de las mismas jurisdicciones exige ahora que el
Estado extranjero presente por lo menos un principio
de prueba de su título o una prueba de que ha obtenido
la posesión con arreglo a la ley local m. En ciertas cir-
cunstancias, el Estado extranjero estaría obligado a apor-
tar la prueba de la condición oficial del organismo para
el cual se invoca la inmunidad del Estado 14S.

10) El fondo del párrafo 2 no plantea dificultades de
principio. La mayor parte de los miembros de la Co-
misión consideraron que era oportuno e incluso nece-
sario incluir este párrafo en vista del párrafo 3 del ar-
tículo 7, que considera como promovidos contra un
Estado ciertos procedimientos que no han sido promo-
vidos directamente contra ese Estado. No obstante, se
expresó opinión en el sentido de que la inclusión del

142 Artículo 9 de la Convención (v. supra, nota 77).

143 Véase, por ejemplo, el magistrado Scrutton en The « Jú-
piter » N.° 1 (1924) (Reino Unido, The Law Reports, Pro-
bate Division, 1924, pág. 236).

144 Por ejemplo, en el asunto Juan Ysmael & Co. Inc. c.
Government of the Republic of Indonesia (1954) (Reino Uni-
do, The Law Reports, House of Lords and Judicial Com-
mittee of the Privy Council, 1955, pág. 72), Lord Jowitt ex-
puso la opinión incidental de que el gobierno que formula
la reivindicación « tiene que presentar una prueba suficiente
a juicio del tr ibunal de que su pretensión no es puramente
ilusoria o está fundada en u n título manifiestamente viciado »
(ibid., págs. 89 y 90). Es preciso que el t r ibunal tenga la con-
vicción de que se han de dirimir derechos contrapuestos en
relación con la pretensión del gobierno extranjero. Véase
también el asunto Hong Kong Aircraft : Civil Air Transport
Inc. c. Central Air Transport Corp. (1953) (ibid., 1953, pá-
gina 70).

145 Véase, por ejemplo, Compañía Mercantil Argentina c.
United States Shipping Board (1924) (v. supra, nota 102).
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párrafo 2 no era útil ni estaba justificada en vista de
que los procedimientos aludidos no conciernen a per-
sonas físicas o jurídicas distintas de un Estado, sino
que en realidad se han promovido contra el Estado mis-
mo. Otro miembro reserva su posición sobre este pá-
rrafo, porque su formulación y su significado pueden
plantear serias dificultades, sobre todo cuando se trata
de privar a un Estado de un bien con ocasión de un
proceso en el que el Estado no se halle presente; con-
sidera que este párrafo 2 debe reexaminarse antes de
decidir su eventual inclusión en el proyecto de ar-
tículo 15.

11) El párrafo 3 se ha incluido como una advertencia
útil para indicar el trato que se va a dar a las inmu-
nidades de los Estados en lo que concierne al embargo
y la ejecución de sus bienes. También se aprovecha la
oportunidad para recordar a los lectores la existencia

y la aplicabilidad de las disposiciones pertinentes de
ciertas convenciones. En consecuencia, se destaca en
particular la cuestión de las relaciones entre el presente
proyecto de artículos y otras convenciones existentes
mencionadas en el proyecto de artículo 4, cuyo texto
todavía no ha sido examinado por la Comisión m. Por
último, este párrafo podrá ser suprimido, revisado o
modificado, una vez que la Comisión haya examinado
la parte IV, que se refiere a las inmunidades de los Es-
tados en lo que concierne al embargo y la ejecución
de sus bienes, y el proyecto de artículo 4 que figura
en la parte I (Introducción).

146 p a r a Q\ texto del artículo 4 (Inmunidades jurisdicciona-
les no incluidas en el ámbito de los presentes artículos), véase
el segundo informe del Relator Especial (v. supra, nota 38),
párr. 54. Véase también Anuario... 1982, vol. II (segunda parte),
pág. 103, nota 226.



Capítulo IV

RESPONSABILIDAD DE LOS ESTADOS

A.—Introducción

97. En su 32.° período de sesiones, en 1980, la Co-
misión completó su primera lectura de la primera parte
del proyecto de artículos sobre la responsabilidad de
los Estados 147, conforme a lo recomendado por la Asam-
blea General en su resolución 34/141, de 17 de di-
ciembre de 1979.

98. La estructura general del proyecto ha sido descri-
ta detenidamente en el informe de la Comisión sobre
la labor realizada en su 27.° período de sesiones148.
Con arreglo al plan general aprobado por la Comisión,
el origen de la responsabilidad internacional constituye
el objeto de la primera parte del proyecto. Los 35 pro-
yectos de artículos que constituyen la primera parte, tal
como fueron aprobados provisionalmente en primera
lectura por la Comisión 149, tienen por objeto determinar
con qué fundamentos y en qué circunstancias puede
afirmarse que existe por parte de un Estado un hecho
internacionalmente ilícito que, como tal, es fuente de
responsabilidad internacional.

99. Los 35 artículos de la primera parte del proyecto
figuran en cinco capítulos. Se ha pedido a los gobiernos
de los Estados Miembros que presenten comentarios y
observaciones sobre las disposiciones de todos los ca-
pítulos. Las primeras observaciones sobre los capítulos I,
II y III se presentaron a la Comisión en sus períodos
de sesiones 32.° !5° y 33.° 1S1. Las observaciones última-
mente recibidas sobre estos capítulos, así como las re-
lativas a los capítulos IV y V, se presentaron a la Co-
misión en sus períodos de sesiones 34.° 152 y 35.° (A/
CN.4/362)153. Es de esperar que se recibirán más co-
mentarios y observaciones de los gobiernos de los Es-
tados Miembros antes de que la Comisión aborde la
segunda lectura de la primera parte del proyecto de
artículos.

100. La segunda parte del proyecto de artículos trata
del contenido, las formas y los grados de la responsa-

147 Anuario... 1980, vol. II (segunda parte), págs. 25 y ss.
14S Anuario... 1975, vol. II, págs. 60 a 64, documento

A/10010/Rev.l, cap. II, párrs. 38 a 51.
' * Para el texto de los artículos, véase Anuario... 1980,

vol. II (segunda parte), págs. 29 y ss.
150 A/CN.4/328 y Add.l a 4, reproducido en Anuario...

1980, vol. II (primera parte), pág. 92.
151 A/CN.4/342 y Add.l a 4, reproducido en Anuario...

1981, vol. II (primera parte), pág. 79.
152 A/CN.4/351 y Add.l a 3, reproducido en Anuario...

1982, vol. II (primera parte), pág. 17.
153 Reproducido en Anuario... 1983, vol. II (primera parte).

bilidad internacional, es decir, la determinación de las
consecuencias que el derecho internacional atribuye, en
las diferentes hipótesis, a un hecho internacionalmente
ilícito del Estado (consecuencias de un hecho interna-
cionalmente ilícito que acarrean una reparación y con-
secuencias que implican una sanción, relación entre
ambos tipos de consecuencias, formas concretas que
pueden revestir tanto la reparación como la sanción).
Una vez cumplida esa doble tarea esencial, la Comisión
podrá eventualmente decidir sobre la conveniencia de
agregar al proyecto una tercera parte concerniente al
modo de « hacer efectiva » la responsabilidad interna-
cional y a la solución de las controversias.

101. La Comisión empezó a examinar la segunda parte
del proyecto en su 32.° período de sesiones, en 1980,
con un informe preliminar 154 presentado por el Relator
Especial, Sir Willem Riphagen.
102. En el informe preliminar se analizaban en gene-
ral las diversas relaciones jurídicas nuevas (es decir,
los nuevos derechos y las obligaciones correspondientes)
que podían nacer del hecho internacionalmente ilícito
de un Estado según se define en la primera parte del
proyecto de artículos. En el informe preliminar, el Re-
lator Especial establecía tres parámetros relativos a las
nuevas relaciones jurídicas que podían nacer del hecho
internacionalmente ilícito de un Estado. El primer pa-
rámetro eran las nuevas obligaciones del Estado autor
del hecho internacionalmente ilícito; el segundo, los
nuevos derechos del Estado « lesionado »; y el tercero,
la posición de los « terceros » Estados con respecto a
la situación creada por el hecho internacionalmente ilí-
cito 155.

103. La Asamblea General, en su resolución 35/163,
de 15 de diciembre de 1980, recomendó, entre otras
cosas, que, teniendo en cuenta los comentarios presen-
tados por escrito por los gobiernos y las opiniones ex-
presadas en los debates celebrados en la Asamblea Ge-
neral, la Comisión prosiguiera su labor sobre la respon-
sabilidad de los Estados con objeto de iniciar la prepa-
ración del proyecto de artículos relativo a la segunda
parte del proyecto sobre la responsabilidad de los Es-
tados por hechos internacionalmente ilícitos, teniendo
en cuenta la necesidad de una segunda lectura de los
proyectos de artículos que constituyen la primera parte
del proyecto. La Asamblea General hizo una recomen-

154 Anuario... 1980, vol. II (primera parte), pág. 113, do-
cumento A/CN.4/330.

155 Para las opiniones expresadas por los miembros de la
Comisión, véase Anuario... 1980, vol. I, págs. 72 y ss., sesio-
nes 1597.' a 1601.a
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dación análoga en su resolución 36/114, de 10 de di-
ciembre de 1981, y, en términos generales, en su reso-
lución 37/111, de 16 de diciembre de 1982.

104. En su 33.° período de sesiones la Comisión tuvo
ante sí el segundo informe 156 presentado por el Relator
Especial, que contenía cinco proyectos de artículos re-
lativos al contenido, las formas y los grados de la res-
ponsabilidad internacional. Estos proyectos de artículos
se dividían en los dos capítulos siguientes : capítulo I,
« Principios generales » (arts. 1 a 3), y capítulo II,
« Obligaciones del Estado autor de un hecho interna-
cionalmente ilícito » (arts. 4 y 5)157. Al terminar el de-
bate sobre el segundo informe 158, la Comisión decidió
remitir los artículos 1 a 5 al Comité de Redacción, que,
sin embargo, no tuvo tiempo de examinarlos durante
el período de sesiones.

105. En su 34.° período de sesiones, la Comisión
tuvo ante sí el tercer informe 159 presentado por el Re-
lator Especial, que contenía seis proyectos de artículos
(arts. 1 a 6) para ser incluidos en la segunda parte
del proyecto 16°. Al final del debate 161 sobre el tercer
informe, la Comisión decidió remitir al Comité de Re-
dacción los artículos 1 a 6, tal como se habían pro-
puesto en el tercer informe, y confirmar la remisión de
los artículos 1 a 3, tal como habían sido propuestos
en el segundo informe, en la inteligencia de que el Co-
mité de Redacción prepararía disposiciones básicas y
examinaría si entre esas disposiciones debería figurar
un artículo del tenor del nuevo artículo 6. El Comité
de Redacción no examinó durante el 34.° período de
sesiones los artículos que le habían sido remitidos; esta
labor fue diferida hasta el presente período de sesiones
(v. infra, párr. 133).

B.—Examen del tema en el actual período de sesiones

106. En el actual período de sesiones, la Comisión tu-
vo ante sí el cuarto informe (A/CN.4/366 y Add.l)162

presentado por el Relator Especial.

107. Después de un breve examen de la situación de
los trabajos sobre el tema, el cuarto informe hacía un
« esbozo » del posible contenido de las partes segunda
y tercera del proyecto de artículos sobre la responsabi-
lidad de los Estados.

156 Anuario... 1981, vol. II (primera parte), pág. 87, docu-
mento A/CN.4/344.

157 P a r a e l texto de los proyectos de artículos, véase Anua-
rio... 1981, vol. II (segunda parte), pág. 150, notas 626 y 627.

158 Para las opiniones expresadas por los miembros de la
Comisión, véase Anuario... 1981, vol. I, págs. 125 y ss., sesio-
nes 1666.a a 1670.a, y págs. 206 y ss., sesiones 1682.a a 1684.a

159 Anuario... 1982, vol. II (primera parte), pág. 25, docu-
mento A/CN.4/354 y Add.l y 2.

160 para ei texto de los proyectos de artículos, véase Anua-
rio... 1982, vol. II (segunda parte), págs. 83 y 84.

161 para ias opiniones expresadas por los miembros de la
Comisión, véase Anuario... 1982, vol. I, págs. 210 y ss., se-
siones 1731.a a 1734.a, y págs. 243 y ss., sesiones 1736.a a
1738.a

162 Reproducido en Anuario... 1983, vol. II (primera parte).

108. Se consideraba que la Comisión debería exami-
nar pronto el posible contenido de la tercera parte del
proyecto de artículos, puesto que las perspectivas en lo
tocante a la manera de « hacer efectiva » la responsa-
bilidad internacional habían de influir en el modo en
que se elaborase la segunda parte. Se manifestaban du-
das en cuanto a la posibilidad de que los Estados estu-
viesen generalmente dispuestos a aceptar normas secun-
darias sobre la responsabilidad de los Estados de carácter
obligatorio a menos que hubiera una garantía en cuanto
a la imparcialidad de la determinación de los hechos y
a la interpretación y aplicación de las normas primarías,
necesariamente implícitas en todo hecho internacional-
mente ilícito.

109. En relación con este punto se planteó la cuestión
de si la Comisión debía considerar la posibilidad de
que sus trabajos diesen lugar a una convención, a una
adopción de los proyectos de artículos sobre la respon-
sabilidad de los Estados como una simple guía para los
Estados y los organismos internacionales a los que se
planteara la cuestión de la responsabilidad de los Esta-
dos, o bien, como solución intermedia, que los Estados
aceptaran en una convención los referidos artículos,
pero únicamente en caso de que una controversia entre
ellos relativa a la existencia de un acto internacional-
mente ilícito fuese sometida a un procedimiento inter-
nacional para dirimir las controversias.

110. En el informe se procedía luego a una « catego-
rización » de los actos internacionalmente ilícitos para
los efectos de hacer una distinción entre ellos atendien-
do a sus consecuencias jurídicas. Tomando como punto
de partida el artículo 19 (Crímenes y delitos internacio-
nales) de la primera parte del proyecto, se planteaba
primeramente en el informe la cuestión de si la segunda
parte debía tratar de las consecuencias jurídicas espe-
cíficas de la agresión, y la noción correspondiente de
legítima defensa individual y colectiva, en vista de que :
a) ambas nociones están ya previstas por las disposicio-
nes de la Carta de las Naciones Unidas y documentos
conexos tales como la Definición de la agresión 163 y la
Declaración sobre los principios de derecho internacio-
nal referentes a las relaciones de amistad y a la coope-
ración entre los Estados, de conformidad con la Carta
de las Naciones Unidas m; b) la Carta de las Naciones
Unidas también prevé ya un mecanismo de aplicación,
y c) hay una estrecha relación con otro tema que actual-
mente examina la Comisión, que es el del proyecto de
código de delitos contra la paz y la seguridad de la
humanidad.

111. A continuación se trataba en el informe de otros
crímenes internacionales aparte de la agresión y se enu-
meraban cuatro elementos de las consecuencias jurídicas
que son comunes a todos los crímenes internacionales,
a saber : 1) el carácter erga omnes de la ilicitud del
hecho; 2) la jurisdicción de las Naciones Unidas sobre
la situación; 3) la inaplicabilidad del deber de cada
Estado de abstenerse de intervenir en los asuntos de la

163 Resolución 3314 (XXIX) de la Asamblea General, de
14 de diciembre de 1974, anexo.

164 Resolución 2625 (XXV) de la Asamblea General, de 24
de octubre de 1970, anexo.
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jurisdicción interna de otro Estado, y 4) la obligación
de solidaridad entre todos los Estados fuera del Estado
autor.

112. En lo que concierne a los hechos internacional-
mente ilícitos que no son crímenes internacionales, el
informe señalaba tres aspectos de sus consecuencias ju-
rídicas : a) la determinación del Estado o los Estados
« lesionados »; b) el contenido de las nuevas relaciones
jurídicas creadas por el hecho internacionalmente ilícito,
y c) el posible escalonamiento de esas consecuencias
jurídicas.

113. Después de señalar que, en cuanto al contenido
de las nuevas relaciones jurídicas, pueden distinguirse
tres tipos —a saber : a) la reparación; b) la suspensión
o la anulación de la relación existente en el plano in-
ternacional, y c) las medidas de « autodefensa » para
garantizar el mantenimiento de los derechos—, el infor-
me pasaba a tratar de la cuestión de la admisibilidad de
las medidas de « autodefensa » que implicaran una vul-
neración de los derechos del Estado autor (represalias).

114. A este respecto se examinaba la inadmisibilidad
de los « actos de represalias que impliquen el uso de
la fuerza » y se señalaba la ausencia de consenso inter-
nacional en cuanto al alcance de esta regla.

115. En el informe se trataba luego de la cuestión de
la (in) admisibilidad de las represalias que constituyen
una violación de un « régimen objetivo », en el que las
obligaciones de los Estados interesados son paralelas
más que recíprocas; se mencionaba a este respecto la
importancia de un mecanismo de decisión colectiva.

116. Con respecto al posible escalonamiento de las
consecuencias jurídicas, se mencionaban las opiniones
de los autores sobre la materia, en el sentido de que
la intención de tomar represalias debe notificarse al Es-
tado autor, o incluso de que sólo pueden tomarse si se
ha dado al Estado autor la oportunidad de poner fin
a la violación y ofrecer reparación.

117. En el mismo contexto del posible escalonamiento,
se trataba en el informe de la importancia de contar
con procedimientos preestablecidos de solución de las
controversias relativas a la admisibilidad de las medi-
das de represalia.

118. Después de señalar la situación particular del
caso de la negativa de un Estado a continuar una coope-
ración gubernamental activa como consecuencia de un
hecho internacionalmente ilícito cometido por otro Es-
tado, el informe pasaba a referirse a la cuestión de la
identificación del Estado o los Estados lesionados.

119. Si bien reconocía que las obligaciones internacio-
nales normalmente son bilaterales y, por consiguiente,
su incumplimiento no da lugar a un problema en cuanto
a la identificación del Estado lesionado, se aludía nue-
vamente a la existencia de « regímenes objetivos », que
protegen intereses extraestatales y en tal virtud afectan
en principio a todos los demás Estados que participan
en el régimen del Estado lesionado, sin perjuicio de un
posible mecanismo de decisión colectiva establecido en
ese régimen para asegurar el cumplimiento de éste por
medio de medidas colectivas.

120. Por último, se consideraba la posibilidad de que
en el caso de una violación manifiesta de una obliga-
ción internacional impuesta por el régimen objetivo, que
destruyera el objeto y el fin de ese régimen, dejaría de
ser aplicable la inadmisibilidad de ciertas medidas re-
sultantes de la existencia de ese régimen.

121. La Comisión examinó el cuarto informe en sus
sesiones 1771.a a 1773.a, del 31 de mayo al 3 de junio
de 1983, y 1775.a a 1780.a, del 6 al 13 de junio de 1983.

122. Se estuvo generalmente de acuerdo en que la de-
terminación de todas las consecuencias jurídicas de to-
dos los hechos internacionalmente ilícitos constituía una
labor de gran magnitud, ya que abarcaba prácticamente
todo el ámbito del derecho internacional. No obstante,
la principal tendencia que se manifestó en los debates
era la de que la Comisión debía trabajar, al menos por
el momento, ante la perspectiva de unos proyectos de
artículos que hubiesen de ser incorporados, en defini-
tiva, en una convención general sobre la responsabilidad
de los Estados, que abarcaría todos los aspectos de la
materia y, en particular, trataría de las consecuencias
jurídicas de la agresión, de otros crímenes internacio-
nales, así como de simples incumplimientos de obliga-
ciones bilaterales. Varios miembros hicieron observar
que, aunque tal convención no fuese firmada ni ratifi-
cada por un gran número de Estados y, por consiguiente,
no entrara en vigor como tal, no dejaría de influir en
el comportamiento de los Estados y de constituir un
texto de referencia para los tribunales internacionales
y otros órganos internacionales que hubiesen de resolver
las cuestiones tratadas en esa convención.

123. En cuanto al vínculo entre las partes segunda y
tercera, varios miembros pusieron de relieve la necesi-
dad de elaborar la segunda parte antes de formarse una
opinión sobre el posible contenido de la tercera parte.
Muchos miembros reconocieron, en grados diversos, la
importancia de las disposiciones relativas al modo de
« hacer efectiva » la responsabilidad internacional para
la elaboración de la segunda parte, o por lo menos de
algunos de sus artículos. En relación con este punto,
se señaló que podían preverse, para los distintos casos
tratados en la segunda parte, diferentes mecanismos para
hacer efectiva la responsabilidad.

124. No hubo en la Comisión coincidencia de parece-
res con respecto al orden en que debería realizarse el
trabajo sobre la segunda parte. Varios miembros eran
partidarios de iniciarlos empezando por el examen de
las cuestiones menos controvertidas, tales como la repa-
ración bilateral en caso de relaciones bilaterales, ocu-
pándose a continuación de las represalias y luego de las
consecuencias jurídicas de los crímenes internacionales,
pero algunos otros miembros preferían empezar prime-
ro por el último de los puntos mencionados. Varios
miembros no tenían preferencias, siempre que las con-
secuencias jurídicas de los crímenes internacionales fue-
ran tratadas en la segunda parte.

125. Algunos miembros se mostraron reacios a tratar
en la segunda parte asuntos relacionados con el uso de
la fuerza armada en las relaciones internacionales, ya
que una iniciativa en este sentido podía suponer una
injerencia en las disposiciones de la Carta de las Na-
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dones Unidas, pero la mayoría de los miembros consi-
deraron que deberían indicarse en la segunda parte, por
lo menos en términos generales, las consecuencias jurí-
dicas del crimen internacional de agresión.

126. Con respecto a los « regímenes objetivos », varios
miembros —si bien descartaban o incluso rechazaban el
uso de esas palabras en el proyecto de artículos— acep-
taron la idea de que, en el contexto de la identificación
del Estado o los Estados lesionados, así como en el
de la inadmisibilidad de determinadas represalias, podía
hacerse una distinción entre los regímenes primarios que
establecían obligaciones paralelas y los regímenes pri-
marios que estipulaban obligaciones recíprocas. Otros
miembros expresaron ciertas dudas en cuanto a la po-
sibilidad de trazar una línea divisoria precisa entre los
dos tipos de regímenes, y algunos miembros se opusie-
ron totalmente a la existencia de « regímenes objetivos »
regionales.

127. Varios miembros aconsejaron que se procediera
con cautela al examinar la admisibilidad de las repre-
salias, en vista del peligro que implican de escalada de
los conflictos cuando la existencia del hecho internacio-
nalmente ilícito que da lugar al derecho de tomar re-
presalias es por sí misma objeto de controversia.

128. En cuanto a la inadmisibilidad de las represalias,
en caso de que se disponga de recursos internacionales,
mientras no hayan sido agotados tales recursos, varios
miembros manifestaron sus dudas. Se hizo observar, en
particular, que las represalias pueden tener el carácter
de medidas cautelares que, como tales, sólo podían te-
ner eficacia si se tomaban antes de agotados los re-
cursos.

129. Varios miembros señalaron la relación existente
entre la labor de la Comisión sobre la responsabilidad
de los Estados y la relativa al proyecto de código de
delitos contra la paz y la seguridad de la humanidad.
Si bien se reconocía que la responsabilidad de los in-
dividuos, en definitiva, estaba claramente comprendida
dentro del segundo tema y fuera del primero, era in-
evitable cierta coincidencia parcial entre ambos temas
en caso de que se decidiera incluir en el segundo los
crímenes cometidos por los Estados como tales 165.

130. Si bien la mayoría de los miembros de la Comi-
sión estuvieron de acuerdo en que la cuestión de las
represalias de beligerantes no debía tratarse dentro de
las normas sobre la responsabilidad de los Estados y
debía dejarse que evolucionara independientemente en
el contexto de la elaboración del derecho humanitario
aplicable en caso de conflictos armados, varios miem-
bros señalaron que las cuestiones relacionadas con el
« derecho diplomático » debían quedar comprendidas
dentro de las normas relativas a la responsabilidad de
los Estados, aun cuando reconocieron que en este ám-
bito está excluida la violación de la inmunidad diplo-
mática en concepto de represalias.

131. Algunos miembros pusieron de relieve la necesi-
dad de una mayor elaboración de las consecuencias
jurídicas reales de la noción de que algunos hechos in-

165 véase el capítulo II del presente informe.

ternacionalmente ilícitos sean considerados ilícitos erga
omnes, en particular con respecto a la cuestión de las
respuestas de los distintos Estados a tales actos.
132. Un miembro sugirió que, a fin de indicar el en-
foque que debería seguirse en el futuro, el primer ar-
tículo de la segunda parte se redactase en los siguientes
términos :

Artículo 1

1. La responsabilidad internacional de un Estado nacida
de conformidad con las disposiciones de la primera parte de
los presentes artículos consistirá en las consecuencias jurídicas
negativas para ese Estado de su hecho internacionalmente ilí-
cito según el derecho internacional.

2. De conformidad con el párrafo 1 y teniendo debidamente
en cuenta cada caso concreto y sus circunstancias, la respon-
sabilidad internacional del Estado consistirá, en particular, en
que ese Estado :

a) estará sujeto a las medidas y la acción previstas en la
Carta de las Naciones Unidas, incluido su Capítulo VII, y
tomadas o ejercidas de conformidad con la Carta de las Na-
ciones Unidas, o a medidas autorizadas en aplicación de las
disposiciones de dicha Carta;

b) estará sujeto a las restricciones establecidas en derecho
internacional, incluidas las restricciones relativas al uso de su
territorio o a los derechos concernientes a él, o a ambas cosas;

c) deberá reparar el daño causado y, de ser necesario, resta-
blecer la situación jurídica anterior y los derechos e intereses
que se hayan vulnerado;

d) deberá tomar las medidas y ejercer la acción prescritas
por el derecho internacional, incluidos los acuerdos internacio-
nales aplicables;

é) deberá dar la debida satisfacción al Estado o los Estados
lesionados;

/) deberá ejercitar la acción penal contra las personas que
hubieren cometido los hechos que den lugar a su responsa-
bilidad internacional.

Los demás miembros hicieron objeciones a la inclu-
sión de este párrafo por estimar que estaba redactado
en términos demasiado vagos. En general, dijeron que
el primer artículo de la segunda parte del proyecto so-
bre la responsabilidad de los Estados debía ser un texto
sencillo de transición entre la primera y la segunda
parte.
133. En su 1806.a sesión, el 18 de julio de 1983, la
Comisión, por recomendación del Comité de Redacción,
aprobó provisionalmente los artículos 1, 2, 3 y 5, que
habían sido remitidos al Comité en el anterior período
de sesiones (véase supra, párr. 105). El texto de esos
artículos y sus correspondientes comentarios figura a
continuación.

C.—Proyecto de artículos sobre la responsabilidad
de los Estados

Segunda parte.—Contenido, form y a s
de la responsabilidad i n t e r n a

Artículo 1

La responsabilidad internacional de un Estado que,
de conformidad con las disposiciones de la primera parte,
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nace DE UN HECHO INTERNACIONALMENTE ILÍCITO COMETIDO POR
ese ESTADO PRODUCE CONSECUENCIAS JURÍDICAS SEGÚN LO DIS-
puesto EN LA PRESENTE PARTE.

COMENTARIO

1) EL ÚNICO OBJETO DE ESTE ARTÍCULO ES SERVIR DE TRAN-
sición Y ESTABLECER UN VÍNCULO ENTRE LA PRIMERA PARTE,
relativa A LAS CONDICIONES EN QUE NACE LA RESPONSABILIDAD
internacional DE UN ESTADO, Y LA SEGUNDA PARTE, EN LA
que SE DETERMINAN LAS CONSECUENCIAS JURÍDICAS DEL HECHO
internacionalmente ILÍCITO.

2) COMO SE DESPRENDERÁ DE LAS DISPOSICIONES DE LA
segunda PARTE, ESAS CONSECUENCIAS JURÍDICAS CONSISTEN,
en PRIMER LUGAR, EN NUEVAS OBLIGACIONES DEL ESTADO
AUTOR, TALES COMO LA OBLIGACIÓN DE PRESTAR REPARACIÓN.
LAS CONSECUENCIAS JURÍDICAS PUEDEN INCLUIR TAMBIÉN NUE-
VOS DERECHOS DE OTROS ESTADOS, EN PARTICULAR DEL ESTADO
O LOS ESTADOS LESIONADOS, COMO EL DERECHO A TOMAR CON-
TRAMEDIDAS.

3) CON RESPECTO A DETERMINADOS HECHOS INTERNACIONAL-
mente ILÍCITOS, OTRA CONSECUENCIA JURÍDICA PUEDE SER QUE
todo ESTADO QUE NO SEA EL ESTADO AUTOR TIENE LA OBLIGA-
ción DE RESPONDER AL HECHO.

4) LO QUE ANTECEDE SE REFIERE A LAS CONSECUENCIAS JU-
rídicas EN LO QUE RESPECTA A LAS RELACIONES JURÍDICAS ENTRE
ESTADOS. SIN EMBARGO, EL ARTÍCULO 1 NO IMPIDE QUE UN
hecho INTERNACIONALMENTE ILÍCITO TENGA CONSECUENCIAS
jurídicas EN LAS RELACIONES ENTRE ESTADOS Y OTROS « SUJE-
tos » DE DERECHO INTERNACIONAL.

ARTÍCULO 2

SIN PERJUICIO DE LO DISPUESTO EN LOS ARTÍCULOS [4] Y 5,
las CONSECUENCIAS JURÍDICAS DE TODO HECHO INTERNACIONAL-
mente ILÍCITO DE UN ESTADO SE RIGEN POR LAS DISPOSICIONES
de LA PRESENTE PARTE, SALVO EN LOS CASOS Y EN LA MEDIDA EN
que ESAS CONSECUENCIAS JURÍDICAS HAYAN SIDO DETERMINADAS
por OTRAS REGLAS DE DERECHO INTERNACIONAL QUE SE REFIERAN
específicamente AL HECHO INTERNACIONALMENTE ILÍCITO DE
que SE TRATE.

COMENTARIO

1) EN EL ARTÍCULO 2 SE ESTABLECE EL CARÁCTER SUPLETORIO
de LAS DISPOSICIONES DE LA SEGUNDA PARTE. EN REALIDAD,
los ESTADOS, AL CREAR DERECHOS Y OBLIGACIONES « PRIMA-
rias » ENTRE ELLOS, PUEDEN MUY BIEN AL PROPIO TIEMPO
—O EN UN MOMENTO ULTERIOR, ANTES DE QUE SE INCUMPLA
la OBLIGACIÓN « PRIMARIA » ESTABLECIDA— DETERMINAR LAS
consecuencias JURÍDICAS, ENTRE ELLOS, DEL HECHO INTERNA-
cionalmente ILÍCITO DE QUE SE TRATE.

2) ESTAS CONSECUENCIAS JURÍDICAS PREDETERMINADAS PUE-
den SER DIFERENTES DE LAS EXPUESTAS EN LA SEGUNDA PARTE.
ASÍ, POR EJEMPLO, LOS ESTADOS PARTES EN UN TRATADO MUL-
tilateral POR EL QUE SE ESTABLEZCA ENTRE ELLOS UNA UNIÓN
aduanera PUEDEN ELEGIR PARA GARANTIZAR SU EFECTIVIDAD
otro SISTEMA DISTINTO DE LAS CONSECUENCIAS JURÍDICAS NOR-
males DE LOS HECHOS INTERNACIONALMENTE ILÍCITOS (OBLIGA-
ción DE REPARACIÓN, DERECHO A TOMAR CONTRAMEDIDAS).

SIN EMBARGO, LOS ESTADOS, INTER SE, NO PUEDEN PREVER
consecuencias JURÍDICAS DEL INCUMPLIMIENTO DE SUS OBLI-
gaciones RECÍPROCAS QUE AUTORICEN ACTOS CONTRARIOS A
normas IMPERATIVAS DE DERECHO INTERNACIONAL GENERAL NI
eludir LA SUPERVISIÓN DE LOS ÓRGANOS COMPETENTES DE LAS
NACIONES UNIDAS EN VIRTUD DE SUS RESPONSABILIDADES CON
respecto AL MANTENIMIENTO DE LA PAZ Y LA SEGURIDAD IN-
TERNACIONALES.

3) LAS PRIMERAS PALABRAS DEL ARTÍCULO 2 TIENEN POR
objeto recordar estas limitaciones 16é.

ARTÍCULO 3

SIN PERJUICIO DE LO DISPUESTO EN LOS ARTÍCULOS [4] Y 5,
las REGLAS DE DERECHO INTERNACIONAL CONSUETUDINARIO CON-
tinuarán RIGIENDO LAS CONSECUENCIAS JURÍDICAS DE UN HECHO
internacionalmente ILÍCITO DE UN ESTADO QUE NO ESTÉN PRE-
vistas EN LAS DISPOSICIONES DE LA PRESENTE PARTE.

COMENTARIO

1) LAS CONSECUENCIAS JURÍDICAS DE UN HECHO INTERNACIO-
nalmente ILÍCITO PUEDEN SER DISTINTAS DE LAS DIRECTAMENTE
relacionadas CON NUEVAS OBLIGACIONES DEL ESTADO AUTOR
y NUEVOS DERECHOS U OBLIGACIONES DE OTRO ESTADO O DE
otros ESTADOS. ASÍ, POR EJEMPLO, EN EL ARTÍCULO 52 DE
la CONVENCIÓN DE VIENA SOBRE EL DERECHO DE LOS TRATA-
DOS, DE 1969 w, SE DECLARA

[...] nulo todo tratado* cuya celebración se haya obtenido
por la amenaza o el uso de la fuerza en violación de los prin-
cipios de derecho internacional incorporados en la Carta de
las Naciones Unidas.

OTRO EJEMPLO ES EL QUE OFRECE EL APARTADO B DEL PÁRRA-
fo 2 DEL ARTÍCULO 62 DE LA MISMA CONVENCIÓN, EN EL
que SE DICE QUE :

Un cambio fundamental en las circunstancias no podrá ale-
garse como causa para dar por terminado un tratado o reti-
rarse de él :

[...]
b) si el cambio fundamental resulta de una violación, por la

parte que lo alega, de una obligación nacida del tratado o de
toda otra obligación internacional con respecto a cualquier
otra parte del tratado.

ESTOS TIPOS DE CONSECUENCIAS JURÍDICAS NO SE TRATARÁN
en LA SEGUNDA PARTE DEL PRESENTE PROYECTO DE ARTÍCULOS.

2) A ESE RESPECTO CABE RECORDAR QUE LA CORTE INTERNA-
cional DE JUSTICIA, EN SU OPINIÓN CONSULTIVA SOBRE LAS
CONSECUENCIAS JURÍDICAS PARA LOS ESTADOS DE LA CONTI-
nuada PRESENCIA DE SUDÁFRICA EN NAMIBIA (AFRICA SUD-
OCCIDENTAL) NO OBSTANTE LA RESOLUCIÓN 276 (1970) DEL
Consejo de Seguridad m, expresó la opinión de que la

166 Dado que, en su 35.° período de sesiones, la Comisión
no tomó ninguna decisión con respecto a la formulación de
un artículo relativo a las normas imperativas, la referencia al
artículo 4 se ha puesto entre corchetes.

167 Naciones Unidas, Anuario Jurídico 1969 (N.° de venta:
S.71.V.4), pág. 151. Denominada en adelante « Convención de
Viena ».

168 CIJ. Recueil 1971, pág. 16.
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mayoría DE LOS ARTÍCULOS DE LA CONVENCIÓN DE VIENA
son DECLARATIVOS DE NORMAS DE DERECHO INTERNACIONAL
consuetudinario YA EXISTENTES.

3) EN TODO CASO, LA SEGUNDA PARTE NO SERÁ EXHAUSTIVA
en LO QUE RESPECTA A LAS CONSECUENCIAS JURÍDICAS DE LOS
hechos INTERNACIONALMENTE ILÍCITOS.

Artículo 5

Las consecuencias jurídicas de un hecho internacional-
mente ilícito de un Estado enunciadas en las disposicio-
nes de la presente parte estarán sujetas, según correspon-
da, a las disposiciones y procedimientos de la Carta de
las Naciones Unidas relativos al mantenimiento de la paz
y la seguridad internacionales.

Comentario

1) EN LA SEGUNDA PARTE SE INDICARÁN LAS CONSECUENCIAS
jurídicas DE UN HECHO INTERNACIONALMENTE ILÍCITO EN LO
que RESPECTA A LAS NUEVAS OBLIGACIONES Y LOS NUEVOS DE-
rechos DE LOS ESTADOS.

2) A priori NO CABE EXCLUIR QUE, EN DETERMINADAS CIR-
CUNSTANCIAS, EL CUMPLIMIENTO DE ESAS OBLIGACIONES Y/O
el EJERCICIO DE ESOS DERECHOS PUEDAN PROVOCAR UNA SITUA-
ción QUE GUARDE RELACIÓN CON EL MANTENIMIENTO DE LA
paz Y LA SEGURIDAD INTERNACIONALES. EN ESAS CIRCUNSTAN-
cias CONCRETAS SERÁN APLICABLES LAS DISPOSICIONES Y LOS
procedimientos DE LA CARTA DE LAS NACIONES UNIDAS QUE
podrán ORIGINAR MEDIDAS QUE NO ESTÉN EN CONSONANCIA
con LAS DISPOSICIONES GENERALES DE LA SEGUNDA PARTE. EN
PARTICULAR, EL MANTENIMIENTO DE LA PAZ Y LA SEGURIDAD
podrá 169 EXIGIR QUE POR EL MOMENTO NO SE TOMEN CON-
tramedidas EN RESPUESTA A UN HECHO INTERNACIONALMENTE
ILÍCITO. A ESTE RESPECTO CABE SEÑALAR QUE, INCLUSO EN VIR-
tud DE LA DEFINICIÓN DE LA AGRESIÓN, EL CONSEJO DE SE-
guridad ESTÁ FACULTADO PARA CONCLUIR

[...] que la determinación de que se ha cometido un acto
de agresión no estaría justificada a la luz de otras circunstan-
cias pertinentes, incluido el hecho de que los actos de que
se trata o sus consecuencias no son de suficiente gravedad 17°.

R-

169 En la opinión del órgano competente de las Naciones
Unidas.

™ Resolución 3314 (XXIX) de la Asamblea General, de
14 de diciembre de 1974, anexo, art. 2.



CAPÍTULO V

ESTATUTO D E L C O R R E O DIPLOMÁTICO Y D E L A VALIJA DIPLOMÁTICA
NO ACOMPAÑADA POR U N C O R R E O DIPLOMÁTICO

A.—INTRODUCCIÓN

134. LA COMISIÓN DE DERECHO INTERNACIONAL COMENZÓ
su EXAMEN DEL TEMA RELATIVO AL ESTATUTO DEL CORREO DI-
plomático Y DE LA VALIJA DIPLOMÁTICA NO ACOMPAÑADA
por UN CORREO DIPLOMÁTICO EN SU 29.° PERÍODO DE SESIO-
NES, DE 1977, DE CONFORMIDAD CON LA RESOLUCIÓN 31 /76
de LA ASAMBLEA GENERAL, DE 13 DE DICIEMBRE DE 1976.
EN SU 30.° PERÍODO DE SESIONES, EN 1978, LA COMISIÓN
examinó EL INFORME DEL GRUPO DE TRABAJO SOBRE EL TEMA,
presentado POR EL PRESIDENTE DEL GRUPO, SR. ABDULLAH
EL-ERIAN. EL RESULTADO DEL ESTUDIO REALIZADO POR EL GRU-
po DE TRABAJO FUE SOMETIDO A LA ASAMBLEA GENERAL EN
su TRIGÉSIMO TERCER PERÍODO DE SESIONES, EN 1978 m . LA
ASAMBLEA GENERAL, EN ESE PERÍODO DE SESIONES, DESPUÉS
de HABER EXAMINADO LOS RESULTADOS DEL TRABAJO DE LA
COMISIÓN, RECOMENDÓ EN SU RESOLUCIÓN 33/139 , DE 19
de DICIEMBRE DE 1978 :

[...] que la Comisión de Derecho Internacional continúe el
estudio, con inclusión de las cuestiones que ya ha identificado,
relativo al estatuto del correo diplomático y de la valija diplo-
mática no acompañada por un correo diplomático, a la luz
de las observaciones formuladas, durante el debate sobre este
tema en la Sexta Comisión, en el trigésimo tercer período de
sesiones de la Asamblea General y de los comentarios que
presentarán los Estados Miembros, con miras a la posible ela-
boración de un instrumento jurídico adecuado [...].

135. EN SU RESOLUCIÓN 33/140, DE 19 DE DICIEMBRE
de 1978, LA ASAMBLEA GENERAL DECIDIÓ :

[...] que la Asamblea General examine nuevamente esa
cuestión, y [expresó] su opinión de que, a menos que los
Estados Miembros indiquen la conveniencia de una más pron-
ta consideración, sería apropiado hacerlo cuando la Comisión
de Derecho Internacional presente a la Asamblea los resul-
tados de su labor sobre la posible elaboración de un instru-
mento jurídico apropiado relativo al estatuto del correo diplo-
mático y de la valija diplomática no acompañada por un correo
diplomático.

136. EN SU 31.° PERÍODO DE SESIONES, EN 1979, LA CO-
misión VOLVIÓ A CONSTITUIR UN GRUPO DE TRABAJO, QUE
estudió LAS CUESTIONES RELATIVAS AL ESTATUTO DEL CORREO
diplomático Y DE LA VALIJA DIPLOMÁTICA NO ACOMPAÑADA
por UN CORREO DIPLOMÁTICO. POR RECOMENDACIÓN DEL GRU-
po DE TRABAJO, LA COMISIÓN, EN ESE PERÍODO DE SESIONES,
nombró AL SR. ALEXANDER YANKOV RELATOR ESPECIAL DEL
tema Y LLEGÓ A LA CONCLUSIÓN DE QUE SE LE CONFIARÍA LA

preparación DE UNA SERIE DE PROYECTOS DE ARTÍCULOS PARA
un instrumento jurídico apropiado m.

137. EN SU 32.° PERÍODO DE SESIONES, EN 1980, LA CO-
misión TUVO A LA VISTA UN INFORME PRELIMINAR PRESENTADO
por EL RELATOR ESPECIAL173 Y TAMBIÉN UN DOCUMENTO DE
trabajo preparado por la Secre tar ía m . En el mismo
período DE SESIONES, LA COMISIÓN DEDICÓ UN DEBATE GE-
neral AL INFORME PRELIMINAR175. LA ASAMBLEA GENERAL,
en SU RESOLUCIÓN 35 /163 , DE 15 DE DICIEMBRE DE 1980,
recomendó QUE LA COMISIÓN, TENIENDO EN CUENTA LOS
comentarios PRESENTADOS POR ESCRITO POR LOS GOBIERNOS
y LAS OPINIONES EXPRESADAS EN LOS DEBATES CELEBRADOS
por LA ASAMBLEA GENERAL, CONTINUASE SU LABOR SOBRE EL
tema CON MIRAS A LA POSIBLE ELABORACIÓN DE UN INSTRU-
mento JURÍDICO ADECUADO.

138. EN SU 33.° PERÍODO DE SESIONES, EN 1981, LA CO-
misión TUVO ANTE SÍ EL SEGUNDO INFORME PRESENTADO POR
el RELATOR ESPECIAL176 QUE CONTENÍA EL TEXTO DE SEIS PRO-
yectos DE ARTÍCULOS QUE CONSTITUÍAN LA PARTE I, TITULADA
« DISPOSICIONES GENERALES » 177. LOS SEIS PROYECTOS DE AR-
tículos COMPRENDÍAN TRES CUESTIONES PRINCIPALES, A SA-
ber : EL ÁMBITO DE APLICACIÓN DE LOS PROYECTOS DE ARTÍCU-
los RELATIVOS AL TEMA, LOS TÉRMINOS EMPLEADOS Y LOS PRIN-
cipios GENERALES DEL DERECHO INTERNACIONAL APLICABLES AL
estatuto DEL CORREO DIPLOMÁTICO Y DE LA VALIJA DIPLO-
MÁTICA.

139. LA COMISIÓN, DESPUÉS DE EXAMINAR EL SEGUNDO IN-
forme DEL RELATOR ESPECIAL EN ESE MISMO PERÍODO DE

171 Véase Anuario... 1978, vol. II (segunda parte), págs. 135
y ss.j párrs. 137 a 144.

172 Para una reseña histórica de los trabajos de la Comi-
sión sobre el tema, véanse a) los informes de la Comisión :
Anuario... 1979, vol. II (segunda parte), págs. 204 y 205,
párrs. 149 a 155; Anuario... 1980, vol. II (segunda parte),
págs. 158 a 161, párrs. 145 a 176; Anuario... 1981, vol. II
(segunda parte), págs. 167 y ss., párrs. 228 a 249; Anuario...
1982, vol. II (segunda parte), págs. 121 y ss., párrs. 199 a
249, y b) los informes del Relator Especial : informe pre-
liminar, Anuario... 1980, vol. II (primera parte), pág. 243,
documento A/CN.4/335; segundo informe, Anuario... 1981,
vol. II (primera parte), pág. 167, documento A/CN.4/347 y
Add.l y 2; tercer informe, Anuario... 1982, vol. II (primera
parte), pág. 301, documento A/CN.4/359 y Add.l.

173 Véase supra, nota 172, apartado b.
™ A/CN.4/WP.5.
175 Véase Anuario... 1980, vol. I, págs. 261 a 266, 1634.a

sesión, págs. 275 a 277, 1636.a sesión, y págs. 283 a 286,
1637.a sesión; y Anuario... 1980, vol. II (segunda parte), pá-
ginas 159 a 161, párrs. 162 a 176.

176 Véase supra, nota 172, apartado b.
177 Para el texto de los seis proyectos de artículos, véase

Anuario... 1981, vol. II (segunda parte), págs. 167 a 170,
notas 679 a 683.
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sesiones, remitió los seis proyectos de artículos al Co-
mité de Redacción, pero éste no los examinó por falta
de tiempo178.
140. En su 34.° período de sesiones, en 1982, la Co-
misión tuvo ante sí el tercer informe presentado por
el Relator Especial ™. Como los seis proyectos de ar-
tículos que figuraban en el segundo informe no habían
sido examinados por el Comité de Redacción, el Relator
Especial los reexaminó, a la luz de las deliberaciones
de la CDI y de la Sexta Comisión, en el trigésimo sexto
período de sesiones de la Asamblea General180 y los pre-
sentó de nuevo en el tercer informe, con las modificacio-
nes introducidas. El tercer informe, que constaba de dos
partes, contenía 14 proyectos de artículos. En la primera
parte del informe, relativa a las « Disposiciones genera-
les », figuraban los seis proyectos de artículos siguientes :
« Ámbito de aplicación de los presentes artículos » (ar-
tículo 1) M1, « Correos y valijas no comprendidos en el
ámbito de aplicación de los presentes artículos » (artícu-
lo 2) m, « Términos empleados » (art. 3)183, « Libertad

178 Anuario... 1981, vol. I, págs. 257 a 263, 1691.* sesión,
y págs. 276 a 283, sesiones 1693.a y 1694.a; y Anuario... 1981,
vol. II (segunda parte), págs. 167 y ss., párrs. 230 a 249.

179 Véase supra, nota 172, apartado b.
180 véase « Resumen por temas preparado por la Secreta-

ría de los debates celebrados en la Sexta Comisión sobre el
informe de la CDI durante el trigésimo sexto período de se-
siones de la Asamblea General » (A/CN.4/L.339), secc. F.

181 El proyecto de artículo 1 revisado decía lo siguiente :
« Artículo 1.—Ámbito de aplicación de los presentes artículos

» Los presentes artículos se aplicarán a las comunicaciones
de los Estados para todos los fines oficiales con sus misiones
diplomáticas, oficinas consulares, misiones especiales o mi-
siones permanentes o delegaciones, dondequiera que se en-
cuentren, así como a las comunicaciones oficiales de esas
misiones y delegaciones con el Estado que envía o entre
ellas, por medio de correos diplomáticos y valijas diplomáti-
cas o de correos y valijas consulares o correos y valijas de
las misiones especiales, misiones permanentes o delegaciones. »

i*2 El proyecto de artículo 2 decía lo siguiente :

« Artículo 2.—Correos y valijas no comprendidas en el
ámbito de aplicación de los presentes artículos

» 1. Los presentes artículos no se aplicarán a los correos
y valijas utilizados para todos los fines oficiales por organi-
zaciones internacionales.

» 2. El hecho de que los presentes artículos no se apli-
quen a los correos y valijas utilizados para todos los fines
oficiales por organizaciones internacionales no afectará :

» a) al estatuto jurídico de tales correos y valijas;
» b) a la aplicación a tales correos y valijas en cualesquie-

ra normas enunciadas en los presentes artículos con respec-
to a las facilidades, privilegios e inmunidades que se conce-
dan en virtud del derecho internacional independientemente
de los presentes artículos. »
183 El proyecto de artículo 3 revisado decía lo siguiente :

«Artículo 3.—Términos empleados
» 1. Para los efectos de los presentes artículos :

» 1) se entiende por " correo diplomático " una persona
debidamente autorizada por las autoridades competentes del
Estado que envía a quien se confía la custodia, el transporte
y la entrega de la valija diplomática a las misiones diplo-
máticas, las oficinas consulares, las misiones especiales, las
misiones permanentes o las delegaciones del Estado que
envía, dondequiera que se encuentre;

» 2) se entiende por " correo diplomático ad hoc " un
funcionario del Estado que envía a quien se ha encargado

de comunicación para todos los fines oficiales realizada
por medio de correos diplomáticos y valijas diplomáti-
cas » (art. 4) m, « Obligación de respetar el derecho in-

la función de correo diplomático para uno o varios casos
especiales;

» 3) se entiende por " valija diplomática " todos los bul-
tos que contengan correspondencia oficial, documentos y ob-
jetos destinados exclusivamente al uso oficial y que vayan
provistos de signos exteriores visibles indicadores de su ca-
rácter, utilizados para las comunicaciones entre el Estado que
envía y sus misiones diplomáticas, oficinas consulares, misio-
nes especiales, misiones permanentes o delegaciones, donde-
quiera que se encuentren, expedidos por medio de un correo
diplomático o del comandante de un buque o una aeronave
comercial o remitidos por correo o de otra forma, ya sea por
vía terrestre, marítima o aérea;

» 4) se entiende por " Estado que envía " el Estado
que expide una valija diplomática, con o sin un correo, a sus
misiones diplomáticas, oficinas consulares, misiones especiales,
misiones permanentes o delegaciones, dondequiera que se en-
cuentren;

» 5) se entiende por " Estado receptor " el Estado en
cuyo territorio :

» a) se encuentran misiones diplomáticas, oficinas consu-
lares, misiones especiales o misiones permanentes, o

» b) se celebra la reunión de un órgano de una organi-
zación internacional o una conferencia internacional; *

» 6) se entiende por " Estado de tránsito " el Estado
por cuyo territorio el correo diplomático o la valija diplomá-
tica pasan al Estado receptor;

» 7) se entiende por " misión diplomática " una misión
permanente en el sentido de la Convención de Viena sobre
relaciones diplomáticas, de 18 de abril de 1961;

» 8) se entiende por " oficina consular " todo consulado
general, consulado, viceconsulado o agencia consular en el
sentido de la Convención de Viena sobre relaciones consula-
res, de 24 de abril de 1963;

» 9) se entiende por " misión especial " una misión tem-
poral, que tenga carácter representativo del Estado, enviada
por un Estado ante otro Estado con el consentimiento de
este último para tratar con él asuntos determinados o reali-
zar ante él un cometido determinado;

» 10) se entiende por " misión permanente " una misión
de índole permanente, que tenga carácter representativo del
Estado, enviada por un Estado miembro de una organización
internacional ante esa organización;

» 11) se entiende por "delegación" la delegación en-
viada por un Estado para participar en su nombre en las de-
liberaciones de un órgano de una organización internacional
o una conferencia;

» 12) se entiende por " organización internacional " una
organización intergubernamental.

» 2. Las disposiciones de los apartados 1, 2 y 3 del pá-
rrafo 1, relativas a las expresiones " correo diplomático ",
" correo diplomático ad hoc " y " valija diplomática ", también
son aplicables al correo consular y el correo consular espe-
cial, a los correos y los correos ad hoc de misiones especia-
les, misiones permanentes o delegaciones y a la valija con-
sular y las valijas de misiones especiales, misiones perma-
nentes o delegaciones del Estado que envía.

» 3. Las disposiciones de los párrafos 1 y 2 sobre los tér-
minos empleados en los presentes artículos se entenderán sin
perjuicio del empleo de esos términos o del sentido que se
les pueda dar en otros instrumentos internacionales o en el
derecho interno de cualquier estado.
184 El proyecto de artículo 4 revisado decía lo siguiente :

Artículo 4.—Libertad de comunicación para todos los fines
oficiales realizada por medio de correos diplomáticos

y valijas diplomáticas
» 1. El Estado receptor permitirá y protegerá en su terri-

torio la libre comunicación del Estado que envía para todos
(Continúa en la página siguiente.)
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ternacional y las leyes y reglamentos del Estado receptor
y el Estado de tránsito » (art. 5)185 y « No discriminación
y reciprocidad » (art. 6) m. La segunda parte del infor-
me, relativa al « Estatuto del correo diplomático, el co-
rreo diplomático ad hoc y el comandante de un buque o
una aeronave comercial que transporte una valija diplo-
mática », contenía ocho proyectos de artículos : « Acre-
ditación de la calidad de correo diplomático » (art. 7)187,
« Nombramiento de un correo diplomático » (art. 8)188,

(Continuación de la nota 184.)

los fines oficiales con sus misiones diplomáticas, oficinas con-
sulares, misiones especiales, misiones permanentes o delega-
ciones, así como entre esas misiones, oficinas consulares y
delegaciones, dondequiera que se encuentren, conforme a lo
dispuesto en el artículo 1.

» 2. El Estado de tránsito facilitará la libre comunicación
por su territorio realizada por medio de los correos diplo-
máticos y las valijas diplomáticas a que se refiere el párra-
fo 1 de este artículo. »
145 El proyecto de artículo 5 revisado decía lo siguiente :
" Artículo 5.—Obligación de respetar el derecho internacional

y las leyes y reglamentos del Estado receptor
y el Estado de tránsito

» 1. Sin perjuicio de las facilidades, los privilegios y las
inmunidades otorgados a un correo diplomático, el Estado
que envía y su correo diplomático deberán respetar las nor-
mas de derecho internacional y las leyes y reglamentos del
Estado receptor y el Estado de tránsito.

» 2. El correo diplomático también está obligado, en el
desempeño de sus funciones, a no inmiscuirse en los asuntos
internos del Estado receptor y el Estado de tránsito.

» 3. El alojamiento temporal del correo diplomático no
deberá ser utilizado de manera incompatible con sus funcio-
nes tal como están enunciadas en los presentes artículos, en
las disposiciones pertinentes de la Convención de Viena sobre
relaciones diplomáticas, de 1961, o en otras normas de dere-
cho internacional general o en los acuerdos particulares que
estén en vigor entre el Estado que envía y el Estado receptor
o el Estado de tránsito. »
186 El proyecto de artículo 6 decía lo siguiente :

« Articulo 6.—No discriminación y reciprocidad
» 1. En la aplicación de las disposiciones de los presentes

artículos no se hará ninguna discriminación entre los Es-
tados con respecto al trato de los correos diplomáticos y las
valijas diplomáticas.

» 2. Sin embargo, no se considerará discriminatorio :
» a) que el Estado receptor aplique restrictivamente cual-

quiera de las disposiciones de los presentes artículos porque
así se aplique esa disposición a sus correos diplomáticos y
valijas diplomáticas en el Estado que envía;

» b) que, por costumbre o acuerdo, los Estados modifiquen
entre sí el alcance de las facilidades, los privilegios y las
inmunidades aplicables a sus correos diplomáticos y valijas
diplomáticas, siempre que tal modificación no sea incompa-
tible con el objeto y el fin de los presentes artículos y no
afecte al disfrute de los derechos ni al cumplimiento de las
obligaciones de terceros Estados. »
187 El proyecto de artículo 7 decía lo siguiente :

« Artículo 7.—Acreditación de la calidad
del correo diplomático

» El correo diplomático deberá llevar consigo, además de
su pasaporte, un documento oficial en el que conste su ca-
lidad de tal y el número de paquetes que constituyan la
valija diplomática acompañada por él. »
188 El proyecto de artículo 8 decía lo siguiente :

« Artículo 8.—Nombramiento de un correo diplomático
» Con sujeción a las disposiciones de los artículos 9, 10

y 11, los correos diplomáticos y los correos diplomáticos ad
hoc serán nombrados libremente por las autoridades compe-
tentes del Estado que envía o por sus misiones diplomáticas,
oficinas consulares, misiones especiales, misiones permanen-

« Nombramiento de la misma persona por dos o más
Estados como correo diplomático» (art. 9)189, « Nacio-
nalidad del correo diplomático » (art. 10) m, «Funcio-
nes del correo diplomático» (art. Il)191, «Comienzo
de las funciones del correo diplomático » (art. 12)19Z,
« Cesación de las funciones del correo diplomático »
(art. 13)193 y « Declaración de persona non grata o no
aceptable » (art. 14) m.

tes o delegaciones, y se les permitirá desempeñar sus fun-
ciones en el territorio del Estado receptor o del Estado de
tránsito. »
189 El proyecto de artículo 9 decía lo siguiente :

« Artículo 9.—Nombramiento de la misma persona
por dos o más Estados como correo diplomático

» Dos o más Estados podrán nombrar a la misma persona
como correo diplomático o como correo diplomático ad hoc. »
190 El proyecto de artículo 10 decía lo siguiente :

« Artículo 10.—Nacionalidad del correo diplomático
» 1. El correo diplomático deberá, en principio, tener la

nacionalidad del Estado que envía.
» 2. Los correos diplomáticos no podrán ser nombrados

entre personas que tengan la nacionalidad del Estado recep-
tor salvo con el consentimiento expreso de dicho Estado, que
podrá retirarlo en cualquier momento.

» 3. El Estado receptor podrá reservarse el mismo derecho
previsto en el párrafo 2 con respecto a :

» a) los nacionales del Estado que envía que sean residen-
tes permanentes del Estado receptor;

» b) los nacionales de un tercer Estado que no sean tam-
bién nacionales del Estado que envía.

» 4. La aplicación de este artículo se entenderá sin per-
juicio de que dos o más Estados nombren a la misma per-
sina como correo diplomático conforme a lo previsto en el
artículo 9. »
191 El proyecto de artículo 11 decía lo siguiente :

« Artículo 11.—Funciones del correo diplomático
» Las funciones del correo diplomático consistirán en cuidar

de la valija diplomática del Estado que envía o de sus mi-
siones diplomáticas, oficinas consulares, misiones especiales,
misiones permanentes o delegaciones, dondequiera que se
encuentren, y en entregarla en su destino. »
192 El proyecto de artículo 12 decía lo siguiente :

« Artículo 12.—Comienzo de las funciones
del correo diplomático

» Las funciones del correo diplomático empezarán en el
momento en que se cruce la frontera del territorio del Estado
de tránsito o del Estado receptor, si cruza primero la fron-
tera de este último. »
193 El proyecto de artículo 13 decía lo siguiente :

« Artículo 13.—Cesación de las funciones
del correo diplomático

» Las funciones de un correo diplomático terminarán, prin-
cipalmente :

» a) cuando haya cumplido su misión de entregar la valija
diplomática en su destino;

» b) cuando el Estado que envía comunique al Estado
receptor que las funciones del correo diplomático han ter-
minado;

» c) cuando el Estado receptor comunique al Estado que
envía que, de conformidad con el artículo 14, se niega a
reconocer el estatuto oficial del correo diplomático;

» d) en caso de fallecimiento del correo diplomático. »
194 El proyecto de artículo 14 decía lo siguiente :

« Artículo 14.—Declaración de persona non grata
o no aceptable

» 1. El Estado receptor podrá, en cualquier momento y
sin tener que exponer los motivos de su decisión, comunicar

(Continúa en la página siguiente.)
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141. LA COMISIÓN EXAMINÓ EL TERCER INFORME DEL RELA-
tor ESPECIAL EN SU 34.° PERÍODO DE SESIONES Y REMITIÓ
los 14 PROYECTOS DE ARTÍCULOS AL COMITÉ DE REDACCIÓN195.
EN SU RESOLUCIÓN 3 7 / 1 1 1 , DE 16 DE DICIEMBRE DE 1982,
la ASAMBLEA GENERAL RECOMENDÓ QUE, TENIENDO EN CUEN-
ta LOS COMENTARIOS DE LOS GOBIERNOS, EXPRESADOS POR
escrito O VERBALMENTE EN LOS DEBATES DE LA ASAMBLEA
GENERAL, LA COMISIÓN PROSIGUIERA SU LABOR CON MIRAS
a LA PREPARACIÓN DE PROYECTOS SOBRE TODOS LOS TEMAS
de SU PROGRAMA ACTUAL.

B.—EXAMEN DEL TEMA EN EL ACTUAL PERÍODO DE SESIONES

142. EN EL ACTUAL PERÍODO DE SESIONES, LA COMISIÓN
tuvo ANTE SÍ EL CUARTO INFORME DEL RELATOR ESPECIAL
( A / C N . 4 / 3 7 4 Y ADD.L A 4)1 9 6 E INFORMACIÓN SOBRE EL
tema RECIBIDA DE LOS GOBIERNOS ( A / C N . 4 / 3 7 2 Y ADD.L
y 2) m. No obstante, por falta de tiempo la Comisión
sólo EXAMINÓ LA PRIMERA Y LA SEGUNDA ENTREGA DEL CUAR-
to INFORME ( A / C N . 4 / 3 7 4 Y ADD.L). ESAS DOS PRIMERAS
entregas CONTENÍAN LOS PROYECTOS DE ARTÍCULOS 15 A 23
de LA PARTE II DEL PROYECTO, TITULADA « ESTATUTO DEL CO-
rreo DIPLOMÁTICO, EL CORREO DIPLOMÁTICO ad hoc Y EL
comandante DE UN BUQUE O UNA AERONAVE COMERCIAL QUE
transporte UNA VALIJA DIPLOMÁTICA » : « FACILIDADES GE-
nerales » (ART. 15), « ENTRADA EN EL TERRITORIO DEL ESTADO
receptor Y DEL ESTADO DE TRÁNSITO » (ART. 16), « LIBERTAD
de CIRCULACIÓN » (ART. 17), « LIBERTAD DE COMUNICACIÓN »
(ART. 18), « ALOJAMIENTO TEMPORAL » (ART. 19), « INVIOLA-
bilidad PERSONAL » (ART. 20), « INVIOLABILIDAD DEL ALOJA-
miento TEMPORAL » (ART. 21), « INVIOLABILIDAD DEL MEDIO
de TRANSPORTE » (ART. 22) E « INMUNIDAD DE JURISDICCIÓN »
(ART. 23) .

143. LA COMISIÓN EXAMINÓ EL CUARTO INFORME DEL RE-
lator ESPECIAL EN SUS SESIONES 1774.A, EL 3 DE JUNIO
de 1983; 1780.A A 1784.A, DEL 13 AL 17 DE JUNIO DE
1983, Y 1799.A, EL 7 DE JULIO DE 1983. AL PRESENTAR SU
INFORME, EL RELATOR ESPECIAL SE REFIRIÓ A LOS ESFUERZOS
desplegados EN AÑOS ANTERIORES POR LA COMISIÓN PARA
determinar EL ALCANCE Y LOS PARÁMETROS DEL TEMA, SUS
consecuencias Y LAS POSIBLES ANALOGÍAS ENTRE EL ESTATUTO
del CORREO DIPLOMÁTICO Y EL DE OTROS AGENTES DIPLOMÁ-
TICOS. ESOS ESFUERZOS Y LOS DEBATES SOSTENIDOS EN LA SEXTA
COMISIÓN LE HABÍAN SIDO SUMAMENTE ÚTILES AL TRATAR DE
elaborar UN MÉTODO APLICABLE Y EL PLANTEAMIENTO BÁSICO
que DEBÍA SEGUIRSE PARA LLEVAR A CABO LA TAREA QUE LE
había SIDO CONFIADA.

(Continuación de la nota 194.)

AL ESTADO QUE ENVÍA QUE EL CORREO DIPLOMÁTICO DE ESTE ÚLTIMO
ESTADO ES DECLARADO PERSONA non grata O NO ACEPTABLE. EN TAL
CASO, EL ESTADO QUE ENVÍA RETIRARÁ A ESA PERSONA O PONDRÁ
término A SUS FUNCIONES, SEGÚN PROCEDA.

» 2. CUANDO, DE CONFORMIDAD CON EL PÁRRAFO 1, UN CORREO
diplomático SEA DECLARADO PERSONA non grata O NO ACEPTABLE
antes DEL COMIENZO DE SUS FUNCIONES, EL ESTADO QUE ENVÍA EN-
viará OTRO CORREO DIPLOMÁTICO AL ESTADO RECEPTOR. »
195 VÉASE Anuario... 1982, VOL. I, PÁGS. 310 Y SS., SESIONES

1745.A A 1747.A, Y Anuario... 1982, VOL. II (SEGUNDA PARTE), PÁ-
ginas 123 Y SS., PÁRRS. 206 A 249.

196 REPRODUCIDO EN Anuario... 1983, VOL. II (PRIMERA PARTE).
197 Ibid.

144. EL RELATOR ESPECIAL EXAMINÓ BREVEMENTE LA ES-
tructura DE LOS PROYECTOS DE ARTÍCULOS QUE LA COMISIÓN
había APROBADO PROVISIONALMENTE. HIZO HINCAPIÉ EN EL
compromiso QUE HABÍA ASUMIDO DE ADOPTAR UN PLANTEA-
miento EMPÍRICO, FUNCIONAL Y PRAGMÁTICO BASADO EN EL
atento EXAMEN DE LA PRÁCTICA DE LOS ESTADOS EN MATERIA
de COMUNICACIONES DIPLOMÁTICAS.

1. OBSERVACIONES GENERALES SOBRE E L CUARTO
INFORME DEL RELATOR E S P E C I A L

145. LOS MIEMBROS DE LA COMISIÓN, SI BIEN APOYABAN
EN GENERAL EL TEMA Y EL PLANTEAMIENTO ADOPTADO POR EL
RELATOR ESPECIAL, HICIERON VARIAS SUGERENCIAS. ALGUNAS
versaban SOBRE LA FORMA Y CONCEPCIÓN DEL PROYECTO DE
ARTÍCULOS, MIENTRAS QUE OTRAS SE REFERÍAN AL FONDO. EN
sus OBSERVACIONES GENERALES, ALGUNOS MIEMBROS DE LA
COMISIÓN REITERARON EL OBJETIVO LIMITADO DE ESTE TEMA,
destinado SÓLO A COLMAR PEQUEÑAS LAGUNAS EN LAS CON-
venciones DE CODIFICACIÓN EXISTENTES.

146. ALGUNOS MIEMBROS DE LA COMISIÓN TAMBIÉN HICIE-
ron OBSERVACIONES SOBRE LOS PROYECTOS DE ARTÍCULOS 1
a 14 QUE YA SE HABÍAN REMITIDO AL COMITÉ DE REDACCIÓN
en EL ANTERIOR PERÍODO DE SESIONES DE LA COMISIÓN. TALES
observaciones VERSARON FUNDAMENTALMENTE SOBRE EL AL-
cance DEL TEMA. ALGUNOS MIEMBROS DEPLORARON QUE SE
excluyeran DEL PROYECTO A LOS CORREOS Y VALIJAS UTILIZADOS
para FINES OFICIALES POR LAS ORGANIZACIONES INTERNACIONA-
LES. SI BIEN MANIFESTARON COMPRENDER EL MOTIVO DE TAL
EXCLUSIÓN, TEMÍAN QUE LA COMISIÓN SE VIERA CONFRONTADA
en UNA FECHA ULTERIOR CON LA PETICIÓN DE QUE INICIASE
el ESTUDIO COMO TEMA INDEPENDIENTE DE LOS CORREOS Y
valijas UTILIZADOS POR ORGANIZACIONES INTERNACIONALES.

147. ALGUNOS MIEMBROS OPINARON QUE EL ÁMBITO DE
aplicación DEL PROYECTO DE ARTÍCULOS DEBÍA HACERSE EX-
tensivo A LAS COMUNICACIONES DE LOS MOVIMIENTOS DE LI-
beración NACIONAL. A SU JUICIO, ESA LIMITACIÓN SIGNIFICABA
hacer CASO OMISO DE LA REALIDAD DE LA POLÍTICA Y LAS RELA-
ciones INTERNACIONALES. ALGUNOS MIEMBROS SE REFIRIERON
a LOS MOVIMIENTOS DE LIBERACIÓN NACIONAL « RECONOCIDOS »
en CONTRAPOSICIÓN A CUALQUIER MOVIMIENTO DE LIBERACIÓN
NACIONAL.

148. ALGUNOS OTROS MIEMBROS, EN CAMBIO, PUSIERON EN
guardia A LA COMISIÓN CONTRA LAS POSIBLES CONSECUEN-
cias NEGATIVAS DE TAL AMPLIACIÓN DEL ÁMBITO DE APLICA-
ción DE LOS ARTÍCULOS. EN SU OPINIÓN, LA COMISIÓN, SI HI-
ciera EXTENSIVA LA APLICACIÓN DEL PROYECTO DE ARTÍCULOS
a LAS ORGANIZACIONES INTERNACIONALES Y LOS MOVIMIENTOS
de LIBERACIÓN NACIONAL, REDUCIRÍA GRAVEMENTE LA POSIBI-
lidad DE QUE MUCHOS ESTADOS CONSIDERARAN ACEPTABLE EL
proyecto DE ARTÍCULOS.

149. EL RELATOR ESPECIAL RECORDÓ QUE EN SU INFORME
preliminar HABÍA INCLUIDO ESAS DOS CATEGORÍAS DE SUJETOS
en EL ÁMBITO DEL TEMA. SIN EMBARGO, EN AQUEL MOMEN-
to LA OPINIÓN GENERAL DE LA CD I Y DE LA SEXTA COMISIÓN
de LA ASAMBLEA GENERAL FUE LA DE EXCLUIRLOS DEL PRO-
YECTO. POR SU PARTE, SE INCLINABA A SUGERIR QUE SE MAN-
tuviera ABIERTA LA POSIBILIDAD DE AMPLIACIÓN DEL ÁMBITO
de APLICACIÓN DEL PROYECTO DE ARTÍCULOS, PERO QUE POR EL
momento NO SE ADOPTARA NINGUNA DECISIÓN, A MENOS
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que la Comisión tuviera sólidas razones para hacerlo. En
su opinión, era menester proceder con gran cautela a
fin de no suscitar dificultades que pudieran entorpecer
el avance. Su criterio, como miembro de la Comisión,
era que se ampliara el ámbito de aplicación del pro-
yecto de artículos para hacerlo extensivo a entidades
distintas de los Estados, pero como Relator Especial su
obligación era tomar en consideración las tendencias y
condiciones que permitiesen llegar a una solución de
este problema.

150. Un miembro de la Comisión, en un comentario
sobre la totalidad del tema, puso en tela de juicio la
necesidad de codificar esta materia. Consideró dudoso
que hubiera en el derecho diplomático en vigor una la-
guna que este tema debiera llenar. Estimaba que el pro-
blema principal no era la falta de reglamentación jurí-
dica, sino más bien el abuso de las normas existentes,
que habían sido aceptadas casi umversalmente, aun cuan-
do sólo fuera en principio. A su juicio, dado que en
esta esfera el derecho se encontraba relativamente bien
arraigado, quizá convendría que la Comisión recomen-
dara que el proyecto de artículos adoptara finalmente
la forma de una resolución de la Asamblea General.

151. En lo concerniente a la viabilidad de codificar el
tema, el Relator Especial deseaba hacer constar que la
Comisión se había atenido a las recomendaciones de
una serie de resoluciones de la Asamblea General. Si
bien reconocía que las cuestiones de que se trataba
estaban bastante bien reguladas en el derecho existen-
te, seguía habiendo, no obstante, lugar para cierto grado
de aclaración o ampliación. En cuanto a la forma defi-
nitiva del proyecto de artículos, como Relator Especial
no tenía nada que decir, pero como miembro de la Co-
misión no podía estar de acuerdo en que una materia
de tanta importancia se consignase en un documento
que, por lo general, no tiene fuerza jurídica obligatoria.

152. La mayoría de los miembros de la Comisión apro-
baron el planteamiento uniforme adoptado por el Rela-
tor Especial, pero algunos pusieron en duda su conve-
niencia. Opinaron que sería aconsejable que la Comi-
sión examinase hasta qué punto se podían aplicar las
mismas consideraciones a diferentes tipos de correos
o si estaba justificado tratar por igual a todos los co-
rreos. Algunos otros miembros se plantearon la cuestión
del momento del comienzo y la cesación de las funcio-
nes del correo diplomático, objeto de los artículos 12
y 13, e hicieron algunas observaciones de forma. Otro
miembro consideró que la útil distinción entre el correo
diplomático y el correo diplomático ad hoc había des-
aparecido casi en el informe.

153. El Relator Especial dijo que había tratado de
establecer un equilibrio entre los intereses del Estado
que envía y los del Estado receptor. Señaló que al prin-
cipio había intentado introducir la idea de un correo
« oficial » y de una valija « oficial », pero que, cuando
esta idea no encontró un eco favorable, había vuelto
a las nociones más tradicionales, y tal vez más fiables,
del correo « diplomático » y la valija « diplomática ».
Estaba de acuerdo en que el estatuto del correo diplo-
mático no se podía equiparar al de un agente diplomá-
tico ni al de ninguna otra categoría existente de fun-

cionarios. Al emplear estas analogías no se había pro-
puesto otra finalidad que facilitar la preparación de las
normas básicas aplicables a cualquier situación particu-
lar. El Relator Especial explicó además que las funcio-
nes del correo diplomático, desde el punto de vista del
Estado receptor y el Estado de tránsito, comenzaban
desde el momento de la entrada del correo en el terri-
torio de esos Estados y que el momento de su nombra-
miento como correo era indiferente. Así pues, el Rela-
tor Especial pensaba que la diferencia, de haber alguna,
entre el correo ordinario y el correo ad hoc estribaba
en su estatuto después de la cesación de sus funciones
en un Estado extranjero. Por lo demás, no había, en su
opinión, ninguna diferencia en cuanto a la importancia
de su labor ni en cuanto a la protección jurídica, las
facilidades, los privilegios y las inmunidades que debían
concedérseles para el desempeño de sus funciones.

154. Era bien sabido que, si una oficina consular uti-
lizaba parcialmente una valija, los Estados preferían
calificarla de valija diplomática a causa de las diferen-
cias entre el tenor del artículo 27 de la Convención de
Viena sobre relaciones diplomáticas, de 1961 m, y el del
artículo 35 de la Convención de Viena sobre relaciones
consulares, de 1963 199. En general, sin embargo, el Re-
lator Especial creía que el planteamiento uniforme era
el mejor, aunque reconocía que quizá el Comité de Re-
dacción pudiera introducir en los artículos mayores pre-
cisiones.

2. FACILIDADES QUE DEBEN CONCEDERSE
AL CORREO DIPLOMÁTICO

155. Al presentar los proyectos de artículos relativos
a las facilidades que deben otorgarse al correo diplo-
mático, el Relator Especial dijo que se trataba de dis-
posiciones esenciales de la reglamentación jurídica rela-
tiva al estatuto del correo diplomático que permitirían
el buen funcionamiento de las relaciones diplomáticas
y propiciarían el entendimiento y la cooperación inter-
nacionales. Se refirió al principio de reciprocidad como
el medio tal vez más eficaz para la debida aplicación del
derecho diplomático, puesto que cada Estado receptor
era al mismo tiempo un Estado que envía y un Estado de
tránsito. A su juicio, el marco conceptual de este tema
era pragmático y la mejor manera de desarrollarlo era
mediante la formulación de proyectos de artículos ba-
sados en la práctica vigente. Así pues, las funciones
oficiales y el carácter confidencial del cometido del
correo diplomático requerían un trato apropiado, que
era funcional tanto en su naturaleza como en su apli-
cación.

156. El Relator Especial señaló que al redactar los
artículos sobre las facilidades que debían darse al correo
diplomático había seguido de cerca las disposiciones co-
rrespondientes de cuatro convenciones : la Convención
de Viena sobre relaciones diplomáticas, de 1961; la Con-
vención de Viena sobre relaciones consulares, de 1963;

198 Naciones Unidas, Recueil des Traités, vol. 500, págs. 168
y 169.

199 Ibid., vol. 596, págs. 405 y 406.
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la Convención sobre las misiones especiales, de 1969 7m,
y la Convención de Viena sobre la representación de
los Estados en sus relaciones con las organizaciones in-
ternacionales de carácter universal, de 1975m. A su
juicio, las funciones y el estatuto de los miembros de
las misiones especiales, en particular, eran similares a
los de los correos diplomáticos, quienes, al tener enco-
mendados servicios de carácter temporal, no podían go-
zar de todos los privilegios e inmunidades de los agentes
diplomáticos. Ahora bien, al comparar el estatuto de
los miembros de las misiones especiales y el de los co-
rreos diplomáticos, el Relator Especial había tenido pre-
sentes el criterio funcional, las restricciones aplicables
y las principales tendencias de la práctica de los Esta-
dos. En la Convención de Viena sobre relaciones diplo-
máticas, el estatuto del correo diplomático era similar
al del personal administrativo, técnico y de servicio de
una misión diplomática que, conforme a los párrafos 2
y 3 del artículo 37 de dicha Convención, gozaba de cier-
tos privilegios e inmunidades en el ejercicio de sus fun-
ciones. El Relator Especial estimaba que, si la Conven-
ción de Viena sobre relaciones diplomáticas concedía
esos privilegios e inmunidades, sería lógico que un co-
rreo diplomático, al que se confiaban funciones confi-
denciales que tal vez en algunos casos eran mucho más
importantes que la del personal administrativo, técnico
o de servicio de una misión diplomática, gozara de los
mismos privilegios e inmunidades a los efectos de des-
empeñar esas funciones. Por tanto, su criterio general
había sido no ir demasiado lejos en la asimilación del
estatuto del correo diplomático al del personal diplomá-
tico, pero al mismo tiempo proporcionar protección
suficiente al correo en el desempeño de sus funciones.
En consecuencia, había examinado las principales carac-
terísticas de las facilidades, los privilegios y las inmu-
nidades que podían concederse a los correos diplomá-
ticos por ser indispensables para el ejercicio de sus fun-
ciones y había tratado de determinar si las normas vi-
gentes enunciadas en las cuatro Convenciones eran
aplicables a los correos diplomáticos. También había
evaluado la comparabilidad y compatibilidad del esta-
tuto de los correos diplomáticos con el de los agentes
diplomáticos, buscando las características comunes que
ofrecieran una base segura para la codificación y el des-
arrollo progresivo del derecho internacional sobre el
tema examinado. Siempre que había sido posible, el Re-
lator Especial había estudiado la práctica de los Estados
a fin de ver si podían utilizarse los tratados, la legisla-
ción nacional o la jurisprudencia para poner a prueba
la viabilidad del proyecto de artículos que proponía.
Aunque la práctica de los Estados en lo que respecta al
estatuto de los correos diplomáticos era poco concluyente
y limitada, ya que los gobiernos preferían resolver con-
fidencialmente por la vía diplomática los problemas que
surgían, en su opinión había ciertos indicios de que la
práctica seguía la pauta establecida en las cuatro Con-
venciones.

157. En relación con el proyecto de artículo 15 m, so-
bre las facilidades generales, el Relator Especial se re-
firió a los cambios de circunstancias, que exigían facili-
dades diferentes. Por eso había decidido no redactar el
artículo 15 en forma demasiado detallada o exhaustiva.
Había considerado necesario seguir la pauta de las cua-
tro Convenciones, en particular el artículo 25 de la
Convención de Viena sobre relaciones diplomáticas, y
tener en cuenta la práctica de los Estados, que apoyaba
la concesión de facilidades generales al correo diplomá-
tico para el desempeño de sus funciones oficiales.

158. En cuanto al proyecto de artículo 16203, sobre
las facilidades de entrada del correo diplomático en el
Estado receptor y el Estado de tránsito, el Relator Es-
pecial lo consideraba una condición indispensable para
el desempeño de las funciones del correo y un elemento
esencial del principio de libertad de comunicación. Por
lo tanto, la principal obligación del Estado receptor y el
Estado de tránsito era conceder visados de entrada o de
tránsito al correo diplomático lo más rápidamente po-
sible, tomando en consideración el régimen general apli-
cable a la admisión de extranjeros.

159. Otra condición esencial para el desempeño de
las funciones del correo diplomático era, a juicio del
Relator Especial, la libertad de circulación y de viaje,
que se trataba en el proyecto de artículo 17 m. En ese
artículo se subrayaba la importancia de la libertad de
circulación y de viaje, pero se tenía también en cuenta
la práctica de los Estados de prohibir o regular el acceso
a ciertas zonas por razones de seguridad nacional. Esa
práctica se reflejaba en acuerdos bilaterales, y uno de
sus aspectos importantes era que funcionaba con mucha
eficacia sobre la base de la reciprocidad.

200 Naciones Unidas, Anuario Jurídico 1969 (N.° de venta :
S.71.V.4), pág. 134.

201 Ibid., 1975 (N.° de venta: S.77.V.3), pág. 91. Denomi-
nada en adelante « Convención de Viena sobre la represen-
tación de los Estados ».

202 El proyecto de artículo 15 decía lo siguiente :

« Artículo 15.—Facilidades generales
» El Estado receptor y el Estado de tránsito darán al co-

rreo diplomático las facilidades necesarias para el desempeño
de sus funciones oficiales. »

Véase el examen que el Relator Especial dedica a este pro-
yecto de artículo en su cuarto informe (A/CN.4/374 y Add.l
a 4, párrs. 26 a 31).

203 El proyecto de artículo 16 decía lo siguiente :

« Artículo 16.—Entrada en el territorio del Estado
receptor y del Estado de tránsito

» 1. El Estado receptor y el Estado de tránsito permiti-
rán al correo diplomático la entrada en su territorio en el
desempeño de sus funciones oficiales.

» 2. El Estado receptor o el Estado de tránsito concederá
al correo diplomático los visados de entrada o de tránsito,
si fueren necesarios, con la mayor rapidez posible. »

Véase el examen que el Relator Especial dedica a este pro-
yecto de artículo en su cuarto informe (ibid., párrs . 32 y 33).

204 El proyecto de artículo 17 decía lo siguiente :

« Artículo 17.—Libertad de circulación
» Sin perjuicio de las leyes y los reglamentos referentes a

zonas cuyo acceso esté prohibido o reglamentado por razo-
nes de seguridad nacional, el Estado receptor y el Estado de
tránsito garantizarán la libertad de circulación en sus respec-
tivos territorios al correo diplomático en el desempeño de sus
funciones o a su regreso al Estado que envía. »

Véase el examen que el Relator Especial dedica a este pro-
yecto de artículo en su cuarto informe (ibid., párrs . 34 a 37).
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160. El proyecto de artículo 18 ^ versaba sobre la li-
bertad de comunicación. El Relator Especial entendía
que las facilidades relativas a esa libertad se concederían
cuando el correo diplomático se hallara en dificultad o
en situación apurada y necesitase asistencia para po-
nerse en contacto con el Estado que envía o la misión
diplomática de destino. Aunque a este respecto la prác-
tica de los Estados no era muy abundante, pensaba que
el proyecto de artículo 18 se consideraría como una dis-
posición práctica y no plantearía ninguna dificultad a
los Estados, ya que se aplicaba a los casos en que el
correo diplomático viajaba por asuntos oficiales.
161. Con respecto al proyecto de artículo 19206, rela-
tivo al alojamiento temporal, el Relator Especial señaló
que la concesión de asistencia al correo diplomático
para obtener alojamiento temporal no debería conside-
rarse una obligación ordinaria del Estado receptor o del
Estado de tránsito. No obstante, podía haber casos en
los que el correo diplomático encontrara dificultades
durante un viaje oficial y requiriese asistencia especial.
162. En general, los principios enunciados en los pro-
yectos de artículos 15 a 19 no plantearon ningún pro-
blema de importancia a la Comisión. La mayoría de las
observaciones de sus miembros versaron sobre la con-
cepción y la forma de los artículos. Muchos miembros
opinaron que los proyectos de artículos relativos a las
facilidades eran demasiado largos y demasiado nume-
rosos; sugirieron que los proyectos de artículos 15 a 19
se refundieran en uno o dos proyectos de artículos. Algu-
nos miembros señalaron que uno u otro de los artícu-
los constituía una duplicación de las disposiciones de
otra parte del proyecto o las disposiciones de convenios
que regían las relaciones entre los Estados o las rela-
ciones entre Estados y organizaciones internacionales.
Un miembro, aunque preocupado por la prolijidad y ex-
tensión de los artículos, dijo que la codificación suponía
ineludiblemente cierta repetición y que a veces podía ser
incluso útil volver a enunciar algunas normas existentes.
Otro miembro opinó que la ambigüedad general que
creía discernir en los artículos 15 a 19 emanaba de la
falta de claridad respecto de si esas disposiciones esta-
blecían obligaciones de comportamiento u obligaciones
de resultado, en el sentido de los artículos 20 y 21 de
la primera parte del proyecto de artículos sobre la res-
ponsabilidad de los Estados207.

205 El proyecto de artículo 18 decía lo siguiente :
« Artículo 18.—Libertad de comunicación

» El Estado receptor y el Estado de tránsito facilitarán,
cuando sea necesario, las comunicaciones del correo diplo-
mático por todos los medios apropiados con el Estado que
envía y con las misiones de éste aludidas en el artículo 1
que se encuentren en el territorio del Estado receptor o, en
su caso, en el del Estado de tránsito. »

Véase el examen que el Relator Especial dedica a este pro-
yecto de artículo en su cuarto informe (ibid., párrs. 38 a 41).

206 El proyecto de artículo 19 decía lo siguiente :
« Artículo 19.—Alojamiento temporal

» El Estado receptor y el Estado de tránsito ayudarán al
correo diplomático, cuando se solicite, a conseguir u n aloja-
miento tempora l con ocasión del desempeño de sus fun-
ciones oficiales. »

Véase el examen que el Relator Especial dedica a este pro-
yecto de artículo en su cuarto informe (ibid., pár r . 42).

207 Véase Anuario... 1980, vol. I I (segunda par te ) , pág. 3 1 .

163. Además del acuerdo general de la Comisión sobre
la necesidad de refundir los proyectos de artículos 15
a 19, se hicieron diversos comentarios de estilo y de
otra índole relativos concretamente a cada proyecto de
artículo.
164. Los miembros de la Comisión consideraron en
principio aceptable el proyecto de artículo 15. Dado
que el Relator Especial había buscado inspiración para
redactar este artículo en el artículo 22 de la Convención
sobre las misiones especiales, algunos miembros de la
Comisión estimaron que sería prudente añadir, al final
del proyecto de artículo 15, la fórmula « habida cuenta
de la naturaleza y del cometido del correo diplomático ».
Se señaló asimismo que quizá convendría sustituir en el
texto inglés el término « required » por « necessary », ya
que el correo diplomático podía determinar lo que era
necesario habida cuenta de las circunstancias, mientras
que la palabra « required » se prestaba a diversas inter-
pretaciones. Un miembro estimó también que era preciso
aclarar el término « facilidades ».

165. En principio no hubo desacuerdo con respecto
al artículo 16. Se hicieron algunas sugerencias de estilo.
Por ejemplo, algunos miembros estimaban que en el
párrafo 2 del texto inglés del proyecto de artículo 16
sería más exacto utilizar la expresión « if necessary »
en vez de « if required ». También se sugirió que, en
el mismo párrafo, se sustituyeran las palabras « si fuere
necesario » por « cuando fuere necesario » y las palabras
« con la mayor rapidez posible » por « con la mayor
prontitud posible ».

166. El proyecto de artículo 17 tampoco planteó nin-
gún problema de principio a la Comisión. Sin embargo,
a fin de mantener la uniformidad con el artículo 26 de
la Convención de Viena sobre relaciones diplomáticas,
el artículo 34 de la Convención de Viena sobre relacio-
nes consulares, el artículo 27 de la Convención sobre
las misiones especiales y el artículo 56 de la Convención
de Viena sobre la representación de los Estados, algunos
miembros sugirieron que se sustituyera la fórmula « zo-
nas cuyo acceso esté prohibido o reglamentado por razo-
nes de seguridad nacional » por « zonas de acceso pro-
hibido o reglamentado por razones de seguridad nacio-
nal ». En opinión de esos miembros, la Comisión debía
atenerse a esa fórmula consagrada aun cuando sólo fuera
para evitar la posibilidad de errores de interpretación.
Por la misma razón, se sugirió que al final del artículo
podrían suprimirse las palabras « o a su regreso al Es-
tado que envía ». Esas palabras no agregaban nada al
significado del artículo y podían ocasionar falsas inter-
pretaciones de las otras convenciones que no contenían
cláusulas correspondientes. Un miembro de la Comisión
estimó que el título del proyecto de artículo 17 era de-
masiado vago.

167. Algunos miembros plantearon la cuestión de la
necesidad del proyecto de artículo 18. Se hizo observar
que el correo diplomático, cuyo cometido era conducir
la valija del Estado que envía a sus misiones diplomá-
ticas o de otra índole en el Estado receptor, natural-
mente tendría acceso en el Estado receptor a los medios
de comunicación oficial de las misiones del Estado que
envía. De ahí que fuera dudosa la necesidad de esta-
blecer en una disposición especial la obligación del Es-
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tado receptor de ayudar al correo diplomático a comu-
nicar con las autoridades del Estado que envía o con
sus misiones. Se señaló que, en el caso del Estado de
tránsito, el párrafo 2 del proyecto de artículo 4 m ya
parecía abarcar gran parte de esta cuestión. Un miem-
bro sugirió que todo supuesto no comprendido en ese
artículo podría tratarse en el comentario al artículo 15.

168. Algunos miembros consideraron que el artículo 18
parecía duplicar el artículo 4. Sugirieron que, por lo
tanto, la Comisión debía examinar esta disposición más
detalladamente para ver si era realmente necesaria. Otros
miembros, sin embargo, no estuvieron de acuerdo y con-
sideraron que los dos artículos destacaban aspectos
fundamentalmente distintos. Se planteó también la cues-
tión de quién podía decidir si era necesario facilitar las
comunicaciones del correo diplomático. Algunos miem-
bros sugirieron la conveniencia de sustituir las palabras
« cuando sea necesario » por la expresión « si el correo
diplomático lo solicita » o por « cuando se solicite ».
Un miembro opinó que el título del artículo era vago.
A juicio de otro miembro, no había ningún motivo para
limitar las misiones con las que podía ponerse en comu-
nicación el correo a las que se encontraran en el terri-
torio del Estado receptor o en el del Estado de tránsito.
Podían darse casos en los que, por razones prácticas,
el correo tuviera que ponerse en comunicación con una
de las misiones de su país en un Estado distinto del
Estado receptor o el Estado de tránsito. Sugirió, por
tanto, que el artículo terminara con las palabras « con
las misiones de éste » y que se suprimiera la última
parte de esta disposición.

169. Aunque el proyecto de artículo 19 no planteaba
ninguna dificultad importante a algunos miembros de
la Comisión, algunos otros expresaron dudas acerca de
su utilidad. En su opinión, la obligación del Estado re-
ceptor y el Estado de tránsito de ayudar al correo a con-
seguir un alojamiento temporal quedaba comprendida en
el ámbito de la obligación general que tenían tanto el
Estado receptor como el Estado de tránsito de otorgar
al correo las facilidades necesarias para el desempeño
de sus funciones oficiales. Estimaron que el comentario
al artículo 15 podía aclarar ese extremo y que se podía
prescindir del artículo 19 en interés general de la eco-
nomía del proyecto. Un miembro opinó que la cuestión
del alojamiento debía relacionarse con el estatuto del
correo diplomático y no con « el desempeño de sus fun-
ciones oficiales », como se decía en dicha disposición.

170. El Relator Especial se manifestó de acuerdo con
la mayoría de las observaciones de estilo, sin perjuicio
de las decisiones que adoptase el Comité de Redacción.
No se oponía a la idea de refundir algunos de los pro-
yectos de artículos, a condición de que no se eliminara
ni modificara considerablemente ninguna de sus disposi-
ciones. Por el contrario, no estaba de acuerdo con la
observación de que el artículo 18 no era más que una
duplicación del artículo 4 y que, por lo tanto, debía
suprimirse. Existía ciertamente una relación entre am-
bos artículos, pero el artículo 18 tenía un significado
práctico particular que no debía perderse y era funda-
mentalmente diferente del artículo 4. Estimó que todas

las demás cuestiones planteadas durante el debate po-
dían examinarse en el Comité de Redacción.

171. En su 1783.a sesión, el 16 de junio de 1983, la
Comisión decidió remitir los proyectos de artículos 15
a 19 al Comité de Redacción.

3. INVIOLABILIDAD E INMUNIDAD DE JURISDICCIÓN
DEL CORREO DIPLOMÁTICO

172. Al presentar esta parte del informe (A/CN.4/374/
Add.l), el Relator Especial mencionó en primer lugar
los tres aspectos principales que examinaba en relación
con la inviolabilidad : la inviolabilidad personal del co-
rreo en el desempeño de sus funciones, que era el objeto
del proyecto de artículo 20 m; la inviolabilidad del alo-
jamiento temporal del correo diplomático, objeto del
proyecto de artículo 2121°; y la inviolabilidad del medio
de transporte utilizado por el correo diplomático, objeto
del proyecto de artículo 22 211. Por otra parte, el artícu-

208 V é a s e supra, n o t a 184.

209 El proyecto de artículo 20 decía lo siguiente :
« Artículo 20.—Inviolabilidad personal

» 1. El correo diplomático gozará de inviolabilidad perso-
nal en el desempeño de sus funciones oficiales y no podrá
ser objeto de ninguna forma de detención o arresto.

» 2. El Estado receptor o, en su caso, el Estado de trán-
sito tratará al correo diplomático con el debido respeto y
adoptará todas las medidas adecuadas nara impedir cualquier
atentado contra su persona, su libertad o su dignidad y pro-
cesará y castigará a las personas responsables de tales aten-
tados. »

Véase el examen que el Relator Especial dedica a este pro-
yecto de artículo en su cuarto informe (A/CN.4/374 y Add.l
a 4, párrs. 47 a 68).

210 El proyecto de artículo 21 decía lo siguiente :
« Artículo 21.—Inviolabilidad del alojamiento temporal

» 1. El alojamiento temporal utilizado por el correo di-
plomático es inviolable. Los funcionarios del Estado receptor
o del Estado de tránsito no podrán penetrar en él sin con-
sentimiento del correo diplomático.

» 2. El Estado receptor o el Estado de tránsito tienen la
obligación de adoptar medidas adecuadas para proteger contra
toda intrusión el alojamiento temporal utilizado por el correo
diplomático.

» 3. El alojamiento temporal del correo diplomático no po-
drá ser objeto de inspección o registro, a menos que haya
motivos fundados para suponer que hay en él objetos cuya
importación o exportación está prohibida por la legislación del
Estado receptor o del Estado de tránsito o sometida a sus re-
glamentos de cuarentena. En este caso, la inspección o el regis-
tro sólo se podrán efectuar en presencia del correo diplomáti-
co, con tal de que en la inspección o el registro no sufra me-
noscabo la inviolabilidad de la persona del correo diplomá-
tico o la inviolabilidad de la valija diplomática que trans-
porte y de que no se causen retrasos injustificados en la en-
trega de la valija diplomática ni se creen impedimentos para
ello. »

Véase el examen que el Relator Especial dedica a este pro-
yecto de artículo en su cuarto informe (ibid., párrs. 69 a 74).

211 El proyecto de artículo 22 decía lo siguiente :
« Artículo 22.—Inviolabilidad del medio de transporte

» 1. El medio de transporte individual utilizado por el co-
rreo diplomático en el desempeño de sus funciones oficiales
no podrá ser objeto de ninguna inspección, registro, requisa,
embargo o medida de ejecución.

» 2. Cuando haya motivos fundados para suponer que el
medio de transporte individual a que se refiere el párrafo 1

(Continúa en la página siguiente.)
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lo 23 212 versaba sobre la inmunidad de jurisdicción del
correo, en particular la inmunidad de la jurisdicción pe-
nal, civil y administrativa.

173. El Relator Especial dijo que la inviolabilidad per-
sonal del correo diplomático se derivaba de una norma
de larga tradición en el derecho internacional consue-
tudinario; el correo no podía ser objeto de arresto, de-
tención ni ninguna otra forma de restricción de su liber-
tad; el Estado receptor debía tratarlo con la debida con-
sideración y tomar todas las medidas adecuadas para
prevenir cualquier atentado contra su persona, su liber-
tad o su dignidad; y por último, las personas que come-
tieran tales atentados debían ser juzgadas y castigadas
por el Estado receptor o el Estado de tránsito. Este úl-
timo elemento era quizá nuevo y se había sugerido como
una medida de prevención y aplicación de sanciones; era
el resultado lógico de la aplicación de la norma básica
de libertad de comunicación. La necesidad de la fun-
ción era el principio en que se basaba la inviolabilidad
personal del correo diplomático, y se reflejaba en el
texto del proyecto de artículo 20.

174. Con respecto a la inviolabilidad del alojamiento
temporal del correo diplomático y de su medio de trans-
porte personal, el Relator Especial señaló que el artícu-
lo 30 de la Convención de Viena sobre relaciones diplo-
máticas disponía que la residencia particular del agente

(Continuación de la nota 211.)

transporta objetos cuya importación o exportación esté pro-
hibida por la legislación del Estado receptor o del Estado
de tránsito o sometida a sus reglamentos de cuarentena, las
autoridades competentes de esos Estados podrán proceder a
la inspección o el registro de ese medio de transporte indi-
vidual, con tal de que la inspección o el registro se efectúen
en presencia del correo diplomático y sin que sufra menos-
cabo la inviolabilidad de la valija diplomática que transporte
y de que no se causen retrasos injustificados en la entrega
de la valija diplomática ni se creen impedimentos para ello. »

Véase el examen que el Relator Especial dedica a este pro-
yecto de artículo en su cuarto informe (ibid., párrs. 75 a 78).

212 El proyecto de artículo 23 decía lo siguiente :

« Artículo 23.—Inmunidad de jurisdicción
» 1. El correo diplomático gozará de inmunidad de la ju-

risdicción penal del Estado receptor o el Estado de tránsito.
» 2. Gozará también de inmunidad de la jurisdicción civil

y administrativa del Estado receptor o el Estado de tránsito
respecto de todos los actos realizados en el desempeño de sus
funciones oficiales.

» 3. El correo diplomático no podrá ser objeto de ninguna
medida de ejecución salvo en los casos no comprendidos en el
párrafo 2 del presente artículo y con tal de que no sufra me-
noscabo la inviolabilidad de su persona, de su alojamiento
temporal o de la valija diplomática que se le haya enco-
mendado.

» 4. El correo diplomático no está obligado a testificar.
» 5. Nada de lo dispuesto en el presente artículo eximirá

al correo diplomático de la jurisdicción civil y administrativa
del Estado receptor o el Estado de tránsito en relación con
una acción por daños resultante de un accidente ocasionado
por un vehículo utilizado por el correo de que se trate o
de su propiedad si tales daños no pueden ser cubiertos por
el asegurador.

» 6. La inmunidad de la jurisdicción del Estado receptor
o el Estado de tránsito no eximirá al correo diplomático de
la jurisdicción del Estado que envía. »

Véase el examen que el Relator Especial dedica a este proyec-
to de artículo en su cuarto informe (ibid., párrs. 81 a 139).

diplomático gozaba de la misma inviolabilidad y pro-
tección que los locales de la misión, y el párrafo 2 del
artículo 37 de dicha Convención hacía extensiva esta
inmunidad a los miembros del personal administrativo
y técnico de la misión que no fueran nacionales del Es-
tado receptor. No parecía haber ninguna razón válida
para no conceder el mismo trato al correo diplomático.
A los vehículos utilizados por el correo diplomático se
aplicaban las mismas normas que a su alojamiento tem-
poral y se habían plasmado en los proyectos de artícu-
los 21 y 22 con miras a establecer el equilibrio adecuado
entre el secreto diplomático, la inviolabilidad, la segu-
ridad y el orden público.

175. El Relator Especial manifestó que, al redactar
el artículo 23 sobre la inmunidad de jurisdicción, había
procurado seguir las directrices adoptadas para el tema
de las inmunidades jurisdiccionales de los Estados y de
sus bienes, a fin de asegurar la armonía entre las prin-
cipales tendencias de ambos temas. Señaló que, con
arreglo al artículo 31 de la Convención de Viena sobre
relaciones diplomáticas, la inmunidad de jurisdicción
penal del agente diplomático era absoluta, pero había
ciertas excepciones a la inmunidad de jurisdicción civil
y administrativa que venían determinadas por la nece-
sidad de la función. A este respecto, sin embargo, suge-
ría que la Comisión se guiase por el artículo 60 de la
Convención de Viena sobre la representación de los
Estados que se basaba en el artículo 31 de la Conven-
ción de Viena sobre relaciones diplomáticas.

176. Con respecto a la expresión « respecto de todos
los actos realizados en el desempeño de sus funciones
oficiales », que figuraban en el párrafo 2 del artículo 23
y se basaban en el párrafo 1 del artículo 60 de la Con-
vención de Viena sobre la representación de los Estados,
el Relator Especial señaló que el criterio funcional pre-
suponía que la inmunidad no se concedía al correo in
propia persona, sino por razón de su función; por lo
tanto, se limitaba a los actos oficiales. Se refirió al mé-
todo para distinguir entre un acto oficial per se y un acto
que, aunque lo realizara un funcionario del Estado que
envía, no entraba en el ámbito de sus funciones oficiales,
y examinó la cuestión de quién estaba facultado para
determinar el carácter del acto, recordando las diversas
doctrinas que existían al respecto. El Relator Especial
dijo que se había ocupado de la cuestión de la inmu-
nidad de las medidas de ejecución.
177. En opinión del Relator Especial, como el correo
permanecía en el Estado receptor o en el Estado de trán-
sito por un breve período y como su tarea principal era
la de entregar rápidamente la valija diplomática, cual-
quier medida que supusiera la obligación del correo de
testificar podría dificultar sus funciones. De ahí que hu-
biera establecido en el párrafo 4 del artículo 23 la exen-
ción del correo respecto de tal obligación.
178. Por lo que respecta a la cuestión de los daños
resultantes de un accidente ocasionado por un vehículo
utilizado o perteneciente al correo y a la jurisdicción del
Estado que envía sobre su propio correo, el Relator Es-
pecial había presentado los párrafos 5 y 6 del artícu-
lo 23.
179. Varios miembros señalaron la necesidad de redu-
cir el número de los proyectos de artículos. Se hizo
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observar que se trataba de identificar los sectores en
los que se habían planteado problemas prácticos y luego
regular esos sectores, teniendo en cuenta las funciones
del correo diplomático y, sobre todo, el carácter itineran-
te de sus actividades. Algunos miembros también pusie-
ron en duda la disposición final del párrafo 2 del ar-
tículo 20 en la que se exigía que el Estado receptor y el
Estado de tránsito procesaran y castigaran a las perso-
nas responsables de cualquier atentado contra la per-
sona, la libertad o la dignidad del correo diplomático. In-
dicaron que no se preveía tal obligación en las cuatro
Convenciones de codificación existentes y que ello se
debía indudablemente a la dificultad, más todavía, a la
imposibilidad de adoptar las medidas exigidas sin infrin-
gir los requisitos que regían en muchos países en cuanto
a la observancia de las debidas garantías en el procedi-
miento. Manifestaron que este problema era más grave,
puesto que, con arreglo al párrafo 4 del artículo 23, el
correo estaba exento de la obligación de testificar. En
estas condiciones, en su opinión, la obligación de proce-
sar no sería aceptable en los países en que las autorida-
des responsables del enjuiciamiento gozaban de una fa-
cultad discrecional.

180. Algunos miembros opinaban que los artículos 21
y 22 podían omitirse. Señalaron que el correo se alojaba
normalmente en los locales de la misión y utilizaba los
medios de transporte de la misión. La posibilidad de que
el correo se alojase en un hotel del Estado receptor o de
un Estado de tránsito era bastante remota y podía de-
jarse de lado. A su juicio, los organismos estatales po-
drían resistirse a asumir una obligación más con res-
pecto a esas remotas eventualidades. Sugirieron, por lo
tanto, que se suprimiesen los artículos 21 y 22, pero, si
se retenía el artículo 21, habría que incluir alguna dis-
posición en la que se autorizara a los funcionarios del
Estado receptor o del Estado de tránsito a entrar en el
alojamiento en caso de incendio o de otra emergencia.

181. Otro miembro estimó que el párrafo 3 del pro-
yecto de artículo 21 o el párrafo 2 del proyecto de ar-
tículo 22 no tenían apenas justificación, ya que, a su
juicio, constituían una excepción al principio de la invio-
labilidad del alojamiento temporal del correo diplomá-
tico y de sus medios personales de transporte. Por el
contrario, algunos otros miembros de la Comisión con-
sideraron que los artículos 21 y 22 eran necesarios, por
raras que fueran las situaciones en que eran aplicables.

182. Algunos miembros señalaron que, aunque desco-
nocían si se había dado alguna vez un caso en que fuera
necesario aplicar el artículo 23, estaban dispuestos en
principio a aceptar la necesidad de un artículo sobre
la inmunidad de jurisdicción basado en el artículo 60
de la Convención de Viena sobre la representación de los
Estados. Algunos dijeron también que el párrafo 4 del
artículo 23 debería incluir alguna reserva de la índole
de « en lo concerniente a cuestiones relacionadas con el
ejercicio de sus funciones oficiales ». Al mismo tiempo,
la obligación de testificar no debería, naturalmente, re-
trasar al correo en el desempeño de sus funciones. Al-
gunos otros miembros estimaron que el artículo 23 era
satisfactorio.

183. El Relator Especial acogió con interés muchas de
las observaciones de redacción formuladas en relación

con los artículos 20 a 23 y reconoció su utilidad. Expli-
có que al elaborar el párrafo 3 del artículo 21 sobre la
inviolabilidad del alojamiento temporal del correo diplo-
mático había adoptado un criterio funcional. Con res-
pecto a la inspección o registro del alojamiento tempo-
ral del correo diplomático cuando hubiera motivos fun-
dados para suponer que había en él objetos cuya impor-
tación o exportación estuviese prohibida por la legisla-
ción del Estado receptor o del Estado de tránsito, dijo
que el proyecto de artículo también establecía ciertas
reglas procesales para salvaguardar la inviolabilidad del
correo. Opinó que la sugerencia hecha por algunos miem-
bros de incluir una disposición análoga a la del párra-
fo 2 del artículo 31 de la Convención de Viena sobre
relaciones consulares, para tener en cuenta los casos de
urgencia, como el de incendio, merecía un examen de-
tenido.

184. En cuanto al párrafo 2 del artículo 22, el Relator
Especial dijo que había tratado de establecer un equili-
brio entre los requisitos de la inviolabilidad del correo
y los intereses legítimos del Estado receptor o del Estado
de tránsito con respecto a cuestiones financieras, fiscales,
económicas, de sanidad u otras cuestiones de orden pú-
blico. No se le ocultaba en absoluto la preocupación que
inspiraban los abusos de la valija diplomática y éste era
el motivo de la inclusión del párrafo 2 sobre inspección
y registro.

185. El Relator Especial explicó también, en relación
con el artículo 23, que había tratado de trazar una dis-
tinción clara entre los actos realizados en el desempeño
de las funciones oficiales del correo y los actos ajenos
al desempeño de tales funciones. Su idea básica era que
las normas sobre la inmunidad de jurisdicción estaban
sujetas al concepto de la necesidad de la función. Por
consiguiente, como todos los demás privilegios e inmu-
nidades, la inmunidad de la jurisdicción judicial y ad-
ministrativa tenía que basarse en la noción de la nece-
sidad de la función. En cuanto al párrafo 4 del artícu-
lo 23, que eximía al correo de la obligación de testificar,
el Relator Especial señaló la existencia de disposiciones
análogas que preveían tal exención en favor del perso-
nal administrativo y técnico en la Convención de Viena
sobre relaciones diplomáticas y en las otras convenciones
de codificación. Dijo que, por supuesto, el correo de
que se tratase podía tener interés en declarar como tes-
tigo, pero que no debía obligársele a testificar sobre cues-
tiones relacionadas con sus funciones oficiales. En su
opinión, también podía eximirse al correo de la obliga-
ción de testificar con sujeción a excepciones como los
accidentes de tráfico y en algunos otros supuestos. No
obstante, el Relator Especial comprendía la validez de
las sugerencias formuladas, estaba de acuerdo con ellas
en principio y recibiría con agrado más observaciones
sobre estos artículos del proyecto. Manifestó su inten-
ción de presentar en el próximo período de sesiones
un nuevo informe para tener en cuenta las observacio-
nes hechas en la Sexta Comisión de la Asamblea Gene-
ral y cualesquiera otras consideraciones que surgieran
en relación con la labor del Comité de Redacción.

186. El Relator Especial, sin presentar oficialmente las
adiciones siguientes de su cuarto informe, expuso sucin-
tamente su contenido. La primera adición (A/CN.4/374/
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Add.2) contenía los proyectos de artículos 24 a 29 so-
bre el estatuto del correo diplomático; la segunda (A/
CN.4/374/Add.3), los artículos 30 a 32. El artículo 30
versaba sobre el estatuto del comandante de una aerona-
ve comercial o de un buque mercante que transportase
una valija diplomática. Los artículos 31 a 39 versaban
sobre el estatuto de la valija diplomática. La última adi-
ción del informe (A/CN.4/374/Add.4) contenía los ar-
tículos 33 a 39, así como los artículos 40 a 42, que com-
prendían algunas disposiciones diversas relativas a las
obligaciones del Estado de tránsito en caso de fuerza
mayor; no reconocimiento de Estados o gobiernos o in-
existencia de relaciones diplomáticas o consulares; y la
relación de estos proyectos de artículos con otras con-
venciones y acuerdos internacionales. El Relator Espe-
cial, en vista de que la Comisión ya disponía del infor-
me sobre la totalidad del proyecto de artículos, expresó
la esperanza de que la Comisión y el Comité de Redac-
ción dedicarían más tiempo a la consideración de este
tema en el 36.° período de sesiones de la Comisión,
en 1984.

187. El Relator Especial expresó su reconocimiento a
la División de Codificación de la Oficina de Asuntos
Jurídicos por la valiosa asistencia que le había presta-
do. Por sugerencia del Relator Especial, la Comisión pi-
dió a la Secretaría : a) que continuara poniendo al día
la compilación de tratados relativos a este tema y demás
documentos pertinentes en materia de relaciones diplo-
máticas y consulares en general y de comunicaciones
oficiales establecidas mediante correos y valijas en par-
ticular; b) que renovase la petición dirigida por el Secre-
tario General a los Estados para que aportasen más
datos sobre sus leyes y reglamentos nacionales y otras
medidas administrativas, así como sobre los procedi-
mientos y las prácticas recomendadas, las decisiones ju-
diciales, los laudos arbitrales y la correspondencia diplo-
mática en materia de derecho diplomático y en relación
con el régimen de correos y valijas; c) que pusiera al
día el estudio sobre la práctica de los Estados teniendo
en cuenta los datos y documentos aportados por los
gobiernos u obtenidos en las investigaciones realizadas,
y d) que pusiese al día la exposición del estado de las
cuatro convenciones multilaterales en materia de dere-
cho diplomático elaboradas bajo los auspicios de las Na-
ciones Unidas.

188. El Relator Especial manifestó que prefería que
la Comisión remitiera los artículos 20 a 23 del pro-
yecto al Comité de Redacción, pero que aceptaría cual-
quier decisión que adoptase la Comisión.

189. En su 1799.a sesión, el 7 de julio de 1983, la
Comisión decidió reanudar el debate sobre los artícu-
los 20 a 23 en su 36.° período de sesiones, en 1984,
antes de remitirlos al Comité de Redacción.

C.—Proyecto de artículos sobre el estatuto del correo
diplomático y de la valija diplomática

no acompañada por un correo diplomático

190. Se reproduce a continuación el texto de los ar-
tículos 1 a 8 aprobados en primera lectura por la Co-
misión en su actual período de sesiones (1807.a sesión).

Artículo 1.—Ámbito de aplicación
de los presentes artículos

Los presentes artículos se aplican al correo diplomáti-
co y a la valija diplomática empleados para las comu-
nicaciones oficiales de un Estado con sus misiones, ofi-
cinas consulares o delegaciones, dondequiera que se
encuentren, y para las comunicaciones oficiales de estas
misiones, oficinas consulares o delegaciones con el Esta-
do que envía o entre sí.

Comentario

1) En el artículo 1 se adopta un criterio amplio para
la cuestión del ámbito de aplicación del proyecto de
artículos, que comprende todos los tipos de correos y
valijas utilizados por los Estados para las comunicacio-
nes oficiales. Este criterio se apoya en el denominador
común que proporcionan las disposiciones relativas al
trato del correo diplomático y de la valija diplomática
contenidas en las convenciones multilaterales en mate-
ria de derecho diplomático, que constituyen la base ju-
rídica para el trato uniforme de los diversos correos
y valijas. Hay una identidad de régimen básica, con
muy pocas diferencias, entre las disposiciones pertinen-
tes de la Convención de Viena sobre relaciones diplo-
máticas, de 1961; de la Convención de Viena sobre rela-
ciones consulares, de 1963; de la Convención sobre las
misiones especiales, de 1969, y de la Convención de
Viena sobre la representación de los Estados en sus rela-
ciones con las organizaciones internacionales de carác-
ter universal, de 1975 m.

2) Dicho esto, la Comisión sabe muy bien que muchos
Estados no son partes en cada una de las cuatro Con-
venciones de codificación y que, por consiguiente, tal
vez prefieren que el presente proyecto de artículos no
exija el mismo trato para los diferentes tipos de correos
y valijas a que se refieren esas Convenciones. Con ob-
jeto de simplificar la redacción, dejando al mismo tiempo
a los Estados en libertad de escoger el tipo de correos
y valijas a los que deseen que se aplique el proyecto de
artículos, la Comisión ha decidido seguir el criterio uni-
forme o amplio antes mencionado, asimilando todos los
tipos de correos y valijas, pero incluir un artículo en el
proyecto del tenor del artículo 298 de la Convención de
las Naciones Unidas sobre el derecho del mar214, que
permita a los Estados designar los tipos de correos y
valijas a los que deseen que se apliquen los artículos. Las
definiciones de las expresiones « correo diplomático » y
« valija diplomática » en el artículo 3 han sido formu-
ladas en previsión de que se incluya en el proyecto un
artículo de esta naturaleza. Varios miembros señalaron
que, al adoptar el criterio de la asimilación, la Comisión
no quería dar a entender que ese criterio reflejara ne-

213 Esas cuatro Convenciones (denominadas en adelante
« Convenciones de codificación del derecho diplomático »)
fueron elaboradas bajo los auspicios de las Naciones Unidas.
Para las referencias, véase supra, notas 198 a 201.

214 Documentos Oficiales de la Tercera Conferencia de las
Naciones Unidas sobre el derecho del mar, vol. XVII (publi-
cación de las Naciones Unidas, N." de venta: S.84.V.3), docu-
mento A/CONF.62/122.



60 Informe de la Comisión de Derecho Internacional sobre la labor realizada en su 35.° período de sesiones

cesariamente la actitud del derecho internacional con-
suetudinario o estuviera impuesto por él.

3) El texto del artículo pone deliberadamente de re-
lieve la doble dirección de las comunicaciones entre el
Estado que envía y sus misiones, oficinas consulares o
delegaciones, así como el carácter inter se de las comu-
nicaciones entre esas misiones, oficinas consulares o de-
legaciones.

4) Hubo alguna discusión en torno a la inclusión de
las palabras « dondequiera que se encuentren ». Algu-
nos miembros estimaban que esas palabras podían su-
primirse sin perjudicar con ello el sentido de la dispo-
sición, mientras que la mayoría opinó que la inclusión
de esas palabras subrayaría la doble dirección y el ca-
rácter inter se de las comunicaciones oficiales mencio-
nadas en el artículo. Por ejemplo, quedaba absoluta-
mente claro que las misiones, oficinas consulares o de-
legaciones del Estado receptor cuyas comunicaciones
oficiales entre sí estaban comprendidas en el proyecto
no eran solamente las situadas en el mismo Estado re-
ceptor, sino también las que se encontraban en dife-
rentes Estados receptores.

Articula 2.—Correos y valijas no comprendidos
en el ámbito de aplicación de los presentes artículos

El hecho de que los presentes artículos no se apliquen
a los correos y valijas empleados para las comunicacio-
nes oficiales de organizaciones internacionales no afec-
tará:

a) al estatuto jurídico de tales correos y valijas;
b) a la aplicación a tales correos y valijas de cuales-

quiera normas enunciadas en los presentes artículos que
fueren aplicables en virtud del derecho internacional in-
dependientemente de los presentes artículos.

Comentario

La opinión predominante en la Comisión y en la Sexta
Comisión de la Asamblea General ha sido, hasta ahora,
que se ha de seguir trabajando sobre el tema exami-
nado limitándolo al ámbito de aplicación definido en
el proyecto de artículo 1. Se estima que es necesario
proceder con prudencia, sorteando las dificultades inne-
cesarias que pudieran impedir un progreso rápido en
la labor emprendida. No obstante, el hecho de que la
Comisión decidiera en principio, mientras desarrollara
el presente proyecto de artículos, no tener en cuenta
los correos y valijas de organizaciones internacionales
u otras entidades, como los movimientos de liberación
nacional, no excluye la posibilidad de que se examine
su régimen jurídico más adelante, cuando la Comisión
tome una decisión definitiva. Manifestaron su opinión
en este sentido varios miembros de la Comisión, quienes
confirmaron que el proyecto de artículos debería apli-
carse también a los correos y valijas de las organizacio-
nes internacionales y los movimientos de liberación na-
cional, entre ellas las disposiciones encaminadas a pro-
teger el carácter confidencial de las comunicaciones.
A este respecto, por ejemplo, el artículo 2 deja abierta
la posibilidad de que existan bastantes semejanzas entre

el régimen jurídico de los correos y valijas de las orga-
nizaciones internacionales y el de los correos y valijas
de los Estados. También permite regular posteriormente
su régimen jurídico.

Artículo 3.—Términos empleados

1. Para los efectos de los presentes artículos :

1) se entiende por « correo diplomático » una per-
sona debidamente autorizada por el Estado que envía,
con carácter permanente o para un caso especial en ca-
lidad de correo ad hoc, como :

a) correo diplomático en el sentido de la Conven-
ción de Viena sobre relaciones diplomáticas; de 18 de
abril de 1961;

b) correo consular en el sentido de la Convención
de Viena sobre relaciones consulares, de 24 de abril de
1963;

c) correo de una misión especial en el sentido de la
Convención sobre las misiones especiales, de 8 de diciem-
bre de 1969;o

d) correo de una misión permanente, de una misión
permanente de observación, de una delegación o de una
delegación de observación en el sentido de la Convención
de Viena sobre la representación de los Estados en sus
relaciones con las organizaciones internacionales de ca-
rácter universal, de 14 de marzo de 1975,
a quien se confía la custodia, el transporte y la entrega
de la vah'ja diplomática y a quien se emplea para las
comunicaciones oficiales mencionadas en el artículo 1;

2) se entiende por « valija diplomática » los bultos
que contengan correspondencia oficial, documentos u
objetos destinados exclusivamente al uso oficial, acom-
pañados o no por un correo diplomático, que se utilicen
para las comunicaciones oficiales mencionadas en el ar-
tículo 1 y que vayan provistos de signos exteriores visi-
bles indicadores de su carácter de :

o) valija diplomática en el sentido de la Convención
de Viena sobre relaciones diplomáticas, de 18 de abril
de 1961;

b) vah'ja consular en el sentido de la Convención
de Viena sobre relaciones consulares, de 24 de abril de
1963;

c) valija de una misión especial en el sentido de la
Convención sobre las misiones especiales, de 8 de diciem-
bre de 1969;o

d) valija de una misión permanente, de una misión
permanente de observación, de una delegación o de una
delegación de observación en el sentido de la Convención
de Viena sobre la representación de los Estados en sus
relaciones con las organizaciones internacionales de ca-
rácter universal, de 14 de marzo de 1975;

3) se entiende por « Estado que envía » el Estado
que expide una valija diplomática a o desde sus misio-
nes, oficinas consulares o delegaciones;

4) se entiende por «Estado receptor» el Estado
que tiene en su territorio misiones, oficinas consulares
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o delegaciones del Estado que envía, que reciben o ex-
piden una valija diplomática;

5) se entiende por « Estado de tránsito » el Estado
por cuyo territorio un correo diplomático o una valija
diplomática pasan en tránsito;

6) se entiende por « misión » :

a) una misión diplomática permanente en el sentido
de la Convención de Viena sobre relaciones diplomáticas,
de 18 de abril de 1961;

b) una misión especial en el sentido de la Conven-
ción sobre las misiones especiales, de 8 de diciembre de
1969;y

c) una misión permanente o una misión permanente
de observación en el sentido de la Convención de Viena
sobre la representación de los Estados en sus relaciones
con las organizaciones internacionales de carácter uni-
versal, de 14 de marzo de 1975;

7) se entiende por «oficina consular» un consu-
lado general, consulado, viceconsulado o agencia consu-
lar en el sentido de la Convención de Viena sobre rela-
ciones consulares, de 24 de abril de 1963;

8) se entiende por « delegación » una delegación o
una delegación de observación en el sentido de la Con-
vención de Viena sobre la representación de los Estados
en sus relaciones con las organizaciones internacionales
de carácter universal, de 14 de marzo de 1975;

9) se entiende por «organización internacional»
una organización intergubernamental.

2. Las disposiciones del párrafo 1 del presente ar-
tículo relativas a los términos empleados en los presen-
tes artículos se entenderán sin perjuicio del empleo de
esos términos o del sentido que se les pueda dar en otros
instrumentos internacionales o en el derecho interno de
cualquier Estado.

Comentario

1) Siguiendo el ejemplo de las cuatro Convenciones de
codificación del derecho diplomático, en el presente pro-
yecto de artículo se explica el significado de las expre-
siones que en él se utilizan con más frecuencia, con el
fin de facilitar la interpretación y aplicación de la serie
de proyectos de artículos. Las definiciones se han limi-
tado a los elementos esenciales que tipifican la entidad
definida. Todos los demás elementos que constituyen
aspectos de la regulación se han reservado para incluir-
los en los artículos sustantivos pertinentes.

Apartado 1 del párrafo 1

2) Al definir al correo diplomático en el apartado 1
del párrafo 1 se recurre a dos elementos de fondo que
son indispensables : a) su función o deber como custo-
dio de la valija diplomática encargado de su transporte
y entrega en su destino, y b) su condición oficial o la
autorización oficial de las autoridades competentes del
Estado que envía. En algunos Estados se confía a un
funcionario del Estado que envía, para una ocasión es-

pecial, la misión de entregar correspondencia oficial de
ese Estado.

3) Se ha estimado que la definición de la expresión
« correo diplomático » debe contener una referencia es-
pecífica y concreta a todas las diferentes clases de correo
a las que se pretende hacerla aplicable. Aunque en todo
el proyecto de artículos se utiliza la expresión « correo
diplomático » por razones basadas en la práctica y en
la economía de la redacción, debe quedar claro que la
definición se aplica no solamente al « correo diplomá-
tico » stricto sensu en el sentido de la Convención de
Viena sobre relaciones diplomáticas, sino también al
« correo consular », al « correo de una misión especial »
y al correo de una misión permanente, de una misión
permanente de observación, de una delegación o de
una delegación de observación, en el sentido que tie-
nen estas expresiones, respectivamente, en la Convención
de Viena sobre relaciones consulares, en la Convención
sobre las misiones especiales y en la Convención de
Viena sobre la representación de los Estados. La enu-
meración de las diferentes clases de correos que com-
prende el concepto de « correo diplomático » definido
en el proyecto de artículo tiene por objeto también mos-
trar con claridad que un Estado, por medio de una de-
claración apropiada, puede reducir el alcance de las obli-
gaciones que asume limitando la esfera de aplicación del
proyecto de artículos a sólo determinadas clases de co-
rreo. Se ha considerado que debe darse a los Estados
una opción inequívoca de aplicar los futuros artículos
a los correos para los que lo consideren apropiado.
A propósito de este punto, son también pertinentes aquí
las observaciones consignadas en el párrafo 2 del comen-
tario al artículo 1 supra.

4) La definición abarca a la vez el correo diplomático
empleado con carácter permanente y el correo diplomá-
tico ad hoc. Se convino en que la expresión « con ca-
rácter permanente » debía interpretarse por contraposi-
ción a la de « ad hoc » o « para un caso especial » y no
tenía nada que ver con la cuestión de la legitimidad del
nombramiento. Lo que caracteriza al correo diplomático
ad hoc es la duración específica de sus funciones. Des-
empeña todas las funciones del correo diplomático, pero
sólo en una ocasión especial. En la práctica predomi-
nante de los Estados, la función del correo diplomático
ad hoc ha sido asignada a funcionarios pertenecientes
al servicio exterior o a otra institución del Estado que
envía con funciones similares en materia de relaciones
exteriores, como, por ejemplo, el Ministerio de Comercio
Exterior o de Relaciones Económicas Exteriores u ór-
ganos del Estado relacionados con la cooperación cul-
tural internacional. Un requisito esencial es siempre
la debida autorización por las autoridades competentes
del Estado que envía. La duración específica de sus fun-
ciones tiene una consecuencia en la duración del goce
de las facilidades, los privilegios y las inmunidades del
correo ad hoc, que se indicarán en el artículo perti-
nente.

5) La referencia al artículo 1 que figura en la defini-
ción tiene por objeto aclarar que abarca no sólo las
comunicaciones en una dirección entre el Estado que
envía y sus misiones en el exterior, sino también las que
se realicen entre las misiones y el Estado que envía, así
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como entre diferentes misiones de dicho Estado. Una vez
fijado el ámbito de aplicación del proyecto de artículos
en el artículo 1 por razones de economía de redacción
resulta apropiado y aconsejable hacer esta referencia.

6) Los elementos de la presente definición se desarro-
llarán en disposiciones concretas, a saber, los artícu-
los 7 y 11, relativos a la acreditación de la calidad y a
las funciones del correo diplomático.

Apartado 2 del párrafo 1

7) Las dos características objetivas y fundamentales
de la definición de la valija diplomática son : a) su fun-
ción, es decir, contener correspondencia oficial, docu-
mentos u objetos destinados exclusivamente al uso ofi-
cial como instrumento de comunicación entre el Estado
que envía y sus misiones en el extranjero; b) sus signos
exteriores visibles que dan fe del carácter oficial de la
valija. Estas dos características son esenciales para dife-
renciar la valija diplomática de otros bultos, como el
equipaje personal de un agente diplomático o un pa-
quete postal o envío ordinario. Un miembro señaló que
el verdadero carácter esencial de la valija diplomática
era que ésta fuera provista de signos exteriores visibles
indicadores de su condición de tal, porque, aun cuando
resultare que contenía objetos distintos de bultos con
correspondencia oficial, documentos u objetos destina-
dos exclusivamente al uso oficial, no dejaba de ser una
valija diplomática que como tal merecía protección.

8) El medio de conducción de la valija puede variar.
Puede ir acompañada por un correo diplomático; puede
también confiarse al comandante de una aeronave co-
mercial o de un buque mercante o a un miembro de la
tripulación. El modo de conducción puede variar tam-
bién en cuanto al medio de envío y transporte que se
utilice : servicios de correos u otros medios, por vía
terrestre, aérea, fluvial o marítima. Se ha estimado que
estas variedades de la práctica, por no ser esenciales
para la definición de la valija, se pueden tratar en un
nuevo artículo que figure al comienzo de la parte del
proyecto de artículos relativa al estatuto de la valija
diplomática.

9) Por lo que respecta a las diferentes clases de « va-
lija diplomática » que abarca la definición, así como a
la referencia al artículo 1, el apartado 2 está estructu-
rado de la misma manera que el apartado 1, relativo a
la definición de « correo diplomático ». Las mismas ob-
servaciones hechas en el comentario al apartado 1, en-
tre ellas las que se refieren a la opción de los Estados
con respecto a la aplicación del presente proyecto de
artículos, se aplican mutatis mutandis a la presente
definición de « valija diplomática ».

10) Algunos miembros estiman que, como la palabra
« bultos » incluida en la definición hace referencia a
una sola « valija diplomática » como concepto jurídico,
algunos de los verbos que figuran en la disposición de-
berían ponerse en singular.

Apartado 3 del párrafo 1

11) Las expresiones « Estado que envía » y « Estado
receptor » que se emplean en los apartados 3 y 4 for-

man parte de una terminología ya establecida que figura
en las cuatro Convenciones de codificación del derecho
diplomático. En el presente proyecto de artículo se ha
mantenido esa terminología y las definiciones se han
ajustado a la situación particular de la valija diplomá-
tica, acompañada o no por un correo. Al definir el « Es-
tado que envía » como Estado que « expide una valija
diplomática », el apartado cubre todas las situaciones
posibles, ya sea la de un Estado que expide una valija
no acompañada o la de un Estado que envía a un co-
rreo diplomático cuya función es precisamente acom-
pañar a la valija; también abarca todos los demás ca-
sos posibles de valija acompañada a que se hace refe-
rencia en el comentario al apartado 2. La frase « a o
desde sus misiones, oficinas consulares o delegaciones »
no sólo pone de manifiesto una vez más la doble direc-
ción de las comunicaciones oficiales de que se trata,
sino que además precisa que, cualquiera que sea el
punto de partida —Estado, misión, oficina consular o
delegación—, la valija es siempre la valija del Estado
que envía.

Apartado 4 del párrafo 1

12) El uso de la expresión tradicional «Estado recep-
tor » en el contexto de un proyecto de artículos rela-
tivo al correo diplomático y a la valija diplomática está
perfectamente justificado si se tiene en cuenta que el
mismo Estado receptor que está obligado por el derecho
internacional a conceder facilidades, privilegios e in-
munidades a las misiones, oficinas consulares o delega-
ciones de un Estado que envía y a su personal es el
que se contempla en el proyecto de artículos cuando
se regulan las facilidades, los privilegios y las inmuni-
dades del correo diplomático y la valija diplomática,
si el Estado que envía manda un correo o una valija
a esas mismas misiones, oficinas consulares o delegacio-
nes. Utilizar otra expresión, como, por ejemplo, « Es-
tado de destino », induciría a confusión, puesto que se
desviaría de la identidad básica o asimilación entre el
Estado sujeto a obligaciones con respecto de las misio-
nes u oficinas extranjeras y su personal en su territorio
y el Estado sujeto a obligaciones con respecto al correo
diplomático o la valija diplomática.

13) Con referencia al caso del correo y de la valija
de una misión permanente, de una misión permanente
de observación, de una delegación o de una delegación
de observación, la noción de « Estado receptor » aquí
definida abarca también la noción de « Estado huésped »,
en el sentido en que se emplea en la Convención de
Viena sobre la representación de los Estados. La opi-
nión predominante en la Comisión es que la semejanza
de las obligaciones entre el « Estado huésped » y el
« Estado receptor » en el sentido tradicional, en situa-
ciones relacionadas con un correo diplomático o una
valija diplomática, no justifica tal distinción en el pre-
sente proyecto de artículos, tanto más cuanto que la
extensión de su ámbito a los correos y las valijas de
las organizaciones internacionales está todavía pendien-
te, y en el proyecto de artículos se ría adoptado un tér-
mino genérico como el de « misión », que comprende
las distintas situaciones enumeradas en el apartado 6.



Estatuto del correo diplomático y de la valija diplomática no acompañada por un correo diplomático 63

APARTADO 5 DEL PÁRRAFO 1
14) MUCHOS DE LOS MIEMBROS DE LA COMISIÓN HAN
considerado QUE LA EXPRESIÓN « PASAR EN TRÁNSITO », Y
más EXACTAMENTE LAS PALABRAS « EN TRÁNSITO », HA AD-
quirido EN LAS RELACIONES INTERNACIONALES Y LAS COMU-
nicaciones INTERNACIONALES MODERNAS UN SENTIDO TAN CLA-
ro E INEQUÍVOCO QUE SE EXPLICA POR SÍ SOLA Y QUE NO ES
fácil NI CONVENIENTE UTILIZAR OTRA EXPRESIÓN EN LA DEFI-
nición DE « ESTADO DE TRÁNSITO », AUN CUANDO, CONSIDE-
rada LA CUESTIÓN MUY SUPERFICIALMENTE, LA DEFINICIÓN
podría PARECER, A PRIMER VISTA, TAUTOLÓGICA.
15) LA DEFINICIÓN ES LO BASTANTE AMPLIA PARA ABARCAR
no SÓLO A UN TERCER ESTADO CONOCIDO DE ANTEMANO, CUYO
territorio SE ENCUENTRA EN EL CAMINO QUE HA DE RECORRER
el CORREO DIPLOMÁTICO HACIA O DESDE SU DESTINO FINAL DE
conformidad CON UN ITINERARIO ESTABLECIDO Y QUE ESTÁ
PROVISTO, SI ES NECESARIO, DE UN VISADO; ABARCA TAMBIÉN
a LOS TERCEROS ESTADOS POR CUYO TERRITORIO PUEDA PASAR
el CORREO EN CIRCUNSTANCIAS EXCEPCIONALES, POR LO GENERAL
en CASO DE FUERZA MAYOR O DE HECHO FORTUITO, POR EJEM-
PLO, EN CASO DE ATERRIZAJE FORZOSO DE UNA AERONAVE, PA-
ralización DE LOS MEDIOS DE TRANSPORTE, DESASTRE NATURAL
que EXIGE UNA DESVIACIÓN REPENTINA DEL ITINERARIO ORIGI-
nal O EN SITUACIÓN DE PELIGRO EXTREMO QUE OBLIGA AL
correo A HACER ESCALA EN UN PUERTO DE ENTRADA DE UN
determinado ESTADO QUE NO ESTABA PREVISTO. ESTE AM-
plio MARGEN DE LA DEFINICIÓN SE BASA EN DIFERENTES SI-
tuaciones PREVISTAS POR EL ARTÍCULO 40 DE LA CONVENCIÓN
de VIENA SOBRE RELACIONES DIPLOMÁTICAS, EL ARTÍCULO 54
de LA CONVENCIÓN DE VIENA SOBRE RELACIONES CONSULARES,
el ARTÍCULO 42 DE LA CONVENCIÓN SOBRE LAS MISIONES ES-
peciales Y EL ARTÍCULO 81 DE LA CONVENCIÓN DE VIENA
sobre LA REPRESENTACIÓN DE LOS ESTADOS.
16) AL MENCIONAR LA VALIJA DIPLOMÁTICA SEPARADAMENTE
del CORREO DIPLOMÁTICO, LA DEFINICIÓN ABARCA NO SÓLO LA
valija NO ACOMPAÑADA, SINO TAMBIÉN TODOS LOS DEMÁS
casos EN QUE LA VALIJA SE CONFÍA A UNA PERSONA QUE NO
es EL CORREO DIPLOMÁTICO (EL COMANDANTE DE UNA AERO-
nave COMERCIAL O DE UN BUQUE MERCANTE, UN MIEMBRO
de LA TRIPULACIÓN) CUALQUIERA QUE SEA EL MEDIO DE TRANS-
porte UTILIZADO (VÍA AÉREA, TERRESTRE, FLUVIAL O MARÍTIMA).

APARTADOS 6, 7 Y 8 DEL PÁRRAFO 1
17) SEGÚN SE DESPRENDE CLARAMENTE DE LOS APARTADOS 6,
7 Y 8, LA DEFINICIÓN DE LAS PALABRAS « MISIÓN », « OFI-
cina CONSULAR » Y « DELEGACIÓN » REMITE A LAS DEFINICIO-
nes CORRESPONDIENTES DE LAS CUATRO CONVENCIONES DE
codificación DEL DERECHO DIPLOMÁTICO, ES DECIR, A LA
CONVENCIÓN DE VIENA SOBRE RELACIONES DIPLOMÁTICAS, LA
CONVENCIÓN DE VIENA SOBRE RELACIONES CONSULARES, LA
CONVENCIÓN SOBRE LAS MISIONES ESPECIALES Y LA CONVEN-
ción DE VIENA SOBRE LA REPRESENTACIÓN DE LOS ESTADOS.
ESTA UNIFORMIDAD DE TERMINOLOGÍA CONTRIBUYE A INTEGRAR
el CONJUNTO DE ARTÍCULOS RELATIVOS A LA CUESTIÓN DEL CORREO
diplomático Y DE LA VALIJA DIPLOMÁTICA DENTRO DE TODO
el SISTEMA DE DISPOSICIONES Y DE LA SERIE DE CONVENCIO-
nes YA ADOPTADAS EN LA ESFERA DEL DERECHO DIPLOMÁTICO
y CONSULAR.

APARTADO 9 DEL PÁRRAFO 1
18) SE EXPRESARON EN LA COMISIÓN DISTINTAS OPINIONES
en CUANTO A LA REDACCIÓN QUE HABÍA DE DARSE AL APARTA-

do 9. SE SUGIRIÓ QUE, POR RAZONES DE SIMETRÍA CON LA
redacción DE LOS APARTADOS PRECEDENTES, EL TEXTO DEBERÍA
contener UNA MENCIÓN DE LA CONVENCIÓN DE VIENA SOBRE
la REPRESENTACIÓN DE LOS ESTADOS, PUESTO QUE LA DISPO-
sición ESTABA TOMADA DEL APARTADO 1 DEL PÁRRAFO 1 DEL
artículo 1 DE ESA CONVENCIÓN. SE PLANTEÓ TAMBIÉN LA
cuestión DE SI EN ESE APARTADO LA DEFINICIÓN NO DEBERÍA
quedar CIRCUNSCRITA A LAS ORGANIZACIONES INTERGUBERNA-
mentales DE CARÁCTER UNIVERSAL PARA QUE TUVIERA EL MISMO
alcance QUE ESA CONVENCIÓN. SE OPINÓ DE MODO GENERAL
que ÉL ESTABA RELACIONADO CON DOS ASPECTOS DIFERENTES
del PROYECTO DE ARTÍCULOS QUE SE EXAMINABA. POR UNA
parte ESTABA PRESENTE LA NOCIÓN DE « ORGANIZACIÓN INTER-
nacional », AUNQUE SÓLO FUERA DE UN MODO PASIVO, POR
el HECHO DE QUE LOS ARTÍCULOS ESTABAN TAMBIÉN DESTINA-
dos A ABARCAR A LOS CORREOS DIPLOMÁTICOS Y LAS VALIJAS
diplomáticas DE LAS MISIONES PERMANENTES, LAS MISIONES
permanentes DE OBSERVACIÓN, LAS DELEGACIONES O LAS DE-
legaciones DE OBSERVACIÓN ACREDITADAS ANTE UNA ORGANI-
zación INTERNACIONAL O ENVIADAS A ELLA. SÓLO ESTO BASTARÍA
para JUSTIFICAR LA INCLUSIÓN DE UNA DEFINICIÓN SOBRE LA
« ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL ». POR OTRA PARTE, EL APAR-
tado PROYECTADO ESTABA RELACIONADO TAMBIÉN CON EL ÁM-
bito DE APLICACIÓN DEL PROYECTO DE ARTÍCULOS Y, MÁS CON-
CRETAMENTE, CON LA DEFINICIÓN FINAL QUE SE ADOPTARA CON
respecto A SU ARTÍCULO 2. PREVALECIÓ EL PARECER DE QUE
debía DEJARSE EL TEXTO DEL APARTADO TAL COMO ESTABA RE-
DACTADO. DE ESTE MODO, QUEDARÍA ABIERTA LA POSIBILIDAD
de DAR MAYOR ALCANCE AL PROYECTO DE ARTÍCULOS SIN PRE-
juzgar NECESARIAMENTE LA DECISIÓN DEFINITIVA. LA COMI-
sión PODRÍA EXAMINAR NUEVAMENTE LA DEFINICIÓN CONTE-
nida EN ESE APARTADO A LA VISTA DE LO QUE SE DECIDIERA
más ADELANTE CON RESPECTO AL ARTÍCULO 2 DEL PROYECTO
de ARTÍCULOS.

PÁRRAFO 2

19) EL PÁRRAFO 2 REPRODUCE EL PÁRRAFO 2 DEL ARTÍCULO 1
de LA CONVENCIÓN DE VIENA SOBRE LA REPRESENTACIÓN DE
los ESTADOS. EL OBJETO DE ESTE PÁRRAFO ES CIRCUNSCRIBIR
la APLICABILIDAD DE LAS DEFINICIONES INCLUIDAS EN EL AR-
tículo 3 , EN CUANTO TALES DEFINICIONES, AL CONTEXTO Y AL
sistema DEL CONJUNTO DE PROYECTO DE ARTÍCULOS DENTRO DEL
cual ESTÁN CONTENIDAS. ESTO, NATURALMENTE, SIN PERJUICIO
de LA POSIBILIDAD DE QUE ALGUNAS DE ELLAS PUEDAN COINCI-
dir CON LA DEFINICIÓN DE LOS MISMOS TÉRMINOS CONTENIDA
en OTROS INSTRUMENTOS INTERNACIONALES, O DE LAS REMISIO-
nes QUE EN ALGUNOS CASOS SE HAN HECHO A LAS DEFINICIO-
nes DE CIERTOS TÉRMINOS ENUNCIADOS EN OTROS INSTRUMEN-
tos INTERNACIONALES.

ARTÍCULO 4.—LIBERTAD DE COMUNICACIONES OFICIALES

1. EL ESTADO RECEPTOR PERMITIRÁ Y PROTEGERÁ LAS CO-
municaciones OFICIALES A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 1 QUE
el ESTADO QUE ENVÍA REALICE POR MEDIO DEL CORREO DIPLO-
mático O LA VALIJA DIPLOMÁTICA.

2. EL ESTADO DE TRÁNSITO CONCEDERÁ A LAS COMUNICA-
ciones OFICIALES QUE EL ESTADO QUE ENVÍA REALICE POR MEDIO
del CORREO DIPLOMÁTICO O LA VALIJA DIPLOMÁTICA LA MISMA
libertad Y PROTECCIÓN QUE LES CONCEDA EL ESTADO RECEPTOR.
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COMENTARIO

PÁRRAFO 1

1) LA FUENTE DEL PÁRRAFO 1 DEL ARTÍCULO 4 SE ENCUENTRA
en LAS DISPOSICIONES CONTENIDAS EN LAS CUATRO CONVEN-
ciones DE CODIFICACIÓN DEL DERECHO DIPLOMÁTICO, A SABER,
el PÁRRAFO 1 DEL ARTÍCULO 27 DE LA CONVENCIÓN DE VIENA
sobre RELACIONES DIPLOMÁTICAS, EL PÁRRAFO 1 DEL ARTÍCU-
lo 35 DE LA CONVENCIÓN DE VIENA SOBRE RELACIONES CON-
SULARES, EL PÁRRAFO 1 DEL ARTÍCULO 28 DE LA CONVENCIÓN
sobre LAS MISIONES ESPECIALES Y EL PÁRRAFO 1 DEL ARTÍCU-
lo 57 DE LA CONVENCIÓN DE VIENA SOBRE LA REPRESENTACIÓN
de LOS ESTADOS. ASÍ PUES, EL PRINCIPIO DE LA LIBERTAD DE
comunicación HA SIDO RECONOCIDO UNIVERSALMENTE COMO
el FUNDAMENTO JURÍDICO DEL DERECHO DIPLOMÁTICO MODERNO
y DEBE CONSIDERARSE TAMBIÉN COMO LA ESENCIA DEL RÉGIMEN
jurídico DE LOS CORREOS DIPLOMÁTICOS Y LAS VALIJAS DIPLO-
MÁTICAS. LA ENTREGA PRONTA, SEGURA Y SIN OBSTÁCULOS DEL
mensaje DIPLOMÁTICO Y LA INVIOLABILIDAD DE SU CARÁCTER
reservado CONSTITUYEN EL ASPECTO PRÁCTICO MÁS IMPOR-
tante DE ESTE PRINCIPIO. CONSTITUYE LA BASE JURÍDICA DE
la PROTECCIÓN DE LA VALIJA DIPLOMÁTICA, IMPONIENDO AL
ESTADO RECEPTOR, CUANDO EL CORREO O LA VALIJA ENTRAN
en SU ÁMBITO DE JURISDICCIÓN, LA OBLIGACIÓN DE CONCEDER
ciertas FACILIDADES, PRIVILEGIOS E INMUNIDADES A FIN DE
velar POR EL DEBIDO CUMPLIMIENTO DE LOS FINES ANTES
SEÑALADOS.

2) LA REMISIÓN AL ARTÍCULO 1 ACLARA EXPLÍCITAMENTE
que LA LIBERTAD OBJETO DEL ARTÍCULO 4 SE APLICA A TODA
la AMPLIA VARIEDAD DE COMUNICACIONES OFICIALES YA ES-
pecificadas EN LA DISPOSICIÓN RELATIVA AL ÁMBITO DE APLI-
cación DEL PROYECTO DE ARTÍCULOS.

PÁRRAFO 2

3) EL PÁRRAFO 2 RECONOCE QUE LA APLICACIÓN EFECTIVA
de LA REGLA DE LIBRE COMUNICACIÓN DIPLOMÁTICA NO SÓLO
requiere QUE EL ESTADO RECEPTOR PERMITA Y PROTEJA LA
libertad DE LAS COMUNICACIONES QUE SE REALICEN EN EL
ámbito DE SU JURISDICCIÓN POR MEDIO DE CORREOS Y VALIJAS
DIPLOMÁTICAS, SINO QUE ADEMÁS IMPONE AL ESTADO O LOS
ESTADOS DE TRÁNSITO UNA OBLIGACIÓN IDÉNTICA. EN EFECTO,
es OBVIO QUE, EN ALGUNOS CASOS, LA ENTREGA PRONTA, SEGU-
ra Y SIN OBSTÁCULOS DE LA VALIJA DIPLOMÁTICA EN SU DES-
tino FINAL DEPENDE DE SU PASO, EN SU ITINERARIO, POR EL
ámbito DE JURISDICCIÓN DE OTROS ESTADOS. ESTE REQUISITO
práctico SE ENUNCIA COMO REGLA GENERAL EN EL PÁRRAFO 2,
que ESTÁ BASADO EN DISPOSICIONES PARALELAS CONTENIDAS
en LAS CUATRO CONVENCIONES DE CODIFICACIÓN DEL DERECHO
DIPLOMÁTICO, A SABER, EL PÁRRAFO 3 DEL ARTÍCULO 40 DE
la CONVENCIÓN DE VIENA SOBRE RELACIONES DIPLOMÁTICAS,
el PÁRRAFO 3 DEL ARTÍCULO 54 DE LA CONVENCIÓN DE VIENA
sobre RELACIONES CONSULARES, EL PÁRRAFO 3 DEL ARTÍCULO 42
de LA CONVENCIÓN SOBRE LAS MISIONES ESPECIALES Y EL PÁ-
rrafo 4 DEL ARTÍCULO 81 DE LA CONVENCIÓN DE VIENA SO-
bre LA REPRESENTACIÓN DE LOS ESTADOS.

ARTÍCULO 5.—DEBER DE RESPETAR LAS LEYES
y REGLAMENTOS DEL ESTADO RECEPTOR

y DEL ESTADO DE TRÁNSITO

1. EL ESTADO QUE ENVÍA VELARÁ POR QUE LOS PRIVILEGIOS
e INMUNIDADES CONCEDIDOS A SU CORREO DIPLOMÁTICO Y A

su VALIJA DIPLOMÁTICA NO SE UTILICEN DE MANERA INCOMPA-
tible CON EL OBJETO Y EL FIN DE LOS PRESENTES ARTÍCULOS.

2. SIN PERJUICIO DE LOS PRIVILEGIOS E INMUNIDADES QUE
se LE CONCEDAN, EL CORREO DIPLOMÁTICO DEBERÁ RESPETAR LAS
leyes Y REGLAMENTOS DEL ESTADO RECEPTOR O, EN SU CASO,
del ESTADO DE TRÁNSITO. TAMBIÉN ESTÁ OBLIGADO A NO IN-
miscuirse EN LOS ASUNTOS INTERNOS DEL ESTADO RECEPTOR O,
en SU CASO, DEL ESTADO DE TRÁNSITO.

COMENTARIO
PÁRRAFO 1

1) LA FINALIDAD DEL ARTÍCULO 5 EN GENERAL Y DEL PÁ-
rrafo 1 EN PARTICULAR ES ESTABLECER EL EQUILIBRIO NECESA-
rio ENTRE LOS INTERESES DEL ESTADO QUE ENVÍA, CONSISTENTES
en LA ENTREGA SIN CONTRATIEMPO NI ESTORBO DE LA VALIJA,
y LAS CONSIDERACIONES DE SEGURIDAD Y OTRAS CONSIDERACIO-
nes LEGÍTIMAS NO SÓLO DEL ESTADO RECEPTOR, SINO TAMBIÉN
del ESTADO DE TRÁNSITO. A ESTE RESPECTO, ESTE ARTÍCULO
constituye LA DISPOSICIÓN CORRELATIVA DEL ARTÍCULO 4, QUE
enuncia LAS OBLIGACIONES QUE INCUMBEN AL ESTADO RE-
ceptor Y AL ESTADO DE TRÁNSITO. EL OBJETO Y FIN DE LA
serie DE PROYECTOS DE ARTÍCULOS ES EL ESTABLECIMIENTO DE
un SISTEMA QUE GARANTICE PLENAMENTE EL CARÁCTER RESER-
vado DEL CONTENIDO DE LA VALIJA DIPLOMÁTICA Y SU LLEGADA
sin CONTRATIEMPO A SU DESTINO, EVITANDO AL PROPIO TIEM-
po QUE SE ABUSE DE ÉL. TODOS LOS PRIVILEGIOS, INMUNI-
dades O FACILIDADES QUE SE CONCEDEN AL CORREO O LA VA-
lija MISMA NO TIENEN OTRA FINALIDAD Y, POR LO TANTO, ES-
tán BASADOS EN UN CRITERIO FUNCIONAL. EL PÁRRAFO 1 SE
refiere CONCRETAMENTE A LA OBLIGACIÓN DEL ESTADO QUE
envía DE VELAR POR QUE NO SE VIOLEN EL OBJETO NI EL FIN
de TALES FACILIDADES, PRIVILEGIOS E INMUNIDADES. EN LOS
artículos POSTERIORES SE ESPECIFICAN LOS MEDIOS CONCRETOS
por LOS QUE EL ESTADO QUE ENVÍA PUEDE EJERCER ESE CON-
TROL, POR EJEMPLO MEDIANTE LA RETIRADA O DESTITUCIÓN DE
su CORREO Y LA TERMINACIÓN DE SUS FUNCIONES.

2) SE SEÑALÓ EN LA COMISIÓN QUE LA EXPRESIÓN INGLESA
« SHALL ENSURE » DEBE ENTENDERSE EN EL SENTIDO DE QUE
« HARÁ TODOS LOS ESFUERZOS POSIBLES POR » Y QUE EN ESTE
sentido DEBÍA ENTENDERSE LA PALABRA « VEILLE » EN EL TEXTO
francés Y LA EXPRESIÓN « VELARÁ POR » EN EL TEXTO ESPAÑOL.

PÁRRAFO 2

3) EL PÁRRAFO 2 HACE EXTENSIVOS AL CORREO DIPLOMÁTICO
los PRINCIPIOS ENUNCIADOS EN LAS DISPOSICIONES CORRES-
pondientes DE LAS CUATRO CONVENCIONES DE CODIFICACIÓN
del DERECHO DIPLOMÁTICO Y SE BASA, CON ALGUNAS MODI-
FICACIONES, EN EL ARTÍCULO 41 DE LA CONVENCIÓN DE VIENA
sobre RELACIONES DIPLOMÁTICAS, EL ARTÍCULO 55 DE LA CON-
vención DE VIENA SOBRE RELACIONES CONSULARES, EL ARTÍCU-
lo 47 DE LA CONVENCIÓN SOBRE LAS MISIONES ESPECIALES Y
el ARTÍCULO 77 DE LA CONVENCIÓN DE VIENA SOBRE LA REPRE-
sentación DE LOS ESTADOS. VERSA ESPECIALMENTE SOBRE LA
obligación DEL CORREO DIPLOMÁTICO DE RESPETAR LAS LEYES
y REGLAMENTOS DEL ESTADO RECEPTOR Y EL ESTADO DE TRÁN-
SITO, SIN PERJUICIO DE LAS FACILIDADES, LOS PRIVILEGIOS Y
las INMUNIDADES DE QUE GOZA. LA OBLIGACIÓN DEL CORREO
diplomático DE RESPETAR EL ORDENAMIENTO JURÍDICO VIGENTE
del ESTADO RECEPTOR O DEL ESTADO DE TRÁNSITO PUEDE ABAR-
car UNA GRAN VARIEDAD DE OBLIGACIONES RELATIVAS AL MAN-
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tenimiento DE LA LEY Y EL ORDEN, LOS REGLAMENTOS EN MA-
teria DE SALUD PÚBLICA Y EL USO DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS
y LOS MEDIOS DE TRANSPORTE O LOS REGLAMENTOS CONCER-
nientes AL ALOJAMIENTO HOTELERO Y LOS REQUISITOS DE RE-
gistro DE EXTRANJEROS, ASÍ COMO LOS REGLAMENTOS REFEREN-
tes AL PERMISO DE CONDUCCIÓN DE AUTOMÓVILES, ETC. POR
SUPUESTO, ESTA OBLIGACIÓN DEJA DE EXISTIR CUANDO EL PRO-
yecto DE ARTÍCULOS EXIME EXPRESAMENTE AL ESTADO QUE
envía O A SU CORREO DIPLOMÁTICO DE LA APLICACIÓN DE LAS
leyes Y REGLAMENTOS DEL ESTADO RECEPTOR O DEL ESTADO
de TRÁNSITO.

4) EL PÁRRAFO 2 MENCIONA EXPRESAMENTE EL DEBER DI-
plomático DE NO INMISCUIRSE EN LOS ASUNTOS DEL ESTADO
receptor O, EN SU CASO, DEL ESTADO DE TRÁNSITO. EN RELA-
ción CON ESTE PUNTO, SE PUSO EN DUDA QUE PUDIESE DARSE
en REALIDAD UNA SITUACIÓN EN LA QUE EL CORREO DIPLOMÁ-
tico PUDIERA INMISCUIRSE EN LOS ASUNTOS INTERNOS DE UN
ESTADO, ESPECIALMENTE HABIDA CUENTA DE QUE EL CORREO
no REPRESENTABA AL ESTADO QUE ENVÍA. LA OPINIÓN PRE-
DOMINANTE, SIN EMBARGO, ERA QUE CABÍA IMAGINAR SITUA-
ciones DE INJERENCIA DEL CORREO DIPLOMÁTICO, COMO FUN-
cionario DEL ESTADO QUE ENVÍA, EN LOS ASUNTOS INTERNOS
de OTRO ESTADO, POR EJEMPLO SI PARTICIPABA EN CAMPAÑAS
políticas EN EL ESTADO RECEPTOR O EL ESTADO DE TRÁNSITO
O SI TRANSPORTABA EN LA VALIJA DIPLOMÁTICA PROPAGANDA
subversiva DEL RÉGIMEN POLÍTICO IMPERANTE EN EL ESTADO
receptor O EL ESTADO DE TRÁNSITO Y DESTINADA A SER DIS-
tribuida EN ESE ESTADO.

5) EN VERSIONES ANTERIORES215 DEL PROYECTO DE ARTÍCU-
lo 5 SE MENCIONABA ESPECIALMENTE LA OBLIGACIÓN DEL ES-
tado QUE ENVÍA Y EL CORREO DIPLOMÁTICO DE RESPETAR LAS
normas DE DERECHO INTERNACIONAL EN EL ESTADO RECEPTOR
y EL ESTADO DE TRÁNSITO. TRAS EL DEBATE CELEBRADO SOBRE
este PUNTO, PREVALECIÓ LA OPINIÓN DE QUE LA REFERENCIA
al derecho internacional era superfiua, no porque la
obligación DE RESPETAR SUS NORMAS NO EXISTIERA, SINO POR-
que TODOS LOS ESTADOS Y SUS FUNCIONARIOS ESTABAN OBLI-
gados A OBSERVAR LAS NORMAS DE DERECHO INTERNACIONAL
independientemente DE SU SITUACIÓN EN DETERMINADOS
CASOS, DE ESTADO QUE ENVÍA O DE CORREO DIPLOMÁTICO,
RESPECTIVAMENTE. LA MENCIÓN DEL « DERECHO INTERNACIO-
nal » EN ESTE CONTEXTO EQUIVALDRÍA, HASTA CIERTO PUNTO,
a REITERAR LA EVIDENCIA.

6) LA VERSIÓN ORIGINAL DE ESTE PROYECTO DE ARTÍCULO CON-
tenía UN TERCER PÁRRAFO RELATIVO AL ALOJAMIENTO TEMPORAL
del CORREO DIPLOMÁTICO Y A LA OBLIGACIÓN DE UTILIZARLO
de CONFORMIDAD CON CIERTAS NORMAS, PERO SE CONSIDERÓ
que ESA DISPOSICIÓN ERA SUPERFLUA, YA QUE EL SUPUESTO A
que SE REFERÍA ESTABA COMPRENDIDO EN LOS DOS PÁRRAFOS
del PROYECTO DE ARTÍCULO APROBADO.

Artículo 6.—No discriminación y reciprocidad

1. EN LA APLICACIÓN DE LAS DISPOSICIONES DE LOS PRESEN-
tes ARTÍCULOS, EL ESTADO RECEPTOR O EL ESTADO DE TRÁNSITO
no HARÁN NINGUNA DISCRIMINACIÓN ENTRE LOS ESTADOS.

215 P a r a l a versión original, véase Anuario... 1982, vol. II
(segunda parte), pág. 123, nota 308; para la versión revisada,
véase supra, nota 185.

2. SIN EMBARGO, NO SE CONSIDERARÁ DISCRIMINATORIO :
a) QUE EL ESTADO RECEPTOR O EL ESTADO DE TRÁNSITO APLI-

que RESTRICTIVAMENTE CUALQUIERA DE LAS DISPOSICIONES DE
los PRESENTES ARTÍCULOS PORQUE ASÍ APLICA ESA DISPOSICIÓN
a SU CORREO DIPLOMÁTICO O A SU VALIJA DIPLOMÁTICA EL ES-
tado QUE ENVÍA;

b) QUE, POR COSTUMBRE O ACUERDO, LOS ESTADOS MODIFI-
quen ENTRE SÍ EL ALCANCE DE LAS FACILIDADES, LOS PRIVILEGIOS
y LAS INMUNIDADES APLICABLES A SUS CORREOS DIPLOMÁTICOS Y
a SUS VALIJAS DIPLOMÁTICAS, SIEMPRE QUE TAL MODIFICACIÓN
no SEA INCOMPATIBLE CON EL OBJETO Y EL FIN DE LOS PRESENTES
artículos Y NO AFECTE AL DISFRUTE DE LOS DERECHOS NI AL CUM-
plimiento DE LAS OBLIGACIONES DE TERCEROS ESTADOS.

Comentario

1) ESTA DISPOSICIÓN SIGUE EN GRAN PARTE EL MODELO DEL
artículo 49 DE LA CONVENCIÓN SOBRE LAS MISIONES ESPE-
ciales Y EN MENOR MEDIDA EL ARTÍCULO 47 DE LA CONVEN-
ción DE VIENA SOBRE RELACIONES DIPLOMÁTICAS, EL ARTÍCU-
lo 72 DE LA CONVENCIÓN DE VIENA SOBRE RELACIONES CON-
sulares Y EL ARTÍCULO 83 DE LA CONVENCIÓN DE VIENA SO-
bre LA REPRESENTACIÓN DE LOS ESTADOS. ESTE ARTÍCULO ENUN-
cia LOS PRINCIPIOS DE NO DISCRIMINACIÓN Y RECIPROCIDAD
que FORMAN PARTE DE LOS PRINCIPIOS GENERALES QUE IN-
forman LAS CUATRO CONVENCIONES DE CODIFICACIÓN DEL DE-
recho DIPLOMÁTICO. TIENEN SU ORIGEN EN EL PRINCIPIO FUN-
damental DE LA IGUALDAD SOBERANA DE LOS ESTADOS. SU
aplicación CON RESPECTO AL PERSONAL DIPLOMÁTICO O CON-
sular FACILITA EL ESTABLECIMIENTO DE UN RÉGIMEN VIABLE Y
coherente APLICABLE A LAS RELACIONES DIPLOMÁTICAS Y CON-
SULARES. LA COHESIÓN INTRÍNSECA ENTRE LA NO DISCRIMINA-
ción Y LA RECIPROCIDAD Y SU EQUILIBRIO EFECTIVO EN EL
trato DEL PERSONAL ANTES MENCIONADO Y DE LOS CORREOS
diplomáticos PERMITE LLEGAR A UNA BASE SÓLIDA PARA EL
establecimiento DE UNA ESTRUCTURA JURÍDICA VIABLE DE LAS
normas APLICABLES AL RÉGIMEN DEL CORREO Y LA VALIJA.
LA INTERACCIÓN DE LA NO DISCRIMINACIÓN Y LA RECIPROCIDAD
en EL TRATO DEBE CONSIDERARSE ADEMÁS EN SU PERSPECTIVA
realista Y DINÁMICA, TENIENDO EN CUENTA EL ESTADO DE
las RELACIONES ENTRE EL ESTADO QUE ENVÍA Y EL ESTADO
receptor O EL ESTADO DE TRÁNSITO.

Párrafo 1

2) EL PÁRRAFO 1 ESTABLECE EL PRINCIPIO GENERAL DE NO
discriminación ANTES MENCIONADO, QUE SE REFIERE NO SÓLO
al ESTADO RECEPTOR, SINO TAMBIÉN AL ESTADO DE TRÁNSITO.

Párrafo 2

3) EL PÁRRAFO 2 ENUNCIA ALGUNAS EXCEPCIONES AL PÁRRA-
fo 1, QUE, BASADAS EN EL PRINCIPIO DE RECIPROCIDAD, NO
deben CONSIDERARSE como discriminación.

Apartado A del párra 2

4) LA PRIMERA EXCEPCIÓN AUTORIZA LA RECIPROCIDAD AL
permitir UNA APLICACIÓN RESTRICTIVA DE UNA DISPOSICIÓN
del PROYECTO DE ARTÍCULO POR EL ESTADO RECEPTOR O POR
el ESTADO DE TRÁNSITO FUNDADA EN UNA APLICACIÓN RES-
trictiva DE ESA DISPOSICIÓN A LOS CORREOS DIPLOMÁTICOS
y VALIJAS DIPLOMÁTICAS DE ESE ESTADO EN EL ESTADO QUE
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envía. Se hizo observar en la Comisión que esa excep-
ción, en lo que se refiere al Estado de tránsito, debería
interpretarse de un modo rigurosamente simétrico, en
el sentido de ser aplicable en el caso de que correos
o valijas del Estado de tránsito hayan sido objeto de
la aplicación restrictiva de una disposición por el Esta-
do que envía, que actúe, a su vez, como Estado de trán-
sito con respecto a dichos correos y valijas. La opción
que esta disposición ofrece al Estado receptor y al Es-
tado de tránsito refleja la repercusión que el estado de
las relaciones entre esos Estados y el Estado que envía
forzosamente ha de tener la aplicación del proyecto de
artículos. No obstante, debería establecerse algún crite-
rio o alguna condición para que las restricciones ten-
gan un carácter tolerante. Debería presuponerse que la
aplicación restrictiva en el Estado que envía de que se
trate está en consonancia estrictamente con la disposi-
ción de que se trata y dentro de los límites admitidos
por esa disposición; de otro modo, habría una infrac-
ción del proyecto de artículos y el acto del Estado re-
ceptor o del Estado de tránsito se convertiría en un acto
de represalia. En relación con este punto, se expresó la
opinión de que la aplicación del apartado A nunca de-
bería llevarse a efecto de modo incompatible con el
objeto y el fin del proyecto de artículos.

APARTADO b DEL PÁRRAFO 2

5) La segunda excepción se refiere al caso en que por
costumbre o acuerdo los Estados se concedan entre sí
un trato más favorable por sus correos diplomáticos
o valijas diplomáticas. También en este caso los Estados
pueden aplicar la reciprocidad, esta vez de un modo
activo y positivo al establecer entre ellos un trato más
favorable que el que están obligados a reconocer a
otros Estados en virtud de lo dispuesto en el proyecto.
La excepción está basada en un párrafo muy parecido
contenido en el artículo 49 de la Convención sobre las
misiones especiales y está sujeta a una salvedad : la
de que el trato más favorable no sea incompatible con
el objeto y el fin del proyecto de artículos ni afecte al
disfrute de los derechos ni al cumplimiento de las obli-
gaciones de terceros Estados de conformidad con el
proyecto de artículos. Esta cláusula de salvaguardia tie-
ne por objeto mantener ciertos niveles internacionales y
cierta estabilidad en lo tocante al alcance de las faci-
lidades, los privilegios y las inmunidades concedidas
al correo diplomático y a la valija diplomática no acom-
pañada por un correo diplomático. La expresión « el
objeto y el fin » está destinada a referirse principal-
mente a ciertos principos básicos del derecho diplomá-
tico tales como el principio de la libertad de comuni-
cación, enunciado en el artículo 4.

ARTÍCULO 7216.—DOCUMENTACIÓN
del CORREO DIPLOMÁTICO

El correo diplomático deberá llevar consigo un docu-
mento oficial en el que conste su calidad de tal y el nú-
mero de bultos que constituyen la valija diplomática por
él acompañada.

COMENTARIO

1) La fuente inmediata de este artículo debe buscarse
en las disposiciones pertinentes relativas al correo di-
plomático o consular contenidas en las cuatro Conven-
ciones de codificación del derecho diplomático, a saber :
el párrafo 5 del artículo 27 de la Convención de Viena
sobre relaciones diplomáticas, el párrafo 5 del artículo 35
de la Convención de Viena sobre relaciones consulares,
el párrafo 6 del artículo 28 de la Convención sobre las
misiones especiales y el párrafo 6 del artículo 57 de
la Convención de Viena sobre la representación de los
Estados.

2) La práctica dominante de los Estados, sobre todo
durante los dos últimos decenios, se ha ajustado muy
de cerca a la fórmula establecida por las mencionadas
Convenciones y que consiste en proporcionar al correo
un documento especial en el que consta su calidad de
tal y sus datos personales más esenciales, y se indica
también el número de bultos que transporta, así como
los pormenores de éstos, tales como números de serie,
destino, volumen y peso. Independientemente de que
se dé al documento el nombre de « documento oficial »,
« credencial del correo », « certificado », « certificado
del correo » o « certificado especial », su naturaleza ju-
rídica y su finalidad son esencialmente las mismas, es
decir, un documento oficial que acredita la condición
de correo diplomático. El documento es expedido por
las autoridades competentes del Estado que envía o por
sus misiones diplomáticas u otras misiones oficiales en
el extranjero. La forma del documento, las caracterís-
ticas de forma y denominación dependen enteramente
de la jurisdicción y discreción del Estado que envía de
conformidad con sus leyes, reglamentos y prácticas es-
tablecidas. No obstante, sería conveniente llegar a cierto
grado mínimo de coherencia y uniformidad que, gracias
a la enunciación de normas y reglamentaciones general-
mente aceptadas, pueda facilitar el envío y la entrega
de la valija diplomática sin obstáculos, con seguridad
y rapidez.

3) En una versión anterior217, el proyecto de artícu-
lo 7 empezaba así : « El correo diplomático deberá llevar
consigo, además de su pasaporte, un documento ofi-
cial [ . . . ] .» La cláusula « además de su pasaporte » in-
tentaba reflejar la práctica dominante de los Estados con-
sistente en proporcionar al correo diplomático un pasa-
porte o documento de viaje normal, además del docu-
mento acreditativo de su calidad. En realidad, muchos
países proporcionan incluso a sus correos profesionales u
ordinarios pasaporte diplomático o pasaporte oficial. La
Comisión consideró que esta frase podría crear la im-
presión errónea de que la posesión de un pasaporte es
obligatoria, incluso en los casos, que no son raros, de
que las leyes y los reglamentos del Estado receptor o
del Estado de tránsito no lo exijan. Se señaló también
en la Comisión que, si no era obligatorio un pasaporte,
tampoco era obligatorio tener un visado en el documen-
to especial acreditativo de la calidad de correo diplo-
mático. La supresión de esta frase, no obstante, no li-
bera al correo diplomático de la obligación de presentar

216 Numeración provisional. 217 Véase supra, nota 187.
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un pasaporte válido si las leyes y los reglamentos del
Estado receptor o del Estado de tránsito así lo requieren.

4) En el caso de una valija diplomática no acompa-
ñada por un correo diplomático, pero confiada al co-
mandante de una aeronave comercial o de un buque
mercante, o a un miembro autorizado de la tripulación,
el Estado que envía expide un documento de otro tipo
en el que se acredita el carácter de la valija diplomá-
tica. La expedición de este documento estará prevista
en las disposiciones posteriores de este proyecto de ar-
tículo.

Artículo 8 m.—Nombramiento
del CORREO DIPLOMÁTICO

Con sujeción a las disposiciones de los artículos [9],
10 y 14, el correo diplomático será nombrado libremente
por el Estado que envía o por sus misiones, oficinas con-
sulares o delegaciones.

COMENTARIO

1) La terminología empleada en el artículo 8, que
indica que el correo diplomático puede ser nombrado
libremente por las autoridades competentes del Esta-
do que envía, concuerda con la utilizada en las dispo-
siciones correspondientes de las cuatro Convenciones
de codificación del derecho diplomático relativas al nom-
bramiento de personal diplomático o consular distinto
del jefe de la misión o de la oficina consular. Esas dis-
posiciones son el artículo 7 de la Convención de Viena
sobre relaciones diplomáticas, el párrafo 1 del artícu-
lo 19 de la Convención de Viena sobre relaciones con-
sulares, el artículo 8 de la Convención sobre las misiones
especiales y el artículo 9 de la Convención de Viena
sobre la representación de los Estados.

2) El nombramiento de un correo diplomático es un
acto de las autoridades competentes del Estado que envía
o de su misión en el extranjero cuyo objeto es designar
a la persona que ha de desempeñar una función oficial,
a saber, la custodia, el transporte y la entrega de la va-
lija diplomática. El nombramiento es un acto que en
principio corresponde a la jurisdicción interna del Es-
tado que envía. Por eso se ha utilizado la palabra « li-
bremente » en el texto del proyecto de artículo. En con-
secuencia, los requisitos para el nombramiento o la
designación especial, el procedimiento que se ha de
seguir en relación con tal acto, la determinación de las
autoridades competentes y la forma del acto se rigen
por las leyes y los reglamentos nacionales y por las prác-
ticas establecidas.

3) De todos modos, el nombramiento de un correo
diplomático por el Estado que envía tiene algunas con-

secuencias internacionales que afectan al Estado recep-
tor o al Estado de tránsito. Son necesarias unas normas
internacionales que establezcan un equilibrio entre los
derechos e intereses del Estado que envía y los derechos
e intereses del Estado receptor o del Estado de tránsito
donde el correo diplomático va a ejercer sus funciones.
Tal es la finalidad de los artículos 9, 10 y 14, mencio-
nados en el presente artículo. Los comentarios a esos
artículos contendrán más detalles sobre los modos de
lograr dicho equilibrio. El artículo 9 se ha puesto entre
corchetes porque hay divergencias de opinión en la
Comisión sobre si procede mencionarlo en el contexto
del artículo 8. Algunos miembros piensan que el pro-
ceso de consulta y de decisión conjunta que requiere
el nombramiento conjunto de un correo diplomático
desvirtúa el carácter totalmente libre de un nombra-
miento, mientras que otros estiman que, en un nombra-
miento conjunto, cada Estado sigue siendo enteramente
libre de participar o no en la decisión conjunta de que
se trate, y que, por consiguiente, el artículo 9 no afecta
en nada al principio general enunciado en el artículo 8.

4) Por lo general, un correo diplomático profesional
ordinario es designado mediante un acto de un órgano
competente del Ministerio de Relaciones Exteriores del
Estado que envía; así pues, pasa a formar parte del per-
sonal de ese Ministerio, tiene una relación jurídica per-
manente con él y es titular de unos derechos y obliga-
ciones derivados de su situación de funcionario público.
En cambio, un correo diplomático AD HOC no es nece-
sariamente un agente diplomático ni un miembro del
personal del Ministerio de Relaciones Exteriores. Su
función puede ser desempeñada por cualquier funcio-
nario del Estado que envía o por cualquier persona li-
bremente escogida por las autoridades competentes de
ese Estado. Es designado para una ocasión especial y
la relación jurídica que tiene con el Estado que envía
es de carácter temporal. Puede ser designado por el
Ministerio de Relaciones Exteriores del Estado que en-
vía, pero con gran frecuencia lo es por las misiones
diplomáticas, las oficinas consulares o las delegaciones
de éste.

5) Un versión anterior219 del proyecto de artículo 8
terminaba con la frase « y se les permitirá desempeñar
sus funciones en el territorio del Estado receptor o del
Estado de tránsito ». Aunque se reconoce que la decla-
ración contenida en dicha frase es correcta, se estima
en general que no encaja en el proyecto de artículo 8,
relativo exclusivamente al nombramiento del correo di-
plomático. Disposiciones ulteriores, en particular el pro-
yecto de artículo 16, versarán sobre la cuestión de la
admisión en el territorio del Estado receptor y del Es-
tado de tránsito, a no ser que se trate de esta cuestión
en un artículo aparte, que figuraría a continuación del
artículo 11.

218 Numeración provisional. 219 Véase supra, nota 188.



Capítulo VI

DERECHO DE LOS USOS DE LOS CURSOS DE AGUA INTERNACIONALES
PARA FINES DISTINTOS DE LA NAVEGACIÓN

A.—Introducción

191. En el párrafo 1 de su resolución 2669 (XXV),
de 8 de diciembre de 1970, la Asamblea General re-
comendó que la CDI
emprenda [...] el estudio del derecho de los usos de los cur-
sos de agua internacionales para fines distintos de la navega-
ción, con vistas a su desarrollo progresivo y a su codificación,
y que, teniendo en cuenta el programa de trabajo que se ha
fijado, considere la posibilidad, desde el punto de vista prác-
tico, de adoptar las medidas pertinentes tan pronto como lo
crea oportuno.

192. La Comisión, en su 23.° período de sesiones, en
1971, incluyó el tema titulado « Usos de los cursos de
agua internacionales para fines distintos de la navega-
ción » en su programa general de trabajo220. En el pá-
rrafo 5 de la sección I de la resolución 2780 (XXVI),
de 3 de diciembre de 1971, la Asamblea General re-
comendó a la CDI que, a la luz de su programa de
trabajo previsto, decidiera

acerca de la prioridad que debe concederse al tema del derecho
sobre los usos de los cursos de agua internacionales para fines
distintos de la navegación.

En su 24.° período de sesiones, en 1972, la Comisión
indicó su propósito de estudiar las precedentes reco-
mendaciones de la Asamblea General cuando examinara
su programa de trabajo a largo plazo m. En el párrafo 5
de la sección I de la resolución 2926 (XXVII), de 28
de noviembre de 1972, la Asamblea General tomó nota
de que la CDI se proponía determinar, con ocasión del
examen de su programa de trabajo a largo plazo, la
prioridad que debía concederse a la cuestión.

193. En su 25.° período de sesiones, en 1973, la Co-
misión, habida cuenta de que la Secretaría presentaría
próximamente a los miembros un informe suplementario
sobre los cursos de agua internacionales, estimó que la
decisión formal de iniciar los trabajos relativos al tema
debía adoptarse después de que los miembros hubiesen
tenido ocasión de examinar el informem. En el párra-
fo 4 de su resolución 3071 (XXVIII), de 30 de noviem-
bre de 1973, la Asamblea General recomendó

que, en su 26.° período de sesiones, la Comisión de Derecho
Internacional comience su labor sobre el derecho de los usos
de los cursos de agua internacionales adoptando, entre otras,
las medidas preliminares que se prevén en el artículo 16 de
su Estatuto.

194. En su 26.° período de sesiones, en 1974, la Co-
misión tuvo ante sí el informe suplementario sobre los
problemas jurídicos relativos a los usos de los cursos
de agua internacionales para fines distintos de la nave-
gación presentado por el Secretario General en cumpli-
miento de la resolución 2669 (XXV) de la Asamblea
General223. En el cumplimiento de la recomendación
formulada en el párrafo 4 de la resolución 3071
(XXVIII) de la Asamblea General, la Comisión esta-
bleció, en su 26.° período de sesiones, una Subcomisión
integrada por los Sres. Richard D. Kearney (Presidente),
Taslim O. Elias, Milan Sahovic, José Sette Cámara y
Abdul Hakim Tabibi, a la que pidió que examinara
la cuestión e informase a la Comisión. La Subcomisión
aprobó y presentó a la Comisión un informe en el que
proponía se presentara un cuestionario a los Estados.
En ese mismo período de sesiones, la Comisión aprobó
sin modificaciones el informe de la Subcomisión, y ade-
más designó al Sr. Richard D. Kearney Relator Espe-
cial para la cuestión del derecho de los usos de los cur-
sos de agua internacionales para fines distintos de la
navegación 224.

195. En el apartado e del párrafo 4 de la sección I
de su resolución 3315 (XXIX), de 14 de diciembre
de 1974, la Asamblea General recomendó que la CDI
continuase

su estudio del derecho de los usos de los cursos de agua inter-
nacionales para fines distintos de la navegación teniendo en
cuenta las resoluciones de la Asamblea General 2669 (XXV)
de 8 de diciembre de 1970, 3071 (XXVIII) de 30 de noviem-
bre de 1973 y otras resoluciones referentes a la labor de la
Comisión de Derecho Internacional sobre el asunto, y las ob-
servaciones recibidas de Estados Miembros sobre las cuestiones
mencionadas en el anexo del capítulo V del informe de la
Comisión.

Mediante una circular, de fecha 21 de enero de 1975,
el Secretario General invitó a los Estados Miembros a

220 Véase Anuario... 1971, vol. II (primera parte), pág. 377,
documento A/8410/Rev.l, párr. 120.

221 Anuario... 1972, vol. II, pág. 354, documento A/8710/
Rev.l, párr. 77.

222 Anuario... 1973, vol. II, págs. 236 y 237, documento A/
9010/Rev.l, párr. 175.

223 Anuario... 1974, vol. II (segunda parte), pág. 286, docu-
mento A/CN.4/274.

224 Para una reseña de los trabajos de la Comisión sobre el
tema en su 26.° período de sesiones, véase Anuario... 1974,
vol. II (primera parte), pág. 306, documento A/9610/Rev.l,
cap. V, párrs. 155 a 159; para el informe de la Subcomisión,
ibid., págs. 306 a 309, anexo.
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que le comunicaran, de ser posible antes del 1.° de
julio de 1975, sus observaciones sobre el cuestionario
de la Comisión mencionado en el párrafo precitado de
la resolución 3315 (XXIX) de la Asamblea General,
cuyo texto definitivo, tal como fue comunicado a los
Estados Miembros, dice así z s :
A. ¿Cuál sería el alcance que habría de tener la definición

de curso de agua internacional en un estudio de los as-
pectos jurídicos de los usos del agua dulce, por una parte,
y de la contaminación del agua dulce, por otra?

B. ¿Es el concepto geográfico de cuenca hidrográfica inter-
nacional la base adecuada para el estudio de los aspectos
jurídicos de los usos de los cursos de agua internacionales
para fines distintos de la navegación?

C. ¿Es el concepto geográfico de cuenca hidrográfica inter-
nacional la base adecuada para el estudio de los aspectos
jurídicos de la contaminación de los cursos de agua
internacionales?

D. Si la Comisión debe adoptar como base para su estudio
de los usos del agua dulce el plan que se indica a con-
tinuación :

a) Usos agrícolas :
1. Riego;

2. Avenamiento;
3. Evacuación de desechos;

4. Producción de alimentos acuáticos;

fe) Usos económicos y comerciales :
1. Producción de energía (hidroeléctrica, nuclear y me-

cánica);

2. Industrias;

3. Construcción;

4. Transporte distinto de la navegación;

5. Transporte de madera por flotación;

6. Evacuación de desechos;

7. Industrias extractivas (minería, producción de petró-
leo, etc.);

c) Usos domésticos y sociales :

1. Consumo (agua potable, cocina, limpieza, aseo, etc.);

2. Evacuación de desechos;

3. Recreo (natación, deportes, pesca, deportes náuticos,
etcétera).

E. ¿Deben incluirse otros usos en este esquema?

F. ¿Debe la Comisión incluir en su estudio los problemas de
la prevención de las inundaciones y de la erosión?

G. ¿Debe la Comisión tener en cuenta en su estudio la in-
teracción entre los usos para fines de navegación y los
usos para otros fines?

H. ¿Está de acuerdo en que la Comisión aborde el problema
de la contaminación de los cursos de agua internacionales
como fase inicial de su estudio?

I. ¿Deben tomarse disposiciones especiales para que la Co-
misión reciba el asesoramiento técnico, científico y econó-
mico necesario, por ejemplo, mediante la creación de un
comité de expertos?

196. La Comisión no examinó este tema en su 27.°
período de sesiones, en 1975, en espera de recibir la
respuesta de los gobiernos de los Estados Miembros al
cuestionario de la Comisión226. La Asamblea General,
en el apartado e del párrafo 4 de su resolución 3495
(XXX), de 15 de diciembre de 1975, recomendó que
la Comisión continuase su estudio del derecho de los
usos de los cursos de agua internacionales para fines
distintos de la navegación.
197. En su 28.° período de sesiones, en 1976, la Co-
misión tuvo a la vista las respuestas al cuestionario re-
cibidas de los gobiernos de 21 Estados Miembros227.
También tuvo a la vista un informe presentado por el
Sr. Richard D. Kearney, a la sazón Relator Especial
para este tema228. Cuando la Comisión debatió la cues-
sión en ese período de sesiones, la atención giró espe-
cialmente en torno a las cuestiones suscitadas en las
respuestas enviadas por los Estados y examinadas en
el informe presentado por el Relator Especial relativo
al alcance de los trabajos de la Comisión sobre el tema
y al significado de la expresión « cursos de agua inter-
nacionales ». En el informe se señalaba que los Estados
habían manifestado diferencias considerables en sus res-
puestas al cuestionario en cuanto a la utilización del
concepto geográfico de cuenca hidrográfica internacio-
nal como base adecuada para el estudio propuesto, tan-
to en lo relativo a los usos como respecto de los pro-
blemas especiales de la contaminación. También se en-
contraron estas divergencias en las opiniones manifesta-
das por los miembros de la Comisión durante el debate
sobre el informe del Relator Especial. Hubo consenso
en que no era necesario precisar el sentido del término
« cursos de agua internacionales » al comienzo de los
trabajos de la Comisión. En los párrafos pertinentes
del informe de la Comisión a la Asamblea se dice lo
siguiente :
164. Esta exploración de los aspectos básicos de la labor por
realizar en la esfera de la utilización del agua dulce llevó a
la Comisión al acuerdo general de que no era preciso examinar
al principio de los trabajos la cuestión del alcance de la ex-
presión «cursos de agua internacionales». En vez de ello,
debería dedicarse atención a iniciar la formulación de prin-
cipios generales aplicables a los aspectos jurídicos de los usos
de esos cursos de agua. Al hacer esto, no deberían escatimarse
esfuerzos por elaborar normas que mantuvieran un delicado
equilibrio entre una excesiva minuciosidad que impidiera su
aplicación general y una excesiva generalidad que las privara
de eficacia. Más aún, esas normas deberían estar destinadas
a promover la adopción de regímenes para los distintos ríos
internacionales y por esa razón deberían tener un carácter
supletorio. Se debería tratar de que las normas fueran lo más
aceptables posible y debería tenerse en cuenta la sensibilidad
de los Estados en cuanto a sus intereses en cuestión de agua.

165. Al elaborar normas jurídicas sobre el aprovechamiento
del agua, sería necesario precisar conceptos tales como el abu-
so de derecho, la buena fe, la cooperación entre vecinos y el
trato humanitario que habría que tener en cuenta además de
la obligación de indemnizar en caso de responsabilidad229.

225 Anuario... 1976, vol. II (primera parte), págs. 164 y 165,
documento A/CN.4/294 y Add.l, párr. 6.

226 Anuario... 1975, vol. I I , pág. 196, documento A /10010 /
Rev . l , párr . 138.

227 Anuario... 1976, vol. I I (primera par te) , pág. 161, docu-
mento A /CN.4 /294 y A d d . l .

228 Ibid., pág. 202, documento A / C N . 4 / 2 9 5 .
229 Anuario... 1976, vol. II (segunda par te) , pág. 160.
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Los debates mostraron que los miembros de la Comisión
estaban de acuerdo en general con las opiniones expre-
sadas por Estados en respuesta a las preguntas rela-
tivas a otras cuestiones.

198. La Asamblea General, en los párrafos 4 (apar-
tado d) y 5 de la resolución 31/97, de 15 de diciembre
de 1976, recomendó que la Comisión continuase su
trabajo sobre el derecho de los usos de los cursos de
agua internacionales para fines distintos de la navega-
ción e instó a los Estados Miembros que aún no lo
hubiesen hecho a que presentasen por escrito al Secre-
tario General sus observaciones sobre este tema.

199. En su 29.° período de sesiones, en 1976, la Co-
misión designó al Sr. Stephen M. Schwebel Relator Es-
pecial para la cuestión del derecho de los usos de los
cursos de agua internacionales para fines distintos de
la navegación, para suceder al Sr. Richard D. Kearney,
que no se había presentado para su reelección a la Co-
misión23°. En el apartado d del párrafo 4 de su resolu-
ción 32/151, de 19 de diciembre de 1977, la Asamblea
General recomendó que la Comisión continuase su la-
bor sobre el derecho de los usos de los cursos de agua
internacionales para fines distintos de la navegación.
Esta recomendación fue hecha también por la Asam-
blea General en su resolución 33/139, de 19 de di-
ciembre de 1978.

200. En su 30.° período de sesiones, en 1978, la Co-
misión tuvo ante sí las respuestas enviadas por cuatro
Estados Miembros de conformidad con la resolución
31/97 de la Asamblea General231. También en ese pe-
ríodo de sesiones, la Comisión escuchó una declaración
del Relator Especial sobre este tema232. En su 31.° pe-
ríodo de sesiones, en 1979, la Comisión tuvo ante sí
el primer informe del Relator Especial233, Sr. Schwebel,
así como una respuesta recibida de un Estado Miem-
bro234 al cuestionario sobre el tema preparado por la
Comisión. Este primer informe contenía los siguientes
proyectos de artículos propuestos por el Relator Espe-
cial : « Alcance de los presentes artículos » (art. 1),
« Estados usuarios » (art. 2), « Acuerdos de usuarios »
(art. 3), « Definiciones » (art. 4), « Partes en acuerdos
de usuarios » (art. 5), « Relación entre los presentes
artículos y los acuerdos de usuarios » (art. 6), « Entra-
da en vigor respecto de un curso de agua internacional »
(art. 7), « Reunión de datos » (art. 8), « Intercambio
de datos » (art. 9) y « Costo de la reunión y el inter-
cambio de datos » (art. 10). En ese período de sesiones
la Comisión procedió a un debate general sobre las
cuestiones planteadas en el informe del Relator Especial
y sobre cuestiones relacionadas con el tema en general.
Ese debate giró en torno a las cuestiones siguientes :
naturaleza del tema, alcance del tema, cuestión de la
formulación de normas sobre el tema, metodología apli-

230 Anuario... 1977, vol. II (segunda parte), pág. 125.
231 Anuario... 1977, vol. II (segunda parte), pág. 125. docu-

mento A/CN.4/314.
232 AnuN.4/314.ario... 1978, vo l . II ( segunda p a r t e ) , págs . 145, pá-

rrafos 158 y 159.
233 Anuario... 1979, vol. II (primera parte) , pág. 145, docu-

mento A/CN.4/320 .
234 Ibid., pág. 182, documento A/CN.4 /324 .

cable a la formulación de las normas sobre la materia,
reunión e intercambio de datos sobre los cursos de agua
internacionales, y trabajos futuros sobre el tema235.

201. La Asamblea General, en el apartado d del pá-
rrafo 4 de su resolución 34/141, de 17 de diciembre
de 1979, recomendó que la Comisión continuara su la-
bor sobre el tema, teniendo en cuenta las respuestas
de los gobiernos al cuestionario preparado por la Co-
misión, así como las opiniones expresadas sobre el tema
en los debates celebrados en la Asamblea General.

202. En su 32.° período de sesiones, en 1980, la Co-
misión dispuso del segundo informe sobre el tema pre-
sentado por el Relator Especial236, así como de las res-
puestas recibidas de los gobiernos de cuatro Estados
Miembros237 En el segundo informe del Relator Especial
se propusieron los textos de seis proyectos de artículos :
« Alcance de los presentes artículos » (art. 1), « Estados
del sistema » (art. 2), « Acuerdos de sistema » (art. 4),
« Partes en la negociación y celebración de acuerdos de
sistema » (art. 5), « Reunión e intercambio de datos »
(art. 6) y « Recurso natural compartido » (art. 7). Tam-
bién se hacía referencia en el informe a un proyecto
de artículo 3, relativo a los « Términos empleados »,
que se presentaría ulteriormente. Tras examinar el se-
gundo informe, la Comisión remitió al Comité de Re-
dacción los proyectos de artículos relativos al tema pro-
puestos por el Relator Especial. Por recomendación del
Comité de Redacción, la Comisión, en el mismo período
de sesiones, aprobó provisionalmente los proyectos de
artículos 1 a 5 y X, que decían así :

Artículo 1.—Ámbito de aplicación de lo s p

1. Los presentes artículos se aplican a los usos de los siste-
mas de cursos de agua internacionales y de sus aguas para fines
distintos de la navegación y a las medidas de conservación rela-
cionadas con los usos de esos sistemas de cursos de agua y de
sus aguas.

2. El uso de las aguas de los sistemas de cursos de agua inter-
nacionales para la navegación no está comprendido en el ámbito
de aplicación de los presentes artículos, salvo en la medida en
que otros usos de las aguas afecten a la navegación o resulten
afectados por ésta.

Artículo 2—,Estados del sist

Para los efectos de los presentes artículos, es Estado del siste-
ma todo Estado en cuyo territorio exista parte de las aguas del
sistema de un curso de agua internacional.

Artículo 3.—Acuerdos d e

1. Un acuerdo de sistema es un acuerdo entre dos o más Es-
tados del sistema que aplica y adapta las disposiciones de los
presentes artículos a las características y usos del sistema de un
curso de agua internacional determinado o de parte de ese
sistema.

2. Todo acuerdo de sistema definirá las aguas a las que se
aplique. Podrá celebrarse respecto de la totalidad del sistema

235 Véase Anuario... 1979, vol. II (segunda parte), págs. 195
y ss., 145,pá-párrs. I l l a 148.

236 Anuario... 1980, vol. II (primera parte), pág. 166, docu-
mento A/CN.4/332 y Add.l.

237 Ibid., pág. 159, documento A/CN.4/329 y Add.l.
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del curso de agua internacional o respecto de cualquiera de sus
partes o de un proyecto, programa o uso particular, siempre que
el uso de las aguas del sistema de un curso de agua internacional
por otro Estado u otros Estados del sistema no resulte perjudi-
cado apreciablemente.

3. En la medida en que los usos del sistema de un curso de
agua internacional lo requieran, los Estados del sistema nego-
ciarán de buena fe a fin de celebrar uno o varios acuerdos de
sistema.

Artículo 4.—Partes en la negociación y celebración
de acuerdos de sistema

1. Todo Estado del sistema de un curso de agua internacional
tiene derecho a participar en la negociación de cualquier acuer-
do de sistema que se aplique a la totalidad del sistema de ese
curso de agua internacional y a llegar a ser parte en él.

2. El Estado del sistema cuyo uso de las aguas del sistema de
un curso de agua internacional pueda resultar afectado aprecia-
blemente por la ejecución de un acuerdo de sistema propuesto
que se aplique sólo a una parte del sistema o a un proyecto,
programa o uso particular tiene derecho a participar en la nego-
ciación de tal acuerdo, en la medida en que su uso resulte afec-
tado por éste, conforme al articulo 3 de los presentes artículos.

Artículo 5.—Uso de aguas que constituyen
un recurso natural compartido

1. Para los efectos de los presentes artículos, las aguas del
sistema de un curso de agua internacional son un recurso natu-
ral compartido en la medida en que el uso de esas aguas en el
territorio de un Estado del sistema afecte al uso de las aguas de
ese sistema en el territorio de otro Estado del sistema.

2. Todo Estado del sistema utilizará las aguas del sistema de
un curso de agua internacional que constituyan un recurso na-
tural compartido de conformidad con los presentes artículos.

Artículo X.—Relación entre los presentes artículos
y otros tratados en vigor

Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 3 del articulo 3, las
disposiciones de los presentes artículos no afectarán a los trata-
dos en vigor relativos al sistema de un curso de agua internacio-
nal determinado o a cualquiera de sus partes o a un proyecto,
programa o uso particular.

El Comité de Redacción no pudo considerar el proyecto
de artículo propuesto sobre « Reunión e intercambio
de datos » (art. 6) porque había comprobado que las
importantes cuestiones planteadas en él no podían estu-
diarse debidamente en el poco tiempo de que disponía.
A propuesta del Comité de Redacción, la Comisión tam-
bién adoptó como hipótesis de trabajo, por lo menos
en las primeras fases de la labor de la Comisión sobre
el tema, la nota siguiente en la que se describía la for-
ma en que entendía provisionalmente la expresión « sis-
tema de un curso de agua internacional » :

El sistema de un curso de agua está formado por componentes
hidrográficos como ríos, lagos, canales, glaciares y aguas subte-
rráneas que, en virtud de su relación física, constituyen un con-
junto unitario; de ese modo, todo uso que afecte a las aguas en
una parte del sistema puede afectar a las aguas en otra parte del
sistema.

El « sistema de un curso de agua internacional » es el sistema
de un curso de agua cuyos componentes están situados en dos o
más Estados.

Las partes de las aguas que se encuentren en un Estado, en la
medida en que no resulten afectadas por los usos de las aguas en

otro Estado o que no afecten a éstos, no se considerarán inclui-
das en el sistema del curso de agua internacional. Así pues, el
sistema es internacional en la medida en que los usos de las aguas
del sistema se influyen recíprocamente, pero sólo en esa medida;
por lo tanto, el carácter internacional del curso de agua no es
absoluto, sino relativo.

Además, la Comisión aceptó la propuesta del Comité
de Redacción de que se armonizara la terminología em-
pleada en las versiones del título del tema en los dis-
tintos idiomas, a fin de que en la versión francesa se
reflejara más fielmente el significado deseado. Así se
sustituyó la expresión « voies d'eau internationales » por
« cours d'eau internationaux »238.

203. En su resolución 35/163, de 15 de diciembre
de 1980, la Asamblea General, tomando nota con re-
conocimiento de los progresos hechos por la Comisión
en la preparación de proyectos de artículos sobre el
derecho de los usos de los cursos de agua internaciona-
les para fines distintos de la navegación, recomendó
que la Comisión prosiguiera la preparación de los pro-
yectos de artículos sobre el tema.
204. Debido a la renuncia del Relator Especial del
tema con motivo de su elección para la Corte Interna-
cional de Justicia, la Comisión no pudo proceder al es-
tudio del tema durante su 33.° período de sesiones,
en 1981. En su resolución 36/114, de 10 de diciembre
de 1981, la Asamblea General recomendó que la Co-
misión, teniendo en cuenta los comentarios presentados
por escrito por los gobiernos, así como las opiniones
expresadas en los debates de la Asamblea General, pro-
siguiera sus trabajos encaminados a la preparación de
proyectos de artículos sobre el tema.
205. En su 34.° período de sesiones, en 1982, la Co-
misión designó al Sr. Jens Evensen Relator Especial del
tema739. La Comisión tuvo ante sí en ese período de
sesiones las respuestas recibidas de los gobiernos de dos
Estados Miembros al cuestionario de la SecretaríaM0.
Igualmente se distribuyó en este período de sesiones el
tercer informe sobre el tema241, presentado por el ante-

238 Para una reseña de los trabajos de la Comisión sobre el
tema en su 32.° período de sesiones, véase Anuario... 1980,
vol. II (segunda parte), págs. 104 a 107, párrs. 85 a 98.

239 Anuario... 1982, vol. II (segunda parte), pág. 131, pá-
rrafo 250.

240 Anuario... 1982, vol. II (primera parte), pág. 238, docu-
mento A/CN.4/352 y Add.l.

El 22 de julio de 1983, habían enviado sus respuestas al
cuestionario de la Comisión los Gobiernos de los 32 Estados
Miembros siguientes: Alemania, República Federal de, Argen-
tina, Austria, Bangladesh, Barbados, Brasil, Canadá, Colombia,
Ecuador, España, Estados Unidos de América, Filipinas, Fin-
landia, Francia, Grecia, Hungría, Indonesia, Jamahiriya Árabe
Libia, Luxemburgo, Nicaragua, Niger, Países Bajos, Pakistán,
Polonia, Portugal, República Arabe Siria, Sudán, Suecia, Swazi-
landia, Venezuela, Yemen, Yugoslavia.

241 Ibid., pág. 79, documento A/CN.4/348. Ese informe con-
tenía, entre otras cosas, los siguientes proyectos de artículos :
« Participación equitativa » (art. 6), « Determinación de la uti-
lización equitativa » (art. 7), « Responsabilidad por el perjuicio
apreciable » (art. 8), « Reunión, elaboración y diseminación de
información y datos » (art. 9), « Contaminación y protección
del medio ambiente » (art. 10), « Prevención y mitigación de
riesgos» (art. 11), «Regulación de los cursos de agua interna-
cionales » (art. 12), « Seguridad de los recursos hídricos y de

(Continúa en la página siguiente.)
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rior RELATOR ESPECIAL, QUE HABÍA INICIADO LA PREPARACIÓN
de ESE INFORME CON ANTERIORIDAD A LA RENUNCIA PRESEN-
tada A LA COMISIÓN EN 1981. EN SU RESOLUCIÓN 3 7 / 1 1 1 ,
de 16 DE DICIEMBRE DE 1982, LA ASAMBLEA GENERAL RE-
comendaba QUE, TENIENDO EN CUENTA LOS COMENTARIOS DE
los GOBIERNOS, EXPRESADOS YA SEA POR ESCRITO O VERBAL-
mente EN LOS DEBATES DE LA ASAMBLEA GENERAL, LA COMI-
sión CONTINUASE SU LABOR ENCAMINADA A LA PREPARACIÓN
de PROYECTOS SOBRE TODOS LOS TEMAS DE SU PROGRAMA AC-
TUAL.
206. DESDE EL COMIENZO DE SU LABOR, LA COMISIÓN RE-
conoció LA DIVERSIDAD DE LOS SISTEMAS DE CURSOS DE AGUA
INTERNACIONALES; SUS CARACTERÍSTICAS FÍSICAS Y LAS NECESI-
dades HUMANAS QUE SATISFACÍAN PRESENTABAN VARIACIONES
geográficas Y SOCIALES SIMILARES A LAS QUE SE ENCONTRABAN
a OTROS RESPECTOS EN TODO EL MUNDO. SIN EMBARGO, TAM-
bién SE RECONOCIÓ QUE LOS CURSOS DE AGUA PRESENTABAN
ciertas CARACTERÍSTICAS COMUNES Y QUE ERA POSIBLE DE-
terminar CIERTOS PRINCIPIOS DE DERECHO INTERNACIONAL
que YA EXISTÍAN Y QUE ERAN APLICABLES A LOS SISTEMAS
de CURSOS DE AGUA INTERNACIONALES EN GENERAL. SE
mencionaron CONCEPTOS TALES COMO EL PRINCIPIO DE
la BUENA VECINDAD Y EL PRINCIPIO sic utere tuo ut
álienum non laedas, ASÍ COMO LOS DERECHOS SOBERANOS
de LOS ESTADOS RIBEREÑOS. LO QUE HACÍA FALTA ERA PRE-
parar UN PROYECTO DE ARTÍCULOS EN EL QUE SE ENUNCIASEN
unos PRINCIPIOS RELATIVOS A LOS USOS DE LOS CURSOS DE
agua INTERNACIONALES PARA FINES DISTINTOS DE LA NAVEGA-
ción EN TÉRMINOS LO SUFICIENTEMENTE AMPLIOS PARA QUE
pudieran APLICARSE A TODOS LOS SISTEMAS DE CURSOS DE
agua INTERNACIONALES Y QUE, AL MISMO TIEMPO, PERMITIERA
que LOS ARTÍCULOS SE APLICASEN O MODIFICASEN EN FUNCIÓN
de LA NATURALEZA SINGULAR DEL SISTEMA DE UN CURSO DE
agua DETERMINADO Y DE LAS NECESIDADES CAMBIANTES DE
los ESTADOS EN CUYO TERRITORIO SE ENCONTRASE PARTE DE LAS
aguas DE TAL SISTEMA.

B.—EXAMEN DEL TEMA EN EL ACTUAL PERÍODO DE SESIONES

207. EN EL PRESENTE PERÍODO DE SESIONES, LA COMISIÓN
tuvo ANTE SÍ EL PRIMER INFORME PRESENTADO POR EL RELA-
tor ESPECIAL RECIENTEMENTE DESIGNADO ( A / C N . 4 / 3 6 7 ) a c .
EL INFORME CONTENÍA UN ESQUEMA DE UN PROYECTO DE CON-
vención SOBRE EL DERECHO DE LOS USOS DE LOS CURSOS DE
agua INTERNACIONALES PARA FINES DISTINTOS DE LA NAVEGA-
CIÓN. ESE PROYECTO, CUYO OBJETO ERA SERVIR DE BASE PARA
el DEBATE, CONSTABA DE 39 ARTÍCULOS243 AGRUPADOS EN SEIS
capítulos EN LA SIGUIENTE FORMA :

CAPÍTULO I.—INTRODUCCIÓN

Artículo 1.—Explicación (definición) de la expresión « siste-
ma de un curso de agua internacional» a los efectos de
la presente Convención

Artículo 2.—Ámbito de aplicación de la presente Convención

(Continuación de la nota 242.)

las instalaciones hidráulicas » (art. 13), « Negativa de preferen-
cia inherente de uso » (art. 14), « Gestión administrativa »
(art. 15) y « Principios y procedimientos para la prevención
y solución de controversias » (art. 16).

242 Reproducido en Anuario... »(art.1983, 16).vol. II (primera parte).
243 El texto de esos proyectos de artículos se reproduce infra,

notas 245 a 256 y 258.

Artículo 3.—Estados del sistema

Artículo 4.—Acuerdos de sistema

Artículo 5.—Partes en la negociación y celebración de acuer-
dos de sistema

CAPÍTULO II.—PRINCIPIOS GENERALES: DERECHOS Y DEBERES
DE LOS ESTADOS DEL SISTEMA

Articulo 6.—El sistema de un curso de agua internacional como
recurso natural compartido. Utilización de ese recurso

Artículo 7.—Participación equitativa en los usos del sistema
de un curso de agua internacional y de sus aguas

Articulo 8.—Determinación de la utilización razonable y equi-
tativa

Artículo 9.—Prohibición de actividades relativas al sistema de
un curso de agua internacional que causen perjuicio apre-
ciable a otros Estados del sistema

CAPÍTULO III.—COOPERACIÓN Y ORDENACIÓN RESPECTO
DE SISTEMAS DE CURSOS DE AGUA INTERNACIONALES

Artículo 10.—Principios generales de cooperación y ordenación

Articulo 11.—Notificación a otros Estados del sistema. Conte-
nido de la notificación

Articulo 12.—Plazos para responder a la notificación

Artículo 13.—Procedimiento en caso de protesta

Artículo 14.—Incumplimiento por los Estados del sistema de
las disposiciones de los artículos 11 a 13

Artículo 15.—Ordenación de los sistemas de cursos de agua
internacionales. Establecimiento de comisiones

Artículo 16.—Reunión, elaboración y difusión de información
y datos

Artículo 17.—Solicitudes especiales de información y datos

Artículo 18.—Obligaciones especiales de información en casos
de emergencia

Artículo 19.—Información reservada

CAPÍTULO IV.—PROTECCIÓN DEL MEDIO AMBIENTE, CONTAMI-
NACIÓN, RIESGOS SANITARIOS, RIESGOS NATURALES, REGULACIÓN
Y SEGURIDAD, PREFERENCIAS DE USO, SITIOS NACIONALES O
REGIONALES

Artículo 20.—Disposiciones generales sobre protección del me-
dio ambiente

Artículo 21.—Fines de la protección del medio ambiente

Artículo 22.—Definición de contaminación

Artículo 23.—Obligación de prevenir la contaminación

Artículo 24.—Cooperación entre los Estados del sistema para
la protección contra la contaminación. Mitigación y reduc-
ción de la contaminación

Artículo 25.—Situaciones de emergencia relacionadas con la
contaminación

Artículo 26.—Control y prevención de riesgos relacionados con
el agua

Artículo 27.—Regulación de los sistemas de cursos de agua
internacionales

Artículo 28.—Seguridad de los sistemas de cursos de agua in-
ternacionales, sus instalaciones y sus construcciones

Artículo 29.—Preferencias de uso

Artículo 30.—Establecimiento de sistemas de cursos de agua
internacionales o partes de ellos como sitios protegidos na-
cionales o regionales
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CAPÍTULO V.—SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS

Articulo 31.—Obligación de resolver las controversias por me-
dios pacíficos

Artículo 32.—Solución de controversias mediante consultas y
negociaciones

Artículo 33.—Investigación y mediación

Artículo 34.—Conciliación

Artículo 35.—Funciones y tareas de la Comisión de Conciliación

Artículo 36.—Efectos del informe de la Comisión de Concilia-
ción. Participación en los costos

Articulo 37.—Adjudicación por la Corte Internacional de Jus-
ticia, otro tribunal internacional o un tribunal arbitral per-
manente o especial

Articulo 38.—Efecto vinculante de la adjudicación

CAPÍTULO VI.—DISPOSICIONES FINALES

Articulo 39.—Relación con otras convenciones y acuerdos in-
ternacionales

208. La Comisión también dispuso de una nota pre-
sentada por uno de sus miembros (A/CN.4/L.353) rela-
tiva al « Proyecto de principios de conducta en el cam-
po del medio ambiente para orientar a los Estados en
la conservación y la utilización armoniosa de los re-
cursos naturales compartidos por dos o más Estados »
aprobado por el Consejo de Administración del PNUMA.

209. La Comisión examinó el primer informe del Re-
lator Especial en sus sesiones 1785.a a 1794.a, del
20 de junio al 1.° de julio de 1983. Tomando nota de
que el propósito del Relator Especial era presentar un
primer esquema completo de convención, como base
para el debate a fin de facilitar el examen concreto del
ámbito de aplicación, el enfoque y la metodología que
había de seguirse con respecto al tema, así como de los
distintos proyectos de artículos y de los principios que
se habían de recoger en ellos, la Comisión sostuvo un
debate sobre el informe en general durante el cual cen-
tró su atención en el enfoque sugerido por el Relator
Especial respecto a la definición de la expresión « sis-
tema de un curso de agua internacional » (art. 1 del
esquema) y en la cuestión del sistema de un curso de
agua internacional como recurso natural compartido
(art. 6 del esquema), así como en otros principios ge-
nerales que se habían de reflejar en el esquema. A con-
tinuación se indican brevemente, para información de
la Asamblea General, las principales tendencias del de-
bate y las posibles conclusiones que de él se derivan,
en particular en relación con las cuestiones menciona-
dasm .

210. Al presentar oralmente su primer informe, el Re-
lator Especial destacó que el primer aspecto que había
que tener presente era el carácter especial del tema,
que entrañaba no sólo una labor jurídica, sino también
una delicada tarea política. Cada curso de agua inter-
nacional tenía sus propias características especiales y

244 Así pues, no se incluyen en esta reseña general de las
principales tendencias que se pusieron de manifiesto en el de-
bate las observaciones detalladas acerca de la estructura del
esquema, el orden o la redacción de los artículos, ni el análisis
detallado de las diversas disposiciones.

su propio conjunto de problemas, pero todos los cursos
de agua internacionales tenían rasgos en común y se-
guían leyes generales que inevitablemente debían dejar
su huella en la administración y ordenación de los sis-
temas de cursos de agua internacionales en general. Por
consiguiente, el Relator Especial coincidía con el crite-
rio, seguido con anterioridad por la Comisión, de que
debían elaborarse acuerdos de sistema cuando fuesen
necesarios para la reglamentación detallada de determi-
nados sistemas de cursos de agua, lo que en modo al-
guno impedía formular un acuerdo marco moderno que
estableciese las bases de acuerdos de sistema de esa
naturaleza.

211. En su informe el Relator Especial presentaba el
esquema de ese acuerdo marco, que consistía en 39 pro-
yectos de artículos provisionales, con la posibilidad de
que se añadieran otros si fuera necesario. Hizo hincapié
en la necesidad de considerar las cuestiones en su con-
junto, no en forma aislada, dado el delicado carácter
político del tema. Por ello presentaba textos concretos;
sólo a partir de las reacciones que esos textos suscita-
ran podría saber si había abordado las cuestiones prin-
cipales y si había logrado establecer el equilibrio ade-
cuado entre ellas.

212. El Relator Especial explicó que el proyecto de
acuerdo básico comprendía artículos que contenían dis-
posiciones basadas en la práctica generalizada de los
Estados, en principios generales de derecho internacio-
nal y en las disposiciones de la Carta de las Naciones
Unidas, así como disposiciones que reflejaban el des-
arrollo progresivo del derecho internacional en relación
con los problemas inherentes al uso, ordenación y admi-
nistración de los sistemas de cursos de agua internacio-
nales. Al mismo tiempo, el proyecto contenía disposi-
ciones que se habían de considerar no como normas es-
trictamente obligatorias, sino como disposiciones que
podían servir de orientación a los Estados del sistema
en lo relativo a la organización, la ordenación y la ad-
ministración de esos recursos, de manera conjunta o
unilateral.

213. El Relator Especial subrayó que, al preparar el
esquema, había tenido en cuenta algunos principios bá-
sicos, de los cuales mencionó entre otros los siguientes :
la obligación de los Estados de entablar negociaciones
para resolver cuestiones pendientes; el concepto de sis-
tema de un curso de agua internacional como recurso
natural compartido y la obligación de cooperación en
la ordenación y administración del sistema de un curso
de agua internacional. Se refirió a la soberanía de los
Estados, pero también a una serie de principios que de-
nominó « normas jurídicas ». Estas informaban todo
el proyecto y los Estados habrían de observarlas, aun-
que en la noción estaba implícita una cierta discrecio-
nalidad. Una de esas normas se refería a « la partici-
pación razonable y equitativa » en el sistema de un
curso de agua y en sus usos, o a una « forma razonable
y equitativa » de compartirlo. Otra norma era que los
problemas relacionados con la ordenación y administra-
ción de un curso de agua internacional, y las negocia-
ciones y diferencias de criterio a ese respecto, tenían que
resolverse « sobre la base de la buena fe y las relacio-
nes de buena vecindad ». El Relator Especial mencionó
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también la norma relativa a la « utilización óptima »
y la referente a la exigencia de que los Estados se abs-
tuvieran de los usos o actividades que causaran « per-
juicio apreciable » a los derechos o intereses de los Es-
tados vecinos.
214. En cuanto a los proyectos de artículos concretos,
el Relator Especial se refirió en detalle al contenido de
algunos de ellos y a su relación con los principios y
normas antedichos. Invitó a los miembros de la Comi-
sión a que expresaran sus opiniones respecto de su en-
foque general y de los principios y normas generales
que había esbozado, a que indicaran si había que tratar
de alguna otra cuestión esencial y si el Relator había
logrado un equilibrio aceptable entre los diversos intere-
ses. Se señalaron a la atención de los miembros determi-
nados artículos o capítulos concretos respecto de los cua-
les se solicitaban observaciones (tales como los artícu-
los 1 y 6 y los capítulos II y V).

1. ENFOQUE GENERAL PROPUESTO
POR EL RELATOR ESPECIAL

215. Casi todos los miembros de la Comisión que in-
tervinieron en el debate sobre el tema destacaron su
importancia y su carácter especial. Varios oradores hi-
cieron hincapié en que el agua dulce era una fuente de
vida para todos los seres vivos y que su cantidad y ca-
lidad eran de importancia fundamental para la mayoría
de los países, sobre todo para los países en desarrollo.
Se hicieron referencias a la función esencial de los re-
cursos de agua dulce —tanto en el pasado como en la
actualidad— en varias regiones del mundo y al aumento
de la demanda de esos recursos que determinaba la
constante expansión de los usos de los cursos de agua
debido a factores tales como el crecimiento demográ-
fico, la repercusión de la tecnología y el ritmo y el
fomento del desarrollo económico. En el caso de los
cursos de agua internacionales, esa demanda para usos
a menudo incompatibles podría entrañar consecuencias
graves, suscitar controversias entre Estados e incluso
amenazar la paz. También se hizo hincapié en el ca-
rácter políticamente delicado y difícil de la labor con-
fiada a la Comisión.
216. Por lo que atañe a la metodología que se había
de seguir en la prosecución de sus trabajos sobre el
tema, hubo acuerdo general sobre el criterio defendido
por el Relator Especial, en el sentido de que la Comisión
siguiera el camino iniciado en 1980, es decir, la prepa-
ración de proyectos de artículos para su inclusión en
un acuerdo básico que contuviera normas generales su-
pletorias aplicables a todos los sistemas de cursos de
agua internacionales, concebidas para ser complemen-
tadas cuando fuera necesario por acuerdos de sistema
distintos y detallados, concertados entre Estados de un
sistema de un curso de agua internacional, en los que
tuvieran en cuenta sus necesidades y las características
del sistema de que se tratase. Se destacó que, al adoptar
ese enfoque, se preservarían el carácter y las circuns-
tancias jurídicas propias de cada curso de agua inter-
nacional, y al mismo tiempo se reconocerían los rasgos
comunes a todos los cursos de agua internacionales. Se
consideró que ese enfoque práctico y flexible fomentaba
la cooperación entre Estados ribereños, en lugar de

crear divisiones entre ellos. El riesgo de que no todos
los Estados interesados aceptaran el acuerdo básico era
común a la formulación de tratados multilaterales en
general, y no podía menoscabar la influencia que ese
acuerdo tendría con respecto tanto a la codificación del
derecho pertinente como a su desarrollo progresivo.
217. No obstante, algunos miembros instaron a que
se diera al tema un enfoque nuevo. En un acuerdo bá-
sico como el previsto sólo se podía, a lo sumo, esta-
blecer las normas más generales y probablemente sólo
podría contener directrices para la conducta de los Es-
tados. Además, ese acuerdo era de dudosa utilidad, ya
que para surtir efectos en la práctica requería la acep-
tación de todos los Estados ribereños de un sistema
de un curso de agua internacional.
218. Al resumir el debate, el Relator Especial señaló
que habían surgido algunos elementos básicos como
características necesarias o convenientes del acuerdo bá-
sico que se había de preparar : el acuerdo básico debía
ser amplio y abarcar la mayoría de las cuestiones im-
portantes que pudieran plantearse; los principios que
en él se enunciaran debían formularse como principios
generales, parcialmente en forma de normas jurídicas;
debía alentarse la concertación de acuerdos de sistema
para cursos de agua especiales, para usos especiales, para
determinadas instalaciones o determinadas partes de
un curso de agua (también podría haber acuerdos de
sistema de carácter regional) y el acuerdo básico debía
entrañar tanto la codificación como el desarrollo progre-
sivo del derecho internacional.

219. En cuanto a la cuestión del carácter de las dis-
posiciones que se habían de incluir en un acuerdo bási-
co, muchos miembros convinieron con el Relator Espe-
cial en que en el proyecto debían figurar no sólo disposi-
ciones obligatorias que contuvieran elementos de codifi-
cación basados en la práctica vigente de los Estados,
en los fallos de los tribunales y en las obras de autori-
dades en la materia, sino también disposiciones en las
que se formularan directrices de carácter general que,
entre otras cosas, representaran un desarrollo progresivo
del derecho. Esos principios relativos, por ejemplo, a
medidas convenientes o necesarias en un caso deter-
minado, podrían resultar indispensables para dar forma
a la práctica concerniente a la administración y coope-
ración fluvial y a normas de derecho progresivas, y tam-
bién podrían proporcionar a los Estados el dinamismo
jurídico y político necesario para elaborar acuerdos de
sistema modernos.

220. Sin embargo, algunos miembros expresaron du-
das. Según un criterio, la Comisión, como órgano de
expertos que tradicionalmente preparaba textos que pos-
teriormente constituían las bases de tratados que esta-
blecían derechos y obligaciones, no debía preparar un
proyecto consistente en recomendaciones o directrices.
Asimismo, la inclusión de frases limitativas (como « en
la medida de lo posible » o « cuando se considere apro-
piado ») sólo sería para poner de relieve la necesidad
de un procedimiento eficaz de solución de controversias.
Otra de las opiniones sostenidas fue que el proyecto
sólo podía revestir la forma de un conjunto de direc-
trices para los Estados corribereños que les sirviera de
ayuda para preparar acuerdos de sistema.
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221. Según varios oradores, el esquema del Relator
Especial y los artículos propuestos parecían en general
aceptables y ofrecían soluciones razonables y modera-
das que conciliaban todos los intereses en juego. El
proyecto parecía reflejar el hecho de que, fuera del Es-
tado situado en la fuente de un curso de agua interna-
cional y del Estado situado en su desembocadura, los
Estados ribereños eran Estados tanto del curso supe-
rior como del curso inferior. Por el contrario, algunos
miembros temían que todavía no se hubiera logrado
el equilibrio adecuado y que no se hubiera prestado
suficiente atención al concepto de soberanía, en par-
ticular de los Estados del curso superior. Además, se
dijo que parecía haber una falta de equilibrio entre
el fondo y el procedimiento : las disposiciones sustan-
tivas no proporcionaban a los Estados la orientación
adecuada con respecto a sus derechos fundamentales,
mientras que las disposiciones que ponían en marcha
el mecanismo de solución de controversias eran tal vez
excesivamente detalladas y concretas. El Relator Espe-
cial indicó que, en su labor futura, tendría presentes
las observaciones que se habían formulado con respec-
to a la cuestión de si en el proyecto de artículos se
había logrado el equilibrio adecuado entre los diver-
sos intereses.

222. Hubo amplio acuerdo en el sentido de que el
esquema del Relator Especial, en términos generales,
podía servir de base para seguir trabajando sobre el
tema. Si bien se formularon observaciones sobre va-
rios principios, normas y disposiciones contenidos en
el esquema, muchos de los miembros estimaron que
en él se trataban las cuestiones fundamentales que ha-
bía que examinar al formular un acuerdo básico sobre
el tema.
223. Algunos miembros mencionaron otros elementos
para su inclusión en el esquema, como una referencia
a los ríos contiguos o sucesivos o a la legalidad de la
desviación de las aguas de un curso de agua interna-
cional. Se sugirió también la inclusión de una dispo-
sición sobre los cursos de agua internacionales que
formaban fronteras internacionales, aunque se expre-
saron dudas a este respecto.
224. En cuanto a los trabajos futuros, el Relator Es-
pecial dijo que pensaba revisar sus propuestas habida
cuenta de los debates de la CDI y de la Sexta Comi-
sión de la Asamblea General y presentar a la Comisión
su segundo informe para que lo examinara en su pró-
ximo período de sesiones.

2. CAPÍTULOS Y ARTÍCULOS INCLUIDOS EN EL ESQUEMA
PRESENTADO POR EL RELATOR ESPECIAL

a) CAPÍTULO I.—INTRODUCCIÓN

ARTÍCULO 1 [Explicación (definición) de la expresión
« sistema de un curso de agua internacional » a los
efectos de la presente Convención] 245

245 El artículo 1 del esquema decía así :
«Articulo 1.—Explicación (definición) de la expresión "sis-

tema de un curso de agua internacional " a los efectos de
la presente Convención

225. Al presentar el artículo 1, el Relator Especial
declaró que, respondiendo a las peticiones hechas en
la Sexta Comisión de la Asamblea General, había in-
tentado formular en un nuevo artículo 1 una defini-
ción, o explicación, de la expresión « sistema de un
curso de agua internacional ». Recordó que, en su
32.° período de sesiones, en 1980, la Comisión incluyó
en su informe una nota en la que exponía su interpre-
tación provisional de lo que se entendía por esa ex-
presión (véase supra, párr. 202). A su juicio, dicha
definición debía ser concreta y evitar conceptos doc-
trinales que no habían sido aceptados por algunos Es-
tados, tales como el concepto de « cuenca hidrográfi-
ca ». No se trataba de crear, con el nuevo artículo 1
que se proponía, una superestructura de la que pudie-
ran desprenderse principios jurídicos, ya que ello sería
contrario al propósito de redactar unos principios que
fueran lo suficientemente flexibles para adaptarlos a
las características especiales de cada curso de agua in-
ternacional. De modo análogo, no había especificado
los elementos constitutivos de un curso de agua inter-
nacional como se había hecho en la nota de 1980. Con
todo, mantenía las expresiones « sistema de un curso
de agua internacional » y « Estados del sistema », por
ser instrumentos descriptivos adecuados lo bastante am-
plios para proporcionar la orientación necesaria.

226. El concepto de « sistema de un curso de agua
internacional » se consideró aceptable en gran medida.
Se insistió en la necesidad de definir esa expresión de
un modo puramente descriptivo, sin deducir de ella
normas ni principios jurídicos. Algunos miembros sub-
rayaron que este concepto era flexible y relativo; su
empleo no crearía una estructura conceptual excesiva-
mente rígida. Era evidente que la expresión abarcaba
tantos sistemas como usos había, y que, dentro de un
sistema determinado, las partes correspondientes a un
Estado ribereño no afectadas por los cursos de otro
Estado ribereño no se trataban como parte del sistema
de un curso de agua internacional regido por los ar-
tículos. Así, según esos miembros, el concepto de « sis-
tema de un curso de agua » podía distinguirse del con-
cepto de « cuenca hidrográfica », que dependía de ele-

» 1. El " sistema de un curso de agua internacional " es
el sistema de un curso de agua formado ordinariamente por
componentes de agua dulce situados en dos o más Estados
del sistema.

» Los cursos de agua que total o parcialmente tengan ten-
dencia a aparecer y desaparecer más o menos regularmente
debido a causas estacionales u otras causas naturales, tales
como la precipitación, el deshielo, la avulsión estacional, la
sequía u otros fenómenos similares, se regirán por las dis-
posiciones de la presente Convención.

» Los deltas, las desembocaduras de los ríos u otras for-
maciones similares con agua salada o salobre que formen
parte natural del sistema de un curso de agua internacional
se regirán igualmente por las disposiciones de la presente
Convención.

» 2. En la medida en que una o varias partes del sistema
de un curso de agua situadas en un Estado del sistema no
afecten a los usos del sistema del curso de agua en otro
Estado del sistema ni sean afectadas por ellos, no se consi-
derará que esas partes están incluidas en el sistema del curso
de agua internacional a los efectos de la presente Conven-
ción. »
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mentos complejos de carácter geográfico, territorial e
hidrológico.

227. Casi todos los miembros convinieron en que la
Comisión, en su labor anterior sobre el tema, y el Re-
lator Especial habían obrado con acierto al no emplear
el concepto de « cuenca hidrográfica », que, si bien
quizá fuese útil en estudios geográficos y científicos,
resultaba demasiado amplio e impreciso a los efectos
del proyecto de artículos. El término « cuenca hidro-
gráfica » se prestaba también a crear la idea de una
superestructura de la que se derivaran los principios
jurídicos pertinentes. Por estas y otras razones, no era
probable que obtuviera un apoyo amplio entre los Es-
tados. Sin embargo, algunos miembros observaron que,
al tratar algunos problemas concretos, como el de la
contaminación, el concepto funcional de sistema de un
curso de agua internacional podría exigir que se tuvie-
ran en cuenta actividades que se efectuaban en tierra
o el medio ambiente del sistema de un curso de agua
en un sentido más amplio. En opinión de un orador,
el concepto de « cuenca hidrográfica » era el preferi-
do, pues se estaba empezando a considerar los cursos
de agua, particularmente en los países que aplicaban
una política de integración económica, como unidades
que habían de ser explotadas conjuntamente por los
Estados ribereños de conformidad con normas formu-
ladas conjuntamente.

228. Por otra parte, algunos miembros consideraron
que el empleo de la expresión « sistema de un curso de
agua internacional » era inaceptable. A su juicio, tal con-
cepto era sinónimo del concepto de « cuenca hidrográfi-
ca » o ligeramente más amplio; ambos conceptos tenían
consecuencias inaceptables y no estaban justificados en
la teoría ni en la práctica. Se insistió en que ningún
Estado aceptaría que un curso de agua nacional pasara
a ser internacional en virtud de los artículos, o que
un Estado no relacionado con un curso de agua fuera
considerado como un « Estado del sistema » y facul-
tado así para participar en decisiones relativas a sus
usos. Según este criterio, era preferible considerar los
cursos de agua internacionales como ríos que cruzaban
los territorios de dos o más Estados. También se in-
sistió en que debía descartarse la expresión, ya que
implicaba necesariamente un carácter unitario del con-
cepto que la propia Comisión había reconocido respec-
to del concepto de « cuenca hidrográfica », que no cons-
tituía una base sólida para preparar el proyecto de
artículos. La flexibilidad y la relatividad que se pre-
tendía haber introducido en el término privaba al con-
cepto de todo significado. Según algunos miembros,
tratar de formular una definición en esta fase de los
trabajos, antes de haber llegado a un acuerdo sobre
las disposiciones del proyecto, sólo podía entorpecer
la labor de la Comisión.

229. En cuanto al texto del artículo 1 del esquema
del Relator Especial, varios miembros que se refirie-
ron a él manifestaron estar de acuerdo por el momen-
to con su contenido. Se consideró que era perfectamen-
te adecuado, en su sencillez, para la finalidad que de-
bía cumplir. Hubo expresiones de apoyo al Relator
Especial por no haber enumerado en el texto los com-
ponentes de agua dulce de un curso de agua interna-

cional, lo que inevitablemente habría suscitado des-
acuerdos.

230. Por otra parte, algunos otros miembros prefe-
rían que no se redactara en esta fase de los trabajos
un artículo que tuviera el carácter de una definición,
dadas las dificultades que ello entrañaba, sino que se
procediera a base de una interpretación provisional o
de una hipótesis de trabajo de lo que la expresión sig-
nificaba, como había hecho la Comisión en 1980. A este
respecto, algunos miembros señalaron que convenía
mantener los elementos de la nota de 1980 sobre una
interpretación provisional y se refirieron en particular
a la indicación de los componentes de agua dulce y a
la exposición más completa del carácter relativo del
concepto que figuraban en esa nota.

231. Sin embargo, otros miembros recomendaron pru-
dencia si se intentaba redactar una definición del sis-
tema de un curso de agua internacional a la que se
quisiera dar un carácter a la vez descriptivo y funcio-
nal. Prueba de la complejidad del problema era la ne-
cesidad de redactar una definición unificada de la ex-
presión, a fin de evitar que se utilizara en diferentes
sentidos en el proyecto, y también la necesidad de re-
conocer que la idea de interdependencia en un siste-
ma de un curso de agua debía entenderse en un sen-
tido relativo y no absoluto. Se hizo observar asimismo
que, en realidad, el problema de definir un « sistema
de un curso de agua internacional » o una « cuenca
hidrográfica » era un problema semántico; lo que ver-
daderamente preocupaba a la Comisión era un proble-
ma de responsabilidad; definir las obligaciones de un
Estado que alteraba el equilibrio de la naturaleza.

ARTÍCULO 2 (Ámbito de aplicación de la presente Con-
vención) y ARTÍCULO 3 (Estados del sistema) 2

232. El Relator Especial señaló que los artículos 2
y 3 del esquema reproducían con cambios secundarios
el texto de los artículos 1 y 2 provisionalmente apro-
bados por la Comisión en su 32.° período de sesiones,
en 1980 (véase supra, párr. 202). En el artículo 2 se
habían agregado las palabras « administración, ordena-
ción y » al párrafo 1. En el artículo 3 se había agre-
gado la palabra « componente ». No se examinó dete-

246 Los artículos 2 y 3 del esquema decían así :

« Artículo 2.—Ámbito de aplicación de la presente
Convención

» 1. La presente Convención se aplica a los usos de los
sistemas de cursos de agua internacionales y de sus aguas
para fines distintos de la navegación y a las medidas de ad-
ministración, ordenación y conservación relacionadas con los
usos de esos sistemas de cursos de agua y de sus aguas.

» 2. El uso de las aguas de los sistemas de cursos de agua
internacionales para la navegación no está comprendido en
el ámbito de aplicación de la presente Convención, salvo
en la medida en que otros usos de las aguas afecten a la
navegación o resulten afectados por ésta. »

« Articulo 3.—Estados del sistema
» Para los efectos de la presente Convención, es Estado

del sistema todo Estado en cuyo territorio exista un com-
ponente/una parte de las aguas del sistema de un curso
de agua internacional. »
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nidamente ninguno de los dos artículos, aunque algunos
oradores expusieron puntos de vista divergentes acerca
de la conveniencia de incorporar las modificaciones su-
geridas por el Relator Especial.

ARTÍCULO 4 (Acuerdos de sistema) y ARTÍCULO 5 (Par-
tes en la negociación y celebración de acuerdos de
sistema)247

233. Los artículos 4 y 5 del esquema del Relator Es-
pecial reproducían textualmente los artículos 3 y 4
aprobados provisionalmente por la Comisión en 1980
(véase supra, párr. 202). Aunque se señaló su impor-
tancia, esos artículos sólo fueron objeto de algunas
observaciones. Por lo que respecta al artículo 4, se
comentó la ambigüedad del párrafo 3, en particular
de la frase inicial: « En la medida en que los usos del
sistema de un curso de agua internacional lo requie-
ran. » En cuanto al artículo 5, se sugirió que se supri-
miera en el párrafo 2 la matización « apreciablemente »,
por ser imprecisa y por lo tanto poco segura como
orientación.

234. Varios miembros expresaron su opinión en fa-
vor de que los artículos 1 a 5 y X, así como la nota,
aprobados provisionalmente por la Comisión en su
32.° período de sesiones, no debían ser considerados
ya más en la primera lectura del proyecto, de forma
que el Relator Especial debería comenzar su próximo
informe por el nuevo artículo 6. Otros miembros ex-
presaron su preocupación con respecto a ciertos aspec-
tos de los artículos aprobados provisionalmente.

247 Los artículos 4 y 5 del esquema decían así :

« Artículo 4.—Acuerdos de sistema
» 1. Un acuerdo de sistema es un acuerdo entre dos o

más Estados del sistema que aplica y adapta las disposicio-
nes de la presente Convención a las características y usos
del sistema de un curso de agua internacional determinado
o de parte de ese sistema.

» 2. Todo acuerdo de sistema definirá las aguas a las que
se aplique. Podrá celebrarse respecto de la totalidad del sis-
tema del curso de agua internacional o respecto de cualquiera
de sus partes o de un proyecto, programa o uso particular,
siempre que el uso de las aguas del sistema de un curso
de agua internacional por otro Estado u otros Estados del
sistema no resulte perjudicado apreciablemente.

» 3. En la medida en que los usos del sistema de un
curso de agua internacional lo requieran, los Estados del
sistema negociarán de buena fe a fin de celebrar uno o va-
rios acuerdos de sistema. »

« Artículo 5.—Partes en la negociación y celebración
de acuerdos de sistema

» 1. Todo Estado del sistema de un curso de agua inter-
nacional tiene derecho a participar en la negociación de cual-
quier acuerdo de sistema que se aplique a la totalidad del
sistema de ese curso de agua internacional y a llegar a ser
parte en él.

» 2. El Estado del sistema cuyo uso de las aguas del sis-
tema de un curso de agua internacional pueda resultar afec-
tado apreciablemente por la ejecución de un acuerdo de sis-
tema propuesto que se aplique sólo a una parte del sistema
o a un proyecto, programa o uso particular tiene derecho a
participar en la negociación de tal acuerdo, en la medida
en que su uso resulte afectado por éste, conforme al artícu-
lo 4 de la presente Convención. »

b) CAPÍTULO II.—PRINCIPIOS GENERALES : DERECHOS
Y DEBERES DE LOS ESTADOS DEL SISTEMA

235. Se reconoció en general que las disposiciones
que se habían de incluir en el capítulo II del esquema
figurarían entre las más importantes del proyecto, ya
que establecerían los derechos y obligaciones de los Es-
tados del sistema. Se formularon observaciones sobre
los principios y normas generales que habían servido
de guía al Relator Especial para preparar el esquema
(véase supra, párr. 213) y se estimó que en principio
constituían un punto de partida aceptable para redac-
tar disposiciones concretas. Se dijo que los principios
generales debían redactarse cuidadosamente, teniendo
presentes la práctica de los Estados y otros principios
pertinentes, como la soberanía permanente sobre los
recursos naturales y la máxima sic utere tuo ut alie
non laedas. Sin embargo, algunos miembros indicaron
que las disposiciones comprendidas en el capítulo crea-
ban grandes dificultades y eran demasiado rígidas.

ARTÍCULO 6 (El sistema de un curso de agua interna-
cional como recurso natural compartido. Utilización
de ese recurso)248

236. Se recordó que el artículo 6 del esquema del
Relator Especial se basaba en el artículo 5, aprobado
provisionalmente por la Comisión en su 32.° período
de sesiones (véase supra, párr. 202). El Relator Espe-
cial introdujo algunas modificaciones de redacción en
su formulación revisada del artículo y se añadió una
segunda frase al párrafo 1 redactada en la forma si-
guiente : « Cada uno de los Estados del sistema tiene
derecho a una participación razonable y equitativa (den-
tro de su territorio) en ese recurso compartido. »

237. Varios miembros de la Comisión apoyaron la
inclusión del artículo 6 en el acuerdo básico previsto.
A juicio de esos miembros, se trataba de un concepto
de primordial importancia para la administración y or-
denación de los sistemas de cursos de agua internacio-
nales y era un ejemplo esencial y vivo de la interde-
pendencia de los Estados y de sus actividades. Repre-
sentaba el núcleo fundamental del proyecto del Rela-
tor Especial y preveía la base sobre la cual se iban a
construir los demás artículos del capítulo II. El ar-
tículo 6 destacaba que los derechos de los Estados del

248 El artículo 6 del esquema decía así :

« Artículo 6.—El sistema de un curso de agua internacional
como recurso natural compartido. Utilización de ese recurso

» 1. En la medida en que la utilización del sistema de
un curso de agua internacional y de sus aguas en el territo-
rio de un Estado del sistema afecte a la utilización del sis-
tema del curso de agua o de sus aguas en el territorio de
otro Estado del sistema o de otros Estados del sistema, el
sistema del curso de agua y sus aguas son, a los efectos de
la presente Convención, un recurso natural compartido. Cada
uno de los Estados del sistema tiene derecho a una partici-
pación razonable y equitativa (dentro de su territorio) en ese
recurso compartido.

» 2. El sistema de un curso de agua internacional y sus
aguas que constituyan un recurso natural compartido serán
utilizados por los Estados del sistema de conformidad con
los artículos de la presente Convención y otros acuerdos o
arreglos concertados conforme a los artículos 4 y 5. »
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sistema no eran absolutos, sino correlativos, al menos
en la medida en que un uso de las aguas en un Estado
del sistema afectaba su uso en otro. Asimismo, se ex-
presó que la idea de la participación era el fundamen-
to del derecho al desarrollo; el ejercicio de la sobera-
nía permanente sobre los recursos naturales no debía
excluir la obligación de los Estados de compartir un
sistema de curso de agua con otros Estados. Se observó
que el concepto de la participación no era nuevo, y
también se hizo referencia al apoyo expresado en la
Sexta Comisión de la Asamblea General al proyecto
de artículo 5, que había sido aprobado provisionalmen-
te en 1980 por la Comisión, así como al Proyecto de
principios del PNUMA antes mencionado (véase supra,
párr. 208) y a las resoluciones pertinentes aprobadas
en distintos foros de las Naciones Unidas.
238. Conforme a un criterio expresado, el proyecto
de artículos parecía constituir el comienzo de una con-
tribución considerable a la formulación de normas
aplicables al patrimonio común de la humanidad; el
agua de un curso de agua formaba parte del patrimo-
nio común de los Estados ribereños y debía utilizarse
equitativamente. Varios miembros, en cambio, estimaron
que el concepto de patrimonio común de la humanidad
estaba totalmente fuera del ámbito de aplicación del
tema que se examinaba. El concepto de patrimonio co-
mún de la humanidad se refería a recursos situados
fuera de los límites de la jurisdicción nacional, se apli-
caba a circunstancias completamente diferentes y se
había concebido para satisfacer necesidades totalmente
distintas del concepto de recursos naturales compar-
tidos.
239. Algunos miembros pensaban que, si bien el con-
cepto de base según el cual un curso de agua interna-
cional constituía un recurso natural compartido tenía
cabida en el proyecto, el texto presentado en el artícu-
lo 6 requería aclaraciones y una mejor formulación.
Se sostuvo que, si el concepto se empleaba únicamen-
te a fin de destacar la obligación que incumbía al Esta-
do del curso superior de dejar que el agua discurriera
hacia abajo, podría aceptarse con el propósito de des-
tacar los respectivos derechos y obligaciones de los Es-
tados interesados, pero que nunca podría servir de base
para nuevos derechos y obligaciones. El artículo debía
disponer que cada Estado tenía derecho, dentro de su
territorio, a una participación razonable y equitativa
en los usos provechosos de las aguas de un sistema de
un curso de agua internacional. A ese respecto, se ma-
nifestó que el texto del artículo 5 aprobado provisio-
nalmente en 1980 era preferible a la versión modifica-
da presentada por el Relator Especial. El artículo 5
anterior precisaba que eran las aguas de un curso de
agua internacional las que tenían que tratarse como
un recurso natural compartido y que era en el uso pro-
vechoso de esas aguas donde cada Estado ribereño te-
nía derecho a una participación razonable y equitativa.
El uso del término « compartir » no debía llevar a la
conclusión errónea de que la participación debía ser
igual, cosa que no era posible, ya que un curso de agua
no estaba dividido en partes iguales entre los Estados
por los que discurría. Sólo era posible la justicia dis-
tributiva, no la justicia conmutativa, porque los Esta-
dos compartían equitativamente sus derechos y obliga-

ciones según su situación. Así pues, intervenía otro
principio básico, el de la equidad o, dicho de otro
modo, el de la proporcionalidad.

240. Para algunos otros miembros, el artículo 6 era
totalmente tautológico. A su juicio, si en la actualidad
no existían principios o normas de derecho internacio-
nal sobre los recursos compartidos, no debía emplear-
se el concepto; pero, si esos principios existían, era
preferible adoptar una fórmula sencilla que enunciara
que el sistema de un curso de agua internacional se
regía por el principio y las normas comunes a los re-
cursos naturales compartidos. El derecho en la mate-
ria se estaba desarrollando y no era conveniente que
la Comisión fuera más lejos en la materia.

241. Algunos miembros estimaron que el artículo 6
debía dejarse a un lado o no incluirse en el proyecto.
Otros señalaron que los contornos y parámetros preci-
sos del concepto todavía no habían sido definidos en
forma adecuada. Se juzgó que el concepto no era cla-
ro y que sus consecuencias lo eran aún menos. Ade-
más, había resultado sumamente controvertido, como
lo demostraban las circunstancias en que habían sido
adoptadas las decisiones de la Asamblea General con
respecto al Proyecto de principios del PNUMA men-
cionado anteriormente (párr. 208). Además, se expresó
que los efectos de un concepto tan mal definido podían
tener una repercusión desfavorable para el derecho
fundamental a la soberanía permanente sobre los recur-
sos naturales y para el nuevo orden económico inter-
nacional. En el contexto del principio de participación,
aunque indiscutiblemente el Estado de aguas abajo
tenía derechos, no era realista ni justo pedir a cual-
quier otro Estado ribereño que aceptara renunciar to-
talmente a su propio derecho soberano a usar, dentro
de su territorio, el agua que allí se hallase. Se expresó
también la opinión de que era completamente inútil
tratar un curso de agua internacional como un recur-
so natural compartido, ya que no existían normas de
derecho internacional aplicables a esa noción.

ARTÍCULO 7 (Participación equitativa en los usos del
sistema de un curso de agua internacional y de sus
aguas) y ARTÍCULO 8 (Determinación de la utiliza-
ción razonable y equitativa) 2

249 Los artículos 7 y 8 del esquema decían así :

« Artículo 7.—Participación equitativa en los usos del sistema
de un curso de agua internacional y de sus aguas

» El sistema de un curso de agua internacional y de sus
aguas serán aprovechados, utilizados y compartidos por los Es-
tados del sistema de forma razonable y equitativa sobre la base
de la buena fe y las relaciones de buena vecindad con la
mira de lograr su utilización óptima que sea congruente con
una protección y un control adecuados del sistema del curso
de agua y de sus componentes. »

« Artículo 8.—Determinación de la utilización
razonable y equitativa

» 1. Al determinar si la utilización del sistema de un curso
de agua o de sus aguas por un Estado del sistema se ejerce
de modo razonable y equitativo conforme al artículo 7, se
tendrán en cuenta todos los factores pertinentes, ya sean de

(Continúa en la página siguiente.)



Derecho de los usos de los cursos de agua internacionales para fines distintos de la navegación n
242. Algunos miembros mencionaron concretamente
los artículos 7 y 8 del esquema del Relator Especial.
Se señaló que las normas jurídicas establecidas en el
artículo 7 se ampliaban mediante la lista no exhausti-
va de factores que figuraban en el artículo 8 concer-
nientes a la determinación de la participación equita-
tiva. También se observó la relación entre esos dos ar-
tículos y el artículo 9.

243. En cuanto a las normas jurídicas reflejadas en
los artículos 7 y 8, algunos miembros expresaron apo-
yo en favor del empleo de expresiones como « modo
razonable y equitativo » y « utilización óptima ». En
cambio, algunos otros miembros consideraron que esas
expresiones eran vagas o innecesarias. Con respecto a
las expresiones « buena fe » y « relaciones de buena

(Continuación de la nota 249.)

carácter general o específico del sistema del curso de agua
de que se trate. Entre otros factores, deben tenerse en cuenta
los siguientes :

» a) los factores geográficos, hidrográficos, hidrológicos y
climáticos, junto con otras circunstancias pertinentes relativas
al sistema del curso de agua de que se trate;

» b) las necesidades especiales del Estado del sistema in-
teresado respecto del uso o de los usos de que se trate en
comparación con las necesidades de otros Estados del siste-
ma, incluida la etapa de desarrollo económico de todos los
Estados del sistema interesados;

» c) la contribución de agua al sistema por parte del Es-
tado del sistema interesado en comparación con la de otros
Estados del sistema;

» d) el aprovechamiento y la conservación por el Estado
del sistema interesado del sistema del curso de agua y de
sus aguas;

» é) los demás usos del sistema del curso de agua y de
sus aguas por el Estado interesado en comparación con los
usos por otros Estados del sistema, incluida la eficacia de
esos usos;

» /) la cooperación con otros Estados del sistema en pro-
yectos o programas para optimizar la utilización, la protección
y el control del sistema del curso de agua y de sus aguas;

» g) la contaminación por el Estado del sistema de que se
trate del sistema del curso de agua en general y como con-
secuencia de ese uso específico, si la hubiera;

» h) cualquier otra interferencia o cualquier otro efecto
adverso, si lo hubiera, de ese uso en los usos o intereses de
otros Estados del sistema, incluidos, pero sin limitarse a ellos,
los efectos adversos en los usos existentes del sistema del
curso de agua o de sus aguas por esos Estados y su reper-
cusión en las medidas de protección y control adoptadas por
otros Estados del sistema;

» i) la disponibilidad para el Estado interesado y para otros
Estados del sistema de recursos hídricos alternativos;

» /) el modo y grado de cooperación establecido entre el
Estado del sistema interesado y otros Estados del sistema en
programas y proyectos relativos al uso de que se trate y a
otros usos del sistema del curso de agua internacional y de
sus aguas para optimizar la utilización, la ordenación razona-
ble, la protección y el control de los mismos.

» 2. La determinación, de conformidad con el párrafo 1
del presente artículo, del carácter razonable y equitativo de
un uso se realizará mediante negociación efectuada de buena
fe y en el marco de relaciones de buena vecindad entre los
Estados del sistema interesados, encaminada a resolver las
cuestiones pendientes.

» Si los Estados del sistema interesados no pudieren llegar
a un acuerdo negociado en un plazo razonable, recurrirán
a los procedimientos de solución pacífica de controversias
previstos en el capítulo V de la presente Convención. »

vecindad », se señaló que, si bien era imposible impo-
ner a los Estados la buena voluntad, ésta era esencial
para la solución de los problemas de los cursos de
agua internacionales, y establecer la obligación de pro-
ceder de buena fe era probablemente lo más que se
podía lograr en ese sentido. Además, se instó a que se
pusiera más de relieve el principio de la buena vecin-
dad, cuya importancia se desprendía claramente de la
inclusión del tema en el programa de la Asamblea Ge-
neral. Por otra parte, se expresaron dudas acerca de
la aceptación de ese concepto como principio jurídico
de la misma categoría que el principio de la buena fe;
nada se añadiría a este último concepto haciendo in-
tervenir las relaciones de buena vecindad como una
orientación complementaria, que era menos pertinente
que el concepto de participación. De todos modos, se
puso en duda además la necesidad de referirse a la
buena fe, que era un concepto universal aplicable a
la conducta de todos los Estados.
244. Algunos miembros expresaron apoyo al artícu-
lo 7 en general, pero otros opinaron que ese artículo
era defectuoso y sugirieron nuevas formulaciones. Se
expresó la opinión de que el acuerdo básico debía re-
conocer el derecho de cada Estado a hacer uso de su
parte en las aguas, así como en el sistema de un cur-
so de agua internacional dentro de su territorio, de
conformidad con su política, sus programas y sus prin-
cipios propios.
245. En cuanto al artículo 8 y en especial el párra-
fo 1, algunos miembros eran partidarios de la inclu-
sión de un artículo semejante al presentado, que indi-
caría una serie de factores que sirvieran de principios
generales, no de normas rígidas, que proporcionarían
orientación acerca de lo que constituía el uso razona-
ble y equitativo. Se observó, sin embargo, que la lista
de esos factores requería un examen cuidadoso para
darle un carácter objetivo y el debido peso a los de-
rechos de los Estados ribereños del curso superior y
del curso inferior. Se mencionó como una posible adi-
ción a la lista de factores el elemento de la compensa-
ción que un Estado del sistema diera a otros Estados
del sistema, compensación que no estaría necesaria-
mente vinculada al sistema del curso de agua de que
se tratase. Otros miembros estimaron que el artículo,
tal como había sido presentado, no ofrecía mucha
orientación para resolver problemas, pues era demasia-
do extenso, complicado y repetitivo, y mezclaba tanto
factores subjetivos como objetivos. Se destacó que cada
Estado determinaba sus propias prioridades en función
de sus necesidades.

ARTÍCULO 9 (Prohibición de actividades relativas al
sistema de un curso de agua internacional que cau-
sen perjuicio apreciable a otros Estados del sis-
tema) »>

250 El artículo 9 del esquema decía así :
« Artículo 9.—Prohibición de actividades relativas al sistema

de un curso de agua internacional que causen perjuicio
apreciable a otros Estados del sistema
» Todo Estado del sistema evitará y prevendrá (dentro de

su jurisdicción) usos o actividades relativos al sistema de un
(Continúa en la página siguiente.)
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246. La mayor parte de los miembros que se refirie-
ron al artículo 9 del esquema del Relator Especial ex-
presaron su apoyo a ese texto. Se consideró fundamen-
tal destacar la obligación de los Estados del sistema
de evitar los usos o actividades que pudiesen causar
perjuicio apreciable a los derechos o intereses de otros
Estados del sistema. Se señaló que, analizados conjun-
tamente, el artículo 7 y el artículo 9 constituían una
norma jurídica : el uso razonable y equitativo no de-
bía causar perjuicio apreciable. No obstante, algunos
miembros estimaron que el término « perjuicio apre-
ciable » era demasiado vago y que requería aclaración
o su sustitución por el término « perjuicio grave ».

247. Se destacó también que los Estados del sistema
interesados debían ponerse de acuerdo para determi-
nar lo que constituía un perjuicio apreciable, ya que
una simple definición general no era posible. Se seña-
ló que se facilitaría esa determinación común valién-
dose de estudios o expertos técnicos en la fase inicial,
en lugar de invocar inmediatamente los procedimien-
tos para la solución de controversias. Además, se sub-
rayó la necesidad de formular una norma positiva que
requiriera la cooperación entre los Estados interesados;
los Estados tenían una obligación jurídica de cooperar
en la solución de los problemas derivados de los usos
de las aguas de los cursos de agua internacionales.

248. Algunos miembros indicaron también el víncu-
lo, en particular, entre el artículo 9 y los problemas
de la responsabilidad de los Estados y de la responsa-
bilidad internacional por las consecuencias perjudicia-
les de actos no prohibidos por el derecho internacio-
nal. Esas relaciones tendrían que ser objeto de nuevo
y detenido estudio cuando el esquema se examinara
en detalle.

c) C A P Í T U L O I I I . — C O O P E R A C I Ó N Y ORDENACIÓN RES-

PECTO DE SISTEMAS DE CURSOS DE AGUA INTERNA-
CIONALES

249. Al presentar su primer informe, el Relator Es-
pecial subrayó que un principio de importancia pri-
mordial era la obligación de cooperar en la ordenación
y administración conjuntas de un sistema de un curso
de agua internacional, obligación jurídica que emanaba
del principio más amplio y un tanto vago de las rela-
ciones de buena vecindad y de los principios estable-
cidos en los Artículos 1 y 2 y en los Capítulos VI y IX
de la Carta de las Naciones Unidas, en virtud de los
cuales los Estados Miembros se comprometían a esta-
blecer la cooperación internacional y a resolver sus
controversias internacionales por medios pacíficos y de
buena fe. El principio de la cooperación en la orde-
nación conjunta de los cursos de agua gozaba de am-
plio apoyo en la práctica de los Estados, aunque evi-
dentemente se había de condicionar a las medidas que
fueran prácticas, razonables y necesarias en cada caso.

(Continuación de la nota 250.)

curso de agua que puedan causar perjuicio apreciable a los
derechos o intereses de otros Estados del sistema, a menos
que se prevea otra cosa en un acuerdo de sistema u otro
acuerdo.»

En el artículo 10251 del esquema propuesto se enun-
ciaban principios generales de cooperación y ordena-
ción.
250. A juicio del Relator Especial, un aspecto esen-
cial de la cooperación internacional era la comunica-
ción de los programas planeados por un Estado del
sistema que pudieran causar daño apreciable a los
derechos e intereses de otro Estado del sistema. Las
disposiciones pertinentes figuraban en los artículos 11
a 14252 del esquema propuesto y los elementos básicos

251 El artículo 10 del esquema decía así :

« Artículo 10.—Principios generales de cooperación
y ordenación

» 1. Los Estados del sistema que compar tan el sistema
de u n curso de agua internacional cooperarán en la medida
de lo posible respecto de los usos, proyectos y programas
relacionados con ese sistema de u n curso de agua, a fin de
lograr la util ización, la protección y el control óptimos del
sistema del curso de agua. Esa cooperación se ejercerá sobre
la base de la igualdad, la soberanía y la integridad territorial
de todos los Estados del sistema.

» 2. Los Estados del sistema real izarán consultas (nego-
ciaciones) e in tercambiarán información y datos de modo re-
gular con respecto a la administración y la ordenación de
ese curso de agua y otros aspectos de interés regional rela-
cionados con sistemas de cursos de agua.

» 3 . Los Estados del sistema establecerán, cuando sea ne-
cesario, comisiones mixtas u organismos o arreglos similares
como medio de promover las medidas y los objetivos pre-
vistos en la presente Convención. »
252 Los artículos 11 a 14 del esquema decían así :

« Artículo 11.—Notificación a otros Estados del sistema.
Contenido de la notificación

» 1. Antes de que u n Estado del sistema realice, autorice
o permi ta u n proyecto o programa o u n a al teración o adición
a proyectos y programas existentes con respecto a la utiliza-
ción, conservación, protección u ordenación del sistema de
u n curso de agua internacional que pueda causar perjuicio
apreciable a los derechos o intereses de otro Estado u otros
Estados del sistema, el Estado del sistema interesado dará lo
antes posible la notificación debida de dichos proyectos o
programas al Estado o los Estados del sistema interesados.

» 2. La notificación contendrá , entre otras cosas, las sufi-
cientes especificaciones, información y datos de carácter téc-
nico y de otro t ipo que sean necesarios para permit i r al otro
o a los otros Estados del sistema que evalúen y determinen
tan exactamente como sea posible los perjuicios apreciables
potenciales del proyecto o programa previs to. »

« Artículo 12.—Plazos para responder a la notificación
» 1. En una notificación transmitida conforme al artícu-

lo 11, el Estado del sistema notificante dará al Estado o a
los Estados del sistema notificados un plazo no inferior a seis
meses a partir de la recepción de la notificación para estu-
diar y evaluar el perjuicio apreciable potencial derivado del
proyecto o programa planeado y comunicar su decisión razo-
nada al Estado del sistema notificante.

» 2. En caso de que el Estado o los Estados del sistema
notificados consideren que, para una evaluación adecuada de
los problemas planteados, se necesitan información, datos o
especificaciones adicionales, informarán de ello a la brevedad
posible al Estado del sistema notificante. Las solicitudes jus-
tificadas de datos o especificaciones adicionales serán satis-
fechas a la brevedad posible por el Estado notificante, y las
partes convendrán en una prórroga razonable del plazo esta-
blecido en el párrafo 1 del presente artículo para la evalua-
ción apropiada de la situación a la luz del material dispo-
nible.

» 3. Durante los plazos previstos en los párrafos 1 y 2
del presente artículo, el Estado notificante no podrá iniciar
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se derivaban de principios establecidos del derecho in-
ternacional, tales como la obligación de obrar de bue-
na fe y de conformidad con las relaciones de buena
vecindad, la obligación de no causar daño apreciable
a los Estados vecinos y la obligación de resolver las
cuestiones pendientes exclusivamente por medios pací-
ficos.

251. A juicio del Relator Especial, un punto impor-
tante en relación con la cooperación y la ordenación

(Continuación de la nota 252.)

el proyecto o programa a que se refiera la notificación sin
el consentimiento del Estado o los Estados del sistema inte-
resados. »

« Artículo 13.—Procedimiento en caso de protesta
» 1. Si un Estado del sistema que haya recibido una no-

tificación conforme al artículo 12 informa al Estado notifi-
cante de su determinación de que el proyecto o programa
a que se refiere la notificación puede causar perjuicio apre-
ciable a los derechos o intereses del Estado del sistema de
que se trate, las partes iniciarán, sin demora indebida, con-
sultas y negociaciones encaminadas a verificar y determinar
el perjuicio que podría resultar del proyecto o programa pla-
neado. En la medida de lo posible llegarán a un acuerdo con
respecto a los ajustes y modificaciones necesarios del proyecto
o programa, o convendrán en otras soluciones que eliminen
las causas posibles de perjuicio apreciable al otro Estado del
sistema o, de otro modo, den satisfacción razonable a ese
Estado.

» 2. Si las partes no pueden llegar a un acuerdo mediante
consultas y negociaciones en un plazo razonable, recurrirán
sin demora a otros medios de solución pacífica de la contro-
versia de conformidad con las disposiciones de la presente
Convención, los acuerdos de sistema u otro acuerdo o arre-
glo pertinente.

» 3. En los casos en que se aplique el párrafo 1 del pre-
sente artículo y las cuestiones pendientes no hayan sido re-
sueltas por acuerdo entre las partes interesadas, el Estado
notificante no proseguirá el proyecto o programa planeado
hasta que se hayan cumplido las disposiciones del párrafo 2,
a menos que ese Estado estime que el proyecto o programa
tiene la máxima urgencia y que una mayor demora podría
causar daño o perjuicio innecesario al Estado notificante o
a otros Estados del sistema.

» 4. Las demandas por daños o perjuicios resultantes de
esas situaciones de emergencia se resolverán de buena fe y
de conformidad con las relaciones de buena vecindad median-
te los procedimientos de solución pacífica de controversias pre-
vistos en la presente Convención. »

« Articulo 14.—Incumplimiento por los Estados del sistema
de las disposiciones de los artículos 11 a 13

» 1. Si un Estado del sistema que haya recibido una no-
tificación conforme al artículo 11 no comunicare al Estado
del sistema notificante en el plazo previsto en el artículo 12
su determinación de que el proyecto o programa planeado
puede causar perjuicio apreciable a sus derechos o intereses,
el Estado del sistema notificante podrá proceder a la ejecu-
ción del proyecto o programa de conformidad con las espe-
cificaciones y datos comunicados en la notificación.

» En esos casos, el Estado del sistema notificante no será
responsable del posterior perjuicio causado al otro Estado
o los otros Estados del sistema, siempre que el Estado noti-
ficante actúe en cumplimiento de las disposiciones de la pre-
sente Convención y que no sea evidente que la ejecución del
proyecto o programa causará probablemente perjuicio apre-
ciable al otro Estado o los otros Estados del sistema.

» 2. Si un Estado del sistema procede a la ejecución de
un proyecto o programa sin cumplir las disposiciones de los
artículos 11 a 13, ese Estado incurrirá en responsabilidad
por el perjuicio causado a los derechos o intereses de otros
Estados del sistema como resultado del proyecto o programa
de que se trate. »

conjunta de los sistemas de cursos de agua interna-
cionales era la clara tendencia que se advertía en la
práctica de los Estados y en la labor de los organis-
mos del sistema de las Naciones Unidas hacia la ins-
titucionalización del mecanismo necesario, cosa que
con frecuencia implicaba el establecimiento de comisio-
nes mixtas y la reunión, la elaboración y el intercam-
bio de información y de datos con regularidad. Como
esas cuestiones eran de gran interés, las había tratado
con cierto detalle en los artículos 15 a 19 2

253 Los artículos 15 a 19 del esquema decían así :
« Artículo 15.—Ordenación de los sistemas de cursos de agua

internacionales. Establecimiento de comisiones
» 1. Los Estados del sistema establecerán, cuando resulte

aconsejable para la administración, ordenación, protección y
control racionales del sistema de un curso de agua interna-
cional, mecanismos institucionales permanentes o, cuando pro-
ceda, fortalecerán las organizaciones u órganos existentes, a
fin de establecer un sistema de reuniones y consultas regu-
lares, proporcionar asesoramiento y recomendaciones de ex-
pertos e introducir otros procedimientos de adopción de deci-
siones para promover la utilización, protección y control ópti-
mos del sistema del curso de agua internacional y de sus
aguas.

» 2. Con ese fin, los Estados del sistema establecerán,
cuando resulte práctico, comisiones mixtas del curso de agua
bilaterales, multilaterales o regionales, y convendrán en el
modo de funcionamiento, la financiación y las principales
tareas de esas comisiones.

» Esas comisiones podrán tener, entre otras, las siguientes
funciones :

» a) reunir, verificar y difundir información y datos sobre
la utilización, la protección y la conservación del sistema o
los sistemas de curso de agua internacionales;

» b) proponer e iniciar investigaciones relativas a la utili-
zación, la protección y el control;

» c) vigilar de modo permanente el sistema de un curso
de agua internacional;

» d) recomendar a los Estados del sistema las medidas y
los procedimientos necesarios para la utilización óptima y
la protección y el control eficaces del sistema del curso de
agua;

» e) servir como centro de consultas, negociaciones y otros
procedimientos de solución pacífica de controversias enco-
mendados a esas comisiones por los Estados del sistema;

» /) proponer y operar sistemas de control y alerta respecto
de la contaminación, otros efectos ambientales de los usos
del agua, los riesgos naturales u otros riesgos que puedan
causar daño o perjuicio a los derechos o intereses de los
Estados del sistema. »

« Artículo 16.—Reunión, elaboración y difusión
de información y datos

» 1. A fin de asegurar la necesaria cooperación entre los
Estados del sistema, la utilización óptima del sistema de un
curso de agua y una distribución equitativa y razonable de
sus usos entre esos Estados, cada uno de los Estados del
sistema reunirá y elaborará, en la medida de lo posible, la
información y los datos necesarios de carácter hidrológico,
hidrogeológico y meteorológico de que se disponga dentro
de su territorio, así como otra información y otros datos per-
tinentes respecto de, entre otras cosas, los niveles de agua
y el desagüe del curso de agua, el rendimiento y las reservas
de aguas subterráneas pertinentes para la ordenación adecua-
da del curso, la calidad del agua en todo momento, la in-
formación y los datos pertinentes para el control de inunda-
ciones, la sedimentación y otros riesgos naturales, así como
los relativos a la contaminación u otras cuestiones relacio-
nadas con la protección ambiental.

» 2. En la medida de lo posible, los Estados del sistema
pondrán a disposición de otros Estados del sistema la infor-
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252. La mayoría de los miembros de la Comisión
estuvieron de acuerdo en que un acuerdo marco como
el previsto debía contener disposiciones sobre coope-
ración y ordenación respecto de los sistemas de cur-
sos de aguas internacionales. Sin entrar en un examen
detallado del debate sostenido sobre este capítulo, cabe
señalar que, si bien algunos miembros estimaron que
las disposiciones del capítulo III mantenían el equili-
brio adecuado entre intereses contrapuestos y por ello
podían aceptarse, otros consideraron que ciertas dis-
posiciones relativas a los procedimientos de notifica-
ción, etc. (arts. 11 a 14) parecían ir demasiado lejos
al prever que un Estado del sistema podía suspender
o bloquear proyectos o programas previstos por otro
Estado del sistema.

253. Algunos miembros propusieron que los artícu-
los 11 a 14 deberían ser ubicados en el capítulo II,
como consecuencia de la clara obligación de no causar
daño apreciable (art. 9), y no en el capítulo III (Coope-
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mación y los datos pertinentes mencionados en el párrafo 1.
Con ese fin, los Estados del sistema deben concertar, en la
medida necesaria, acuerdos sobre reunión, elaboración y di-
fusión de esa información y esos datos. Con ese fin, los Es-
tados del sistema pueden convenir en confiar a comisiones
mixtas establecidas por ellos o a centros especiales (regio-
nales) o generales de información la función de reunir, ela-
borar y difundir regular y oportunamente la información y
los datos previstos en el párrafo 1.

» 3. Los Estados del sistema o las comisiones mixtas o
los centros de información previstos en el párrafo 2 del
presente artículo transmitirán, en la medida de lo posible
y razonable, a las Naciones Unidas o a los organismos es-
pecializados pertinentes la información y los datos de que
dispongan con arreglo al presente artículo. »

« Artículo 17.—Solicitudes especiales de información y datos
» Si un Estado del sistema solicita a otro Estado del sis-

tema información y datos respecto del sistema del curso
de agua de que se trate que no estén abarcados por las dis-
posiciones del artículo 16, el otro Estado del sistema hará
todo lo posible, al recibir esa solicitud, por satisfacerla pron-
tamente. El Estado solicitante reembolsará al otro Estado los
costos razonables de reunir, elaborar y transmitir esa infor-
mación y datos, a menos que se convenga en otra cosa. »

« Artículo 18.—Obligaciones especiales de información
en casos de emergencia

» Cada Estado del sistema debe informar, por los medios
más rápidos de que disponga, a otro Estado u otros Estados
del sistema interesados de las situaciones o incidentes de
emergencia de que tenga conocimiento y que afecten —den-
tro o fuera de su territorio— al sistema de un curso de agua
compartido que puedan dar lugar a un grave peligro de
pérdida de vidas humanas o de bienes o a otra calamidad
en el otro Estado o los otros Estados del sistema. »

« Artículo 19.—Información reservada
» 1. No es menester suministrar a los demás Estados del

sistema ni a las organizaciones u organismos información y
datos cuya salvaguardia considere vital un Estado del siste-
ma por razones de seguridad nacional u otras razones. El
Estado del sistema que retenga esa información o esos datos
cooperará de buena fe con otros Estados del sistema a fin
de suministrarles la información y los datos esenciales sobre
las cuestiones de que se trate, en la medida de lo posible.

» 2. Cuando un Estado del sistema considere, por otras
razones, que la difusión de información o datos debe tra-
tarse como confidencial o reservada, los demás Estados del
sistema cumplirán esa solicitud de buena fe y conforme a
relaciones de buena vecindad. »

ración y ordenación), donde las obligaciones tienen per-
files menos definidos.
254. Se sugirió que el capítulo III se complementara
con disposiciones en las que se previera que un Esta-
do que corriera el riesgo de ser perjudicado no pudie-
ra vetar la ejecución de un proyecto o programa de
otro Estado, que se evitarían las demoras que pudie-
ran ser perjudiciales para el Estado que notificara su
intención de ejecutar un proyecto o programa y que
no se dejaría al solo criterio del Estado notificado o
del Estado notificante la estimación del daño aprecia-
ble que pudiera causar ese proyecto o programa. Asi-
mismo, algunos miembros sugirieron que las disposi-
ciones de este capítulo quedarán sujetas a alguna clase
de procedimientos obligatorios de solución de contro-
versias.
255. En general se convino en que el Relator Espe-
cial debería examinar de nuevo esas disposiciones con
miras a establecer un equilibrio equitativo entre los
intereses de los Estados de que se trataba.

d) CAPÍTULO IV.—PROTECCIÓN DEL MEDIO AMBIENTE,
CONTAMINACIÓN, RIESGOS SANITARIOS, RIESGOS NA-
TURALES, REGULACIÓN Y SEGURIDAD, PREFERENCIAS
DE USO, SITIOS NACIONALES O REGIONALES

256. Aunque sobre el capítulo IV del esquema del
Relator Especial no se celebró un debate pormenori-
zado, en general, los miembros de la Comisión que
hicieron observaciones sobre el mismo estuvieron de
acuerdo en que sus disposiciones, los artículos 20
a 30254, trataban de una cuestión importante en rela-

254 Los artículos 20 a 30 del esquema decían así :

« Articulo 20.—Disposiciones generales sobre protección
del medio ambiente

» 1. Los Estados del sistema —individualmente y en co-
operación— tomarán, en la medida de lo posible, las medidas
necesarias para proteger el medio ambiente del sistema de
un curso de agua en menoscabo, degradación o destrucción
injustificados o de un peligro grave de tal menoscabo, degra-
dación o destrucción, provocados por causas o actividades
bajo su control o jurisdicción o por causas naturales que
puedan reducirse de modo razonable.

» 2. Los Estados del sistema —individualmente y median-
te esfuerzos coordinados— adoptarán las medidas y regíme-
nes necesarios para la ordenación y utilización equitativa del
sistema de un curso de agua conjunto y de sus zonas cir-
cundantes, a fin de proteger el medio ambiente acuático, in-
cluida la ecología de las zonas circundantes, de cambios o
alteraciones que puedan causar perjuicio apreciable a ese
medio ambiente o a los intereses conexos de los Estados del
sistema.

» 3. Los Estados del sistema —individualmente y median-
te esfuerzos coordinados— tomarán las medidas necesarias
con arreglo a las disposiciones de la presente Convención y
otros principios pertinentes del derecho internacional, inclui-
dos los derivados de la Convención de las Naciones Unidas
sobre el derecho del mar, de 10 de diciembre de 1982, para
proteger cuanto sea posible el medio ambiente marino de
degradación o perjuicio apreciable causado por medio del
sistema de un curso de agua internacional. »

« Artículo 21.—Fines de la protección del medio ambiente
» Las medidas y regímenes establecidos con arreglo al ar-

tículo 20 tendrán, en la medida de lo posible, entre otros,
los siguientes objetivos :
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» a) salvaguardar la salud pública;
» b) mantener la calidad y cantidad de las aguas del sis-

tema de un curso de agua internacional al nivel necesario
para su utilización para el consumo como agua potable y
otros usos domésticos;

» c) permitir la utilización del agua para el riego y para
usos industriales;

» d) salvaguardar la conservación y aprovechamiento de
los recursos acuáticos, incluidas la fauna y la flora;

» e) permitir, en la medida de lo posible, la utilización del
sistema del curso de agua para fines recreativos, teniendo
especialmente en cuenta la salud pública y consideraciones
estéticas;

» /) permitir, en la medida de lo posible, la utilización de
las aguas por animales domésticos y salvajes. »

« Artículo 22.—Definición de contaminación
» A los efectos de la presente Convención, " contamina-

ción " significa toda alteración física, química o biológica de
la composición o calidad de las aguas del sistema de un curso
de agua internacional mediante la introducción directa o in-
directa por el hombre de sustancias, especies o energía que
produzcan efectos perjudiciales para la salud, la seguridad
o el bienestar humano, para la utilización de las aguas con
cualquier finalidad beneficiosa o para la preservación y la
protección del medio ambiente, incluida la salvaguardia de
la fauna, la flora y otros recursos naturales del sistema del
curso de agua y las zonas circundantes. »

« Artículo 23.—Obligación de prevenir la contaminación
» 1. Ningún Estado del sistema podrá contaminar las aguas

del sistema de un curso de agua internacional o permitir
su contaminación, cuando se cause o pueda causar perjuicio
apreciable a los derechos e intereses de otros Estados del
sistema respecto de su uso equitativo de esos recursos hídricos
compartidos u otros efectos nocivos en sus territorios.

» 2. En caso de que la contaminación procedente de un
Estado del sistema cause en otros Estados del sistema per-
juicios o molestias de carácter menos grave que los mencio-
nados en el párrafo 1 del presente artículo, el Estado del
sistema donde se origine esa contaminación tomará medidas
razonables para reducirla o minimizarla. Los Estado del sis-
tema interesados se consultarán con miras a llegar a un
acuerdo con respecto a las medidas que haya que adoptar,
así como al modo de sufragar los costos razonables en que se
incurra para reducir esa contaminación.

» 3. Ningún Estado del sistema tendrá obligación de re-
ducir la contaminación procedente de otro Estado del siste-
ma a fin de prevenir que esa contaminación cause perjuicio
apreciable a un tercer Estado del sistema. En la medida de
lo posible los Estados del sistema señalarán a la atención
del Estado contaminante y de los Estados amenazados por
esa contaminación la situación, sus casas y sus efectos. »

« Artículo 24.—Cooperación entre los Estados del sistema
para la protección contra la contaminación. Mitigación y
reducción de la contaminación
» 1. Los Estados del sistema de un curso de agua inter-

nacional cooperarán, mediante consultas y reuniones regulares
o mediante sus comisiones u organismos regionales o inter-
nacionales conjuntos, con miras a intercambiar de modo re-
gular información y datos pertinentes sobre cuestiones rela-
tivas a la contaminación del sistema del curso de agua de
que se trate, así como a la adopción de las medidas y regí-
menes necesarios para establecer un control y una protección
adecuados del sistema del curso de agua y su medio am-
biente contra la contaminación.

» 2. Los Estados del sistema interesados celebrarán, cuan-
do sea necesario, consultas y negociaciones con miras a apro-
bar una lista completa de contaminantes, cuya introducción
en las aguas del sistema del curso de agua internacional será
prohibida, restringida o controlada. Cuando proceda, esta-
blecerán los procedimientos y mecanismos necesarios para
la aplicación eficaz de esas medidas.

» 3. Los Estados del sistema establecerán, en la medida
necesaria, programas con las medidas y plazos requeridos

para la protección contra la contaminación y la reducción
o mitigación de la contaminación del sistema del curso de
agua internacional de que se trate. »

« Artículo 25.—Situaciones de emergencia relacionadas
con la contaminación

» 1. Cuando se produzca una situación de emergencia
debida a la contaminación o a riesgos similares respecto del
sistema de un curso de agua internacional o su medio am-
biente, el Estado o los Estados del sistema en cuya jurisdic-
ción haya ocurrido la emergencia darán a conocer esa situa-
ción por los medios más rápidos de que dispongan a todos
los Estados del sistema que puedan ser afectados por la
emergencia y les transmitirán toda la información y los da-
tos que puedan resultar pertinentes en esa situación.

» 2. El Estado o los Estados en cuya jurisdicción haya
ocurrido la emergencia tomarán inmediatamente las medidas
necesarias para prevenir, neutralizar o mitigar el peligro o
el daño causado por la situación de emergencia. Los demás
Estados del sistema deberán ayudarles, en una medida razo-
nable, a prevenir, neutralizar o mitigar los peligros y efec-
tos causados por la emergencia y deberán reembolsar los
costos razonables de las medidas adoptadas por el Estado
o los Estados donde se haya producido la emergencia. »

« Artículo 26.—Control y prevención de riesgos
relacionados con el agua

» 1. Los Estados del sistema cooperarán con arreglo a
las disposiciones de la presente Convención con miras a pre-
venir y mitigar las situaciones e incidentes de riesgos rela-
cionados con el agua, como lo requieran las circunstancias
especiales de cada caso. Esa cooperación implicará, entre
otras cosas, el establecimiento de medidas y regímenes con-
juntos, incluidas medidas estructurales y no estructurales, y
la vigilancia eficaz en el sistema del curso de agua internacio-
nal de que se trate de condiciones susceptibles de provocar
situaciones e incidentes de riesgo tales como inundaciones,
acumulación de hielo y otras obstrucciones, sedimentación,
avulsión, erosión, drenaje deficiente, sequía e intrusión de
agua salada.

» 2. Los Estados del sistema establecerán un intercambio
eficaz y oportuno de información y datos y un sistema de
alerta temprana, a fin de contribuir a la prevención o miti-
gación de situaciones de emergencia con respecto a condi-
ciones e incidentes de riegos relacionados con el agua res-
pecto del sistema de un curso de agua internacional. »

« Artículo 27.—Regulación de los sistemas de cursos
de aguas internacionales

» 1. A los fines de la presente Convención, "regulación"
significa medidas continuas para controlar, aumentar, mode-
rar o modificar de otro modo el escurrimiento de las aguas
en el sistema de un curso de agua internacional. Esas me-
didas pueden incluir, entre otras cosas, el almacenamiento,
la liberación y la desviación del agua por medio de repre-
sas, embalses, diques, canales, esclusas, sistemas de bombeo
u otras obras hidráulicas.

» 2. Los Estados del sistema cooperarán con espíritu de
buena fe y relaciones de buena vecindad en la evaluación
de las necesidades y posibilidades de regulación del sistema
con miras a obtener la utilización óptima y equitativa de los
recursos compartidos del curso de agua. Cooperarán en la
preparación de planes apropiados para esa regulación y ne-
gociarán con miras a llegar a un acuerdo sobre el estable-
cimiento y mantenimiento, individual y conjuntamente, de
las regulaciones, obras y medidas apropiadas y sobre el pago
de los costos originados por esa regulación del curso de
agua. »

« Artículo 28.—Seguridad de los sistemas de cursos de agua
internacionales, sus instalaciones y sus construcciones

» 1. Los Estatutos del sistema harán cuanto puedan por
mantener y proteger los sistemas de cursos de agua interna-
cionales y las instalaciones y construcciones correspondien-
tes a ellos.
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ción con los cursos de agua internacionales. Se tomó
nota de que las disposiciones de este capítulo se refe-
rían no sólo al sistema de un curso de agua, sino tam-
bién a la zona circundante que formaba un todo eco-
lógico con ese sistema. Se recomendó que se actuara
con prudencia en esa esfera a fin de evitar establecer
normas que pudieran crear limitaciones o complicacio-
nes innecesarias en los usos de los cursos de agua in-
ternacionales.

(Continuación de la nota 254.)

» 2. Con ese objeto, los Estados del sistema cooperarán
entre sí y se consultarán con miras a concretar acuerdos
relativos a :

» a) las condiciones y especificaciones generales y especia-
les pertinentes para el establecimiento, funcionamiento y man-
tenimiento de los sitios, instalaciones, construcciones y obras
de los sistemas de cursos de agua instrnacionales;

» b) el establecimiento de normas y medidas de seguridad
adecuadas para la protección del sistema del curso de agua,
sus recursos compartidos y los sitios, instalaciones, contrac-
ciones y obras pertinentes contra riesgos y peligros debidos
a fuerzas naturales, o a actos dolosos o culposos, o creados
por construcción defectuosa, mantenimiento insuficiente u
otras causas.

» 3. Los Estados del sistema intercambiarán, en la medida
en que sea razonable, información y datos relativos a las
cuestiones de seguridad a que se refiere el presente artículo. »

« Artículo 29.—Preferencias de uso
» 1. Al establecer sistemas o regímenes para la participa-

ción equitativa de todos los Estados del sistema en la utili-
zación del sistema de un curso de agua internacional y de
sus recursos, ningún uso gozará de preferencia automática
sobre otros usos equitativos, salvo que se disponga otra cosa
en acuerdos de sistema, otros acuerdos u otras costumbres
y principios jurídicos aplicables al sistema del curso de
agua de que se trate.

» 2. Al resolver cuestiones relativas a usos que estén en
conflicto, las necesidades y efectos de cada uno se compa-
rarán con las necesidades y efectos de otros usos pertinen-
tes, con miras a obtener la utilización óptima de los recur-
sos compartidos del curso de agua y la distribución razona-
ble y equitativa de los mismos entre los Estados del siste-
ma, teniendo en cuenta todas las consideraciones pertinentes
al sistema de un curso de agua particular.

» 3. El establecimiento y el funcionamiento de las insta-
laciones y construcciones se realizará de tal modo que no
causen perjuicio apreciable a otros usos equitativos del sis-
tema del curso de agua.

» 4. Cuando haya surgido una cuestión con respecto a
usos que estén en conflicto o a preferencias de uso en rela-
ción con el sistema de un curso de agua internacional, los
Estados del sistema se abstendrán, conforme a los principios
de buena fe y de relaciones de buena vecindad, de comen-
zar las obras relativas a instalaciones, construcciones u otros
proyectos o medidas relacionadas con el curso de agua que
afecten a los usos en conflicto pertinentes y puedan dificul-
tar la solución de las cuestiones pendientes. »

« Articulo 30.—Establecimiento de sistemas de cursos de agua
internacionales o partes de ellos como sitios protegidos
nacionales o regionales
» 1. Un Estado o varios Estados del sistema pueden pro-

clamar —por razones ambientales, ecológicas, históricas, pai-
sajísticas o de otro tipo— que el sistema de un curso de
agua o una o varias de sus partes son un sitio protegido
nacional o regional.

» 2. Los demás Estados del sistema y las organizaciones
u organismos regionales e internacionales deben, con espíritu
de buena fe y de relaciones de buena vecindad, cooperar
con ese Estado o esos Estados del sistema y prestarles asis-
tencia en la preservación, protección y mantenimiento de
esos sitios protegidos en su estado natural. »

257. Algunos miembros hicieron referencia a varios
artículos concretos que figuraban en el capítulo IV del
esquema y acogieron con agrado las sugerencias del Re-
lator Especial. Se apoyó la definición de contaminación
(art. 22), el no haber hecho distinción entre contami-
nación « existente » y « nueva » (art. 23) y el no ha-
ber incluido una disposición relativa a la protección
de los cursos de agua en caso de conflicto armado
(art. 28). Sin embargo, algunos miembros formularon
sugerencias o expresaron dudas acerca de este último
punto.

é) CAPÍTULO V.—SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS

258. El Relator Especial explicó en su introducción
que en los artículos 31 a 38 ̂  del capítulo V del es-

255 Los artículos 31 a 38 del esquema decían así :

« Artículo 31.—Obligación de resolver las controversias
por medios pacíficos

» 1. Los Estados del sistema, así como los demás Estados
partes, resolverán sus controversias relativas a la interpreta-
ción o la aplicación de la presente Convención por medios
pacíficos, de conformidad con el artículo 2 de la Carta de
las Naciones Unidas y, con ese fin, procurarán su solución
por los medios indicados en el párrafo 1 del artículo 33 de
la Carta.

» 2. Ninguna de las disposiciones del presente capítulo
menoscabará el derecho de los Estados partes (Estados del
sistema) a convenir, en cualquier momento, en resolver sus
controversias relativas a la interpretación o la aplicación de
la presente Convención por cualquier medio pacífico de su
elección. »

« Articulo 32.—Solución de controversias mediante
consultas y negociaciones

» 1. Cuando, entre Estados del sistema u otros Estados
partes, surja una controversia relativa a la interpretación o
la aplicación de la presente Convención, las partes en la
controversia iniciarán prontamente consultas y negociaciones
con miras a llegar a una solución justa y equitativa de la
controversia.

» 2. Esas consultas y negociaciones podrán realizarse di-
rectamente entre las partes en la controversia, por conducto
de comisiones mixtas establecidas para la administración y
la ordenación del sistema del curso de agua internacional
de que se trate o por conducto de otros órganos u organis-
mos regionales o internacionales aceptados por las partes.

» 3. Si las partes no hubieren podido solucionar la con-
troversia en un plazo razonable, recurrirán a los demás pro-
cedimientos de solución pacífica de controversias previstos
en el presente capítulo. »

« Artículo 33.—Investigación y mediación
» 1. En relación con las consultas y negociaciones pre-

vistas en el artículo 32, las partes en una controversia rela-
tiva a la interpretación o la aplicación de la presente Con-
vención podrán establecer, de común acuerdo, una comisión
investigadora integrada por expertos calificados, con objeto
de establecer los hechos pertinentes relativos a la controver-
sia, a fin de facilitar las consultas y negociaciones entre las
partes. Las partes deberán convenir en la composición de
la comisión, las tareas que se le confíen, los plazos para la
realización de sus investigaciones y otras directrices perti-
nentes para su labor. La comisión investigadora decidirá
acerca de su procedimiento, a menos que las partes deter-
minen otra cosa. Las conclusiones de la comisión investi-
gadora no son vinculantes para las partes, a menos que hayan
convenido lo contrario.
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» 2. Las partes en una controversia relativa a la inter-
pretación o la aplicación de la presente Convención podrán
solicitar, de común acuerdo, la mediación de un tercer Es-
tado, una organización o uno o varios mediadores que posean
las calificaciones y la reputación necesarias para ayudarles
con su asesoramiento imparcial en las consultas y negocia-
ciones previstas en el artículo 32. El asesoramiento resultante
de esa mediación no será vinculante para las partes. »

« Artículo 34.—Conciliación

» 1. Si en un acuerdo de sistema o en otro acuerdo o
arreglo regional o internacional así se ha establecido, o si
las partes convienen en ello con respecto a una controversia
específica relativa a la interpretación o la aplicación de la
presente Convención, las partes someterán esa controversia
a conciliación con arreglo a las disposiciones del presente
artículo o a las disposiciones de ese acuerdo de sistema o
de ese acuerdo o arreglo regional o internacional.

» Cualquier parte en la controversia podrá incoar ese pro-
cedimiento mediante notificación escrita a la otra parte o
a las otras partes, a menos que se haya convenido otra cosa.

» 2. A menos que se haya convenido otra cosa, la comi-
sión de conciliación estará integrada por cinco miembros.
La parte que incoe el procedimiento nombrará dos concilia-
dores, uno de los cuales podrá ser nacional suyo. Informará
a la otra parte de sus nombramientos en la notificación es-
crita.

» La otra parte nombrará igualmente dos conciliadores,
uno de los cuales podrá ser nacional suyo. Esos nombra-
mientos se efectuarán en un plazo de treinta días, contado
a partir de la recepción de la notificación mencionada en
el párrafo 1.

» 3. Si cualquiera de las partes en la controversia no
nombrara a sus conciliadores como se prevé en los párra-
fos 1 ó 2 del presente artículo, la otra parte podrá pedir al
Secretario General de las Naciones Unidas que haga el nom-
bramiento o los nombramientos necesarios, a menos que las
partes hayan convenido otra cosa. El Secretario General de
las Naciones Unidas hará ese nombramiento o esos nombra-
mientos en un plazo de 30 días, contado a partir de la re-
cepción de la petición.

» 4. Dentro de los treinta días siguientes a la fecha en
que se haya hecho el último nombramiento, los cuatro con-
ciliadores elegirán de común acuerdo el quinto miembro de
la comisión, que será nacional de un tercer Estado y actua-
rá como presidente de la comisión de conciliación. Si las
partes no hubieren podido convenir en el nombramiento den-
tro de ese plazo, cualquiera de las partes podrá solicitar al
Secretario General de las Naciones Unidas, dentro de los
catorce días siguientes al vencimiento del plazo, que haga
el nombramento. El Secretario General de las Naciones Uni-
das hará ese nombramiento en un plazo de treinta días, con-
tado a partir de la recepción de la petición. »

« Artículo 35.—Funciones y tareas de la comisión
de conciliación

» 1. A menos que las partes convengan otra cosa, la
comisión de conciliación establecerá su propio procedimiento.

» 2. La comisión de conciliación oirá a las partes, exa-
minará sus peticiones y objeciones y hará propuestas a las
partes con miras a llegar a una solución amistosa.

» 3. La comisión de conciliación presentará su informe
a las partes en un plazo de doce meses, contado a partir
de su constitución, a menos que las partes convengan otra
cosa. En su informe dejará constancia del acuerdo a que
hayan llegado las partes y, a falta de acuerdo, de sus reco-
mendaciones a las partes. Esas recomendaciones incluirán
las conclusiones de la comisión con respecto a las cuestiones
de hecho o de derecho pertinentes relativas al asunto en
litigio, así como las recomendaciones que la comisión estime
justas y apropiadas para la solución amistosa de la contro-
versia. La comisión notificará a las partes en la controversia
el informe con los acuerdos que en él consten o, a falta de
acuerdo, con las recomendaciones de la comisión, y también
lo depositará en poder del Secretario General de las Nacio-

quema, relativo a la solución de controversias, había
utilizado como punto de partida lógico las obligacio-
nes establecidas en los Artículos 2 y 33 de la Carta de
las Naciones Unidas. Habiendo examinado gran nú-
mero de tratados multilaterales y bilaterales, había lle-
gado a la conclusión de que las disposiciones de la
parte XV y de los anexos V a VIII de la Convención
de las Naciones Unidas sobre el derecho del mar 2
eran interesantes en relación con el presente tema,
aunque no en todos los casos podían aplicarse indis-
criminadamente a los cursos de agua internacionales.
También se refirió a otros instrumentos internaciona-
les, entre ellos el Acta General Revisada para el arreglo
pacífico de las controversias, de 1949257, y a acuerdos
regionales que le habían sido de gran ayuda. Aunque
en la presente etapa no esperaba que se hiciera un
análisis detenido de los diversos artículos del capítu-
lo, el Relator Especial invitó a los miembros de la
Comisión a que opinaran, habida cuenta de la expe-

nes Unidas, a menos que las partes hayan convenido otra
cosa.»

« Artículo 36.—Efectos del informe de la comisión
de conciliación. Participación en los costos

» 1. Salvo los acuerdos a que hayan llegado las partes
en la controversia mediante el procedimiento de conciliación
y que se hagan constar en el informe con arreglo a los pá-
rrafos 2 y 3 del artículo 35, el informe de la comisión de
conciliación —incluidas sus recomendaciones a las partes y
sus conclusiones de hecho y de derecho— no será vinculante
para las partes en la controversia, a menos que hayan con-
venido otra cosa.

» 2. Los honorarios y gastos de la comisión de concilia-
ción serán sufragados por las partes en la controversia de
modo justo y equitativo. »

« Artículo 37.—Adjudicación por la Corte Internacional de
Justicia, otro tribunal internacional o un tribunal arbitral
permanente o especial
» Los Estados que no hayan podido llegar a una solución

convenida de una controversia mediante los procedimientos
de los artículos 31 a 36 podrán someterla para adjudicación
a la Corte Internacional de Justicia, otro tribunal interna-
cional o un tribunal arbitral permanente o especial, siem-
pre que :

» a) los Estados partes en la controversia hayan aceptado
la jurisdicción de la Corte Internacional de Justicia con arre-
glo al artículo 36 del Estatuto de la Corte, o hayan aceptado
la Corte Internacional de Justicia u otro tribunal internacio-
nal mediante un acuerdo de sistema u otro acuerdo regional
o internacional, o hayan convenido expresamente en someter
la controversia a la jurisdicción de la Corte;

» b) los Estados partes en la controversia hayan aceptado
el arbitraje internacional vinculante de un tribunal arbitral
permanente o especial mediante un acuerdo de sistema u
otro acuerdo regional o internacional, o hayan convenido
expresamente en someter la controversia a arbitraje. »

« Artículo 38.—Efecto vinculante de la adjudicación
» Un fallo o un laudo dictado por la Corte Internacional

de Justicia, por otro tribunal internacional o por un tribunal
arbitral será definitivo y vinculante para los Estados partes.
Los Estados partes lo cumplirán y ayudarán de buena fe
a su ejecución. »
256 Documentos Oficiales de la Tercera Conferencia de las

Naciones Unidas sobre el derecho del mar, vol. XVII (publi-
cación de las Naciones Unidas, N.° de venta: S.84.V.3), docu-
mento A/CONF.62/122.

257 Naciones Unidas, Recueil des Traités, vol. 71, pág. 101.
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riencia extraída de la Tercera Conferencia de las Na-
ciones Unidas sobre el derecho del mar, si debían es-
tablecerse procedimientos obligatorios de conciliación
(con carácter general o sólo para determinadas cues-
tiones) o incluso procedimientos obligatorios que en-
trañaran decisiones de obligado cumplimiento con res-
pecto a determinadas controversias. Además, señaló a
la atención de la Comisión otro tipo de procedimiento
de solución, el de crear un órgano o comisión de ex-
pertos que hiciera recomendaciones a los Estados en
caso de controversias.

259. Aunque un pequeño número de miembros de la
Comisión estimó que era prematuro o no era aconse-
jable incluir en el esquema propuesto disposiciones so-
bre la solución de controversias, muchos de los miem-
bros que se refirieron al tema subrayaron la necesidad
de incluir tales disposiciones. En general se apoyó la
disposición básica del artículo 31 sobre la obligación
de resolver las controversias por medios pacíficos. Si
bien la Comisión no entró en un examen detallado de
los artículos del capítulo V, la mayoría de los miem-
bros estuvieron de acuerdo en que se debería com-
pletar con disposiciones sobre procedimientos obligato-
rios de conciliación. Además, en general los miembros
de la Comisión acogieron favorablemente la sugerencia
de que se previeran procedimientos de determinación
de los hechos por expertos, por ejemplo mediante co-
misiones técnicas o de especialistas, antes de recurrir

a procedimientos más formales. Algunos miembros apo-
yaron además la inclusión de disposiciones obligatorias
de solución de controversias con terceros. Algunos su-
girieron que ese procedimiento debería aplicarse al
acuerdo marco en su conjunto, mientras que otros se-
ñalaron que tales disposiciones deberían aplicarse sólo
a ciertos artículos o capítulos del proyecto. A este res-
pecto se hizo referencia en particular a cuestiones re-
lativas a la ordenación y administración de un sistema
de un curso de agua internacional.

/) CAPÍTULO VI.—DISPOSICIONES FINALES

260. Apenas se formularon observaciones acerca del
texto del artículo 39258 del esquema del Relator Espe-
cial, que se basaba en el texto del artículo X aproba-
do provisionalmente por la Comisión en su 32.° período
de sesiones (véase supra, párr. 202).

258 El artículo 39 del esquema decía así :

« Artículo 39.—Relación con otras convenciones
y acuerdos internacionales

» Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 3 del artícu-
lo 4, las disposiciones de la presente Convención no afectarán
a las convenciones u otros acuerdos internacionales en vigor
relativos al sistema de un curso de agua internacional deter-
minado o a cualquiera de sus partes, a los sistemas de cursos
de agua internacionales o regionales o a un proyecto, pro-
grama o uso particular. »



Capítulo VII

RELACIONES ENTRE ESTADOS Y ORGANIZACIONES INTERNACIONALES
(SEGUNDA PARTE DEL TEMA)

A.—Introducción

261. El tema titulado «Relaciones entre Estados y
organizaciones internacionales » ha sido estudiado por
la Comisión de Derecho Internacional en dos partes.
La Comisión concluyó el examen de la primera parte,
relativa a la condición jurídica, los privilegios y las
inmunidades de los representantes de los Estados ante
las organizaciones internacionales, en su 23.° período
de sesiones, en 1971, al aprobar un proyecto de artícu-
los y presentarlo a la Asamblea General2S9.

262. Posteriormente la Asamblea General remitió ese
proyecto de artículos sobre la primera parte del tema
a una conferencia diplomática que se reunió en Viena
en 1975 y aprobó la Convención de Viena sobre la
representación de los Estados en sus relaciones con las
organizaciones internacionales de carácter universal260.

263. La Comisión comenzó en su 28.° período de se-
siones, en 1976, el examen de la segunda parte del
tema de las « Relaciones entre Estados y organizacio-
nes internacionales », que versa sobre la condición ju-
rídica, los privilegios y las inmunidades de las organi-
zaciones internacionales, sus funcionarios, sus expertos
y demás personas que intervienen en sus actividades
sin ser representantes de Estados X1.

264. La segunda parte del tema ha sido objeto de
dos informes preparados por el anterior Relator Espe-
cial, el magistrado Abdullah El-Erian, hoy fallecido.

265. El Relator Especial presentó el primer informe
(preliminar) a la Comisión en su 29.° período de se-
siones, en 1977X2. Al concluir sus debates, la Comi-
sión autorizó al Relator Especial a que prosiguiese su
estudio de la segunda parte del tema ateniéndose a las
pautas establecidas en el informe preliminar. La Comi-
sión también acordó que el Relator Especial solicitara
información adicional y expresó la esperanza de que
efectuara sus investigaciones normalmente, incluyendo
en ellas las relativas a los acuerdos y prácticas de las
organizaciones internacionales, pertenecientes o no al
sistema de las Naciones Unidas, así como la legislación

y la práctica de los Estadosxa. Posteriormente, la Asam-
blea General, en el párrafo 6 de su resolución 32/151,
de 19 de diciembre de 1977, hizo suyas esas conclu-
siones de la Comisión acerca de su labor sobre la se-
gunda parte del tema.

266. En ejercicio de la autorización para solicitar in-
formación adicional a fin de ayudar al Relator Espe-
cial y a la Comisión, el Asesor Jurídico de las Nacio-
nes Unidas distribuyó, por carta de 13 de marzo de
19782M dirigida a los jefes de los organismos especia-
lizados y del OIEA, un cuestionario destinado a ob-
tener información acerca de la práctica de los organis-
mos especializados y del OIEA relativa a la condición
jurídica, los privilegios y las inmunidades de tales or-
ganizaciones, sus funcionarios, sus expertos y demás
personas que intervienen en sus actividades sin ser re-
presentantes de Estados. Las respuestas al cuestionario
tenían que servir de complemento a los datos reunidos
en virtud de un cuestionario similar distribuido a las
mismas organizaciones el 5 de enero de 1965, que
constituyeron la base de un estudio preparado por la
Secretaría en 1967, titulado « Práctica seguida por las
Naciones Unidas, los organismos especializados y el
Organismo Internacional de Energía Atómica en rela-
ción con su condición jurídica, privilegios e inmuni-
dades »26S.

267. El anterior Relator Especial encargado de este
tema presentó su segundo informe a la Comisión en
su 30.° período de sesiones, en 1978 266.

268. La Comisión examinó el segundo informe del
Relator Especial en ese mismo período de sesiones 267.
En el curso del debate se plantearon las cuestiones si-
guientes : determinación del orden de los trabajos so-
bre el tema y conveniencia de efectuarlos en diferentes
etapas, empezando con la condición jurídica, los privi-
legios y las inmunidades de las organizaciones interna-
cionales; situación especial y funciones reglamentarias

259 Anuario... 1971, vol. II (primera parte), págs. 307 y ss.,
documento A/8410/Rev.l, cap. II, seccs. C y D.

260 Véase supra, nota 201.
261 Anuario... 1976, vol. II (segunda parte), pág. 161, párra-

fo 173.
262 Anuario... 1977, vol. II (primera parte), pág. 147, docu-

mento A/CN.4/304.

263 Anuario... 1977, vol. II (segunda parte), pág. 128, párrs.
93 a 95.

264 Anuario... 1978, vol. II (segunda parte), pág. 143, párrs.
152 y 153.

265 Anuario... 1967, vol. II, pág. 159, documento A/CN.4/
L.118 y Add.l y 2.

266 Anuario... 1978, vol. II (primera parte), pág. 281, docu-
mento A/CN.4/311 y Add.l.

267 Anuario... 1978, vo l . I , págs . 278 y ss. , sesiones 1522.1 ,
párrs. 22 a 45, 1523.*, párrs. 6 a 49, 1524.a, párr. 1, y Anua-
rio... 1978, vol. II (segunda parte), págs. 143 y 144, párrs.
155 y 156.
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de las organizaciones internacionales operacionales, que
son establecidas por los gobiernos con la finalidad ex-
presa de desarrollar actividades operacionales, y a ve-
ces hasta comerciales, y la dificultad de aplicar a estas
organizaciones las normas generales sobre inmunidades
internacionales; relaciones entre los privilegios e inmu-
nidades de las organizaciones internacionales y sus res-
ponsabilidades; obligación de los Estados de velar por
que los nacionales suyos que sean funcionarios inter-
nacionales respeten las obligaciones que como tales les
incumben; necesidad de estudiar la jurisprudencia de
los tribunales nacionales en materia de inmunidades
internacionales; necesidad de definir la capacidad ju-
rídica de las organizaciones internacionales en el dere-
cho interno y en el derecho internacional; necesidad
de estudiar las deliberaciones de los comités encarga-
dos de las relaciones con el país huésped, como el que
funciona en la Sede de las Naciones Unidas en Nueva
York; y necesidad de analizar las relaciones entre el
alcance de los privilegios e inmunidades de las organi-
zaciones y sus funciones y objetivos particulares.

269. Al término de sus debates, la Comisión aprobó
las conclusiones y recomendaciones formuladas en el
segundo informe del anterior Relator Especial268. De
esas conclusiones se deducía claramente que :

a) Existía un acuerdo general tanto en la CDI como
en la Sexta Comisión de la Asamblea General en cuan-
to a la conveniencia de que la Comisión procediera al
estudio de la segunda parte del tema de las « Relacio-
nes entre Estados y organizaciones internacionales »;

b) Los trabajos de la Comisión sobre la segunda
parte del tema deberían proseguirse con gran prudencia;

c) La Comisión debería adoptar, para los efectos
de su trabajo inicial sobre la segunda parte del tema,
un criterio amplio en el sentido de que el estudio de-
bía incluir las organizaciones regionales. La decisión
definitiva de incluir tales organizaciones en una even-
tual codificación sólo podía tomarse cuando se com-
pletara el estudio;

d) Se adoptaría el mismo criterio amplio en rela-
ción con la materia de estudio, en el sentido de dife-
rir la cuestión de prioridad hasta que se hubiera com-
pletado el estudio.

270. En su 31.° período de sesiones, en 1979, la Co-
misión nombró Relator Especial del presente tema al
Sr. Leonardo Díaz González, para suceder al Sr. Ab-
dullah El-Erian, que había dimitido con motivo de su
elección a la Corte Internacional de Justicia269.

271. La Comisión, al haber dado prioridad conforme
a las recomendaciones de la Asamblea General a la
conclusión de sus estudios sobre una serie de temas
incluidos en su programa de trabajo respecto de los
cuales el proceso de elaboración de proyectos de ar-
tículos se encontraba ya adelantado, no inició el estu-
dio del presente tema en su 32.° período de sesiones,

268 Anuario... 1978, vol. II (primera parte), págs. 301 a 303,
documento A/CN.4/311 y Add.l, cap. V.

269 Anuario... 1979, vol. II (segunda par te) , pág. 228, párra-
fo 196.

en 1980, ni en los períodos de sesiones ulteriores, y
sólo reanudó sus trabajos al respecto en el actual pe-
ríodo de sesiones.

B.—Reanudación del examen del tema en el actual
periodo de sesiones

272. La Comisión reanudó el examen del tema en el
actual período de sesiones basándose en un informe
preliminar (A/CN.4/370)m presentado por el actual
Relator Especial.
273. En ese informe preliminar, el Relator Especial
presentaba una sucinta reseña de la labor sobre el tema
realizada hasta la fecha por la Comisión, en la que
indicaba las principales cuestiones que se habían plan-
teado durante los debates sobre los dos informes ante-
riores y destacaba las decisiones más importantes de
la Comisión concernientes al planteamiento adoptado
para el estudio del tema (véase supra, párrs. 268 y 269).
274. El informe tenía por objeto ofrecer a la Comi-
sión en su presente composición ampliada, especialmen-
te a sus nuevos miembros, la ocasión de expresar sus
puntos de vista, opiniones y sugerencias sobre las pau-
tas que debería seguir el Relator Especial en su estu-
dio del tema, teniendo en cuenta las cuestiones plan-
teadas ante la Comisión y las conclusiones adoptadas
por ésta durante los debates sobre los dos informes
anteriores ya mencionados.

275. La Comisión examinó el informe preliminar del
Relator Especial en sus sesiones 1796.a a 1799.a, del
4 al 7 de julio de 1983. Del debate llevado a cabo se
desprendía que la casi totalidad de los miembros de la
Comisión estuvieron de acuerdo en ratificar las conclu-
siones aprobadas por la Comisión en su 30.° período
de sesiones, en 1978 (véase supra, párr. 268), y men-
cionadas por el Relator Especial en su informe.
276. Casi todos los miembros de la Comisión que
intervinieron en el debate insistieron en que debía de-
jarse una considerable libertad de acción al Relator
Especial, quien debería actuar con suma prudencia y
tratar de enfocar el tema desde un punto de vista prag-
mático con el fin de evitar largas discusiones de carác-
ter doctrinal y teórico.
277. De acuerdo con el resumen hecho por el Rela-
tor Especial al término del debate, la Comisión llegó
a las siguientes conclusiones :

a) La Comisión debe proseguir el estudio de la se-
gunda parte del tema de las « Relaciones entre Esta-
dos y organizaciones internacionales »;

b) Esos trabajos deberán proseguirse con gran pru-
dencia;

c) Debe adoptarse, para los efectos de su trabajo
inicial sobre la segunda parte del tema, un criterio am-
plio, dado que el estudio deberá incluir las organiza-
ciones regionales. La decisión definitiva de incluir ta-
les organizaciones en una eventual codificación sólo
deberá tomarse cuando se complete el estudio;

270 Reproducido en Anuario... 1983, vol. II (primera parte).
i p¡
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d) El mismo criterio amplio debe adoptarse en re-
lación con la materia de estudio en lo que se refiere a
la determinación del orden de los trabajos sobre el tema
y la conveniencia de efectuarlos en diferentes etapas;

é) Pedir a la Secretaría que revise el estudio realiza-
do en 1967 sobre la « Práctica seguida por las Naciones
Unidas, los organismos especializados y el Organismo In-
ternacional de Energía Atómica en relación con su con-
dición jurídica, privilegios e inmunidades » y proceda
a actualizarlo a la luz de las respuestas al nuevo cues-
tionario enviado por el Asesor Jurídico de las Nacio-
nes Unidas a los Asesores Jurídicos de los organismos
especializados y del OIEA, por carta de 13 de marzo

de 1978, sobre la condición jurídica, los privilegios y
las inmunidades de dichas organizaciones con la ex-
cepción de lo relativo a los representantes de Estados
y que era un complemento al cuestionario que sobre
el mismo tema fue enviado el 5 de enero de 1965;

/) Pedir al Asesor Jurídico de las Naciones Unidas
que envíe a los Asesores Jurídicos de las organizacio-
nes regionales un cuestionario semejante al enviado a
los Asesores Jurídicos de los organismos especializados
y del OIEA, con el fin de recibir la misma informa-
ción obtenida en respuesta a los dos cuestionarios en-
viados en 1965 y 1978 a los organismos especializados
de las Naciones Unidas y al OIEA.



Capítulo VIII

RESPONSABILIDAD INTERNACIONAL POR LAS CONSECUENCIAS PERJUDICIALES
DE ACTOS NO PROHIBIDOS POR EL DERECHO INTERNACIONAL

A.—Introducción

278. El tema titulado « Responsabilidad internacional
por las consecuencias perjudiciales de actos no prohi-
bidos por el derecho internacional » se incluyó en el
programa de trabajo de la Comisión en su 30.° perío-
do de sesiones, en 1978. En ese período de sesiones,
la Comisión estableció un Grupo de Trabajo para exa-
minar la cuestión de la labor futura sobre ese tema;
además, nombró Relator Especial encargado de este
tema al Sr. Robert Q. Quentin-Baxter271. La Asamblea
General, en el párrafo 5 de su resolución 34/141, de
17 de diciembre de 1979, pidió a la Comisión que con-
tinuara su labor sobre los restantes temas de su pro-
grama en curso, entre ellos el presente tema.

279. En su 32.° período de sesiones, en 1980, la Co-
misión examinó el informe preliminar m que el Relator
Especial le había presentado sobre el tema. En la sec-
ción correspondiente del informe de la Comisión sobre
ese período de sesionesm se resumen esos debates.

280. La Comisión examinó el segundo informe274 del
Relator Especial en su 33.° período de sesiones, en 1981.
En la sección correspondiente del informe de la Comi-
sión sobre ese período de sesiones275 se resumen esos
debates.

281. En su 34.° período de sesiones, en 1982, la Co-
misión tuvo ante sí el tercer informe m del Relator Es-
pecial. El informe contenía dos capítulos, el segundo
de los cuales introducía y exponía un plan esquemático

271 Para la reseña histórica de los trabajos de la Comisión
sobre el tema hasta 1982, véase Anuario... 1978, vol. II (segun-
da parte), págs. 146 a 149, párrs. 170 a 178; Anuario... 1980,
vol. II (segunda parte), págs. 154 a 157, párrs. 123 a 144;
Anuario... 1981, vol. II (segunda parte), págs. 153 a 159, párrs.
162 a 194; Anuario... 1982, vol. II (segunda parte), págs. 88
y ss., párrs. 104 a 156.

272 Anuario... 1980, vol. II (primera parte), pág. 259, docu-
mento A/CN.4/334 y Add.l y 2.

273 Anuario... 1980, vol. II (segunda parte), págs. 154 a
157, párrs. 131 a 144. Para las actas resumidas de los debates,
véase Anuario... 1980, vol. I, págs. 241 y ss., sesiones 1630.a
a 1633.a

274 Anuario... 1981, vol. II (primera parte), pág. 113, docu-
mento A/CN.4/346 y Add.l y 2.

275 Anuario... 1981, vol. II (segunda parte), págs. 153 a 159,
párrs. 165 a 199. Para las actas resumidas de los debates, véa-
se Anuario... 1981, vol. I, págs. 219 a 232, sesiones 1685.a a
1687.a, párrs. 1 a 31, y págs. 252 a 257, 1690.a sesión, párrs.
32 a 71.

276 Anuario... 1982, vol. II (primera parte), pág. 61, docu-
mento A/CN.4/360.

del tema. El capítulo I indicaba las relaciones entre el
plan esquemático y los principios que se habían identi-
ficado y habían obtenido el apoyo de la mayoría en el
curso de los precedentes debates, tanto en la CDI como
en la Sexta Comisión de la Asamblea General.

282. En la sección pertinente del informe de la Comi-
sión sobre ese período de sesiones figura un resumen
del debate277. En el párrafo 3 de su resolución 37/111,
de 16 de diciembre de 1982, la Asamblea General re-
comendó que, teniendo en cuenta los comentarios de
los gobiernos, expresados por escrito o verbalmente en
los debates de la Asamblea General, la Comisión conti-
nuara con su labor encaminada a la preparación de
proyectos de artículos sobre todos los temas de su pro-
grama actual.

B.—Examen del tema en el actual período de sesiones

283. En el actual período de sesiones la Comisión tuvo
ante sí el cuarto informe presentado por el Relator Es-
pecial (A/CN.4/373)m, que contenía un solo capítulo,
titulado « Delimitación del tema ». Como se observaba
en el informe (ibid., párrs. 58 y ss., y párr. 75), la pre-
sentación de otro informe general obedecía a la vez a
consideraciones circunstanciales y a razones de fondo.
El programa de trabajo establecido por la Comisión
en 1982 no permitía que fuera examinado a fondo este
tema en el actual período de sesiones, ni que el Comité
de Redacción examinara proyectos de artículos que fue-
ran presentados. Además, la tercera y la última parte
del valioso estudio de la Secretaría sobre la práctica de
los Estados en la esfera del presente tema no había
llegado al Relator Especial a tiempo para que éste la
examinara antes del actual período de sesiones de la
Comisión. Además, las tres partes de ese estudio —que
versaban respectivamente sobre la práctica de los trata-
dos multilaterales y bilaterales y de la solución de re-
clamaciones— todavía no se habían publicado como
documentos de la Comisión.

284. Por otra parte, el plan esquemático del tema, pre-
sentado en el tercer informe del Relator Especial y re-
producido en el informe de la Comisión sobre su

277 Anuario... 1982, vol. II (segunda parte), págs. 88 y ss.,
párrs. 109 a 156. Para las actas resumidas de los debates, véase
Anuario... 1892, vol. I, págs. 237 a 243, 1735.a sesión, págs.
256 a 265, 1739.a sesión, y págs. 287 y ss., sesiones 1741.a,
párrs. 27 a 46, a 1744.a

278 Reproducido en Anuario... 1983, vol. II (primera parte).
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34.° período de sesionesm, había suscitado un fértil
debate en la Sexta Comisión durante el trigésimo sépti-
mo período de sesiones de la Asamblea General, en
1982, con ocasión del examen del mencionado infor-
me (véase A/CN.4/L.352, secc. C). La principal fina-
lidad del cuarto informe era tener en cuenta los puntos
de vista expuestos en la Sexta Comisión y en la CD I
en 1982, evaluar de nuevo el plan esquemático a la luz
de esos criterios y proporcionar un comentario mejor
y más completo. El Relator Especial dijo que recibiría
gustosamente cualquier observación preliminar que los
miembros de la Comisión tuvieran a bien formular den-
tro de los límites de tiempo disponibles en el actual
período de sesiones, pero que éstos podían también, si
lo preferían, considerar el cuarto informe como docu-
mentación anticipada para el período de sesiones de la
Comisión de 1984. En ese período de sesiones, los miem-
bros de la Comisión deberían poder disponer de los
documentos preparados por la Secretaría; el Relator Es-
pecial tenía la intención de presentar otro informe rela-
tivo a los procedimientos para la determinación de los
hechos previstos en la sección 2 del plan esquemático.
También proporcionaría, como prefacio de ese informe
o como adición al cuarto informe, un capítulo sobre el
alcance y otras cuestiones tratadas en la sección 1 del
plan esquemático.

285. Aunque el examen del tema no haya podido ade-
lantar mucho en 1983, el Relator Especial sugirió que
el año 1984 —a mediados del período quinquenal en
curso— debía ser, como habían propuesto algunos ora-
dores en la Sexta Comisión, un año para adoptar deci-
siones en relación con el futuro del tema. A este res-
pecto, el Relator Especial observó que, si bien se seguía
apoyando enérgicamente, tanto en la CDI como en la
Sexta Comisión, la idea de desarrollar el tema según
las orientaciones que se habían indicado en los infor-
mes anuales y que se desprendían de los debates des-
de 1980, había también puntos de vista opuestos, según
los cuales el tema estaba mal concebido, o se había
enunciado con demasiada amplitud o carecía de justifi-
cación en el derecho existente. De nada serviría pasar
en silencio las diferencias de actitud que realmente exis-
tían; por lo menos había que identificar esas diferencias
y eliminar equívocos que pudieran evitarse. Estos eran
los temas en los que el Relator Especial se proponía
concentrar su atención en el debate, necesariamente
breve, de este año; pero respondería gustosamente a
todas las demás preguntas que pudieran hacérsele.

286. Este tema fue examinado por la Comisión en sus
sesiones 1800.a y 1801.a, los días 11 y 12 de julio de
1983. Varios miembros de la Comisión participaron en
el breve debate. Al terminar éste se acordó, como el
Relator Especial había propuesto en su cuarto infor-
me (A/CN.4/373, párr. 58), que la tercera parte del
estudio de la Secretaría sobre la práctica de los Esta-
dos se presentara en forma de un estudio analítico, a
fin de que correspondiera más fielmente a las otras dos
partes anteriores; y que las tres partes del estudio —por
las que varios miembros de la Comisión y representan-

279 Anuario... 1982, vol. II (segunda parte), págs. 88 a 90,
párr. 109.

tes en la Sexta Comisión habían manifestado interés—
fuesen ampliamente difundidas. También se decidió,
respondiendo a otra propuesta contenida en el cuarto
informe (ibid., párr. 64), que el Relator Especial pre-
parara, con ayuda de la Secretaría, un cuestionario
que se enviaría a cierto número de organizaciones in-
ternacionales. Este proceder tenía como razón principal
el hecho de que las obligaciones que los Estados tienen
en sus relaciones entre sí y que cumplen como miem-
bros de las organizaciones internacionales pueden, en
ese aspecto, satisfacer o sustituir algunos de los proce-
dimientos indicados en las secciones 2, 3 y 4 del plan
esquemático.

1. EVALUACIÓN DE LA SITUACIÓN POR EL
RELATOR ESPECIAL

287. La cuestión del alcance fue determinada por las
posiciones adoptadas en la CDI y en la Sexta Comisión
en 1982. En ambos órganos había predominado el cri-
terio de que el alcance del presente tema debía limi-
tarse a la obligación de evitar, minimizar y reparar el
daño transfronterizo resultante de actividades físicas
realizadas en el territorio o bajo el control de un Es-
tado. Sin embargo, también era necesario indicar que
esta restricción del alcance no descuidaba el interés
legítimo que los países en desarrollo tenían en fomen-
tar reglas que mitigaran los efectos nocivos que podían
derivarse de actividades económicas internacionales. En
anteriores debates, se había reconocido que los asuntos
económicos y el daño material transfronterizo eran los
dos sectores en los que menos efectivas eran las normas
que daban lugar a la responsabilidad del Estado por una
acción o una omisión ilícitas. En ambos casos, ello obe-
decía a que, para conciliar la libertad de acción con
el derecho a no sufrir los daños transfronterizos, había
que ajustar y atender intereses antagónicos en vez de
fundarse en reglas prohibitivas generales.

288. Era indudable que el principio de la responsabi-
lidad estricta ofrecía la única alternativa al régimen de
la responsabilidad de los Estados por acciones y omi-
siones ilícitas. Denegar la posibilidad de aplicar el prin-
cipio de la responsabilidad estricta en la esfera de los
daños derivados de actividades económicas internacio-
nales habría sido, pues, una decisión grave. Sin embar-
go, había que tener en cuenta también un punto de
vista totalmente distinto, según el cual se negaba la
existencia en derecho internacional consuetudinario de
todo nuevo principio aplicable a esta materia y se sos-
tenía que la responsabilidad estricta era siempre el resul-
tado de un régimen convencional particular. En vez de
afirmar la existencia de un principio tan controvertido,
la presente materia se había elaborado basándose en las
consideraciones más fundamentales, a saber, los deberes
que los Estados han de observar en sus relaciones entre
sí a cambio de la autoridad exclusiva o dominante que
el derecho internacional les confiere sobre su territorio
y sus ciudadanos. Se reconoció ampliamente en la CDI
y en la Sexta Comisión que los Estados tienen la obli-
gación de evitar, minimizar y reparar el daño material
transfronterizo. Esto trazaba una distinción entre el caso
del daño material transfronterizo y el daño nacido de
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una actividad económica internacional, porque en este
último caso no estaban todavía plenamente elaboradas
las pautas que permitían definir la competencia leal y
la competencia desleal.

289. Sin embargo, en algunos casos no se aceptaba
—o solamente se aceptaba con reservas— la obligación
de evitar, minimizar y reparar el daño material trans-
fronterizo. Esta diferencia de criterio no correspondía
a una división entre el Este y el Oeste, o entre el Norte
o el Sur, ni entre sistemas fundados en el derecho ro-
mano y sistemas de common law. Era más bien una
diferencia entre el nuevo mundo y el antiguo. En el
caso de algunos Estados de Europa occidental y orien-
tal —y quizás de otras regiones—, se sostenía o bien
que los Estados no tenían ninguna obligación general
de evitar el daño transfronterizo, salvo en contextos
determinados en los que se había creado una red de
obligaciones convencionales, o bien que la obligación
de evitar el daño transfronterizo estaba muy condicio-
nada por cuestiones de imputación o de uso prolonga-
do, o incluso por la negativa a aceptar que el Estado
incurriera en responsabilidad por realización de activi-
dades privadas. En cambio, en América del Norte —y
con considerable apoyo en otras regiones del mundo,
incluida Europa— había la tendencia a caracterizar todo
daño transfronterizo previsible como una violación de
la soberanía; así, el principio relativo a la prevención,
la limitación y la reparación del daño material trans-
fronterizo había adquirido el rigor de una norma ju-
rídica280.

290. Tomando este último punto de partida, no hay
más que dar un pequeño paso para enunciar una nor-
ma de responsabilidad estricta, cuando no puede elimi-
narse un elemento de riesgo resultante de la realización
legítima de una actividad beneficiosa. En cambio, si se
parte del primer punto de vista, el paso es ciertamente
considerable. Además, los ejemplos de norma incondi-
cional de responsabilidad estricta que se encuentran en
la práctica convencional de los Estados son muy con-
tados y bastante especiales. Por eso no es fácil persua-
dir a los Estados para que adopten una posición uni-
forme en cuanto al lugar que debe ocupar la responsa-
bilidad estricta como norma del derecho consuetudina-
rio. Por otra parte, las actitudes relativas a las pro-
puestas de aceptación de nuevas normas o directrices
cambian a veces radicalmente, pues al interés general
por una mayor cooperación se contrapone la resistencia
a contraer nuevas obligaciones.

291. Por otra parte, existe una práctica de los Estados
muy difundida, diversificada y cada vez mayor —de la
que se encuentran ejemplos en los tratatdos, así como
en las reclamaciones y en la solución de éstas—, que
reconoce el deber general de evitar, minimizar y repa-
rar el daño material transfronterizo y que establece ese
deber dentro de límites que tienen en cuenta el equi-
librio de intereses entre la libertad de acción y el de-

recho a no sufrir daños transfronterizos. Ni siquiera
la preferencia norteamericana por una determinación de
la obligación mediante reglas categóricas es tan inflexi-
ble que excluya márgenes de apreciación : éstos suelen
agruparse atendiendo al criterio del umbral del daño,
que puede ser « importante », « considerable » o « apre-
ciable »; y los márgenes de apreciación asumen mayores
proporciones cuando hay que tener en cuenta una obli-
gación de compartir o una obligación de conciliar usos
contrapuestos.

292. El Relator Especial observó que podían ilustrarse
muchos de estos elementos que habían de tomarse en
cuenta haciendo referencia al proyecto de artículos pre-
sentado este año a la Comisión por el Sr. Evensen, Re-
lator Especial del tema del derecho de los usos de los
cursos de agua internacionales para fines distintos de
la navegación281. En ese proyecto de artículos, el ar-
tículo 62t2 representa el principio de la participación
y el artículo 97gi representa la obligación de evitar un
daño apreciable. Los artículos que siguen al artículo 9
exponen las normas de procedimiento que deben figu-
rar de modo destacado en cualquier proyecto relativo
a la obligación de evitar y reparar el daño material
transfronterizo, porque, incluso cuando la norma se ex-
prese en términos categóricos, habrá márgenes de apre-
ciación que determinen la aplicación de la norma a una
situación de hecho determinada. Entre los puntos esta-
blecidos al examinar el tema del derecho de los usos
de los cursos de agua durante el actual período de se-
siones de la Comisión hay dos, en particular, de igual
valor en el contexto más amplio del presente tema. En
primer lugar, se ha señalado que la obligación de coope-
rar, por vago que sea su contenido, constituye una obli-
gación jurídica positiva. En segundo lugar, se ha reco-
nocido que no hay un patrón universal para medir hasta
qué punto un daño es « importante », « considerable »
o « apreciable ». Un daño que tenga efectos devastado-
res en un medio urbano puede carecer de importancia
en una zona no poblada. Siempre que sea posible, hay
que hacer una distinción entre la cuestión inicial del
umbral del daño y la cuestión siguiente del equilibrio
de intereses.

293. Conviene repetir que las normas elaboradas en
relación con esta materia no pueden sustituir a ninguna
otra norma existente relativa a la ilicitud de un hecho
que cause daño. Lo que se persigue en esta materia es
dar efectividad a las normas actuales, a pesar de los
márgenes de apreciación que su aplicación suele llevar
consigo; estimular la creación de regímenes constituidos
por normas más precisas y ajustadas a las exigencias de
situaciones concretas, y, cuando no haya ningún régi-
men aplicable, insistir en que se repare el daño, a me-
nos que el equilibrio de factores libere de esa carga
al Estado de origen o la distribuya entre el Estado de
origen y el Estado afectado. Esta materia pone de ma-
nifiesto la necesidad de un « criterio moderado » que
permita conciliar intereses encontrados y evitar la con-
frontación, mediante procedimientos de determinación

280 Véase, además de los documentos citados en el cuarto
informe (A/CN.4/373), American Law Institute, Restatement
of the Foreign Relations Law of the United States (Revised),
Tentative Draft N.° 4 (1983), parte VI: The law of the environ-
ment, cap. 1, «Protection of the environment», secc. 601.

281 Véase supra, cap. VI.
282 Véase supra, nota 248.
283 Véase supra, nota 250.
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de los hechos, y luego, si las circunstancias lo justifican,
creando de mutuo acuerdo un régimen de prevención
y reparación. El modelo es la obligación uniforme re-
lativa al trato de extranjeros, que aplaza la cuestión de
la ilicitud mientras haya una vía de reparación del daño,
lo que ofrece al Estado receptor una posibilidad tras
otra de cuidar de que se haga justicia. Sin embargo,
hay una obligación, en definitiva, de reparar la pérdida
o el daño material transfronterizo; si no han mediado
intereses compartidos y la pérdida o el daño es de ca-
rácter previsible, el Estado de origen no se librará de
la carga.

294. El Relator Especial observó que tanto en la Sexta
Comisión de la Asamblea General como en la CDI se
había manifestado un importante apoyo mayoritario fa-
vorable a la tesis de que este tema debía comprender
tanto la prevención como la reparación. También se ha-
bía apoyado no menos vigorosamente la idea de que
no debía hacerse ninguna distinción entre las pérdidas
o los daños derivados de actividades públicas y los de-
rivados de actividades privadas, porque el objeto del
tema eran los deberes que incumben a los Estados de
regular las actividades que se realizan en su territorio
o bajo su control. Parecía necesario modificar el plan
esquemático en tres aspectos importantes. En primer
lugar, por las razones indicadas (supra, párrs. 287
y 288), el alcance del tema, en la sección 1 del plan
esquemático, estaría limitado a las actividades materia-
les efectuadas en el territorio de un Estado o bajo el
control de un Estado que tienen efectos físicos trans-
fronterizos. En segundo lugar, se desarrollaría la expo-
sición de principios que figura en la sección 5 del plan
esquemático mediante un examen detallado de la prác-
tica de los Estados que ahora podría iniciarse. Por últi-
mo, se prestaría más atención al papel de las organiza-
ciones internacionales, en relación con los procedimien-
tos indicados en las secciones 2, 3 y 4 del plan esque-
mático.

2. DEBATE EN LA COMISIÓN

295. Los miembros de la Comisión que participaron
en el debate indicaron que sus comentarios eran de ca-
rácter preliminar. La mayoría señaló que el examen del
tema estaba entrando en una nueva fase, en la que la
atención se debía desviar de las líneas generales a las
cuestiones de detalle, ya que los procedimientos de deter-
minación de los hechos se elaboraban a la luz de la prác-
tica de los Estados. Se acogió con agrado la terminación
del estudio de la Secretaría sobre la práctica de los Es-
tados, y la propuesta de que se le diera una mayor
difusión fue apoyada calurosamente. Varios oradores
señalaron que se debería asignar el tiempo necesario
en el período de sesiones de la Comisión de 1984
para evaluar el futuro del tema. Varios miembros indi-
caron que ofrecería ventajas y ahorraría esfuerzos coor-
dinar la labor de la Comisión sobre el presente tema
con la del tema de los cursos de agua.

296. Un miembro indicó que seguía pensando que no
había ninguna norma de derecho internacional que en-
trañase la responsabilidad del Estado por las consecuen-
cias perjudiciales de actos no prohibidos por el derecho

internacional. En el caso de ciertas actividades, fácil-
mente identificables —por ejemplo, actividades peligro-
sas de las que se podían prever consecuencias desas-
trosas—, los Estados ya concertaban acuerdos especiales
de carácter global, regional o bilateral. A ese respecto,
se refirió al Convenio sobre la responsabilidad interna-
cional por daños causados por objetos espaciales, de
1972284. Sin embargo, a su juicio, no era posible enun-
ciar una obligación de carácter general e ilimitado, co-
rrespondiente a las consecuencias perjudiciales de cual-
quier actividad legítima, ya fuera para el desarrollo de
la industria o de la agricultura, o para contrarrestar
alguna amenaza de la naturaleza. En la mayoría de los
casos, los primeros que sufrirían las consecuencias de
tal actividad serían los del mismo Estado de origen;
pero eso no quería decir que el Estado de origen estu-
viera dispuesto a indemnizar a las víctimas de los Esta-
dos vecinos. Ese miembro de la Comisión consideraba,
en suma, que un Estado no tenía obligación de reparar
un daño causado por su actividad no prohibida por el
derecho internacional más que en el caso de que ello
estuviera previsto en una convención pertinente en la
que fuera parte.

297. Varios miembros estuvieron en desacuerdo con
esa conclusión; algunos dijeron que parecía reflejar una
diferencia de principio más que constituir un problema
conceptual, y otros insistieron en la proposición general
de que el Estado en cuyo territorio se genera el daño
tiene, al menos en principio, una obligación de reparar
ese daño. Algunos oradores pusieron de relieve la tesis
de la buena vecindad, señalando que no se trataba de
ilicitud o de responsabilidad estricta, sino simplemente
de equidad o justicia. A su juicio, el Estado de origen
tenía la obligación de cooperar de buena fe, a fin de
velar por que se diera justa reparación a quienes hu-
bieran sufrido la pérdida o el daño. La mayoría de los
oradores expresaron la opinión de que generalmente
serían los Estados más pobres y menos desarrollados
los que sufrirían daños materiales transfronterizos; y
eran esos Estados los que más necesitaban normas de
derecho enunciadas claramente.
298. El Relator Especial, aunque no estaba de acuer-
do con la idea de que el deber de reparar el daño trans-
fronterizo fuera siempre de origen convencional, dijo
que no disentía de muchas de las consideraciones adu-
cidas en apoyo de esa tesis. Precisamente debido a la
necesidad de no inmiscuirse en la libertad de acción de
los Estados era por lo que el presente tema se concebía
como un marco para la prevención y la reparación de
las consecuencias transfronterizas perjudiciales sin hacer
que el Estado de origen incurra en responsabilidad por
una acción u omisión ilícita. Por otra parte, debido a
que con frecuencia el Estado de origen tenía el mismo
interés que el Estado afectado en evitar y reparar las
consecuencias perjudiciales, las normas elaboradas en el
marco del presente tema debían preconizar un enfoque
moderado, empezando con la posibilidad de tener acce-
so sin discriminación a los recursos previstos en el de-
recho interno del Estado de origen. Si hubiera intereses
comunes o recíprocos, los Estados se contentarían en
muchos casos con esos acuerdos; pero la evaluación de

284 Naciones Unidas, Recueil des Traités, vol. 961, pág. 212.
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los peligros y las medidas necesarias para hacer frente
a esos peligros eran evidentemente cuestiones de la in-
cumbencia de todos los Estados interesados y no sólo del
Estado de origen. Si el Estado de origen decidiera ac-
tuar unilateralmente, no podría al mismo tiempo evitar
que, salvo prueba en contrario, se le presumiera respon-
sable del daño que resultase. Si existía un acuerdo so-
bre un régimen de prevención y reparación, sería por-
que la existencia de un peligro de daño transfronterizo
se había previsto no necesariamente como inevitable,
sino como un riesgo inherente a la realización de una
actividad.

299. Con la excepción del miembro de la Comisión
cuyas opiniones se indican en el párrafo 296, los miem-
bros que intervinieron apoyaron en general la revisión
del plan esquemático (véase párr. 294). La mayoría de
los miembros reconocieron expresamente que ni las
normas sobre la ilicitud ni las normas sobre la respon-
sabilidad causal eran en sí mismas una respuesta al
problema de la prevención y reparación del daño ma-
terial transfronterizo. Un orador señaló que el asunto
del Poplar River Projectm

9 concerniente a la contami-
nación transfronteriza causada por la producción de elec-
tricidad, ilustraba casi todas las fases de las normas
de procedimiento sobre determinación de los hechos
que figuran en la sección 2 del plan esquemático. Va-
rios oradores insistieron en el continuo de prevención-
reparación y la necesidad de ser flexibles en la búsqueda
de soluciones. Así, por ejemplo, en el asunto del Río
Colorado286 se había identificado la reparación con las
medidas necesarias para evitar futuras pérdidas o daños,
más que con el resarcimiento por la pérdida o los daños
ya sufridos. De modo parecido, en el asunto del Showa
Marum, un petrolero que, a consecuencia de un acci-
dente, había derramado petróleo en el estrecho de Ma-
laca, se había llegado a un acuerdo que, entre otras
cosas, prohibía el uso del estrecho a los petroleros que
sobrepasasen cierto tonelaje. Varios miembros de la
Comisión subrayaron las ventajas de establecer un tipo
de obligación que no impusiera ninguna restricción a la
libertad de acción de los Estados, pero insistieron en que
esa libertad de acción no debería existir a costa de otros
Estados.

300. La mayoría de los oradores apoyaron la restric-
ción del alcance del tema al daño material transfronte-
rizo y ninguno desaprobó este criterio, pero se plantea-
ron varias cuestiones incidentales relativas al alcance y
al título del tema. El Relator Especial reconoció que
el título tan largo del tema m daba lugar a dificultades

285 v é a s e Digest of United States Practice in International
Law 1976, Wash ing ton (D.C.), U .S . Gove rnmen t Pr in t ing Office,
1977, págs . 590 a 594; ibid., 1978, 1980, págs . 1116 a 1121 y
1496 a 1498.

286 Asunto relativo a la salinidad del río Colorado, resuelto
mediante el acuerdo de 30 de agosto de 1973 entre los Estados
Unidos de América y México. Véase United States Treaties
and Other International Agreements, vol. 24, part 2, 1973,
pág. 1968.

287 Véase K o h Kheng-lian, Contemporary Issues Relating to
Straits Used for International Navigation, memor i a p resen tada
al Institut universitaire de hautes études internationales, Gi-
nebra, 1980.

288 Sus orígenes se examinan en el cuarto informe (A/CN.4/
373), párr. 20 y nota 48.

de concepto, tanto en su versión inglesa como en la
francesa; pero señaló que ese título había tenido su
utilidad en las etapas iniciales de la investigación y ha-
bría que revisarlo a su debido tiempo en vista de que
el tema estaba circunscrito al daño material transfron-
terizo. Un miembro quiso asegurarse de que esta res-
tricción del alcance no excluiría del examen las conse-
cuencias económicas del daño material. El Relator Es-
pecial confirmó que los factores económicos eran siem-
pre de gran importaría, tanto para evaluar la pérdida
o el daño sufrido como para establecer un equilibrio
de intereses. Un miembro abordó la cuestión diferente
de que, como en el laudo arbitral sobre el caso del
Lago Lanósm, la evaluación del daño material debería
excluir los factores externos, tales como la mayor ca-
pacidad que tenía un Estado del curso superior de las
aguas para regular la corriente de un curso de agua
internacional. Un miembro se preguntó acerca de la
utilidad del término « transfronterizo »; pero, como se
había señalado en informes anteriores, este término era
el que marcaba la distinción entre el ámbito del pre-
sente tema y el ámbito de la materia relativa a la res-
ponsabilidad por el trato de los extranjeros.

301. Otros comentarios sirvieron para centrar la aten-
ción en la amplia distinción que el Relator Especial
había establecido entre algunos planteamientos del tema
del « nuevo mundo » y del « antiguo mundo » (véase
supra, párrs. 289 y 290). Un miembro dijo que, mien-
tras se tuviese cuidado en evitar que el deber de resar-
cimiento se convirtiese en un derecho a causar daños
transfronterizos mediante el pago de una tarifa, la cues-
tión de si se trataba de un daño « ilícito » o de un daño
permitido con sujeción a la obligación de indemnizar era,
a su juicio, una cuestión en gran parte académica. Este
punto de vista es fácilmente asimilable para un parti-
dario del criterio del « nuevo mundo », que tiende a ver
la responsabilidad « sin culpa » como inseparable de la
norma general de la ilicitud de todo daño causado; y
los juristas formados en el common law podrían sen-
tirse especialmente atraídos por este planteamiento. Otro
miembro señaló que era difícil que los juristas conci-
biesen la responsabilidad si no era en función de una
prohibición, aunque él, por su parte, consideraba que
era esencial hacer un esfuerzo en ese sentido. No había
duda de que la barrera conceptual es inmensa para los
que habían heredado lo que el Relator Especial había
llamado planteamiento del « antiguo mundo ». Además,
como podía sugerir el « régimen mixto » de C. G. Cau-
bet, examinado en el cuarto informe (A/CN.4/373, pá-
rrafos 52 a 54, 56 y ss.), esta barrera conceptual era
mayor para los juristas con una formación basada en
los sistemas derivados del derecho romano.

302. No obstante, todo especialista de derecho inter-
nacional comprendía y aceptaba la obligación primaria
combinada que es característica de la responsabilidad
de los Estados respecto del trato de los extranjeros, es
decir, una obligación que no da lugar a la responsabi-

289 Naciones Unidas, Recueil des sentences arbitrales, vol.
XII (N.° de venta: 63.V.3), pág. 281; véase también Anuario...
1974, vol. II (segunda parte), págs. 206 a 211, documento
A/5409, párrs. 1055 a 1068.
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lidad por un acto o una omisión ilícitos hasta que el
Estado cuyo comportamiento se encuentra en entredicho
ha agotado todas las posibilidades de atender sus obli-
gaciones sin incurrir en ilicitud. Esta forma de obliga-
ción permitía al Estado de origen preservar su libertad
de acción y, sin embargo, protegía e indemnizaba a
otros Estados por todo daño importante que pudiera
entrañar la libertad de acción del Estado de origen.
Este marco flexible ofrecía además las condiciones ne-

cesarias para la aparición de otras normas que estable-
cieran la responsabilidad del Estado por un acto o una
omisión ilícitos. Estas normas podían ser obligaciones
detalladas que formasen parte de un régimen conven-
cional destinado a regular un problema particular o
bien podían ser normas generales, desarrolladas de con-
formidad con la práctica establecida por los Estados
en los tratados y que prohibieran la exposición a un
riesgo identificado y excesivo.



Capítulo IX

OTRAS DECISIONES Y CONCLUSIONES DE LA COMISIÓN

A.—Programa y métodos de trabajo de la Comisión

303. En su 1760.a sesión, el 13 de mayo de 1983, la
Comisión decidió constituir un Grupo de Planificación
de la Mesa Ampliada para el período de sesiones en
curso. El Grupo estuvo integrado por el Primer Vice-
presidente, Sr. Alexander Yankov (Presidente), el Sr. Mi-
kuin Leliel Balanda, el Sr. Julio Barboza, el Sr. Leo-
nardo Díaz González, el Sr. Andreas J. Jacovides, el
Sr. Chafic Malek, el Sr. Stephen C. McCaffrey, el señor
Paul Reuter, el Sr. Constantin A. Stavropoulos, el se-
ñor Doudou Thiam y el Sr. Nikolai A. Ushakov. El
Grupo estaba encargado de la tarea de examinar el
programa y los métodos de trabajo de la Comisión y de
presentar su informe al respecto a la Mesa Ampliada.
El Grupo de Planificación se reunió el 19 y el 31 de
mayo y dos veces el 19 de julio de 1983. Los Relatores
Especiales y los otros miembros de la Comisión que
no eran miembros del Grupo de Planificación fueron
invitados a asistir a sus sesiones. Varios de ellos asis-
tieron a éstas y participaron en los debates.

304. Por recomendación del Grupo de Planificación,
la Mesa Ampliada recomendó a la Comisión que inclu-
yera los párrafos 305 a 314 infra en su informe a la
Asamblea General sobre su actual período de sesiones.
En su 1813.a sesión, el 22 de julio de 1983, la Comi-
sión examinó las recomendaciones de la Mesa Ampliada
y, sobre la base de esas recomendaciones, aprobó los
párrafos siguientes.
305. En el período de sesiones actual, el Grupo de
Planificación dedicó cuatro sesiones a las cuestiones re-
lativas a los procedimientos y métodos de trabajo actua-
les de la Comisión. Procedió a esta labor fundándose
en las cuestiones pertinentes que habían sido planteadas
en el seno del Grupo durante el 34.° período de sesio-
nes de la Comisión290, en ciertas cuestiones menciona-
das en la Sexta Comisión de la Asamblea General con
ocasión de su examen del informe de la CDI sobre ese
período de sesiones (véase A/CN.4/L.352, párrs. 223
a 260), así como en las cuestiones mencionadas en el
informe del Grupo de Trabajo de la Sexta Comisión
sobre el tema « Examen del procedimiento de elabora-
ción de tratados multilaterales » m. Estas cuestiones se
referían principalmente a los siguientes temas de estu-
dio : organización de los períodos de sesiones de la
Comisión (en general y con referencia al uso de órganos
subsidiarios); preparación de proyectos de artículos y

forma de éstos; trabajo de los Relatores Especiales;
cooperación con los gobiernos y con la Sexta Comisión;
documentación; asistencia de la Secretaría en forma
de investigación y estudios.

306. Se reconoció que todas las cuestiones estaban re-
lacionadas entre sí y afectaban a la consecución por la
Comisión de los objetivos generales y las prioridades
que constituían la base de ese programa durante el ac-
tual mandato de los miembros de la Comisión292. Así,
por ejemplo, la realización del objetivo de adelantar el
trabajo en un tema en particular dependía de cierto
número de factores interrelacionados, tales como la can-
tidad de tiempo dedicada durante un período de sesio-
nes al examen de determinados temas; el estado de los
trabajos sobre los proyectos de artículos relativos al
tema que el Comité de Redacción tenía en estudio; la
distribución en tiempo oportuno de documentos esen-
ciales, tales como las actas pertinentes de la Sexta Co-
misión, los informes de los Relatores Especiales y, du-
rante el período de sesiones de la Comisión, las actas
resumidas de las sesiones; y la asistencia de la Secreta-
ría en forma de investigación y de estudios realizados
a petición de los Relatores Especiales sobre sus respec-
tivos temas o a petición de la Comisión.

307. Una de las sugerencias que fueron acogidas con
interés y encontraron apoyo en el seno del Grupo se
refiere a la posibilidad de hacer una distribución más
escalonada, de un año a otro, del examen principal de
los temas del actual programa de trabajo. Se reconoció
que la Comisión podría considerar conveniente •—como
lo había hecho este año— prestar cierta atención a cada
uno de los temas que figuran en su programa actual,
pero que, si se concretaba a examinar a fondo un nú-
mero limitado de temas, dejaría más tiempo a los Rela-
tores Especiales para desarrollar sus informes y a los
miembros de la Comisión para estudiarlos. Según se
sugirió, esto permitiría también, cuando fuera oportuno,
prever mejor el tiempo y las prioridades que deberían
atribuirse al examen de los distintos temas en cada
período de sesiones y durante todo el período del man-
dato quinquenal, facilitando así la organización de los
períodos de sesiones de antemano con miras a lograr
los objetivos y pautas generales establecidos por la Co-
misión para el programa de trabajo que había que rea-
lizar durante ese mandato.

308. La Comisión consideró que había que extender
e intensificar la labor de investigación y los estudios que

290 Anuario... 1982, vol. II (segunda parte), pág. 133, párra-
fo 266.

291 A/C.6/37/L.29, párrs. 32 a 42.

292 Anuario... 1982, vol. II (segunda parte), pág. 132, párra-
fo 263.
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realizaba la División de Codificación de la Oficina de
Asuntos Jurídicos. El Secretario General Adjunto, el
Asesor Jurídico —que asistió a la sesión del Grupo de
Planificación el 31 de mayo de 1983 e hizo una decla-
ración— y el Director de la División de Codificación
declararon que la Secretaría se hacía cargo de que los
acontecimientos recientes, entre ellos el aumento en el
número de miembros de la Comisión y el número cre-
ciente de temas examinados por ésta tendían a acrecen-
tar la magnitud y el nivel de la asistencia que se espe-
raba de la Secretaría en forma de investigación y estu-
dios. Señalaron que era importante para la Secretaría
que las peticiones de nuevos proyectos y estudios de
investigación fuesen lo más concretas posibles a fin de
proporcionar a la División de Codificación la autoriza-
ción para adoptar cuando fuese necesario las medidas
oportunas en aplicación de esas peticiones. Además, en
su opinión, eso facilitaría la labor de la División de
Codificación y permitiría realizar un trabajo más eco-
nómico, racional y rápido. Varios miembros del Grupo
sugirieron también que se incorporaran expertos de ca-
tegoría superior, preferiblemente con categoría de ofi-
cial mayor, al personal de la División de Codificación
con objeto de facilitar la labor de los Relatores Espe-
ciales en forma de investigación, estudios y análisis, y
asistencia para la compilación y clasificación de los da-
tos sobre la práctica de los Estados, la doctrina y la
jurisprudencia.

309. La Comisión expresó satisfacción por la asisten-
cia que su Secretaría presta tanto a la Comisión durante
sus períodos de sesiones como a los Relatores Especiales,
sobre todo al asignar para estas tareas a funcionarios
cuya experiencia y competencia han resultado hasta
ahora indispensables para asegurar la continuidad nece-
saria para la buena marcha de los trabajos de la Comi-
sión. También se expresó satisfacción por el hecho de
que en el actual período de sesiones la Secretaría había
aumentado el número de funcionarios del cuadro orgá-
nico que proporcionaban servicios sustantivos a la Comi-
sión en el curso de su período de sesiones. Se expresó
la opinión de que debería mantenerse la actual estruc-
tura de personal en vista de que el número de miem-
bros de la Secretaría que asisten a la Comisión en el
curso de su período de sesiones debería responder al
aumento del número de sus miembros y de su volumen
de trabajo, así como a la asistencia cada vez mayor en
forma de investigación y estudios que debía proporcio-
narse a los Relatores Especiales.
310. Se expresó preocupación general con respecto a
la situación de la documentación. La traducción y la re-
producción, incluso de los informes o estudios que ha-
bían sido presentados con anterioridad al período de
sesiones de la Comisión, sólo eran completados en reali-
dad al comenzar el período de sesiones o incluso en el
curso de éste. También se indicó que, con objeto de
abreviar la preparación, y por consiguiente la distri-
bución, de los informes de los Relatores Especiales,
debería acelerarse la distribución de las actas resumidas
de las sesiones de la Sexta Comisión de la Asamblea
General en las que se discutiera el informe de la CDI.
La Comisión expresó la opinión de que los servicios
competentes de la Secretaría debían atribuir a la distri-
bución de estas actas el mismo grado de prioridad que

se concede a las actas de la Primera Comisión y la Co-
misión Política Especial de la Asamblea General. La
Comisión señaló además la conveniencia práctica de que,
en los informes de los Relatores Especiales, las notas
de pie de página se insertasen en las páginas mismas
a que se referían, y pidió que se restableciese esta prác-
tica, que se había seguido siempre anteriormente.

311. La Comisión insistió en la necesidad de que los
Relatores Especiales presentaran sus informes lo antes
posible. En todo caso, la Mesa Ampliada tendría en
cuenta, como en anteriores ocasiones, la fecha de pre-
sentación y la disponibilidad de los informes de los
Relatores Especiales y de otros documentos esenciales
para recomendar a la Comisión si el examen de un
tema o de un determinado informe debía aplazarse o re-
mitirse a un período de sesiones posterior. La Comisión
desea insistir en la importancia de que sus miembros
reciban, con bastante anticipación al período de sesio-
nes, la documentación esencial, en particular los infor-
mes de los Relatores Especiales, con objeto de disponer
de tiempo suficiente para estudiar, con la atención y el
cuidado necesarios, esos documentos que siempre plan-
tean cuestiones jurídicas y políticas complejas. La Comi-
sión insistió también en la necesidad de preparar y pre-
sentar a su debido tiempo toda la documentación para
el período de sesiones, incluidos los informes de los Re-
latores Especiales, para que la Secretaría pueda, en lo
posible, hacerla llegar a los miembros de la Comisión
antes de que empiece el período de sesiones. Había que
cuidar de no imponer una carga de trabajo excesiva a
los servicios de documentación en el curso del período
de sesiones, cuando esos servicios tienen que concen-
trarse en la preparación de la documentación del período
de sesiones y no de la documentación previa a éste.

312. La Comisión tiene el propósito de seguir exa-
minando en futuros períodos de sesiones sus procedi-
mientos y métodos de trabajo.

313. Sin dejar de mantener los objetivos y prioridades
generales fijados en el 34.° período de sesionesm, la
Comisión dejará abierta la posibilidad de lograr un ma-
yor progreso con respecto a ciertos temas del programa
actual en ese período, habida cuenta de las resoluciones
de la Asamblea General, del estado de adelanto de un
determinado tema y de otras consideraciones prácticas.
En este contexto, y teniendo en cuenta el actual volumen
de trabajo acumulado en el Comité de Redacción, la
Comisión decidió que se diera prioridad al trabajo de ese
Comité durante el 36.° período de sesiones de la Comi-
sión.

314. A la luz de las consideraciones mencionadas, y de
conformidad con las resoluciones pertinentes de la Asam-
blea General, la Comisión se propone proseguir en su
36.° período de sesiones sus trabajos encaminados a la
preparación de proyectos de artículos sobre todos los
temas de su programa actual. Al principio de ese pe-
ríodo de sesiones, la Comisión tomará la oportuna deci-
sión sobre la asignación de tiempo para el examen de
los distintos temas de su programa actual, al organizar
los trabajos del período de sesiones.

z» Ibid.
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B.—Cooperación con otros organismos

1. COMITÉ JURÍDICO INTERAMERICANO

315. El Sr. Laurel B. Francis asistió como observador
de la Comisión al período de sesiones del Comité Jurí-
dico Interamericano, que se celebró en enero y febrero
de 1983, en Río de Janeiro, e hizo una declaración ante
el Comité.
316. El Comité Jurídico Interamericano estuvo repre-
sentado en el 35.° período de sesiones de la Comisión
por el Sr. Galo Leoro, quien hizo uso de la palabra ante
la Comisión en su 1774.a sesión, el 3 de junio de 1983.
317. El Sr. Galo Leoro se refirió a las cuestiones que
había examinado el Comité Jurídico Interamericano en
sus períodos de sesiones de agosto de 1982 y enero
de 1983, en particular las cuestiones relativas a la Con-
vención Americana sobre Derechos Humanos ^*; las
formas para el desarrollo del derecho ambiental; el al-
cance de la competencia que tenía el Comité Jurídico
Interamericano como órgano consultivo en asuntos jurí-
dicos; la personalidad y capacidad en el derecho inter-
nacional privado; el transporte marítimo internacional,
con especial referencia a los conocimientos de embar-
que; las bases para un proyecto de convención sobre el
transporte terrestre internacional de mercancías; y el
derecho de información. Hizo hincapié especialmente
en el proyecto de convención interamericana sobre la
inmunidad de jurisdicción de los Estados295, aprobado
por el Comité en su período de sesiones de enero
de 1983, que debía ser estudiado en la Tercera Confe-
rencia Especializada Interamericana sobre Derecho In-
ternacional Privado que se celebraría en abril de 1984.
El Sr. Galo Leoro señaló que el proyecto tenía por objeto
llenar un vacío en el continente americano, proporcio-
nando la pauta jurídica que deberían seguir los Estados
cuando enfrentaran el difícil problema de la inmunidad
de jurisdicción. Señaló que, en su preparación, el Comité
había tomado en cuenta la Convención europea sobre
inmunidad de los Estados, de 1972296, las leyes recien-
temente promulgadas por ciertos Estados y los proyectos
de artículos sobre el tema provisionalmente aprobados
por la Comisión, así como los propuestos por el Relator
Especial de la Comisión al respecto. Se refirió detallada-
mente al contenido del proyecto de convención, compa-
rándolo, en particular, con las disposiciones similares
preparadas por la Comisión o propuestas por su Relator
Especial encargado de este tema.

318. La Comisión, que tiene una invitación permanen-
te para enviar un observador a los períodos de sesiones
del Comité Jurídico Interamericano, pidió a su Presi-
dente, el Sr. Laurel B. Francis, que asistiese al próximo
período de sesiones del Comité o, si no podía hacerlo,
que designase con tal fin a otro miembro de la Co-
misión.

294 Denominada « Pacto de San José de Costa Rica », firmada
el 22 de noviembre de 1969; aparecerá en Naciones Unidas,
Recueil des Traités, con el número 17955.

295 Dis t r ibuido a la Comisión en relación con el tema de
las « Inmunidades jurisdiccionales de los Estados y de sus bie-
nes » con la signatura I L C ( X X X V ) / C o n f . R o o m Doc.4. Véase
también supra, nota 127.

296 Véase supra, nota 77.

2. COMITÉ JURÍDICO CONSULTIVO ASIÁTICO-AFRICANO

319. El Comité Jurídico Consultivo Asiático-Africano
estuvo representado en el 35.° período de sesiones de
la Comisión por su Secretario General, el Sr. B. Sen,
quien hizo uso de la palabra ante la Comisión en su
1775.a sesión, el 6 de junio de 1983.

320. El Sr. Sen señaló que en los últimos años el inte-
rés por la labor de la Comisión había ido en aumento
en los países de la región que representaba el Comité
Jurídico Consultivo Asiático-Africano. Habían desperta-
do especial interés los temas « Derecho de los usos de
los cursos de agua internacionales para fines distintos
de la navegación », « Inmunidades jurisdiccionales de
los Estados y de sus bienes » y « Responsabilidad inter-
nacional por las consecuencias perjudiciales de actos
no prohibidos por el derecho internacional ». El orador
indicó las cuestiones relacionadas con esos tres temas
que eran de especial interés para los gobiernos de la
región asiático-africana. También expuso el programa
de trabajo y las actividades en curso del Comité. Señaló
que el Comité había ampliado sus actividades al apoyar
la labor de las Naciones Unidas y centrar la atención
en la infraestructura técnica, con inclusión del marco
jurídico para la cooperación económica. A este respecto,
mencionó en especial la labor del Comité en relación
con la Convención de las Naciones Unidas sobre el de-
recho del mar2" —en especial las cuestiones relativas
a la situación jurídica que se derivará de la entrada
en vigor de la Convención, la situación durante el pe-
ríodo de transición y la función futura del Comité en la
aplicación de la Convención—, la promoción y protec-
ción de las inversiones, la asistencia recíproca en el cum-
plimiento de los compromisos adquiridos en virtud de
contratos mercantiles y de servicios, la protección del
medio ambiente y la promoción de convenciones multi-
laterales adoptadas bajo los auspicios de las Naciones
Unidas.

321. La Comisión, que tiene una invitación permanen-
te para enviar un observador a los períodos de sesiones
del Comité Jurídico Consultivo Asiático-Africano, pidió
a su Presidente, el Sr. Laurel B. Francis, que asistiese
al próximo período de sesiones del Comité o, si no podía
hacerlo, que designase con tal fin a otro miembro de
la Comisión.

3. COMITÉ EUROPEO DE COOPERACIÓN JURÍDICA

322. El Sr. Paul Reuter, Presidente de la Comisión
en su 34.° período de sesiones, asistió como observador
de la Comisión al 38.° período de sesiones del Comité
Europeo de Cooperación Jurídica, celebrado en noviem-
bre y diciembre de 1982 en Estrasburgo, e hizo una
declaración ante el Comité.

323. El Comité Europeo de Cooperación Jurídica es-
tuvo representado en el 35.° período de sesiones de la
Comisión por el Sr. Ferdinando Albanese, quien hizo
uso de la palabra ante la Comisión en su 1801.a sesión,
el 12 de julio de 1983.

297 Véase supra, nota 256.
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324. El Sr. Albanese informó a la Comisión de que
en 1982 el Consejo de Europa había creado un Comité
de Expertos en Derecho Internacional Público para que
prestara asistencia al Comité Europeo de Cooperación
Jurídica. Sus tareas eran, por una parte, cambiar im-
presiones y reunir información sobre la posición de los
miembros del Consejo en cuestiones de derecho inter-
nacional público estudiadas fuera del ámbito del Con-
sejo, y, por otra parte, estudiar cuestiones concretas de
derecho internacional público que requiriesen la adop-
ción de medidas en el ámbito del Consejo de Europa.
Por lo que respecta a las cuestiones de derecho inter-
nacional público tratadas fuera del ámbito del Consejo,
señaló que el Comité de Expertos había examinado te-
mas que habían sido sometidos a la Sexta Comisión
de la Asamblea General, como el examen del procedi-
miento de elaboración de tratados multilaterales y el
proyecto de artículos de la Comisión sobre el derecho
de los tratados entre Estados y organizaciones interna-
cionales o entre organizaciones internacionales298. Tam-
bién había examinado, como preparación para la Con-
ferencia de las Naciones Unidas que se celebró en
Viena en marzo y abril de 1983 sobre ese tema, el pro-
yecto de artículos de la Comisión sobre la sucesión de
Estados en materia de bienes, archivos y deudas de Es-
tado299. En cuanto a las cuestiones que debían estu-
diarse con miras a la posible adopción de medidas por
parte del Consesjo de Europa, el Sr. Albanese señaló
que el Comité de Expertos había examinado la cuestión
de los procedimientos por los cuales los miembros del
Consejo de Europa manifestaban su consentimiento en
obligarse por los tratados, a fin de armonizar y racio-
nalizar los procedimientos de manifestación de tal con-
sentimiento. El Comité también había examinado cues-
tiones relativas a los privilegios e inmunidades de los
miembros de las familias del personal diplomático y
consular que ocupaban un empleo remunerado en el
Estado huésped. Finalmente, informó a la Comisión del
estado de las últimas convenciones del Consejo de Eu-
ropa relativas a las cuestiones de derecho internacional
público.

325. La Comisión, que tiene una invitación perma-
nente para enviar un observador a los períodos de se-
siones del Comité Europeo de Cooperación Jurídica,
pidió a su Presidente, el Sr. Laurel B. Francis, que
asistiese al próximo período de sesiones del Comité o,
si no podía hacerlo, que designara con tal fin a otro
miembro de la Comisión.

327. El Sr. El Baccouche recordó que la Comisión
Arabe de Derecho Internacional era una de las comi-
siones técnicas consultivas del Consejo de la Liga de
los Estados Arabes. La labor confiada a esta Comisión
en virtud de su estatuto es similar a la de la CDI, pero
a nivel del grupo de Estados árabes, que pertenecen a
una zona geográfica con una marcada civilización ára-
be y un patrimonio islámico. La Comisión Arabe ha
asumido una responsabilidad especial respecto del des-
arrollo progresivo del derecho internacional en su re-
gión. El Sr. El Baccouche subrayó que la región árabe
ha sido escenario de episodios sucesivos de guerra y
paz que han tenido consecuencias directas en las rela-
ciones internacionales y en las normas de derecho in-
ternacional, que incluso han enriquecido.

La Comisión Arabe de Derecho Internacional pedía
a la CDI, habida cuenta del carácter vital de su labor,
que estableciera los cimientos de un nuevo sistema ju-
rídico internacional que aportara paz y justicia para
todos los pueblos y que rechazara definitivamente nor-
mas jurídicas tradicionales que legitiman la guerra, la
agresión, la anexión de territorios por la fuerza y la do-
minación de los pueblos. Asimismo señaló que la Comi-
sión Arabe tomaba nota de las posibilidades de coope-
ración que tenía con la CDI en el fortalecimiento de
la función de las organizaciones internacionales y re-
gionales para la salvaguardia de la paz y la seguridad
internacionales; en el servicio de la causa del desarro-
llo, en particular en los países en desarrollo; en la
lucha contra las políticas colonialistas; en el combate
contra la discriminación y el APARTHEID y en la garantía
de los derechos humanos y la protección de las liberta-
des fundamentales del hombre.

Por último, el Sr. El Baccouche señaló que el Con-
sejo de la Liga de los Estados Arabes había confiado
a la Comisión Arabe de Derecho Internacional la tarea
de seguir la labor de la CDI y que la Comisión Arabe
estaba examinando en la actualidad varios temas que
figuraban en el programa de la CDI nombrando un
Relator Especial entre sus miembros para cada uno de
esos temas.

C.—Fecha y lugar del 36.° período de sesiones

328. La Comisión decidió celebrar su próximo período
de sesiones en la Oficina de las Naciones Unidas en
Ginebra, del 7 de mayo al 27 de julio de 1984.

4. COMISIÓN ÁRABE DE DERECHO INTERNACIONAL

326. La Comisión Arabe de Derecho Internacional es-
tuvo representada en el 35.° período de sesiones de la
Comisión por el Sr. Mahmoud El Baccouche, quien hizo
uso de la palabra ante la Comisión en su 1810.A sesión,
el 21 de julio de 1983.

298 Anuario... 1982, vol. II (segunda parte), págs. 17 y ss.
299 El proyecto de artículos sirvió de base para la Conven-

ción de Viena sobre la sucesión de Estados en materia de
bienes, archivos y deudas de Estado, aprobada el 8 de abril
de 1983; véase A/CONF.117/14.

D.—Representación en el trigésimo octavo período
de sesiones de la Asamblea General

329. La Comisión decidió hacerse representar en el
trigésimo octavo período de sesiones de la Asamblea
General por su Presidente, el Sr. Laurel B. Francis.

E.—Conferencia en memoria de Gilberto Amado

330. Para honrar la memoria de Gilberto Amado, ilus-
tre jurista brasileño y antiguo miembro de la CDI, en
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1971 se decidió que un homenaje a su memoria revis-
tiera la forma de una conferencia a la que se invitaría
a los miembros de la Comisión, a los participantes en
la reunión del Seminario sobre Derecho Internacional
y a otros especialistas en derecho internacional.

331. Gracias a otra subvención del Gobierno del Bra-
sil, el 3 de junio de 1983 se pronunció la sexta confe-
rencia en memoria de Gilberto Amado, que fue prece-
dida de una cena. La conferencia, que fue pronunciada
por el Excmo. Sr. G. E. do Nascimento e Silva, Emba-
jador del Brasil en Austria y Representante Permanente
de su país ante la Oficina de las Naciones Unidas en
Viena, versó sobre « La influencia de la ciencia y la
tecnología en el derecho internacional ». La Comisión
espera que, al igual que en las cinco ocasiones ante-
riores, el texto de la conferencia se publique en fran-
cés y en inglés para que resulte accesible al mayor
número posible de especialistas en la esfera del dere-
cho internacional.

332. La Comisión agradece al Gobierno del Brasil este
nuevo gesto y espera que se siga conmemorando la me-
moria de Gilberto Amado. La Comisión pidió al Sr. Ca-
lero Rodrigues que transmitiese la expresión de su gra-
titud al Gobierno del Brasil.

F.—Seminario sobre derecho internacional

333. En cumplimiento del párrafo 8 de la resolu-
ción 37/111 de la Asamblea General, de 16 de di-
ciembre de 1982, la Oficina de Asuntos Jurídicos orga-
nizó, junto con la Oficina de las Naciones Unidas en
Ginebra, la 19.a reunión del Seminario sobre derecho
internacional durante el 35.° período de sesiones de la
Comisión.

El Seminario está destinado a estudiantes avanzados
de esa disciplina y a jóvenes funcionarios de las adminis-
traciones nacionales encargados normalmente de exami-
nar asuntos de derecho internacional.

334. Un comité de selección se reunió el 30 de marzo
de 1983 bajo la Presidencia del Sr. Erik Suy, Director
General de la Oficina de las Naciones Unidas en Gine-
bra; el comité estaba integrado por el Sr. H. A. Boi-
sard (UNITAR), el Sr. E. Chrispeels (UNCTAD), el
Sr. K. Herndl (Centro de Derechos Humanos) y el se-
ñor M. Sebti (División de Administración de la Oficina
de las Naciones Unidas en Ginebra). Fueron seleccio-
nados, entre 64 candidatos, 24 participantes, todos de
nacionalidades diferentes y procedentes en su gran ma-
yoría de países en desarrollo. Participaron asimismo en
esta reunión del Seminario dos personas en calidad de
observadores.

335. Durante la reunión del Seminario, celebrada en
el Palacio de las Naciones del 24 de mayo al 10 de
junio de 1983, los participantes pudieron utilizar los
diversos servicios de la biblioteca del Palacio de las
Naciones y asistir a una proyección cinematográfica or-
ganizada por la Oficina de Información Pública de las
Naciones Unidas. Se les facilitaron ejemplares de los

documentos básicos necesarios para seguir los debates
de la Comisión y las conferencias del Seminario. Los
participantes pudieron también obtener o adquirir a
precio reducido documentos impresos de las Naciones
Unidas que no están disponibles o son difíciles de en-
contrar en su país de origen. Al final de la reunión,
el Presidente de la Comisión y el Director General de
la Oficina de las Naciones Unidas en Ginebra hicieron
entrega a los participantes de un certificado acreditativo
de su participación en la 19.a reunión del Seminario.

336. Durante las tres semanas de la reunión, los cuatro
miembros siguientes de la Comisión pronunciaron con-
ferencias seguidas de debate : Sr. Julio Barboza, sobre
« Las circunstancias de exclusión de la responsabilidad
de los Estados »; Sr. M. L. Balanda, sobre « Proble-
mática del código de delitos contra la paz y la seguri-
dad de la humanidad »; Sr. R. Q. Quentin-Baxter, so-
bre « Responsabilidad internacional por las consecuen-
cias perjudiciales de actos no prohibidos por el derecho
internacional »; Sr. W. Riphagen, sobre « Aspectos de
la responsabilidad de los Estados ».

337. Además, pronunciaron conferencias el Sr. R. Ago,
magistrado de la CIJ, sobre « Algunas reflexiones en
torno a la codificación de la responsabilidad de los Es-
tados »; el Sr. D. I. Carter y el Sr. H. J. Chowdhury,
sobre « Las actividades de la Oficina del Coordinador
de las Naciones Unidas para el Socorro en Casos de
Desastre »; el Sr. J. L. Duquesne, sobre « Las activida-
des de la Comisión Económica para Europa en el sector
de los transportes »; el Sr. C. Masouyé, sobre « Las
actividades de la Organización Mundial de la Propiedad
Intelectual », y el Sr. K. Herndl, sobre « El Centro de
Derechos Humanos ».

338. Lo mismo que en 1982, los participantes en el
Seminario fueron recibidos oficialmente por la ciudad
de Ginebra, en la sala de Alabama del Ayuntamiento.
En esta recepción, el Sr. R. Vieux, Jefe de Protocolo
de la ciudad de Ginebra, pronunció una conferencia
sobre los aspectos internacionales de Ginebra. Igual-
mente figuraba en el programa del Seminario una visita
a la sede del CICR. Los participantes intervinieron en
una mesa redonda presidida por el Sr. Y. Sandoz, Di-
rector del Departamento de Doctrina y Derecho del
CICR, y fueron recibidos seguidamente por el Sr. Ale-
xander Hay, Presidente del CICR.

339. Al igual que en las reuniones anteriores, el Se-
minario no supuso ningún gasto para las Naciones Uni-
das, que no hubieron de contribuir a los gastos de viaje
ni a las dietas de los participantes. Los Gobiernos de
la República Federal de Alemania, Austria, Dinamarca,
Finlandia, los Países Bajos y Vietnam ofrecieron becas
a participantes de los países en desarrollo. Igualmente
suministró fondos a tal efecto el Dana Fund for Inter-
national and Comparative Legal Studies, de Toledo
(Ohio). La concesión de becas permite lograr una dis-
tribución geográfica satisfactoria de los participantes y
hacer venir de países lejanos a candidatos de mérito
que, de no ser así, no podrían participar en el Semi-
nario por motivos exclusivamente pecuniarios. En el
presente año, se concedieron becas a 14 participantes.
De este modo, de los 425 participantes admitidos desde
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el comienzo del seminario, que han representado 106 na-
cionalidades, se han concedido becas a 198 participantes.

340. La CDI desea subrayar la importancia que con-
cede a las reuniones del seminario, que proporcionan
a los jóvenes juristas designados la posibilidad de fami-
liarizarse con los trabajos de la Comisión y las activi-
dades de las numerosas organizaciones internacionales

que tienen su sede en Ginebra. Con el fin de garantizar
el mantenimiento y desarrollo del seminario y, sobre
todo, para permitir la concesión de más becas, la Co-
misión ruega encarecidamente que el mayor número po-
sible de Estados contribuyan, incluso simbólicamente,
a los gastos de viaje y dietas que se asignen, demos-
trando de este modo su interés por las reuniones del
Seminario sobre derecho internacional.


